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En cumplimiento de su mandato constitucional, las Fuerzas Militares de Colombia 
cuentan con un sistema educativo que les permite desarrollar al máximo sus 
capacidades y potencializar sus saberes, para enfrentar con éxito los retos de la 
seguridad y la defensa del país. 

En la actualidad, la Política Educativa de la Fuerza Pública (PEFuP) 2021-
2026 está dirigida a formar hombres y mujeres de indeclinable espíritu militar, 
con alto sentido ético, que interiorizan el respeto por los Derechos Humanos 
y con aptitudes cognitivas para comprender y aplicar los cambios que vive la 
humanidad.

Con este propósito, la Escuela Superior de Guerra “General Rafael Reyes 
Prieto”, Esdeg, orientó un proceso de investigación formativa con los alumnos 
del Curso de Altos Estudios Militares (CAEM) 2023, apoyado por los participan-
tes del 50 Curso Integral de Defensa Nacional (Cidenal), tendiente a examinar la 
seguridad humana en sus siete componentes, lo cual se ofrece en los tres volú-
menes de la presente obra.

El concepto seguridad ha tenido una evolución notable a lo largo de la his-
toria. El Diccionario de la lengua, de la Real Academia Española, señala que el 
término proviene de la voz latina securĭtas, compuesta por se, que significa ‘sin’, 
y curĭtas, que significa ‘cuidado’, de lo que puede inferirse que seguridad es 
‘sin cuidado’, ‘sin preocupación’ o ‘sin miedo’, que es como recientemente las 
Naciones Unidas lo han interpretado para darle desarrollo.

Se trata, en todo caso, de un sustantivo que suele acompañarse de distintos 
adjetivos. Durante la Guerra Fría, por ejemplo, tuvo predominio la fórmula segu-
ridad nacional. Concluido este periodo, se dio una proliferación de expresiones 
como seguridad interior, seguridad ciudadana, seguridad humana y seguridad 
multidimensional, entre otras. Cada una posee un enfoque y un énfasis, donde 

Prefacio

Brigadier General Edgar Alexander Salamanca Rodríguez
Director de la Escuela Superior de Guerra “General Rafael Reyes Prieto”
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las Fuerzas Militares de nuestra nación han participado desde sus competencias 
constitucionales y legales. 

El Comando General de las Fuerzas Militares de Colombia, en el Plan 
Ayacucho 2023-2026, Guía de Planeamiento Estratégico, establece que nues-
tro país transita por realidades sociales, culturales, económicas y de seguridad 
en general, que demandan de todas las entidades la formulación de estrategias 
de planeamiento y coordinación interorganizacional para solucionar de manera 
integral las necesidades de la sociedad civil, derivadas de la pobreza, la des-
igualdad, el cambio climático, los riesgos de desastres naturales y la expansión 
de las estructuras criminales conformadas por los grupos armados organizados 
(GAO), estructuras armadas organizadas de crimen de alto impacto, que ame-
nazan la defensa y seguridad nacional en todas sus dimensiones y que puedan 
impedir la protección de los intereses nacionales. (CGFM, 2023)

En coherencia con este planteamiento, la Escuela Superior de Guerra “General 
Rafael Reyes Prieto” (ESDEG) presenta la obra Seguridad humana y construc-
ción de patria en defensa de la vida, desplegada en tres volúmenes que cubren 
las siete dimensiones de esta crucial temática, en procura de aportar a su dis-
cusión académica y explorar campos estratégicos que garanticen la amalgama 
entre la seguridad nacional y la seguridad humana, como complementarias que 
son, reconociendo a la persona humana como eje estructurante y protegiendo a 
cada hombre y mujer de las amenazas que afecten su vida.

El primer volumen de la obra versa sobre las dimensiones seguridad econó-
mica y alimentaria; el segundo, sobre las dimensiones seguridad sanitaria, am-
biental y personal, y el tercero, sobre las dimensiones seguridad comunitaria y 
política. 

La ESDEG da cuenta así de su inspiración filosófica como escuela de forma-
ción superior militar e institución de educación superior, que asume el educar 
como factor vertebral estratégico y lo convierte en el instrumento para formar, 
capacitar, fortalecer y mejorar la dimensión humana de sus estudiantes, de con-
formidad con la misión y visión institucional y en respuesta tanto a las exigen-
cias de la institución, como a las de la sociedad y a lo que la nación requiere para 
su seguridad y defensa.

De igual forma y con el propósito de atender los requerimientos naciona-
les, se precisa articular los esfuerzos de las instituciones de modo que se forta-
lezca el desarrollo del Estado. Para ello, debe lograrse la integración, coordina-
ción y sincronización de las actividades de todas las partes interesadas, tanto 
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gubernamentales como del sector privado. El éxito en los territorios, en la pro-
fundización de la democracia en sus modalidades política, económica y social, 
es producto de la acción integral de todas las fuerzas vivas de la sociedad.

Al respecto, la Acción Unificada del Estado (AUE) ha sido, desde hace tiempo, 
parte de los desarrollos conceptuales de las Fuerzas Militares de Colombia y 
ahora, con la seguridad humana, término de una ecuación, cuyo otro término es 
la construcción de la paz.

El reto que propone esta publicación académica es, por lo tanto, identificar 
factores de éxito que permitan inferir que la AUE es pieza fundamental para me-
jorar las condiciones de las comunidades más vulnerables, eliminando el miedo, 
la carencia y la falta de dignidad, objetivo supremo de la seguridad humana.

Esto resulta decisivo para explorar los roles que deben asumir las Fuerzas 
Militares de Colombia en el actual contexto multidimensional y para establecer 
cómo deben desarrollarse las interacciones entre las fuerzas vivas de la socie-
dad en aras de un sistema más justo, más humano y, ante todo, más seguro. 
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Introducción							    
a la seguridad comunitaria

Resumen: Este capítulo ofrece un análisis preliminar sobre la seguridad comunitaria, como 
dimensión del concepto amplio de la seguridad humana, planteado en los años noven-
ta por el PNUD. Dada la falta de conceptualización sobre el tema, se propone analizar 
la seguridad comunitaria a partir de los grupos sociales y el papel de las comunidades 
como células básicas de la sociedad. De aquí se desprende la necesidad de protegerlas, 
conforme a los compromisos internacionales en materia de seguridad, y de garantizar los 
derechos humanos de sus integrantes. De la misma manera, se presenta una síntesis de 
los capítulos de esta sección, concernientes al papel de las Fuerzas Militares en la defen-
sa de la seguridad comunitaria.

Palabras clave: derechos humanos; grupos sociales; justicia; seguridad comunitaria; se-
guridad humana

Capítulo 23

Paola Alexandra Sierra-Zamora
Miguel Antonio González-Martínez
Escuela Superior de Guerra “General Rafael Reyes Prieto”
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Introducción 
a la seguridad comunitaria

Introducción
Hoy más que nunca, los Estados emplean todos los medios a su alcance para 
garantizar la protección de las comunidades donde se presentan amenazas a 
las libertades y los derechos humanos individuales. Esto se explica porque la 
seguridad actualmente es entendida como la ausencia de amenazas y vulne-
rabilidades a la vida primordialmente desde una perspectiva individual o grupal. 
Esta concepción de la seguridad se deriva del nuevo orden internacional surgido 
tras la caída de la Unión Soviética y el fin de la Guerra Fría. Anteriormente, el im-
perativo de la seguridad estaba guiado por una visión teórica realista en la que el 
sujeto de protección era el Estado, motivo por el cual se privilegiaban los medios 
militares para garantizar su supervivencia, en medio de un sistema internacional 
anárquico y en constante competencia (Larenas, 2013). 

Esta concepción “tradicional” de la seguridad se apalancó en la teoría geopo-
lítica clásica, que alentaba la competencia por el territorio o los recursos escasos 
en función de los intereses nacionales, como Makinder (1904) con su teoría del 
Heardland o Haushofer (1904) con la idea del espacio vital. Este paradigma posi-
tivista de la seguridad y de las relaciones internacionales determinó el desarrollo 
de las confrontaciones subsiguientes, como la Segunda Guerra Mundial (1939-
1945) y la Guerra Fría, en cuyos planes estratégicos de seguridad se expresaba 
el realismo ante una posible debacle nuclear.

Sin embargo, tras el fin de la Guerra Fría inició un debate académico so-
bre la pertinencia del concepto de seguridad tradicional frente a las amenazas 
emergentes en un mundo globalizado. Mientras que los enfoques clásicos con-
sideraban al Estado como el único actor de las relaciones internacionales, la “di-
sidencia” —denominada así por Kehoane (Salomón, 2002)— tachó este enfoque 
de reduccionista y abogó por la necesidad de entender las dinámicas del sistema 
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internacional bajo una perspectiva integradora. De esta forma se inauguró una 
nueva agenda de estudio reflexivista que integró los estudios críticos de la segu-
ridad y que, al final, permitió establecer nuevos conceptos de seguridad —como 
el de la seguridad humana— con un “giro copernicano” que desplazó el eje de la 
seguridad del Estado al individuo (González & Betancour, 2018; Sierra-Zamora 
et al., 2020).

Bajo esta nueva dinámica y desde un punto de vista empírico, con el triunfo 
de Estados Unidos, el liberalismo prometía ser el derrotero político del progre-
so de la humanidad, luego de la debacle de la Unión Soviética como potencia 
antagonista, que representaba un proyecto político opuesto. Francis Fukuyama 
(1992), en El fin de la historia y el último hombre, cimentó esta promesa al plan-
tear la historia como el devenir de guerras y violencia a través de intensas luchas 
entre poderes que representaban ideologías en disputa, en el que el triunfo del 
liberalismo supuso el fin de estos enfrentamientos, bajo una concepción antro-
pocentrista en que la libertad humana se consolida como valor supremo. De 
ahí que la concepción original de la seguridad humana descrita en el Informe 
de Desarrollo Humano de 1994 del Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo (PNUD, 1994) se ancle en las premisas fundacionales de la libertad: 

La batalla de la paz debe librarse en dos frentes. El primero es el frente de la 
seguridad, en que la victoria significa libertad respecto del miedo. El segundo 
es el frente económico y social, en que la victoria significa libertad respecto de 
la miseria. Solo la victoria en ambos frentes puede asegurar al mundo una paz 
duradera. (PNUD, 1994, p. 27)

Así, la seguridad humana es una apuesta por la defensa de los derechos 
universales que busca superar la dicotomía de la restricción de las libertades 
individuales en pro de asegurar la soberanía administrada por el Estado, una 
dicotomía surgida del contractualismo clásico del Leviatán de Hobbes (1979), 
que creó las bases del sistema internacional imperante en la modernidad. Con la 
seguridad humana, en lugar de restringirse, la libertad se antepone como valor 
preponderante frente al miedo que suponen las amenazas y riesgos a la vida hu-
mana y a su desarrollo sostenible. Así mismo, su enfoque ya no se concentra en 
la defensa del territorio con base en el armamento, sino que pone mayor énfasis 
en la seguridad de la población.

Dentro de este enfoque, la seguridad comunitaria emerge como el compo-
nente centrado en la protección de grupos humanos. Estos grupos merecen la 
atención de los planes estratégicos de seguridad del Estado en la medida en que 
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su defensa garantiza su supervivencia ante los efectos colaterales del proceso 
de globalización o las acciones violentas perpetradas por agentes financiados 
por economías ilegales. En el caso de Colombia, debido a la evolución de su 
conflicto armado interno, la seguridad de comunidades y grupos étnicos ha sido 
un tema crítico, pues se han visto afectadas por diversas violaciones de los de-
rechos humanos que han impactado su cultura, diversidad e identidad.

Este capítulo aborda de manera general la dimensión de la seguridad co-
munitaria de cara al desarrollo de una gobernanza inclusiva, que promueva y 
proteja los derechos humanos en una perspectiva de seguridad humana, donde 
el respeto a la diversidad social y cultural es esencial para que el Estado garan-
tice los derechos y libertades de las comunidades. Esta introducción sirve de 
marco analítico para presentar los valiosos aportes que siguen con referencia 
al papel de las Fuerzas Militares en la defensa y protección de las comunidades 
y los territorios. En este sentido, entre los objetivos estratégicos del Comando 
General de las Fuerzas Militares (CGFM), lo que respecta a la gobernabilidad de 
los derechos humanos de las comunidades se hace cada vez más relevante, 
pues implica un importante esfuerzo por impulsar procesos, con base en linea-
mientos a nivel mundial, que contribuyan a materializar y garantizar los derechos 
de las personas.

Conforme a lo anterior, la existencia de deberes simultáneos entre el Estado 
y las personas es un mecanismo necesario para preservar la protección siste-
mática de derechos, cumplir con los compromisos internacionales y el respeto, 
garantía y promoción de los derechos humanos. En este sentido, la articulación 
del Estado colombiano y la contribución de diversos actores en la preparación 
de la política actual de paz total abren un escenario en el que trabajar por la se-
guridad comunitaria es cada vez más posible. En este sentido, la capacidad del 
gobierno, el fomento de la inclusión social y la erradicación de la discriminación 
pueden fomentar la protección sistemática de los derechos, fortalecer las rela-
ciones internacionales y proyectar la política internacional por la que apuesta 
Colombia en estos momentos (Peña-Chivatá et al., 2019).

Para responder a los desafíos presentes y futuros al respecto, es esencial 
desarrollar estrategias que permitan evaluar de manera holística y sistemática 
cuáles son las necesidades de las comunidades, e interactuar desde la gober-
nanza con ellas para promover la inclusión y el restablecimiento de sus dere-
chos. Por lo tanto, de la misma manera en que se ha ampliado el concepto de 
seguridad y se ha desplazado su enfoque hacia el individuo, se plantea cambiar 
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el paradigma basado en una acción reactiva y punitiva para abordar la problemá-
tica de seguridad con base en acciones municipales que le permitan a la comu-
nidad reclamar sus derechos y deberes, y recomponer vínculos de confianza que 
permitan prevenir situaciones conflictivas; pero al mismo tiempo atender los de-
safíos que tienen las Fuerzas Militares para la construcción de paz en Colombia.

De esta forma, este capítulo tiene un alcance descriptivo, basado en un mé-
todo deductivo, en busca de aportar al tema de la seguridad humana, concre-
tamente en la dimensión de la seguridad comunitaria, a partir de la literatura 
especializada. Fundada en el análisis hermenéutico-interpretativo de fuentes 
documentales con un alcance descriptivo-correlacional, se busca exponer con 
precisión los fenómenos descritos estableciendo asociaciones entre conceptos, 
categorías o variables en una muestra o contexto particular.

El capítulo se desarrolla en tres apartados. En primer lugar se brinda una 
aproximación general al concepto de seguridad comunitaria; luego se aborda la 
participación de actores estatales y no estatales en la construcción de paz en 
Colombia, y finamente se analiza de manera preliminar el papel de las Fuerzas 
Militares en este proceso, a través de los aportes hechos por los estudiantes de 
los cursos de alto nivel de la Escuela Superior de Guerra. El capítulo cierra con 
algunas conclusiones preliminares. 

Conceptualización de la seguridad comunitaria
Difícilmente habría un momento más propicio para ampliar el concepto de segu-
ridad como el presentado después del final de la Guerra Fría en 1989. El ocaso 
de la tensión entre las potencias antagonistas supuso el fin de la amenaza ar-
mamentista y el surgimiento de un amplio margen de amenazas (antrópicas y 
no antrópicas) para la población (González & Betancour, 2018), que no se habían 
contemplado antes. A partir de entonces, el concepto realista de seguridad co-
menzó a considerarse estrecho e insuficiente para su deber de proteger. En tal 
sentido, se incorporó la categoría de la seguridad comunitaria como un compo-
nente de la seguridad humana, en aras de garantizar la protección de los grupos 
humanos, toda vez que, como afirma el PNUD (1994):

[…] la mayor parte de la población deriva seguridad de su participación en un 
grupo, una familia, una comunidad, una organización, un grupo racial o étnico 
que pueda brindar una identidad cultural y un conjunto de valores que den 
seguridad a la persona. (p. 36)
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Para entender los alcances de la seguridad comunitaria, es fundamental 
comprender el concepto de grupos sociales, que se componen de dos o más 
personas y funcionan bajo el acuerdo de normas y valores acordados en su seno 
para conseguir unos fines establecidos. Tradicionalmente, los grupos sociales 
han sido el soporte evolutivo de las civilizaciones humanas, toda vez que funda-
mentan una identidad compartida en sus integrantes y proyectan una cosmovi-
sión única en sus formas de comprender la existencia misma, además de dotar 
de un sentido de pertenencia (identidad).

La familia, por ejemplo, es un grupo que se cataloga como la célula de la 
sociedad, y que tradicionalmente se conforma por padres e hijos —la familia nu-
clear—. No obstante, el concepto de familia se ha ampliado en los últimos años 
para incluir otros tipos de familia, entre ellos la familia monoparental, en la que 
se cuenta con un solo progenitor (ya sea la madre o el padre); la familia homo-
parental, donde la pareja está integrada por padres del mismo sexo, y la familia 
unipersonal, que se integra por una persona soltera que vive de manera inde-
pendiente. A pesar de que, treinta años después de surgir el concepto amplio de 
la seguridad humana, se ha reconfigurado la tipología de familia en los núcleos 
urbanos, aún resulta fundamental su consideración porque se mantiene vigente 
en varias culturas. Así mismo, en todo caso, persiste la idea de la protección 
basada en el jefe de hogar o la madre cabeza de familia.

El caso de la familia muestra la naturaleza cambiante de los entornos de las 
comunidades, en la medida en que se transforman las sociedades. Los grupos 
sociales están sometidos a presiones estructurales constantes que los obligan a 
adaptarse a los cambios del entorno. Sin embargo, los grupos más tradicionales 
muestran resistencia a los cambios y una tendencia a conservar sus tradiciones 
culturales, religiosas, lingüísticas, etc. Por otro lado, con el auge de la globaliza-
ción y la masificación del internet, se ha iniciado un proceso de homogeneiza-
ción cultural que tiende a profundizarse con la incursión de nuevas tecnologías 
que promueven la interconexión de habitantes de diversos rincones del planeta. 

En años recientes, la aparición de subculturas desató una controversia so-
ciológica por su alcance transfronterizo y por la consecuente posibilidad de 
desplazar la identidad nacional a un segundo plano. Así, en los grupos pobla-
cionales más jóvenes, la búsqueda de una identidad sobre tendencias pasaje-
ras como la moda o la música desvían su atención de los temas nacionales, 
razón por la cual no sienten la nacionalidad como un elemento importante de 
sus vidas.
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El concepto de seguridad comunitaria también se asocia con los grupos ét-
nicos minoritarios y la necesidad de su protección y conservación frente a la 
persistencia de tensiones étnicas y la discriminación basada en factores raciales 
o de orientación sexual. A pesar de que se ha avanzado en materia de recono-
cimiento de las minorías en el mundo mediante la suscripción de acuerdos y 
actos simbólicos que ponen de manifiesto y reivindican sus derechos, el pano-
rama al respecto no es alentador. Los asesinatos de líderes sociales de estas 
comunidades han aumentado en los últimos años. Además, la discriminación 
y la marginalización de estas poblaciones reduce también sus oportunidades 
en el mundo laboral, lo que afecta sus posibilidades de salir de la pobreza y los 
empuja inevitablemente hacia los límites entre la legalidad y la ilegalidad para su 
subsistencia. 

Por otro lado, la politización y la movilización social de estas comunidades 
ha tenido incidencia en la polarización ideológica que atraviesa el mundo entre 
sectores conservadores y progresistas. La ruptura del paradigma de la moderni-
dad, con el énfasis cada vez mayor en los discursos, propone dar voz a quienes 
no tienen voz, es decir, a aquellos grupos que se han invisibilizado históricamen-
te. Esta inclusión ha posibilitado la participación y movilización de estas comu-
nidades como grupos de interés en el espectro político y la discusión pública. 

Así, se puede ver que no existe una definición clara y unívoca sobre el con-
cepto de seguridad comunitaria. En el caso de estas minorías, al tiempo que se 
plantean directrices que hacen parte de la seguridad humana, se descuidan otros 
factores relacionados con ella. Es aquí donde el papel de ciertas banderas de lucha 
a nombre de grupos étnicos y comunidades minoritarias conlleva consecuencias 
negativas para la nación y el Estado, pues debilita la gobernabilidad al aumentar 
la polarización y dividir el conglomerado social en facciones casi irreconciliables. 

Situación actual de la seguridad comunitaria en Colombia
Bajo este panorama, es posible afirmar que la seguridad también abarca un en-
foque en el cual la comunidad se encarga de proteger diversos factores de se-
guridad de su población, sin que esto necesariamente deteriore la competencia 
del Estado de derecho o de los sistemas jurídicos, pues, de lo contrario, el Estado 
no podría cumplir adecuadamente con su obligación de velar por los derechos 
de su ciudadanía. Un ejemplo de esta situación se evidencia en el contexto de 
Colombia, donde se presentan interconexiones en seguridad comunitaria que 
requieren una coordinación constante entre: 
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1.	 Una definición puntual del alcance, aplicación y ejecución de la seguri-
dad comunitaria. En este punto, se debe integrar el desarrollo social y 
económico con los derechos de las comunidades.

2.	 Las políticas públicas que aplican este concepto. En Colombia, el presi-
dente Gustavo Petro lo pretende hacer a través de su plan de gobierno 
denominado “Colombia, Potencia Mundial de la Vida” (2022-2026), que 
será el vehículo de la seguridad humana. En este plan se propone integrar 
a las comunidades rurales mediante políticas públicas que permitan su 
desarrollo, combatan el hambre y la pobreza, promuevan la educación 
y la participación política de las comunidades en las decisiones sobre 
su entorno y su bienestar. Para eso, por ejemplo, se requiere el apoyo 
constante de las Fuerzas Militares, de forma que deben alinear todo su 
recurso humano, estratégico y operacional para lograr estos objetivos.

La seguridad comunitaria, en consecuencia, surge como una respuesta ante 
las amenazas tanto tradicionales como emergentes para la seguridad. Esta 
perspectiva implica la creación de espacios que fomenten la participación, el 
diálogo y la comprensión, cimentados en la seguridad personal y material, al 
mismo tiempo que fortalecen los objetivos delineados en el plan de gobierno 
aprobado para el periodo 2022-2026. 

En este contexto, se pone de manifiesto la vulnerabilidad de Colombia en 
lo que respecta a la garantía de los derechos humanos, ante lo cual resulta im-
perativo que el gobierno nacional tome medidas concretas para asegurar ade-
cuadamente estos derechos. Asuntos como las migraciones, el desplazamiento 
forzado, la trata de personas y la inclusión permanecen como asuntos pendien-
tes en la agenda gubernamental actual. En todo caso, estos temas tienen una 
interrrelación que posibilita su implementación efectiva.

De acuerdo con la Ley 2272 (2022) que define la Política de Paz Total, la se-
guridad humana se entiende de la siguiente manera:

La seguridad humana consiste en proteger a las personas, la naturaleza y los 
seres sintientes, de tal manera que realce las libertades humanas y la ple-
na realización del ser humano por medio de la creación de políticas sociales, 
medioambientales, económicas, culturales y de la fuerza pública que en su 
conjunto brinden al ser humano las piedras angulares de la supervivencia, los 
medios de vida y la dignidad. (art. 2)

Así es como, a través del planeamiento estratégico del Estado, se busca ga-
rantizar la seguridad de toda la comunidad en el territorio nacional. Esto requiere 
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de un enfoque transversal y diferencial, que aborde aspectos de género, éticos e 
interétnicos. Esta perspectiva no solo fomenta el desarrollo cultural y territorial, 
sino que también contribuye a la consolidación y construcción de la paz total, una 
política central en el plan de gobierno del presidente Gustavo Petro. Se espera que, 
a largo plazo, este enfoque promueva respuestas enfocadas en la seguridad, así 
como la defensa integral de los territorios, las comunidades y las poblaciones. 

Sin embargo, la política enfrenta varios desafíos que el gobierno debe abordar. 
Entre estos desafíos se encuentra la desprotección de la primera infancia, así como 
el abandono y maltrato infantil, problemas que surgen desde la célula fundamental 
de la sociedad. En la actualidad, la prevalencia de familias monoparentales en el país, 
en su mayoría encabezadas por madres con recursos económicos limitados para 
su supervivencia, agrava muchas de las problemáticas que afectan a la sociedad. 
La evolución y transformación del concepto mismo de familia, como lo evidencian 
varios pronunciamientos de la Corte Constitucional, reflejan la creciente relevancia 
del constitucionalismo transformador en sociedades de este tipo (Bogdandy, 2015; 
Bogdandy & Urueña, 2020; Sierra-Zamora & Fonseca-Ortiz, 2022).

Los intereses de los jóvenes y la participación en la política 
nacional 
Al hablar de la participación política, se puede notar claramente cómo los inte-
reses del Estado están constituidos por los intereses de las identidades nacio-
nales. Estas últimas son factores fundamentales que influyen sustancialmente 
en la formulación e implementación de la política estatal, por lo cual resultan 
determinantes en la evolución de la política exterior en el sistema internacional, 
y pueden dinamizar y generar cooperación internacional.

De este modo, los jóvenes, como parte de esas identidades nacionales, inte-
ractúan políticamente en la sociedad, pues luchan por el cambio y se enfrentan a 
diversos desafíos en campos como el político, económico, social, cultural y edu-
cativo. Esto demuestra una reacción a la nueva responsabilidad de asumir ac-
ciones propias de entornos adultos (Pizarro, 1997). Los niveles de conflictividad 
que generan forman parte del mismo proceso de transformación que necesitan 
activar para abordar gradualmente los futuros desafíos como ciudadanos polí-
ticamente integrados, basando sus lógicas en función del individualismo. Esto 
posibilita, entre otras cosas, impulsar su participación en procesos electorales, 
como sucedió en Colombia en las elecciones de consejeros municipales y loca-
les juveniles en 2021 (Registraduría Nacional, 2021).
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En el contexto de esta participación política, la transformación de las Fuerzas 
Militares, en general, tiene como prioridad el enfoque de protección a las comu-
nidades, las personas y la familia, lo que implica pasar de un carácter conflictivo 
a uno preventivo, que evite la violación de derechos humanos, proteja a la po-
blación civil y articule el concepto de seguridad comunitaria para avanzar a la 
mayor brevedad en garantizar la seguridad a las comunidades.

Seguridad comunitaria y actores estatales y 
no estatales implicados en la construcción de 
paz en Colombia
El Gobierno nacional debe buscar la alineación estratégica de los ejes transver-
sales de su plan de gobierno: 1) ordenamiento del territorio alrededor del agua; 
2) seguridad humana y justicia social; 3) derecho humano a la alimentación; 4) 
transformación productiva, internacionalización y acción climática, y 5) conver-
gencia regional. Para lograrlo, requiere la acción directa de diversos actores, con 
el fin de atender la insuficiencia en distintos niveles de la seguridad comunitaria, 
para construir gobernanza y gobernabilidad al respecto.

La paz, de acuerdo con los postulados consignados en la Política de 
Seguridad, Defensa y Convivencia Ciudadana (Ministerio de Defensa Nacional, 
2023), tiene como fin primordial liberar a la comunidad de violencias mediante 
estrategias para proteger la vida, la integridad personal y el patrimonio, pero con 
énfasis en la legitimidad de las instituciones de seguridad. Es necesario que las 
comunidades confíen plenamente en su fuerza pública, por lo cual se debe prio-
rizar a las personas de la comunidad y el territorio, fortaleciendo la seguridad de 
los grupos poblacionales que se encuentran en situaciones precarias, además 
de salvaguardar la integridad humana.

Ahora bien, el gobierno actual propone políticas públicas en materia de se-
guridad orientadas hacia la seguridad comunitaria. En ese contexto, las Fuerzas 
Militares implementan nuevos planes estratégicos con el fin de lograr el bien-
estar social y económico de la sociedad, e impactar en el entorno nacional y las 
comunidades en los territorios. El esquema tradicional de gobernanza en algu-
nas regiones se destinaba a las ciudades principales y quedaba rezagado en los 
territorios donde hacen presencia grupos al margen de la ley. En consecuencia, 
es necesario incorporar como sujetos de derecho a toda la población sin exclu-
sión social alguna, lo que garantiza el respeto a la pluralidad y la inclusión, con 
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miras a edificar políticas públicas que mejoren la calidad de vida (smart living) y 
la participación política (smart governance).

Así, la elaboración de dimensiones sociales para comprender la gobernanza 
inclusiva se vuelve esencial, considerando la importancia de no excluir a nin-
gún grupo vulnerable. Es necesario lograr un equilibrio en el desarrollo territorial 
desde todos los niveles de organización de manera progresiva. Esta perspectiva 
respalda la implementación de nuevas normativas y políticas que reconozcan 
los derechos de todos los grupos. (Navarro, 2016, pp. 3-4). Una norma es social-
mente valida en la medida que facilite la integración social del Estado en su con-
junto y tenga en cuenta los diversos intereses en juego en la discusión pública. Y 
cobra mayor validez cuando tiene en cuenta estándares internacionales y deriva 
en decisiones válidas y materializables.

De esta forma, el derecho tiene una función importante al imponer su cum-
plimiento cuando se requiere articular tejidos sociales complejos que precisan, 
para su convivencia, de la “efectividad” de las normas plenamente legales en un 
Estado democrático de derecho (Durango, 2008, p. 57). Así, es evidente que el 
desarrollo comunitario e incluso territorial implica un modelo de gobernanza que 
permita adaptarse a las necesidades, creando espacios de colectividad y gene-
rando cooperación entre las comunidades.

Por ello, la visibilización de las comunidades es cada vez mayor, gracias a 
la preocupación constante por construir políticas públicas que garanticen los 
derechos de las comunidades sin restricción. Al respecto, los derechos humanos 
son considerados universalmente legítimos, protegidos desde el ámbito interna-
cional y nacional. Son inalienables para toda la ciudadanía, y su sustento recae 
fundamentalmente en la dignidad humana. Los derechos humanos contribuyen 
a la participación de la población y sus libertades fundamentales en el desarrollo 
económico, político, cultural y social del país.

En ese marco, los derechos humanos son indudablemente la piedra angular 
de todo ejercicio de poder que aspire a ser considerado no solo conforme con 
los modelos legales establecidos, sino con los valores de cualquier sociedad de-
mocrática (Salmón, 2004, p. 227). En este sentido, la gobernabilidad configura 
la institucionalidad del Estado de derecho desde una perspectiva holística: “el 
pueblo será regido democráticamente por sus libertades”. De ahí que la gober-
nabilidad recaiga en la comunidad.

En consecuencia, la gobernabilidad inclusiva implica un Estado democráti-
co que promueva y preserve los derechos humanos, cuyos esfuerzos busquen 
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hacer efectivo el goce de estos, en un marco de igualdad y equidad enfocado 
en el constitucionalismo transformador. En últimas, se trata de consolidar una 
verdadera estructura democrática de gobierno donde la toma de decisiones se 
oriente hacia la garantía real y efectiva de los derechos de las comunidades.

Roles y desafíos de las Fuerzas Militares en Colombia
En consecuencia, para definir los retos de las Fuerzas Militares en este propósito, 
se requiere establecer las obligaciones del Estado y de la sociedad para prevenir, 
sancionar y proteger los derechos humanos. Las Fuerzas Militares deben desa-
rrollar acciones de impacto con base en la suma de sus capacidades, con una 
clara definición legal de sus funciones, que consideren multivariables e identifi-
quen los territorios que necesitan con más urgencia intervención por parte del 
Estado.

Sin duda, este es uno de los retos más grandes que tiene el actual gobierno, 
pues el proceso de transformación debe hacerse con celeridad, pues depende 
estratégicamente del carácter cambiante propio de un conflicto armado interno 
de más de 60 años, mientras se desarrollan los acuerdos de paz que el gobierno 
está promoviendo para contrarrestar la violencia y se avanza en las relaciones 
internacionales para buscar fuentes de financiación y de apoyo militar.

Entonces, para que la paz total avance en la dimensión de la seguridad co-
munitaria, debe afrontar el fenómeno del conflicto armado interno, donde el úni-
co camino posible es la priorización de las comunidades afectadas por este y 
el establecimiento de mecanismos de legalidad, institucionalidad y correspon-
sabilidad, pues la implementación reflexiva de estas medidas va a permitir que 
las Fuerzas Militares puedan tener roles cada vez más determinantes para la 
consolidación de la paz en el territorio nacional.

Para un análisis más concreto de la seguridad comunitaria, se debe partir de 
evaluar las nuevas amenazas que enfrentan los Estados, las culturas emergen-
tes, las migraciones y las nuevas amenazas no antrópicas (pandemias y desas-
tres naturales, entre otras). Estos factores obligan a hacer cambios sustanciales 
en el Estado, sus planes y políticas. La seguridad comunitaria, así, implica fun-
damentalmente abordar nuevos problemas de la población y la sociedad en sus 
interacciones, por lo que se debe reconocer a la ciudadanía en un sentido más 
amplio y universal. Como bien lo plantea Fredy Hernández (2012):

Si se cree, desde lo que plantea Nussbaum, que todos los seres humanos 
son considerados como conciudadanos y convecinos entre sí, entonces es 
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preciso entender también que las decisiones comprenden, de igual mane-
ra, básica y fundamentalmente, los problemas humanos y decisiones de las 
otras personas, asumiéndolos como propias. (p. 309)

Esto implica necesariamente retomar los fundamentos políticos del cos-
mopolitismo. Es crucial considerar que se requieren cambios en los procesos 
educativos, para ampliar la perspectiva nacionalista. Estos procesos educativos 
forman parte integral de la construcción ciudadana y buscan transformar al ciu-
dadano en un universalista cosmopolita, lo que no solo fortalece el sentido de 
patriotismo, sino que también enriquece la esencia democrática y constructiva 
del Estado.

Aquí se puede observar la relevancia de la educación en una democracia y 
cómo esta puede generar las transformaciones a las que se hace referencia en 
este capítulo. Comprender la complejidad del ser humano, estableciendo polí-
ticas jurídicas funcionales como la seguridad humana y su implementación en 
una seguridad comunitaria, contribuye a abordar cuestiones políticas como la 
corrupción, por ejemplo. Por lo tanto, la consolidación de la identidad de la ciu-
dadanía señala también la necesidad de no ignorar la concepción universal de 
las personas.

En este sentido, las Fuerzas Militares asumen, entre otros mandatos, la res-
ponsabilidad de proteger a la población y desempeñan actividades que se inte-
gran con la defensa y seguridad del territorio nacional, en colaboración con otras 
instituciones estatales según lo establecido en la acción integral. Al abordar los 
problemas que surgen para cumplir su misión, las Fuerzas Militares deben re-
considerar el análisis de diversas dimensiones de la vida social en relación con 
su desempeño laboral. De manera proporcional, las dimensiones individuales y 
comunitarias requieren la presencia activa del Estado y una clara definición de 
los roles que deben desempeñarse. Esto se debe a que los desafíos son cons-
tantes, prácticamente diarios, lo que obstaculiza una acción esencial de protec-
ción, arraigada en la función constitucional de las Fuerzas Militares.

Por ello, la introducción del concepto de seguridad comunitaria ha contri-
buido a repensar cómo, desde el ámbito académico, político, cultural, educativo, 
social, entre otros, surgen referentes sólidos que permitan generar la transfor-
mación buscada. Al respecto, las capacidades de las Fuerzas Militares refuerzan 
con rigor e integridad la dimensión comunitaria al considerar con mayor énfasis 
los derechos humanos y su papel de protección del Estado, desde un enfoque 
más integral y humanista (Deudney & Matthew, 1999). 
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Dado que el concepto de seguridad comunitaria se basa esencialmente pro-
mover y proteger los derechos de las comunidades, también articula desde la 
comunidad internacional la voluntad político-jurídica de los Estados. Esto con-
fiere un papel esencial a nuevas formas de multilateralismo, más holísticas, que 
valoren las fuentes comunitarias de las sociedades y generen fuentes de segu-
ridad para ellas (Tabla 1).

Tabla 1. Seguridad comunitaria

Recursos Oportunidades Poder y voz Seguridad humana

Recursos monetarios
• Suficiencia de 
recursos monetarios 

Recursos no 
monetarios 
• Bienes del hogar 
• Logro educativo
• Acceso a internet 

Educación y salud
• Asistencia escolar
• Rezago escolar
• Salud

Acceso a trabajo/
empleo
• Acceso a empleo

Calidad de trabajo/
empleo 
• Estabilidad laboral 
• Jornada normativa 
• Trabajo con 
remuneración 
• Ingreso laboral ≥ CNA 
• Pensiones

Calidad de vivienda y 
medio ambiente sano
• Hacinamiento 
• Material de pisos y 
paredes revocadas 

Participación política 
• Participación 
sindical/gremial 

Seguridad alimentaria
• Seguridad 
alimentaria 

Seguridad de las 
personas 
• Seguridad de las 
personas
• Percepción de 
seguridad

Fuente: Centro de Estudios para el Desarrollo Laboral y Agrario (CEDLA).

Finalmente, la seguridad comunitaria tiene que ser un tipo de instrumento ana-
lítico por medio del cual se comprenden los distintos sentidos que confluyen en la 
convivencia de distintas comunidades bajo un Estado de derecho democrático. 
Esto permitirá asegurar los roles de las Fuerzas Militares con base en principios 
estructurales que son base esencial del diálogo entre diferentes actores, con miras 
al desarrollo e implementación de los derechos humanos de las comunidades.
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Percepción de seguridad comunitaria por 
parte de las Fuerzas Armadas de Colombia
De manera general, los estudiantes del Curso de Altos Estudios Militares CAEM-
2023 y el Curso Integral de Defensa Nacional CIDENAL n.º 50, mediante los tres 
capítulos que conforman esta sección, han contribuido al análisis de la segu-
ridad comunitaria en el marco de la Política de Seguridad Humana del presi-
dente Gustavo Petro Urrego (2022-2026). Estos aportes ofrecen una visión que 
permite visibilizar las acciones de las Fuerzas Militares de Colombia. En primer 
lugar, el CR (EJC) Johny Hernando Bautista Beltrán y Miguel Ángel Arenas Vesga 
presentan la contribución de la fuerza publica para la protección de la diversidad 
de género. Por su parte, el CR (FAC) Eduardo Restrepo Galeano aporta una visión 
de la seguridad comunitaria en Colombia enfocada desde el rol de las Fuerzas 
Militares. Finalmente, la CN Beatriz Elena García concentra su análisis sobre las 
tensiones sociales y la fuerza pública en la seguridad comunitaria. 

Contribución de la fuerza pública para proteger la identidad 
de género en Colombia
En el marco de la seguridad humana, como se ha planteado, el énfasis en la se-
guridad comunitaria ha permitido pensar e implementar nuevos roles y generar 
transformaciones para estar a la vanguardia en cuanto a la protección sistemática 
de los derechos humanos. Así, las Fuerzas Militares deben alinearse con los pará-
metros que, en ese sentido, el gobierno del presidente Gustavo Petro ha planteado 
para el desarrollo de sus políticas en materia de seguridad y defensa. Para asumir 
esos nuevos desafíos, las Fuerzas Militares deben contemplar un marco de acción 
mucho más amplio. En el primer capítulo, los autores visibilizan a las comunidades 
LGBTIQ+ y el papel que las Fuerzas Militares cumplen en su protección.

A manera de abrebocas, puede decirse que la identidad de género en 
Colombia ha tenido un reconocimiento exponencial, lo que en consecuencia ha 
generado nuevas categorías de derechos. Sin embargo, la libertad de operación 
en el marco de la seguridad comunitaria determina un impacto poco progresis-
ta de las Fuerzas Militares. Para los autores, existe una violencia multifactorial 
que puede explicar las diferentes tensiones surgidas con factores relacionados 
con la identidad de género, ya que las personas con identidades diversas, por 
su condición, están expuestas al rechazo. Es aquí donde las Fuerzas Militares 
deben desempeñar unos roles determinantes para fomentar la garantía de los 
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derechos constitucionales y humanos derivados de los compromisos interna-
cionales que el Estado colombiano ha suscrito voluntariamente.

En el desempeño de su misión institucional, las Fuerzas Militares demandan 
actualmente una serie de acciones que promuevan una mejor comprensión, ca-
pacitación y entrenamiento, que le permitan adaptarse más al entorno contem-
poráneo. En este sentido, requiere además protocolos diferenciales aplicables, 
sobre todo en el desarrollo operacional, cuando se involucran en situaciones 
concretas relacionadas con la identidad de género. Adicionalmente, afrontar esta 
tarea permite contribuir con una perspectiva que alinee las Fuerzas Militares con 
los estándares nacionales e internacionales en materia de orientación sexual 
e identidad de género. Así, el capítulo permite entender que una acción de las 
Fuerzas Militares acorde con los derechos de las comunidades LGBTIQ+ depen-
de de un ejercicio de recomposición y reestructuración, con el ánimo de que sean 
los principales responsables y promotores de su protección.

Un aspecto de gran relevancia que aborda este capítulo se refiere a los avan-
ces hacia la igualdad de género y el papel de las Fuerzas Militares en su protec-
ción. Salvaguardar los derechos de todas las personas en el territorio nacional 
implica necesariamente la protección de las comunidades, sin importar su orien-
tación sexual. En este sentido, es crucial que las Fuerzas Militares se alineen 
con el marco constitucional que las rige. La evolución de la estrategia militar por 
parte de las Fuerzas Militares ha dado lugar a la implementación de acciones no 
armadas, a través de las cuales se busca proporcionar una asistencia humanita-
ria efectiva que haga que el ejercicio de protección sea cada vez más sensible y 
adecuado a las necesidades particulares de la población. 

Además, existe una preocupación genuina por fomentar la confianza legíti-
ma y la esperanza entre los miembros de las Fuerzas Militares, lo que a su vez 
contribuirá a la esperanza de las comunidades en los territorios. Esto se hace a 
través de la acción integral, que ha generado diferentes impactos al enfocarse 
en brindar la asistencia social, económica y cultural para reducir las brechas 
económicas, de inequidad y educación.

Seguridad comunitaria en Colombia: un enfoque desde el rol 
de las Fuerzas Militares
En este segundo capítulo se analizan los lineamientos y avances domésticos 
en distintas dimensiones de la seguridad humana, con énfasis en la seguridad 
comunitaria, durante 16 años correspondientes a los gobiernos de Álvaro Uribe 
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(2002-2010) y Juan Manuel Santos (2010-2018). Se evidencia que la protección 
de las comunidades, efectivamente, ha estado presente en los planes de gobierno 
y ha sido transversal en los planes estratégicos de las Fuerzas Militares. De esta 
manera, el capítulo evidencia que estos planes han permitido acciones y medidas 
mucho más eficaces y eficientes para que las Fuerzas Militares protejan derechos 
humanos. Así, confrontar la función de las fuerzas de seguridad con las amenazas 
multidimensionales hace posible tener una visión mucho más estratégica para 
una participación constructiva y estandarizada; además, permite evidenciar es-
tructuras emergentes funcionales para el desarrollo de la paz total.

El autor comienza por argumentar sobre la transición del marco de com-
prensión que supuso el fin de la Guerra Fría, de un marco de comprensión de 
un concepto de seguridad tradicional a un concepto ampliado en el que los 
Estados asumen nuevas amenazas, más allá de las concernientes a la defensa 
de la soberanía nacional. La integración de esta visión ampliada de la seguridad 
en Colombia se plasmó esencialmente en las políticas de defensa, seguridad 
y convivencia ciudadana, lo que ha generado un trasfondo para el desarrollo y 
ejecución del plan de gobierno actual (2022-2026), pues brinda una concepción 
donde la seguridad tiene una aproximación directa al individuo y se convierte en 
el centro de atención frente a los desafíos de la seguridad humana, especialmen-
te en la dimensión de la seguridad comunitaria.

La transformación y la evolución militar en Colombia durante el siglo XX 
muestra claramente una ampliación del enfoque de la seguridad. Esto es im-
portante porque conlleva integrar otro tipo de roles, políticas y desafíos para la 
fuerza pública, que desempeñan un papel esencial en aspectos que afectan di-
rectamente a la comunidad. Además, las acciones de las Fuerzas Militares en 
Colombia evidencian un respaldo determinante por parte de sus socios interna-
cionales, que comparten paradigmas similares. Por ejemplo, el paradigma co-
munitario no es un tema de la Policía Nacional exclusivamente, sino que integra 
la consolidación de justicia y el acompañamiento sistemático de las Fuerzas 
Militares (Cubides et al., 2017).

Tensiones sociales y fuerza pública en la seguridad 
comunitaria: protección frente al crimen organizado en 
Colombia
En este último capítulo se abordan las tensiones sociales que enfrentan las 
Fuerzas Militares frente al crimen organizado desde la perspectiva de la seguridad 
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comunitaria. Al respecto, puede verse que, durante los últimos años, sobre todo 
en los países latinoamericanos, cada Estado se ha desarrollado conforme a su 
contexto, sus amenazas y sus propios retos y desafíos en materia de seguridad y 
defensa. 

Las tensiones sociales, entonces, requieren fortalecer la gobernanza y la go-
bernabilidad con mayor participación comunitaria; sin embargo, para el desa-
rrollo funcional de la seguridad se deben fomentar acciones para contrarrestar 
la violencia, la criminalidad y todas aquellas tensiones que ponen en alerta los 
sistemas de seguridad para la comunidad.

Una de las tensiones a las que se hace especial referencia en el capítulo son 
los derechos humanos. En este punto es determinante entender cómo la toma 
de decisiones en las políticas públicas pueden garantizarlos. Así, causas socia-
les históricas se convierten en grandes tensiones modernas, como es el caso de 
los grupos armados que surgen en contradicción con las políticas brindadas en 
su momento por el Estado, pero que terminan en grandes conflictos, fomentan 
el crimen organizado y otro tipo de fenómenos que afectan de manera directa la 
seguridad de las comunidades.

Esto al final deriva en la responsabilidad estatal de desarrollar una política 
que guíe el funcionamiento de la seguridad comunitaria y que permita fortalecer 
los roles de las Fuerzas Militares. En últimas, la misión constitucional de la fuerza 
pública no cambia, solo evoluciona para responder a los componentes moder-
nos de la seguridad humana.

Reflexiones y conclusiones
En una síntesis preliminar, puede afirmarse que, en Colombia, las Fuerzas 
Militares han venido trabajando para implementar el plan de gobierno actual 
—Colombia, Potencia Mundial de la Vida—, que incluye la seguridad humana y 
su componente de seguridad comunitaria, como mecanismo de protección de 
los grupos sociales y de los derechos humanos individuales. La defensa de los 
grupos sociales es vital por cuanto implica la conservación y defensa de la cé-
lula básica de la sociedad, vulnerable ante diversos factores de inestabilidad e 
inseguridad.

Finalmente, se considera que el enfoque de la seguridad comunitaria en 
Colombia es fundamental, en la medida en que involucra la defensa de los líde-
res comunitarios en los territorios. Esto también incluye la defensa de grupos 
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sociales de presión que reclaman cada vez más espacio en las decisiones pú-
blicas. En este sentido, las Fuerzas Militares de Colombia, en su marco misio-
nal, han asumido la defensa de estas poblaciones a través de diferentes planes 
estratégicos y de su propia transformación doctrinal, con el fin de mantenerse a 
la vanguardia de las amenazas identificadas en el escenario internacional y los 
conceptos ampliados para mitigarlas con efectividad. 

En la dimensión de la seguridad comunitaria, los cambios son progresivos 
y requieren el compromiso de todos los actores involucrados en la defensa de 
la vida y los derechos humanos. Esto permite entender que los retos son cam-
biantes, y lograr armonizar la soberanía e integridad territorial implica nuevos 
desafíos para garantizar la seguridad humana de la ciudadanía, como lo propone 
la seguridad humana desde el PNUD.
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Resumen: La protección de la identidad de género es un gran desafío de seguridad y de-
fensa en la seguridad comunitaria en Colombia y el mundo. Con esta premisa y mediante 
un enfoque cualitativo descriptivo, este documento se basa en tres ejes fundamentales: 
detalla la evolución del concepto de identidad de género en Colombia; expone el papel de 
la fuerza pública en la protección de las comunidades LGBTIQ+; y analiza la seguridad hu-
mana en la protección de la identidad de género. Esto permitió demostrar que la identidad 
de género en Colombia, aunque ha tenido avances significativos, aún carece de un marco 
jurídico suficiente que les permita a las FF. MM. y la Policía Nacional de Colombia tener 
mayor libertad de operación en el marco de la seguridad humana, sobre todo teniendo 
en cuenta que la fuerza pública debe conocer de primera mano los hechos de violencia 
perpetrados en este contexto.
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Introducción
Colombia se ha visto abocada a transitar por diferentes conflictos prácticamente 
desde su independencia, con nefastas consecuencias en los planos económico, 
social, político y cultural, sobre todo en las zonas periféricas del territorio nacio-
nal, lugares en donde históricamente se han arraigado la violencia y el crimen 
organizado en manos de los grupos al margen de la ley (Niño, 2017). Todo esto 
ha conllevado a que se genere un número significativo de víctimas que ha des-
pertado un interés creciente por parte de la comunidad académica.

No obstante, hoy en día son evidentes las problemáticas que victimizan a un 
importante número de colombianos por cuenta de la vulneración de su integri-
dad física y emocional, eventos que no han sido documentadas satisfactoria-
mente, con el agravante de que estas vulneraciones ciertamente trasgreden los 
derechos humanos (DD. HH.) y el derecho internacional humanitario (DIH). Este 
complejo panorama invita a que estos temas ocupen un mayor espacio en las 
agendas de Gobierno.

La violencia multifactorial, una realidad que históricamente ha estado pre-
sente en el país, ha encontrado en las tensiones derivadas en factores relaciona-
dos con la identidad de género (en adelante IG), un preocupante terreno abonado 
de vulneración de derechos hacia estos individuos, quienes, solo por su orienta-
ción sexual o IG, han tenido que vivir bajo el rechazo y la estigmatización, pero, 
sobre todo, soportando agresiones de todo tipo por sectores recalcitrantes de 
la sociedad que ven en la diversidad una amenaza al statu quo, especialmente 
grupos al margen de la ley, que no aceptan que en los territorios en los que sus 
estructuras criminales hacen presencia, se den libremente este tipo de expresio-
nes en las personas o grupos diferenciales (Eulegelo, 2021).
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Es en este contexto en el que la fuerza pública desempeña un rol esencial 
como garante de la protección de las personas con una IG diversa, lo que a su 
vez se articula con los postulados de la seguridad comunitaria (en adelante SC), 
en la medida en que la misión constitucional que estas instituciones cumplen en 
el país está orientada a la protección de todo el conglomerado social, sin ningún 
tipo de distinciones, lo cual, como es de esperarse, incorpora dentro de este es-
fuerzo institucional a dicho sector de la población.

En este tema hay que reconocer que queda un largo trecho por recorrer. Las 
instituciones, pese a su tradición tutelar en Colombia, tienen enormes desafíos 
en esta materia, especialmente en lo que tiene que ver con las FF. MM., ya que es 
un esfuerzo que demanda incluir en sus programas de capacitación y entrena-
miento, en todos los niveles, información pertinente, con un enfoque de género 
que sensibilice a todos sus integrantes, sobre las diferentes problemáticas que 
esta población enfrenta. Adicionalmente, y a partir de esto, es necesario que las 
fuerzas planteen protocolos diferenciales, aplicables en su quehacer operacio-
nal, orientados a restablecer derechos vulnerados a estas personas. 

El prolongado conflicto que el país afronta desde mediados del siglo anterior 
ha representado a lo largo de la historia una de las principales fuentes de vul-
neración de los derechos humanos de personas con IG diversa, especialmente 
aquellas que han vivido en entornos afectados por la influencia de grupos arma-
dos ilegales de toda índole.

En este sentido, no se puede desconocer que los sectores de la población so-
bre los que en mayor medida se han presentado hechos victimizantes son las 
mujeres, los menores de edad y las personas con IG diversa, como la comunidad 
LGBTIQ+, así lo deja entrever el primer informe que a finales de 2019 fue aceptado 
por la JEP (2021), que fuera entregado por parte del colectivo LGBTIQ+, en donde 
se detallaron las agresiones a las que fueron sometidos en regiones como Urabá, 
Nariño, Antioquia, entre otros, por parte de las extintas FARC-EP, con lo cual, espe-
ran poder ser reconocidos como víctimas del conflicto armado en Colombia. 

A partir de este preocupante diagnóstico, se desprende el análisis que ocupa el 
presente trabajo, que pretende entender el papel que juega la fuerza pública en la 
protección del conglomerado social del país; en particular, en las tensiones y vulne-
raciones asociadas a las diversas IG que hoy en día son reconocidas. Para este pro-
pósito, se apela al enfoque de la dimensión de seguridad comunitaria, en el marco de 
la seguridad humana; y como las FF. MM. y la Policía Nacional fungen como garan-
tes en la preservación o el restablecimiento de los derechos de estas comunidades.
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En este orden de ideas, y desde una perspectiva general, este trabajo se 
propone identificar la contribución de la fuerza pública a la protección de las 
personas con IG diversas en Colombia. Para esto, se establecieron tres líneas 
de trabajo a través de las cuales se busca, primero, detallar cómo han sido 
las dinámicas evolutivas asociadas a las diferentes orientaciones de género 
en Colombia; segundo, explicar el papel que juega la fuerza pública y su res-
ponsabilidad para proteger a las comunidades LGBTIQ+ desde el ámbito de la 
seguridad; y, tercero, analizar el componente de la seguridad comunitaria en 
el contexto de la protección de la IG. Desarrollados los apartes formulados, se 
propone responder la siguiente pregunta: ¿cuál es el papel que juega la fuerza 
pública desde el enfoque de seguridad comunitaria para la protección de la IG 
en Colombia? 

Marco teórico 
El desarrollo del marco teórico se orientó teniendo en cuenta la IG como la con-
cepción desde la que una persona se identifica. Es importante destacar que la 
IG no se trata de una elección, sino que es una parte integral de la persona. 
Las personas pueden identificarse como hombres, mujeres, ambos, ninguno o 
una combinación de géneros. Así, la IG no se limita a la elección de la ropa o 
los intereses personales, sino que se trata de una identidad profunda que se 
relaciona con la forma en que una persona se siente consigo misma y su lugar 
en el mundo. Es importante tener en cuenta que la IG no está relacionada con 
la orientación sexual, que se refiere a la atracción romántica o sexual que una 
persona siente hacia otras personas y que debe ser respetada a partir de los 
mismos derechos humanos.

La Carta de los Derechos Humanos, proclamada el 10 de diciembre de 
1948, define en su artículo 3 que “Todos son iguales ante la ley y tienen, sin 
distinción, derecho a igual protección de la ley. Todos tienen derecho a igual 
protección contra toda discriminación que infrinja esta Declaración y contra 
toda provocación a tal discriminación” (Naciones Unidas, 1948, p. 2). En este 
sentido, nadie podrá ser discriminado ni sometido a ningún tipo de rechazo 
sin importar su cultura, religión o cualquier tipo de creencias o género, sobre 
todo teniendo en cuenta la relación con la sociedad, los desafíos que enfren-
tan las personas con identidades de género no conformes, las oportunidades 
y progreso hacia la aceptación e inclusión, la importancia de la educación y 
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concienciación, los cambios legales y políticos relacionados con la IG, los re-
cursos de apoyo para personas con identidades de género no conformes y la 
importancia de la IG en la actualidad. 

En cuanto a la concepción de género, el primer aporte lo hace Scott (1999), 
quien publicó una investigación llamada “El género: una categoría útil para el 
análisis histórico”. Allí explica que el género no se limita a hombres o a mujeres, 
sino que se extiende como una equidad o igualdad para ambos. Cabe señalar 
que los argumentos de Scott se fundamentaron en los movimientos feministas 
que se dieron a partir de la década de los años setenta. 

Por su parte, Mantilla (1996) explica que normalmente el género se entien-
de como un grupo específico que cuenta con ciertas características especia-
les. Para este autor, en contraste, dicho término incluye tanto a hombres como 
mujeres, por lo cual no puede haber algún tipo de exclusión o distinción de las 
personas. Para León (2000) se debe hacer una distinción significativa entre el 
concepto de sexo y género: el primero hace referencia a que a una persona por 
naturaleza y formación de su cuerpo se le denomina hombre o mujer; en cambio, 
cuando se habla de género, esto es la forma en que es concebida una persona 
tanto personalmente como por parte de la sociedad en general, por lo cual no 
pueden confundirse estos dos conceptos.

En cuanto a la identidad, Velasco (2002) explica que es aquella que se rela-
ciona directamente con la situación cultural de una persona, en la que confluyen 
diferentes factores como los sociales, económicos y hasta políticos. También 
el autor hace énfasis en que hablar de identidad se ha vuelto algo complejo hoy 
en día, en la medida que ha sido usada para la construcción individual de un 
determinado estado por las personas, lo cual ha dificultado que se entienda su 
conceptualización original. A este respecto, Rojas (2004) también hace una rela-
ción entre la conceptualización de identidad y la cultura. El autor explica que de 
acuerdo con las costumbres que se tienen en una cultura, las personas logran 
encontrar su identidad, y esto no solamente está sujeto a tener una orientación 
sexual diferente a lo habitual, sino que, además, esto les permite enfocar su pro-
pósito de vida en otros aspectos.

Así las cosas, las Naciones Unidas (s. f.) definen la IG como una identidad 
que descubren las personas a través del tiempo, y que no necesariamente es la 
misma que les fue asignada al momento de nacer (es decir, hombre o mujer), y 
que al descubrir su verdadero ser, definen otro tipo de orientación sexual. La ONU 
explica que en este sentido se pueden derivar identidades como las comunidades 
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LGBTIQ+. También el organismo hace referencia a que debe diferenciarse lo que 
se le llama la orientación sexual y expresión de género.

Por su parte, la Comisión de Derechos Humanos de la Ciudad de México 
(2014), define la IG como la expresión que hace una persona en relación con el 
sexo que le fue asignado al momento de nacer y que, debido a diferentes facto-
res, como su forma de vivir, convivir o conocer otras identidades, se siente en la 
capacidad de expresar que pertenece una comunidad diferente de lo habitual en 
la sociedad.

En síntesis, es importante que la sociedad comprenda que la IG es una parte 
integral de la persona y que se debe respetar y valorar a todas las personas, 
independientemente de su género. Las personas con identidades de género 
diversa a menudo enfrentan discriminación y acoso, lo que puede afectar su 
bienestar mental y emocional. A su vez, es importante entender que la IG no es 
algo que se pueda cambiar; de allí que la sociedad a menudo tenga expectativas 
rígidas en cuanto a lo que significa ser hombre o mujer, lo que puede dificultar 
que las personas con identidades de género no conformes se sientan aceptadas 
(Velasco, 2002).

Es importante que la sociedad se aleje de las expectativas rígidas de gé-
nero y aprenda a aceptar y valorar la diversidad en este sentido. Esta apuesta 
implica ampliar la educación sobre lo que realmente significa el concepto de 
IG y la importancia que reviste la inclusión en los espacios públicos y privados. 
Es necesario, a su vez, visibilizar la vulneración de derechos a las que se ven 
sometidas normalmente las personas con identidades de género no conformes, 
desde la discriminación en el trabajo hasta la violencia verbal o física. Por ello, 
es importante que esta población tenga acceso a redes de apoyo, como grupos 
profesionales y servicios de salud mental que coadyuven en la mitigación de las 
dificultades que enfrentan las personas en esta condición.

Metodología
Esta investigación tiene un enfoque cualitativo y de alcance descriptivo. Se reco-
lectaron datos secundarios en diversas fuentes, tales como artículos científicos, 
informes de agencias especializadas, e informes de entidades públicas, entre 
otros documentos. Por esta razón, la metodología usada fue el análisis de con-
tenido, tanto por el proceso mismo, como por el mecanismo de recolección y 
análisis de la información. El procedimiento de muestreo fue inductivo y teórico, 
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esto es, cada documento indagado llevó al siguiente, en una lógica de cadena o 
“bola de nieve”; así, se llevó a cabo una indagación de los principales elementos 
analizados hasta que se llegó a una saturación teórica.

De esta forma, la IG pudo ser analizada mediante el uso de la metodología 
cualitativa, sobre todo porque permitió obtener una comprensión más rica del 
fenómeno de objeto de estudio. Dicho esto, al utilizar técnicas de recolección 
de datos y análisis documental, se pudo obtener información detallada sobre la 
IG. Así, la metodología cualitativa, desde un enfoque descriptivo, pudo ayudar a 
identificar patrones y tendencias que no son evidentes mediante el análisis de 
datos. Esto es especialmente útil en campos en donde se deben identificar fac-
tores subyacentes que contribuyen a la interpretación adecuada de la realidad 
(Ñaupas et al., 2018).

Evolución del concepto de IG en Colombia
Colombia se ha visto inmersa en conflictos prácticamente desde su indepen-
dencia, con nefastas consecuencias en los planos económico, social, político 
y cultural, los cuales, en su mayoría, han derivado en el quehacer del conflicto 
armado a manos de grupos al margen de la ley. Sumado a esto, el narcotráfico 
y las actividades ilícitas han llevado a que la violencia se concentre en las zonas 
periféricas del territorio nacional, dejando a su paso un sinnúmero de víctimas 
mortales (Castro & Munévar, 2018).

Todo esto ha originado diversas interpretaciones en el contexto social de-
bido al nivel de violencia experimentado a lo largo del tiempo. Además, se han 
desarrollado temas tabú que la sociedad encuentra difícil de abordar. Por otro 
lado, la población se ha visto inmersa en un conflicto que ha causado rupturas 
significativas en el tejido social, lo que ha dificultado el establecimiento de un 
diálogo constructivo con todas las comunidades del territorio nacional. Esto, a 
su vez, obstaculiza la posibilidad de una adaptación que fomente la tolerancia 
hacia las nuevas realidades sociales.

Además de esto, en Colombia existe una profunda conexión con sus tra-
diciones conservadoras y culturales, como se refleja en la conformación tradi-
cional de núcleos familiares por parejas heterosexuales en lugar de parejas del 
mismo sexo. Esta arraigada tradición ha sido una de las principales causas de 
actos discriminatorios por parte de la población en general, que se agrava aún 
más en grupos armados al margen de la ley. Como resultado, la IG se ha conver-
tido en una fuente de tensión social. 
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Ahora, mientras esto ha venido sucediendo en Colombia, la comunidad in-
ternacional, en este caso, la Organización de las Naciones Unidas (ONU), ha 
avanzado significativamente para que temas como la IG tomen relevancia y 
se respeten los derechos de aquellas personas que buscan dar a conocer una 
orientación sexual o IG diferente. Esto, como resultado de los crímenes y vulne-
raciones en contra de personas que con IG no convencional, por lo cual se ha he-
cho un llamado para que los Estados opten dentro de su ordenamiento jurídico 
por normas efectivas que conlleven al respeto de la IG hacia estas comunidades 
(Naciones Unidas, 2021).

En este sentido, es paradójico que se aspire a lograr un espacio en la so-
ciedad colombiana que respete la IG cuando no se han logrado solucionar los 
distintos problemas sociales, culturales y económicos derivados del conflicto 
armado en el territorio nacional (De Zubiría, 2015). Cabe señalar que este tránsito 
ha sido más sencillo para los países con más altos índices de desarrollo humano 
y en donde existe una mayor protección incorporada en el ordenamiento jurídico 
interno con respecto a esta materia, lo cual incentiva la adopción de medidas 
más eficaces que promueven una sana convivencia. En parte, se podría inferir 
que la inexistencia de las problemáticas que aquejan a Colombia, especialmente 
la violencia, facilita que en otros países con mejores índices puedan mostrar una 
mejor y más tolerante convivencia (Castedo & Tombesi, 2019).

Avances hacia la igualdad de género en 
Colombia
En el país se ha buscado, en términos constitucionales y legales, salvaguardar 
y proteger los derechos de todas las personas en el territorio nacional, sin im-
portar su condición. Una muestra de esto es lo dispuesto en el artículo 13 de la 
Constitución Política de 1991:

Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma pro-
tección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, liber-
tades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, 
origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica.

Con base en este artículo, se esperaría que en Colombia no se presentaran 
rechazos a quienes tengan una orientación o expresión de IG diferente a los es-
tándares convencionales de la sociedad. Aunque lo dispuesto en la Constitución 
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Política de 1991 no referencia taxativamente las IG diversas, sino que engloba la 
afirmación de que todas las personas tienen los mismos derechos sin importar 
su cultura y/o condición, se sobreentiende que la carta política incluye este sec-
tor de la población, partiendo del sentido universal de la cobertura de los dere-
chos y las libertades que tienen los colombianos. No obstante, y en la práctica, 
el país se encuentra aún lejos de alcanzar indicadores internacionales en cuanto 
a reconocimiento de derechos, respeto y tolerancia hacia estos connacionales.

La Corte Constitucional de Colombia (en adelante La Corte) pronunció, a tra-
vés de la Sentencia C-075 del año 2007, que la dignidad humana es un principio 
fundante en términos constitucionales y legales, por lo cual todas las personas, 
sin importar su condición, debían recibir el mismo trato, pues poseen una condi-
ción humana (Corte Constitucional, 2007). En este sentido, el organismo judicial 
detalló que es responsabilidad de todas las autoridades civiles y públicas del 
Estado colombiano salvaguardar y proteger la vida de todas las personas sin 
importar su orientación sexual.

 Luego, en el año 2011, la Corte expresó en la Sentencia T-717 que el grupo 
poblacional LGBTIQ+ posee los mismos derechos que las parejas heterosexuales. 
Esta afirmación se basa en el principio de dignidad humana consagrado en diver-
sos tratados y normativas vigentes sobre DD. HH. (Corte Constitucional, 2011).

Las anteriores sentencias originaron la creación un marco jurídico en el con-
texto de la IG. No obstante, en el año 2013 aún no existía una ley o norma explí-
cita que reglamentara este tipo de derechos, por lo cual la Corte permitió que las 
parejas del mismo sexo pudieran realizar trámites de vínculos contractuales en 
las notarías del país. Este fue un hecho que generó todo tipo de especulaciones, 
tanto a favor como en contra, en todos los sectores de la sociedad colombiana.

Para el año 2015, la discusión sobre los derechos de las personas con una 
orientación de género diferencial se centraría en la adopción de niños por parejas 
del mismo sexo. Al respecto, La Corte se volvió a pronunciar, ya que, emitió un fa-
llo sobre la forma en que debía interpretarse la Ley 1098 del año 2006 (Código de 
Infancia y Adolescencia). Allí se hizo énfasis en que las parejas LGBTIQ+ tenían 
el mismo derecho a adoptar y en que se debía actuar en el marco del principio 
de igualdad; asimismo, se establecieron detalles sobre el derecho que tenían los 
niños a tener un hogar (Corte Constitucional, 2015). 

Esto generó una discusión mediática en el país. Sin embargo, acatando lo 
dicho por La Corte, el 4 de junio del año 2015 el presidente de la República, Juan 
Manuel Santos emitió el Decreto 1227 de ese mismo año, en el cual se aprobó 
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el cambio de sexo; tanto en el registro civil como en la cédula de ciudadanía. 
Todos estos avances en términos jurídicos y constitucionales alimentaron los 
estereotipos e imaginarios en la población colombiana, ya que —como se ha 
advertido— el país aún no se encuentra preparado para este tipo de adopciones 
en el marco de la IG (Tamayo, 2015).

En una idea preliminar, se puede afirmar que el avance legal en términos de 
IG solamente ha estado en manos de La Corte, por medio de Sentencias que han 
dado lugar para que las personas con una orientación de género no convencio-
nal obtengan derechos con la igualdad de condiciones de las demás personas. 
Esto, al tenor del marco Constitucional. A pesar de ello, hay que decir que la legis-
lación colombiana no ha avanzado al mismo ritmo en comparación con países 
de la región como Uruguay, Argentina, Chile, entre otros. 

Papel de la fuerza pública en la protección de 
la IG en Colombia
Para entender el papel que juega la fuerza pública en el marco de la protección 
de la IG en el territorio nacional, primero, es necesario comprender cuál ha sido el 
aporte de las FF. MM. y la Policía Nacional en relación con la construcción del te-
jido social en las zonas más afectadas por la violencia y el conflicto armado. Esto 
facilitará la comprensión de cómo se adopta el enfoque de salvaguardia hacia 
todas las comunidades, incluidas aquellas personas con orientaciones sexuales 
o identidades de género no convencionales.

Contexto de la protección de las comunidades por parte de la 
fuerza pública
Como es bien sabido, las FF. MM. y la Policía Nacional son instituciones que ve-
lan por la protección y defensa de los intereses de la nación y de los colombianos 
buscando proteger la vida y los derechos de todas las personas en el territorio 
nacional de acuerdo a su mandato Constitucional (Congreso de la República, 
1991). Esto se realiza a través de operaciones militares y policiales para des-
articular y afectar las diferentes amenazas producto del conflicto armado y del 
crimen organizado transnacional (COT), ecosistemas criminales que han sido 
los mayores responsables de la comisión de delitos hacia la población, especial-
mente, las comunidades más vulnerables en el territorio nacional. 
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No obstante, y debido a diferentes factores sociales, económicos, culturales 
y políticos, se observa la persistencia de variables que limitan la recuperación 
y el desarrollo de territorios ubicados especialmente en regiones apartadas y 
marginadas del país. En ese contexto, y a partir de la década de los sesenta, 
las FF. MM. y de Policía han incorporado a su estrategia militar un importante 
componente de acciones no armadas, como un esfuerzo decisivo por mitigar a 
través de la asistencia humanitaria, las penurias que estas poblaciones vulne-
rables afrontan como consecuencia del histórico abandono estatal. Estas líneas 
de esfuerzo siguen siendo hoy por hoy una herramienta fundamental que brin-
da confianza y esperanza en los territorios y comunidades más afectadas en 
el marco del conflicto armado. Esta estrategia se denomina Acción Integral (en 
adelante AI) por parte de las FF. MM. y la Policía Nacional (Bonilla et al., 2020).

La AI, como estrategia, ha tenido distintos enfoques mediante los que se 
ha buscado brindar asistencia social y desarrollo económico, así como sumi-
nistrar a la gente menos favorecida, salud, bienestar, infraestructura y atención 
cuando devienen los desastres naturales, entre otros. Por esto, es que la AI ha 
tenido gran relevancia en Colombia, pues ha servido como puente para que las 
instituciones públicas y privadas y la fuerza pública unan esfuerzos con miras 
a reducir la enorme brecha de inequidad que asola a un importante número de 
colombianos (EJC, 2022).

La fuerza pública y su estrategia para la protección de la IG 
Como se ha dicho en los apartados anteriores, la AI se ha constituido en una 
estrategia decisiva y es considerada uno de los mayores aportes que ha hecho 
la fuerza pública en la construcción del tejido social a nombre del Estado colom-
biano en las zonas más afectadas por los grupos al margen de la ley (Castillo 
& Niño, 2015). No obstante, y debido a las dinámicas, tanto sociales como del 
mismo conflicto, aparecen otros retos y desafíos en el marco de la defensa y 
seguridad, y es allí en donde la fuerza pública, en cumplimiento del mandato 
constitucional, juega un papel esencial que, por supuesto, involucra a quienes 
ostentan identidades de género diferentes a las tradicionales de hombre y mujer. 
Esto, en el entendido de que el derecho a la vida, la integridad, las libertades y de-
más salvaguardas consagradas por la carta política y convenios internacionales 
integrados al bloque constitucional (cuya protección es atribuida a las FF. MM. y 
Policía Nacional), no hacen distingo de ninguna condición ni rasgo propio de la 
persona; luego, se sobreentiende que quienes ostentan una condición de género 
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o identidad sexual diversa son también sujetos de protección de primer orden, 
como cualquier otro connacional.

En primer lugar, las FF. MM. y la Policía Nacional actúan en el marco de los 
DD. HH. y el DIH en pro de salvaguardar y proteger a toda la población sin im-
portar su condición. A continuación, se propone un conjunto de principios que 
pueden ser de utilidad para complementar y consolidar los esfuerzos que ya 
viene haciendo la fuerza pública mediante la AI y otras iniciativas no armadas 
a fin de favorecer a comunidades e individuos con una orientación de género 
diversa.

Esfuerzo interagencial para la protección integral de las IG
La estrategia de la fuerza pública, en los últimos años, alineada al principio cons-
titucional de cooperación armónica, ha integrado a su estrategia militar y policial, 
de manera muy exitosa, el concepto de las operaciones interageciales, que no es 
nada diferente a articular las capacidades de las entidades públicas al esfuerzo 
operacional, con el propósito de alcanzar objetivos militares o policiales, medi-
dos en recuperación de estándares de seguridad en favor de la sana convivencia 
social.

Aunque no se propone nada novedoso en este sentido, considerando la di-
mensión de la problemática expuesta de vulneración sistemática de derechos 
a estas personas con IG diversa, lo que se recomienda en este documento es 
aplicar la experiencia de la operaciones militares y policiales interagenciales, con 
un enfoque específico de género, lo cual permitirá aunar el esfuerzo operacional 
de la fuerza pública a las capacidades de las instancias pertinentes, como la 
Fiscalía General de la Nación, Procuraduría, Defensoría del pueblo y entidades 
territoriales, entre otros. Esto facilitará la implementación de líneas de esfuerzo 
para mitigar sustancialmente la problemática descrita, dada la experiencia exi-
tosa que esta estrategia ha representado en las operaciones contra estructuras 
armadas delictivas.

Identificación de personas de IG en riesgo
Tanto las FF. MM. como la Policía Nacional cuentan, como parte de la estructura 
organizacional, con oficinas de género, consagradas a definir lineamientos que 
faciliten las dinámicas interpersonales entre los integrantes de estas institucio-
nes y así, en este marco, afianzar políticas de respeto y protección, especial-
mente a las mujeres uniformadas y no uniformadas. No obstante, es necesario 
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que el espectro se amplíe para que estas dependencias de género incorporen a 
su rol la atención hacia sectores con IG diferente a hombre o mujer; más aún si 
se tiene en cuenta que al interior de estas instituciones coexisten personas con 
esta condición. Este nuevo enfoque puede optimizar protocolos que faciliten el 
relacionamiento de los militares y policías con estas personas, hecho que ade-
más evitará que la misma fuerza pública vulnere sus derechos, en lo cual even-
tualmente pueden incurrir incluso en el ejercicio de sus funciones, por impericia 
en un tratamiento profesional, o cuando menos informado.

 Estas dependencias podrían incorporar una sección encargada de estable-
cer mecanismos que faciliten la interacción de las fuerzas con las comunidades 
cuya IG es diferencial. En ese orden de ideas, lo que se propone es que, acorde 
con la evolución de estas conceptualizaciones, la fuerza pública desarrolle la 
arquitectura institucional necesaria que le permita a sus integrantes entender 
y aceptar estas diferencias y, a partir de la capacitación en todos los niveles, 
aprender los estándares de relacionamiento con las personas que hacen parte 
de la comunidad LGBTIQ+, quienes finalmente son, como cualquier colombiano, 
sujetos plenos de derecho.

Al final, lo que se pretende con esta propuesta es que la acción funcional 
de la fuerza pública, en el marco de su propia doctrina, pueda ser garante de 
derechos y libertades, como hasta ahora ha venido siendo, pero desde una vi-
sión holística que integre y comprenda las diferentes categorías que desde la 
perspectiva de género hoy por hoy se conocen. En ese sentido, se busca salva-
guardar y proteger la vida de estas comunidades a través de una red institucional 
(Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, 2019).

Seguridad, protección y atención preventiva
La labor que debe desarrollar la fuerza pública en la protección de las comuni-
dades e individuos que tienen una IG u orientación sexual diversa en Colombia 
no se debe fundamentar solo en apartar a las personas del peligro que puedan 
correr en escenarios complejos, sino también en definir con otras instituciones 
rutas de atención prioritarias orientadas a asistir personas que, por ser LGBTIQ+, 
se encuentren expuestas a la vulneración de sus derechos o a discriminación y 
riesgo por su orientación sexual, con el agravante de encontrarse en entornos 
donde la oferta estatal no llega fácilmente, lugares en los que militares y policías 
sí están presentes debido a su misión. Lo anterior se debe soportar en el con-
cepto de acción unificada.
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La fuerza pública desempeña un papel crucial en la contribución al restable-
cimiento de los derechos de las personas que han visto afectada su integridad 
debido a su IG, especialmente en regiones del país donde la inestabilidad y la 
violencia han alcanzado niveles críticos. Una de las responsabilidades funda-
mentales consiste en establecer canales eficaces para identificar a personas 
que, además de sufrir esta vulnerabilidad, enfrentan la revictimización debido 
al abandono y la falta de atención por parte del Estado. La falta de protección y 
garantía de sus derechos es una preocupación destacada.

A partir de esta información y en colaboración con otras instituciones esta-
tales y organizaciones no gubernamentales pertinentes, en el contexto de una 
acción unificada, se deben activar rutas y protocolos que brinden una atención 
integral y profesional que incluya el acompañamiento psicosocial, asistencia 
médica y apoyo en la inclusión laboral de estas personas (Kyu et al., 2019). Es 
decir, las FF. MM. y la Policía Nacional, en virtud de su misión constitucional, de 
sus capacidades y especialmente de su despliegue en todo el territorio nacional, 
tienen la gran posibilidad de acercar la oferta estatal a quienes, por residir en 
áreas marginadas, suelen estar expuestos a hechos victimizantes que normal-
mente quedan fuera de la órbita de la acción tutelar del Estado.

En síntesis, se reconoce que el papel que juega la fuerza pública para la pro-
tección de las comunidades en el marco de la IG es fundamental, y puede forta-
lecerse aún más. Esto, en la medida en que son las FF. MM. y la Policía Nacional 
las que normalmente conocen de primera mano las afectaciones a las comuni-
dades y, en este contexto, son también las instituciones que tienen la posibilidad 
de acudir en auxilio de quienes ostentan una orientación de género diversa, y que 
por ello son discriminadas y estigmatizadas en los territorios.

Enfoque de la seguridad comunitaria 			 
y la protección de la IG 
En esta sección se darán a conocer los elementos que se pueden tener en cuen-
ta para brindar SC y protección de la IG desde el enfoque de la seguridad humana 
en el territorio nacional, desde la participación permanente de la fuerza pública. 
Si bien es cierto que en las secciones anteriores se realizó una aproximación 
al concepto y su aplicabilidad general, ahora se formulan algunas recomenda-
ciones que podrían materializarse en el corto, mediano y largo plazo, como se 
muestra a continuación.
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Enfoque de la seguridad humana en la fuerza pública
El Plan Nacional de Desarrollo “Colombia, Potencia Mundial de la Vida 2022-
2026” define la seguridad humana y la justicia social de la siguiente forma: 

[…] lograr el buen vivir de tal forma que toda la población logre coexistir sin 
miedo, con dignidad y con la garantía de sus derechos. Concebir el vivir sabro-
so como un estado de bienestar social, económico, cultural y político, requiere 
consolidar una gran apuesta en común en la que la relación Estado-sociedad 
armoniza sus esfuerzos para generar las condiciones requeridas para conver-
tir a Colombia en una potencia mundial de la vida. (Departamento Nacional de 
Planeación, 2023, p. 59)

Con base en esto, el Gobierno nacional plantea que el esquema de la se-
guridad humana debe darse en dos pilares principales, uno en la superación 
de las privaciones y en otro en expandir de forma efectiva las capacidades 
Institucionales (Departamento Nacional de Planeación, 2023). En relación con 
esto, la fuerza pública juega un papel protagónico para la protección de la IG en 
el territorio nacional, desde la prevención y la protección de la vida, “con justicia 
social y para el cambio”.

La fuerza pública y su enfoque hacia la seguridad 
comunitaria
Lo primero que se debe tener en cuenta es que el esfuerzo primordial debe 
originarse a partir de un enfoque de prevención que permita la protección de 
aquellas comunidades que se encuentran en peligro o que sufren algún tipo de 
vulneración de sus derechos en el territorio nacional. Para comprender esto, 
García (2013) explica que la SC debe plantearse de acuerdo con contexto so-
cial y político territorial, ya que son dos variables que intervienen en la im-
plementación de programas y políticas, para proteger a aquellas poblaciones 
que tienen una IG diversa en una comunidad. Tomando lo dicho por García, y 
trasladándolo al contexto colombiano, la estrategia debe enfocarse hacia los 
siguientes aspectos.

Prevención social, policial y militar
Para que esto se dé, se requiere del componente político, el cual ya se encuentra, 
en la medida que este ha sido planteado en el acápite de seguridad humana del 
PND 2022-2026, donde se ha analizado el contexto social y cultural del país en 
materia de IG y protección de personas LGBTIQ+, y lo que se busca es generar 
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una prevención y protección de los derechos y de la vida de estas comunidades 
que se encuentran en el territorio nacional. 

Desde esta perspectiva, interactúan dinámicas y capacidades de las di-
ferentes instituciones, las que per se, no suelen articularse en función de 
objetivos comunes, es decir, en el propósito superior de garantizar los fines 
esenciales del Estado. Es allí entonces en donde el rol de la fuerza pública, 
en su conjunto, juega un papel preponderante, en la medida en que su amplia 
experiencia y su naturaleza interoperable, sumado a su estrategia de acción 
unificada, facilitan la articulación entre los poderes del Estado y sus capacida-
des multisectoriales.

Un escenario que se percibe con hechos traducidos en adecuadas imple-
mentaciones de política pública, mediante la confluencia de capacidades in-
terinstitucionales, favorece decididamente la preservación de derechos y la 
garantía de libertades, lo que, por su puesto, tiene una incidencia inequívoca, que 
se refleja en estándares de prevención y mitigación de riesgos para comunida-
des vulnerables. En este contexto, para el tema objeto del presente documento, 
estas son acciones pertinentes que desincentivan las tensiones sociales ocasio-
nadas por la IG. 

Sinergia policial y militar
A través del tiempo, y como resultado del tipo de conflicto y la agresión terrorista, 
tanto la Policía como las FF. MM. de Colombia han venido creando esquemas 
colaborativos que se materializan en grupos y unidades para hacer frente a las 
diferentes amenazas internas y de origen trasnacional que ejercen su actuación 
delictiva en el territorio nacional. Sin embargo, en lo que se refiere al componen-
te de la seguridad humana para la protección de la IG y de personas LGBTIQ+, 
es necesario desarrollar también canales eficientes, definidos en mecanismos 
de cooperación y de intercambio de información, que viabilicen las acciones de 
prevención y atención oportuna de integrantes de esta comunidad que cuyos 
derechos puedan ser vulnerados, en territorios en los que usualmente solo llegan 
las FF. MM. como expresión del Estado.

Parte del éxito de la sinergia que se sugiere tiene que ver con los procesos de 
educación que en esta materia se deben empezar a surtir en las escuelas de for-
mación y capacitación, tanto de oficiales, como de suboficiales y soldados pro-
fesionales, sin dejar de lado que en los programas de entrenamiento de soldados 
que prestan su servicio militar es necesario que también se sensibilice sobre 
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esta temática. El espíritu fundamental de la iniciativa radica en el hecho de que 
aún persisten tanto el desconocimiento como los tabús en la institución cas-
trense y policial. Esto limita el abordaje de esta problemática. Incluso en algunas 
ocasiones se podría incurrir en escenarios de estigmatización y discriminación 
hacia personas con orientación de género diversa, por falta de conocimiento y 
comprensión de estas dimensiones sociales.

En este propósito, no obstante, hay que tener claro que la acción de la fuerza 
pública, en especial la de las FF. MM., debe enmarcarse en los respectivos roles y 
al amparo de la doctrina militar que rige cada fuerza. Esto significa que no puede 
desnaturalizarse la misionalidad institucional. Dicho esto, debe partirse del he-
cho de que, en todo caso, el énfasis propuesto en este trabajo sobre la respon-
sabilidad de la protección de esta comunidad vulnerable recae por su naturaleza 
funcional en la Policía Nacional; empero, se plantea que las FF. MM., con base en 
sus capacidades distintivas, constituye un soporte para la acción de la Policía 
en favor de esta población específica (LGBTIQ+), tal como lo vienen haciendo en 
beneficio de otras comunidades.

No es desconocido que al interior de la misma doctrina militar y en los dife-
rentes planes de campaña y operacionales se promueve la acción unificada y las 
operaciones conjuntas, coordinadas e interagenciales. Esto permite inferir que 
están dadas las condiciones de base para que se dé una cooperación interins-
titucional a partir de las cuales se deben estructurar las acciones conducentes 
a una protección efectiva que reivindique, desde las mismas Fuerzas, la preva-
lencia de derechos y deberes de todos los colombianos, incluyendo a quienes 
tengan una orientación sexual diversa, hecho que no los debe excluir del goce 
pleno de derechos y libertades, al tenor de la Constitución Nacional.

La sinergia recomendada para mitigar la vulnerabilidad de este sector de la 
población colombiana debe materializarse en rutas y protocolos muy bien defini-
dos, que permitan la articulación integral de las competencias de los organismos 
de seguridad, organismos de control y, en general, todas las instancias guber-
namentales (nacionales, regionales y locales), así como de las organizaciones 
sociales, de DD. HH. y ONG, entre otras pertinentes. Estas rutas y protocolos de-
ben, en consecuencia, generar las condiciones necesarias para que las FF. MM. 
puedan tener una participación efectiva en el apoyo directo de restauración y 
reivindicación ante los daños ocasionados por terceros a este tipo de población 
vulnerable (PNUD, 2014).
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Modelos exitosos de estrategias 		
aplicadas en Bogotá
A modo de ejemplo, con el propósito de enriquecer las propuestas o planes que 
se puedan derivar del presente trabajo y que puedan ser adoptadas por los entes 
gubernamentales, con el apoyo de la fuerza pública se revisan algunas de las 
estrategias que se han venido adoptando en Bogotá y que han demostrado un 
impacto muy positivo en el bienestar de este sector de la población, que ha sido 
objeto de afectación a su integridad o vulneración a sus derechos y libertades. 
Estos programas o iniciativas se relacionan con el fin de ejemplificar la forma 
como se pueden definir políticas públicas con un enfoque de género que favo-
rezcan objetivamente y de manera multidimensional comunidades con algún ni-
vel de marginación como la que nos ocupa. En este aparte se contó con la visión 
y participación de la doctora Claudia López, actual alcaldesa del Distrito Capital, 
que compartió su visión plasmada en el Plan de Desarrollo Distrital 2020-2024 
“Un nuevo contrato social y ambiental para la Bogotá del siglo XXI”.

Casas LGBTIQ+
Son casas ubicadas en Bogotá, D. C., y que hacen parte de un programa que ha 
sido implementado por la Alcaldía Mayor, con el apoyo de la fuerza pública, para 
generar una atención integral de aquellas personas LGBTIQ+ que han sido vícti-
mas de agresiones o vulneraciones de sus DD. HH., lo cual se ha convertido en 
una clara amenaza a la IG. Este tipo de “casas refugio”, han sido consideradas 
una estrategia efectiva, ya que, actúan a modo de prevención y atención para 
aquellas comunidades que han sufrido algún tipo de vulneración (Alcaldía Mayor 
de Bogotá, 2020).

Para el año 2023, la Alcaldía Mayor habrá entregado cuatro casas de pro-
tección de personas LGBTIQ+, en zonas como Teusaquillo, Centro, Sur y Norte, 
lugares que han sido determinados de forma estratégica para proteger y sal-
vaguardar la integridad humana de estas comunidades, pero, sobre todo, para 
actuar de forma oportuna y efectiva con el apoyo de la fuerza pública. En prome-
dio, estas casas refugio han atendido a 600 personas por mes y se ha logrado 
brindarles una atención primaria y posterior a quienes han sido víctimas de este 
tipo de agresiones en la ciudad.

Uno de los componentes fundamentales de la restauración y el apoyo so-
cial ofrecido a las víctimas de agresiones en la capital ha sido la promoción de 
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espacios de lectura en las casas refugio. Esta iniciativa se ha convertido en un 
elemento esencial dentro del marco de la atención psicosocial y sociojurídica 
brindada a este grupo de población vulnerable, en particular a la comunidad 
LGBTIQ+. Por otra parte, hay que resaltar que los espacios y centros comunita-
rios han sido esenciales para generar una red de apoyo tanto para las personas 
como para sus familias, en el marco de la IG.

Servicios sociales
Para la Alcaldía Mayor de Bogotá, D. C., ha sido fundamental lograr implementar 
una serie de servicios sociales, tales como los comedores comunitarios, bonos 
para alimentación, canasta familiar y atención primaria, con el propósito de brin-
dar apoyo de emergencia social a las comunidades que han sido víctimas de 
agresiones en el marco de la IG. Estos servicios sociales han permitido atender 
a alrededor de 641 personas por mes con alimentación, alojamiento transito-
rio, servicios funerarios, vestuario, calzado, útiles de aseo, entre otros, lo cual se 
ha convertido en una estrategia efectiva para la protección de las comunidades 
LGBTIQ+.

Fuerza pública
El Ministerio del Interior ha sido garante para la protección de las comunidades 
LGBTIQ+ desde el marco de la fuerza pública. Por ejemplo, en el año 2015 se 
publicó la “Guía para el abordaje pedagógico de los derechos de las personas 
con orientaciones sexuales e identidades de género diversas”, la cual tuvo como 
objetivo principal “identificar problemáticas relevantes para las personas LGBTI 
por medio de las cuales desarrollar acciones de incidencia”. A partir de esto, se 
han generado mecanismos de control y prevención, con el apoyo de las FF. MM. 
y la Policía Nacional de Colombia, lo cual ha sido fundamental para proteger a 
este tipo de comunidades (MinInterior, 2015, p. 8).

Por otra parte, con esto se ha buscado generar apoyo y asistencia a las co-
munidades LGBTIQ+ en pro de salvaguardar y proteger la vida humana en el 
marco de los DD. HH. Para esto, la fuerza pública ha ido adoptando nuevos con-
ceptos y marcos interpretativos que permiten abarcar este tipo de escenarios 
en diferentes zonas de Colombia, sobre todo donde se ha presentado el mayor 
número de afectaciones en el contexto de la IG. Es decir que el rol que juega la 
fuerza pública es esencial para cumplir las metas propuestas en el marco de la 
seguridad humana, plasmada en el PND 2022-2026.
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Conclusiones
La protección de la IG en Colombia ha tenido avances significativos, tanto desde 
el marco de la fuerza pública, como de entes gubernamentales y locales. De 
otro lado, en materia jurídica, las altas cortes han emitido importantes conceptos 
para favorecer mecanismos que permitan proteger y salvaguardar los DD. HH. 
de las comunidades LGBTIQ+. Aun así, no deja de ser importante que se avance 
en un marco jurídico más amplio que les permita a las FF. MM. de Colombia y a 
la Policía Nacional tener mayor libertad de operación en el marco de la seguridad 
comunitaria.

La educación y la concientización son fundamentales para la aceptación y la 
inclusión de todas las personas, independientemente de su IG. Es esencial que la 
sociedad comprenda la importancia de la inclusión y la diversidad de género y se 
eduque sobre la IG y la discriminación que enfrentan las personas con identida-
des de género diversas. De esta forma los programas de formación y capacidad 
institucionales pueden incluir talleres y jornadas de entrenamiento y sensibiliza-
ción para el personal de la sociedad civil y la fuerza pública, así como programas 
educativos para estudiantes y jóvenes.

Todos los mecanismos y estrategias que se puedan diseñar desde el interior 
de las fuerzas militares deben partir del respeto por los roles misionales y la 
doctrina con la que cada institución cuenta. Esto, con el fin de no desnaturalizar 
su perspectiva funcional y constitucional.

Las nuevas realidades sociales, que se materializan en identidades de gé-
nero, que hasta hace muy poco tiempo eran desconocidas, ofrecen retos inno-
vadores para una sociedad en evolución permanente. En este contexto, para 
las FF. MM. y la Policía Nacional se generan desafíos capitales que demandan 
que se aborden estos temas con una visión de apertura que permita la toma 
de decisiones, incluso disruptivas, en función de promover escenarios de mayor 
tolerancia y entendimiento de estos sectores poblacionales, que, con justicia, 
demandan un tratamiento igualitario en cuanto a derechos y obligaciones y que 
se les aparte de estigmatizaciones y señalamientos motivados por una cultura 
resistente a las dinámicas sociales evolutivas.

Es necesario que las FF. MM. hagan una revisión de esta temática en esce-
narios internacionales, tal como se hace en procesos de intercambio con fuerzas 
armadas de países aliados, con los cuales se mantienen flujos de cooperación 
y de aprendizaje mutuo en aspectos doctrinales de defensa y otros afines al 
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quehacer militar. Observar la evolución institucional de organizaciones militares 
internacionales en este sentido puede ofrecer elementos relevantes y puntos de 
referencia que le brinden al país y específicamente a la fuerza pública la opor-
tunidad de proyectar el siguiente paso en la construcción de políticas institucio-
nales más inclusivas y construcción de protocolos que respondan de manera 
pertinente a una sociedad dinámica y cambiante. 

Finalmente, se puede concluir que la fuerza pública ha desempeñado un rol 
relevante, aunque en ocasiones inadvertido, en la protección de muchos sectores 
de la población colombiana que ostentan una condición de diversidad de género 
o de orientación sexual diversa en el país, especialmente aquellas con mayores 
vulnerabilidades sociales por cuenta de convivir en territorios afectados por fac-
tores de inestabilidad, como la violencia generada por grupos armados ilegales 
y áreas de alta influencia del narcotráfico. No obstante, y como se enunció a lo 
largo del trabajo, aún se debe avanzar mucho en esta materia. Para ello, la ca-
pacitación, fundamentada en información clara y pertinente debe optimizar la 
sensibilización y la tolerancia hacia estas expresiones, que se apartan de la con-
vencionalidad que ha caracterizado la idiosincrasia de la sociedad colombiana. 
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del Estado en áreas previamente consideradas inaccesibles.
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Introducción
La seguridad humana ha logrado ganar un espacio preponderante durante los 
últimos años, ya que su enfoque propende por marcar un hito frente a la manera 
de afrontar la intervención o reacción a las amenazas provenientes de diversas 
índoles. Hasta entonces, la legitimidad estatal empleaba la fuerza y, si bien se 
lograba apaciguar o eliminar la situación de amenaza, los problemas perma-
necían. En este contexto, la discusión a nivel global, impulsada por organismos 
internacionales, plantea la imperante necesidad de evaluar un modelo en el que 
el ser humano ocupa un lugar central y se promueve la proactividad en la ges-
tión de las amenazas que los afectan. A pesar de que el enfoque de la seguridad 
humana y su dimensión de la seguridad comunitaria se ha instrumentalizado a 
partir del discurso político, se evidencia que existe un conceso académico en que 
la atención temprana de las problemáticas obliga a implementar medidas efica-
ces, donde las capacidades de seguridad de los Estados permiten identificar y 
confrontar, desde un plano más allá del estrictamente de las fuerzas de seguri-
dad, las transformaciones y mutaciones propias de la criminalidad, el terrorismo 
y demás amenazas multidimensionales. 

La seguridad, desde una perspectiva estratégica, genera la participación de 
nuevos actores en la construcción y estandarización de objetivos que permitan 
identificar y evidenciar estructuras emergentes, cuya mutación y transformación 
obliga a observar y analizar de manera diferente los conflictos. La transforma-
ción de la criminalidad y el terrorismo brinda un nuevo marco de actuación, que 
se transforma en la dinámica que permite enfrentar esos nuevos desafíos y retos 
híbridos, que demuestran, además, que el paradigma tradicional de la seguridad 
es reduccionista frente a las acciones ante un escenario internacional complejo 
e interdependiente.
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En el caso de la política colombiana, el empleo del concepto de seguri-
dad humana y su dimensión comunitaria podría relacionarse con la política 
de seguridad del actual gobierno nacional, en cabeza del presidente Gustavo 
Petro Urrego (2022 2026); empero, sus antecedentes se han venido estructu-
rando desde el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), 
a mediados de los años noventa, con el que se propuso un distanciamiento 
de los enfoques clásicos en seguridad y empezara a tomar fuerza un enfoque 
centrado en el ser humano, es decir, que la concepción de seguridad tuviese un 
acercamiento al individuo. Ahora bien, en años recientes se ha venido fortale-
ciendo e incluso ampliando dicho concepto de seguridad, en el que, si bien el 
ser humano continúa siendo el centro o actor principal de este enfoque, ahora 
comparte un paradigma en el que se habla de la atención a los desafíos y ame-
nazas contra el medio ambiente, las catástrofes naturales y las migraciones, 
entre otros.

La apuesta de este capítulo es demostrar que Colombia, luego de la pro-
puesta del nuevo paradigma de la seguridad humana a mediados de los años 
noventa, no estuvo exenta de acoger elementos de los conceptos de seguridad 
emergentes, esencialmente tras la promulgación de la Constitución de 1991, en 
la cual el control de la defensa nacional recaería en las manos del poder civil. El 
avance logrado no solo permitió la distensión de un ambiente complejo en cuan-
to las relaciones civiles y militares de los años 80, sino que también permitió que 
los estamentos civiles ayudaran a impulsar doctrinas militares más civilistas, 
garantes de los derechos humanos y acordes con las evoluciones conceptuales 
en materia política, geopolítica y de relaciones internacionales que dinamizaron 
el mundo tras el fin de la guerra fría (Andrade, 2012).

Así, el Estado colombiano ha venido trabajando de manera gradual en ga-
rantizar una seguridad humana que vaya de la mano con el concepto tradicional 
de seguridad, ya que la concepción de seguridad comunitaria no es un tema 
exclusivamente policial: afecta también a los demás pilares sobre los que se 
debe cimentar una sociedad que aspire por la consolidación de los valores de 
justicia y libertad. Por ende, este paradigma comunitario reconoce la necesidad 
de desarrollar y estrechar vínculos sociales como elemento de preservación del 
orden social, sin reducir o delimitar el respeto por las libertades autonómicas o 
individuales (Fernández, 2005).

Como resultado, se ha profundizado la cooperación entre el sector mili-
tar y el sector político de toma de decisiones. Se releva el acompañamiento y 
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participación de las Fuerzas Militares en diversos intentos de los gobiernos co-
lombianos en la búsqueda de la paz (Leal, 2018). A pesar de que no todos han 
sido fructíferos, la presencia de las Fuerzas Militares han sido clave a la hora 
de negociar la paz con antagonistas históricos. Las desmovilizaciones tras las 
firmas de los acuerdos de paz entre los pasados gobiernos con organizaciones 
guerrilleras, como el M-19, Quintín Lame, EPL, PRT y un número importante de 
componentes de las FARC-EP, contaron con la participación y asesoría activa de 
miembros activos y en retiro de la institucionalidad militar (Leal, 2018). Tras es-
tos hechos fehacientes, la seguridad humana sin duda ha forjado una razón de 
ser en el presente nacional y ha reflejado las trasformaciones dentro del sector 
de la seguridad y defensa.

La apuesta del actual gobierno por alcanzar la paz total se fundamenta en la 
seguridad humana, ya no como un tema subsidiario sino como un pilar funda-
mental que fortalece y reafirma el discurso y visión de la seguridad. Como se ha 
mencionado, las experiencias evolutivas de la participación incondicional de los 
distintos componentes de las Fuerzas Militares en las discusiones trascenden-
tales del país han permitido ganar un espacio dentro de la concepción actual de 
seguridad de la actual administración. Serán, así, los militares y policías quienes 
tendrán que garantizar los derechos ciudadanos, incluso en un nivel equiparable 
al de la soberanía e integridad territorial, como se ha venido cumpliendo según 
los designios constitucionales.

Un manejo de proporcionalidad entre el diálogo, la concertación y la disua-
sión ponen a prueba las lecciones aprendidas de una evolución militar y la visión 
civilista. Por ello, plantear una puesta en marcha de la seguridad humana y su di-
mensión comunitaria en la coyuntura histórica y política del país sería una tarea 
incompleta si no se tiene en cuenta la progresiva comprensión institucional del 
proceso del sistema internacional contemporáneo y su impacto en Colombia. La 
búsqueda de la paz total del gobierno de Gustavo Petro, al contrario, pondrá a 
prueba como nunca una incondicional comprensión y respetuosa subordinación 
militar a la Constitución y al poder civil. Es entonces donde cabe plantear: ¿cuál 
ha sido el aporte de las FF. MM. en Colombia durante el periodo 2002-2018 en la 
dimensión de la seguridad comunitaria desde la óptica de la seguridad humana? 
Con la anterior introducción podría avizorarse una positiva respuesta que en el 
desarrollo del presente capítulo se espera demostrar rigurosamente.
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Aporte de las Fuerzas Militares de Colombia 
en la seguridad comunitaria
La construcción de un nuevo paradigma de seguridad en Colombia ha venido 
materializándose a través de experiencias de los enfoques y prioridades en ma-
teria de seguridad que han tenido los distintos gobiernos en la etapa reciente de 
nuestro país. Si bien existen acercamientos importantes antes y, por supuesto, 
después del marco temporal que se quiere plantear en el presente capítulo, las 
presidencias de Álvaro Uribe Vélez (2002-2010) y Juan Manuel Santos (2010-
218) marcaron un hito en el interés de adoptar elementos de la seguridad huma-
na y la dimensión comunitaria en un periodo complejo para Colombia, en el que 
la violencia narcoterrorista, en cabeza de las históricas guerrillas de las FARC-EP 
y el ELN, tuvieron su mayor expansión y acción bélica, lo que obligó a dichos 
gobiernos a replantear y transformar las políticas, estrategias y doctrinas para 
—como efectivamente sucedió— llevar a dichos actores violentos a un retroceso 
estratégico tanto en el campo de batalla como en lo político (Ruiz, 2012).

El Plan Colombia establece un hito en la manera integral en la que se debía 
enfrentar la amenaza narcoterrorista en el país a partir de la administración de 
Álvaro Uribe Vélez. Dicha visión integral no solo correspondía a la unificación 
operacional e interagencial, que logró no solo darle un vuelco y transformación 
desde el ámbito estratégico a la seguridad y a la defensa nacional, sino también 
complementar las capacidades de los distintos componentes de las Fuerzas 
Militares y de Policía con acciones encaminadas a reconquistar la confianza po-
blacional perdida por cuenta de la débil presencia estatal en las zonas de mayor 
violencia, como también por cuenta de la presión armada del enemigo que go-
bernaba de manera paralela y que era, sin duda, la única autoridad de facto que 
ejercía en medio de la población civil (International Crisis Group, 2003).

La premisa para la puesta en marcha de la política de seguridad del go-
bierno de Uribe fue conquistar los corazones y mentes de la población. La 
oferta estatal, los programas sociales, políticos y económicos como “Familias 
Guardabosques” o “Familias en Acción” debían ser tan o más importantes que 
las operaciones militares que se sostenían, ya que las causas que originan 
el conflicto debían ser atendidas para permitir que el peso militar hiciese de 
manera más prolija su trabajo (International Crisis Group, 2003). Durante el 
período de implementación del Plan Colombia, una figura de suma importancia 
fue Sir Rupert Smith, cuyas visitas frecuentes, lecciones, visión y habilidades 
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adquiridas se convertirían posteriormente en elementos clave en las campa-
ñas militares aliadas en Irak y Afganistán (Serrano, 2014). Teórico de la guerra 
moderna, Smith visitó durante los periodos de consolidación el país para tras-
mitir su teoría manifiesta en uno de los textos más interesantes sobre la gue-
rra, War Among The People, en el que plasmó el manejo integral que se debe 
tener en medio de la asimetría de los conflictos. Lo anterior, sin duda ayudó al 
gobierno de Uribe. El gobierno de Santos también se inspiró en las lecciones 
aprendidas y en el énfasis del componente humanitario y de desarrollo para 
lograr el acercamiento del Estado a la población de zonas geográficas donde 
se realizaba foco del esfuerzo militar.

Con el retroceso estratégico de unas desafiantes y exponenciales FARC y del 
ELN, surgió la necesidad de integrar las capacidades propias del sector militar y 
policial, con la generación de políticas públicas encaminadas a atender desafíos, 
ya no de la violencia coyuntural sino de la violencia estructural, que requerían de 
manera urgente ser atendidas y que el conflicto no permitía identificar, ya que 
hasta ese momento la violencia se definía como una consecuencia permanente 
y su enfoque de atención se dedicaba exclusivamente a la respuesta de carácter 
meramente militar o policivo.

De esta forma, fue durante los periodos presidenciales de 2002 a 2018 cuan-
do se comprendió de manera importante la necesidad de identificar y atender 
factores generadores de violencia de manera estructural, los cuales fueron re-
conocidos e incluidos dentro de los Planes de Desarrollo y, por supuesto, en las 
Políticas de Seguridad y Defensa. Más allá de las posturas y visiones de los go-
biernos, estos documentos de lineamiento estratégico coinciden en la identifica-
ción de las problemáticas que deben convertirse para el Estado en prioridad, a fin 
de coadyuvar a reducir las distintas formas de violencias en el país.

A pesar de que desde la década de los años noventa, los consensos interna-
cionales promovidos por las Naciones Unidas han establecido siete dimensiones 
de seguridad humana (económica, política, comunitaria, personal, ambiental, sa-
lud y alimentaria), esto no implica que los esfuerzos se distribuyan de mane-
ra homogénea, ya que la naturaleza de los desafíos que enfrentan los países 
puede ser completamente diferente. Por ejemplo, los desafíos inmediatos que 
posee Colombia, que están alineados con las iniciativas de seguridad humana, 
son cinco: narcotráfico, amenazas relacionadas con el medio ambiente, eventos 
de salubridad pública, relacionamiento limítrofe y estabilidad económica de los 
ciudadanos. (Prieto, 2022). 
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Identificados los desafíos y ampliado su abanico estructural a la seguridad 
humana, el rol empoderado hacia las Fuerzas Militares cobró una preponderan-
cia que sigue vigente y que continúa siendo clave dentro de las dinámicas políti-
cas y de seguridad que se han venido dando durante los últimos años.

Es importante destacar que los magistrados de la Corte Constitucional, que 
son los guardianes de la Constitución, han reconocido el papel de las FF. MM. y 
su importancia para lo que podría entonces encajarse como seguridad humana, 
entendida desde su concepción filosófica y práctica. La Corte Constitucional de 
Colombia reconoce a las FF. MM. como autoridades al servicio de los ciudada-
nos, las cuales han sido constituidas para su vida, su honra, sus bienes, como 
también sus creencias y los demás derechos y libertades. Por tanto, su actua-
ción se encamina hacia la realización de la justicia social, la dignidad humana a 
través de la sujeción de las autoridades a los principios, los deberes sociales y 
del orden constitucional (Mejía, 2023).

La campaña militar mantenida durante la administración Uribe, los golpes 
estratégicos propinados a las FARC, posibilitó desde el ámbito político la posibi-
lidad de abrir una nueva oportunidad de negociación con esta guerrilla y fue du-
rante el gobierno de Santos donde empezó a pensarse en el posconflicto. En este 
contexto, en el que se abre la posibilidad de pensar en una transformación de las 
instituciones y del país mismo, las FF. MM. y la Policía no pueden estar exentas. 

Algunos de los esfuerzos de las FF. MM. que pueden encajar dentro del con-
cepto de la seguridad humana se puede ubicar en la Acción Integral. Un ejemplo 
de ello es que, en el año 2015, se profundizó con el denominado Plan Minerva, el 
cual se concibió como eje central de las operaciones unificadas, con un compo-
nente importante de enfoque social, el cual además homogeneizaba la sinergia 
y comunicación con otras fuerzas armadas a nivel internacional que permitieron 
la redefinición de teorías y conceptos acerca de la seguridad, como también de 
los temas tecnológicos y de ciberdefensa, acordes con la redefinición de los pa-
radigmas militares, pero también propios del relacionamiento cívico-militar. 

La Acción Integral representa un importante lineamiento estratégico y ope-
racional, dirigido al acercamiento progresivo entre el estamento militar y las co-
munidades. La acción cívico-militar integral permitió en líneas generales tres 
aspectos importantes: primero, coadyuvó a reducir la ofensiva del enemigo a 
través de la sinergia operacional conjunta y coordinada; segundo, permitió de 
manera progresiva aumentar el nivel de la moral combativa de los componentes 
de las FF. MM. y de Policía, que se encontraba en un nivel bajo, pues eran muy 
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someros los conceptos de sinergia operacional, sin una confianza política antes 
del año 2002 para ejecutar operaciones de alto nivel de complejidad contra la 
amenaza narcoterrorista de ese entonces; y, tercero, permitió fortalecer y con-
solidar la imagen institucional de las FF. MM. a través del acercamiento con las 
comunidades. Muchas veces incluso las FF. MM. se convirtieron en un interlo-
cutor legítimo entre Estado y sociedad civil, además que los componentes de las 
distintas fuerzas en el terreno facilitaron en gran medida llevar la oferta estatal a 
las regiones más golpeadas por el fragor de la guerra. La acción integral durante 
los periodos presidenciales de Uribe y Santos se convirtió estratégica para la 
consolidación de la profundización del relacionamiento entre el estamento mili-
tar y civil a través de la canalización de la oferta estatal.

Igualmente, dicha dependencia se convirtió en referente internacional ya 
que, componentes del ejército de los Estados Unidos, Reino Unido, Francia, Italia, 
Canadá decidieron profundizar en la comprensión de lo que significaba la Acción 
Integral, la Acción Conjunta e Interagencial y trasladar la experiencia y el caso 
colombiano a las campañas militares que se desarrollaban en Irak y Afganistán 
durante la cruzada global contra el terrorismo tras los atentados del 11-S.

Los anteriores antecedentes permitieron comprender cómo el compromiso 
político y la confianza otorgada al componente militar han logrado implementar 
esos lineamientos internacionales y nacionales sobre la dinamización y trans-
formación en torno a garantizar la seguridad y defensa nacional. Lo anterior, por 
supuesto, desde un plano más estratégico y ahora más cercano a garantizar la 
protección y desarrollo tanto de la población civil como también del individuo, 
acercando el concepto de seguridad humana y la dimensión de la seguridad 
comunitaria. 

Conceptualización de la seguridad comunitaria 
como dimensión de la seguridad humana 
La dimensión de la seguridad comunitaria en Colombia
El término seguridad proviene del sustantivo en latín securitas (o del adjetivo 
securus) que a su vez deriva de la frase sine cura, que significa ‘sin cura’, ‘sin 
preocupaciones’, ‘sin problemas’. Securitas significa ‘libre de preocupaciones, 
amenazas o problemas’. Se puede referir a la ausencia de riesgo o a la confianza 
en algo o en alguien. Sin embargo, el término puede tomar diversos sentidos 
según el área o campo al que haga referencia en la seguridad.
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La seguridad comunitaria se basa principalmente en las acciones que tienen 
que ver con la comunidad y en el ser humano como individuos (condición que le 
corresponde, más bien, a la seguridad humana). Este concepto lo respalda orga-
nizaciones y países como Japón y Canadá, quienes lo han acogido e integrado 
en sus políticas exteriores. Pese a su relevancia, este concepto también ha sido 
criticado, pues puede aprovecharse para justificar la intervención de países del 
primer orden en estados que se encuentran en conflicto o en crisis humanitaria, 
para mitigar la violación de derechos humanos.

En la actualidad, el modelo de seguridad humana y comunitaria es un refe-
rente en la incidencia de los aspectos económicos, políticos, culturales, e inclu-
so sociales, donde el papel del componente militar en el aspecto territorial es 
fundamental en la ecuación. Por lo mismo, se evidencia la necesidad de unir las 
estrategias de seguridad con las acciones políticas, donde se pasa de defender 
un territorio a proteger a los seres humanos en todas sus dimensiones.

El Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) pondera el 
desarrollo humano sobre el de las armas y los ejércitos. De allí que la seguridad 
humana esté enfocada en fortalecer el proceso democrático y la salvaguarda 
los derechos humanos, en especial el derecho a la vida, la libertad, la educa-
ción, el respeto, la tolerancia y los valores. El PNUD se ha pronunciado sobre 
el tema de la seguridad en dos documentos, el Informe de desarrollo humano 
(1994) y el informe La seguridad humana ahora de la Comisión de Seguridad 
Humana (2003). 

El nuevo enfoque de la seguridad surge a comienzos de la década de 1990, 
en un escenario mundial en el que se resaltaría la libertad política, los proce-
sos de transición a la democracia y la implementación del modelo de apertu-
ra de la economía, así como el fortalecimiento de la participación (González & 
Betancourt, 2018). En el triunfo de Estados Unidos de la Guerra Fría, se fortale-
cieron los procesos democráticos en el mundo, lo que facilitó la transparencia, 
estimulación de la responsabilidad (accountability) y el imperio de la ley.

En el caso de Colombia, el periodo de 2002 al 2018 estuvo caracterizado por 
la participación de diferentes actores armados, que afectaban a la seguridad co-
munitaria, en particular grupos paramilitares y guerrilleros. Este periodo también 
se caracterizó por negociaciones de acuerdos paz para que dichos grupos se 
desmovilizaran, negociaciones que tuvieron un papel importante, dado el agudo 
conflicto armado vivido. Ciertamente, las consecuencias del posconflicto ponen 
a la paz como el principal objetivo para la seguridad humana.
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La dimensión de la seguridad comunitaria se enfoca (como una de las di-
mensiones de la seguridad humana), en el aspecto estratégico de las políticas de 
seguridad y baja el nivel a la integralidad de la persona. La seguridad comunita-
ria, como una de las siete dimensiones de la humana, complementa de manera 
holística las especificidades propias de la transformación y dinamización en lo 
referente a los ámbitos de seguridad del Estado. 

Sin duda alguna, la participación comunitaria en los aspectos propios de la se-
guridad se ha convertido en un instrumento de participación democrática y de con-
solidación institucional relevante en América Latina, que durante los años sesenta 
y setenta tuvo que experimentar excesos y violaciones sistemáticas a los derechos 
humanos por parte de las agencias de seguridad (Velázquez, 2002). Esa situación 
lamentablemente terminó no solo en temor sino en desconfianza y escasa credi-
bilidad hacia el aparato de seguridad. Por ello, con base en recomendaciones de la 
ONU, a mitad de la década de los noventa se enfatizó en la importancia que tienen 
las comunidades y el individuo a la hora de que los estados creen e implementen 
políticas públicas dirigidas a garantizar la seguridad para sus conciudadanos. 

La Policía Nacional ha sostenido la responsabilidad de fortalecer y garan-
tizar los mecanismos de implementación en materia de seguridad comunita-
ria. Como antecedente importante en materia de seguridad comunitaria en el 
país, vale la pena mencionar la experiencia de 2007, cuando surge el modelo de 
Vigilancia Comunitaria (VICOM) que se basó en los principios de corresponsabi-
lidad e integralidad bajo un precepto de trabajo con calidad (Bonilla, 2013). Dicho 
modelo se enfocó en el fortalecimiento del trabajo en comunidad, por supuesto, 
fortaleciendo el trabajo policivo, pero también con un enfoque participativo de 
manera permanente con la comunidad.

El modelo VICOM determinó mecanismos que permitieran evaluar la ges-
tión policial, con base en el cumplimiento de metas establecidas en las distintas 
unidades de Policía y en la evaluación de la reducción de la tasa delictiva, como 
la medición igualmente del reconocimiento y satisfacción del ciudadano sobre 
las medidas de seguridad implementadas. Igualmente, la prestación del servicio 
policial se enfocó en la integralidad, pero también en la prevención, disuasión y 
también la reacción. Unos años posteriores, en el 2009, se incluyeron unos nue-
vos parámetros con el objetivo de que el servicio mejorara en su efectividad y 
se elaboraran diagnósticos en materia de amenazas en distintas localidades del 
país. A través de lo anterior, se pretendía priorizar delitos para así atenderlos de 
manera más eficaz y oportuna.
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Finalmente, en medio de la evolución enmarcada dentro de la seguridad 
comunitaria, se adoptó en 2010 el Plan Nacional de Vigilancia Comunitaria por 
Cuadrantes (PNVCC), el cual se implementó en las regionales más importantes 
para luego consolidarse en la gran mayoría del territorio nacional (Bonilla, 2013). 
El PNVCC empezó el reconocimiento de que el modelo tradicional de vigilancia 
enfocado en la respuesta a la coyuntura de seguridad resultaba insuficiente ante 
las mutaciones y demandas que se exigía desde la criminalidad, motivo por el 
cual se hizo necesario el desarrollo de nuevas estrategias encaminadas a mejo-
rar el servicio policial.

Para lo anterior, se enfatizó en la iniciativa de lograr corresponsabilidad en la 
preservación de la convivencia y la sinergia en materia de seguridad ciudadana 
entre los tomadores de decisión civiles, la Policía Nacional y, por supuesto, la 
ciudadanía. A la labor de vigilancia se le agregan nuevos elementos, como la 
georreferenciación o delimitación de territorios para la operatividad, mejor ta-
lento humano, mejoramiento en los protocolos de gestión, una mayor apropia-
ción de recursos y mejores herramientas tecnológicas. Todo lo anterior buscaba 
contrarrestar causas y factores que provocaran delitos, a fin de incrementar la 
confianza de los ciudadanos, junto con un mayor control territorial y un fortale-
cimiento en torno a la imagen institucional de la Policía como autoridad legítima 
(Bonilla, 2013).

En materia de seguridad comunitaria, podría decirse que durante los dos 
periodos se dieron importantes esfuerzos para estimular la participación ciu-
dadana en la construcción de políticas públicas. Tras la Carta Magna de 1991 
y las reformas posteriores a la Policía Nacional y a las políticas de seguridad 
y convivencia, el país ha propendido por fortalecer el rol ciudadano mediante 
medidas que garanticen la seguridad. Esto se ha visibilizado a través de planes, 
lineamientos y estrategias comunitarias, como también en la ampliación de me-
canismos que permiten la denuncia, pero también que la institucionalidad rinda 
cuentas e involucre de manera permanente a la ciudadanía, no solo en la res-
puesta contra el crimen y demás amenazas, sino en la pertinencia e inmediatez. 

Por otro lado, si bien el marco de la seguridad humana y la dimensión de 
seguridad comunitaria tienen un peso y soporte importante, que recae sobre la 
Policía Nacional, durante los dos periodos de gobiernos aquí analizados se quiso 
hacer énfasis en la seguridad comunitaria dentro de un rol militar, enmarcada en 
el impulso de puesta en marcha del Plan Colombia y los planes de consolidación 
(Ruiz, 2012). Soldado Campesino y Familias Guardabosques pretendieron, desde 
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la visión de la seguridad democrática de Álvaro Uribe, no solo acercar a la comu-
nidad sino hacerla partícipe de la implementación de la política de seguridad y 
defensa. Los Soldados Campesinos alcanzaron a ser 20 000 (La Nación, 2002) 
y lograron casi que establecer un vínculo local y regional para ejercer soberanía 
y seguridad.

Desde dicha postura gubernamental se pretendía establecer una conexión 
entre los uniformados campesinos y sus comunidades inmediatas, todo ello tra-
jo mayores éxitos operacionales, pues se logró establecer un vínculo y aprove-
chamiento de los conocimientos geográficos de los locales que ayudara a hacer 
retroceder estratégicamente a los grupos irregulares que hacían presencia en 
las zonas de reclutamiento campesino. Por otro lado, Familias Guardabosques 
fue una iniciativa de seguridad y defensa que pretendía no solo cuidar el medio 
ambiente, sino que, a través de ello, reducir de manera importante el volumen de 
plantaciones de hoja de coca, como también permitir un mejor nivel de ingre-
sos como forma distinta de vida de miles de familias campesinas, que eran el 
eslabón más débil de la cadena productiva de la droga, insumo importante para 
hacer la guerra en una época álgida y con un nivel alto de hostilidad y violencia 
(Vélez, 2016).

Juan Manuel Santos reconocía la importancia de la visión que en materia 
de seguridad tenía el gobierno de su antecesor. Incluso, mantuvo muchas ini-
ciativas previas de tipo militar como policial. Con esta base, preparó el terreno 
para la transformación civil e institucional de cara al posconflicto. La seguridad 
ciudadana y humana alcanzaron un mayor nivel de importancia, pues se enfatizó 
en el fortalecimiento de la inteligencia, las operaciones conjuntas, de inteligencia 
y coordinadas, además de una mayor participación ciudadana en los lineamien-
tos de seguridad que decantaran en un mayor fortalecimiento y legitimidad de 
los componentes de las fuerzas del orden. En uno de los objetivos de su política 
nacional, Santos pretendía crear condiciones de seguridad para la convivencia 
ciudadana. Por ende, las capacidades institucionales tanto militares como de 
policía se volcaron a establecer mecanismos y estrategias que permitieran la 
implementación de mayor eficiencia en la solución de temáticas ciudadanas en 
materia de seguridad (Vargas, 2011).

Los dos periodos de gobierno evidenciaron un interés consistente por la 
seguridad. El gobierno de Uribe logró desmovilizar un número significativo de 
miembros de las AUC, al igual que hacer retroceder estratégicamente a las FARC 
y al ELN, que, por la presión, se sentaron a negociar con el gobierno de Santos, 
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que logró un acuerdo de paz y de desmovilización con un alto porcentaje de 
miembros de las FARC (por motivos de tiempo y coyuntura, no logró consolidar 
un acuerdo con el ELN, con el cual se negoció durante cerca de cinco años). 
Dichos periodos de gobierno lograron entender que el acercamiento institucio-
nal militar y de Policía con la sociedad civil y su participación en la creación de 
mecanismos para fortalecer la seguridad comunitaria podían ser pilares de una 
seguridad más integral y conectada con las transformaciones y desafíos de su 
tiempo. El ámbito militar, entonces, está llamado a seguir evolucionando en el 
enfoque de seguridad. En este caso, como se ha querido demostrar, la seguridad 
comunitaria también ha sido una prioridad: puede ir de la mano con las estrate-
gias y políticas estratégicas de la seguridad y la defensa en Colombia.

Acciones en seguridad comunitaria 			 
de las Fuerzas Militares
Las Fuerzas Militares y de Policía lograron experimentar durante los periodos de 
estudio un cambio en el acercamiento a los enfoques de seguridad: se dio cabida 
a aspectos humanos y comunitarios, que hoy se ven en el progresivo compromi-
so e interés de los gobiernos por acercarse a las instituciones encargadas de la 
seguridad y defensa de la comunidad. Este abordaje tiene importantes antece-
dentes, que van desde el mismo Plan Colombia hasta los diferentes planes que 
las FF. MM. desarrollan para el cumplimiento de la intención del conductor polí-
tico. Un trasegar en el que las iniciativas de gobierno posibilitaron identificar de 
manera juiciosa los retos cambiantes y desafíos nuevos, tanto para la soberanía 
e integridad territorial como para el ciudadano colombiano. 

El Plan Colombia, iniciativa bilateral estadounidense para tiempos de paz 
como de conflicto, marcó el derrotero para que el Gobierno y sus fuerzas de 
seguridad dejaran de pensar solo en el nivel estratégico propio del conflicto para 
acercarse a la población y hacerla participe de las decisiones y, más importante 
aún, del establecimiento de lineamientos; asimismo, le permitió participar en las 
estrategias encaminadas a reducir las amenazas del conflicto, como también 
sus causas estructurales. El Plan Colombia, ideado durante la administración 
de Andrés Pastrana (1998-2002), dejó importantes herramientas diplomáticas 
que el gobierno de Álvaro Uribe Vélez supo implementar con éxito reconocido, 
incluso por parte de sus más críticos férreos (Pachón, 2009). 
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Durante el Plan Colombia, y su implementación en el gobierno de Uribe, el 
acercamiento entre población, gobierno, FF. MM. y de Policía (que ejercieron a 
su vez como interlocutores válidos) tuvo una preponderancia sin precedentes en 
el país. La acción integral fue potenciada a niveles que ya exigen incluso ahora 
evitar disminuir su importancia. Varios países, incluidos los Estados Unidos y 
naciones socias de la OTAN, visitaron Colombia para aprender de primera mano 
cómo funcionaba la acción integral, cómo los distintos componentes de las FF. 
MM. y de Policía ejercían una labor, incluso de Estado, ya que se convirtieron en 
interlocutores entre el gobierno y la población civil. Además, lograron contrarres-
tar la influencia ideológica y discursiva de unas organizaciones narcoterroris-
tas con fuerte arraigo social como de apoyo poblacional. La dedicada labor de 
los componentes de la acción integral permitió la conquista de los corazones y 
mentes de millones de ciudadanos y pobladores de las regiones más golpeadas 
durante el conflicto armado colombiano. Dicho éxito trascendió las fronteras del 
país y su experiencia sirvió para implementar y mejorar el relacionamiento entre 
fuerzas armadas y la población civil en regiones tan apartadas y convulsas del 
mundo como Irak y Afganistán, países en los que se concentraba la cruzada 
internacional contra el terrorismo debido a los atentados del 11 de septiembre 
de 2001.

El gobierno de Santos mantuvo en muchos sentidos el direccionamiento de 
la seguridad de su antecesor; sin embrago, transformó la visión de seguridad y 
defensa para adaptarla a un potencial posconflicto. Es decir, establecer nuevos 
derroteros doctrinales y operacionales para las FF. MM. y de Policía, mientras se 
buscaba y dialogaba la paz. Las FF. MM., claves para la consecución de la paz 
con las FARC, iniciaron una introspección integral que le permitiera adecuarse 
al posconflicto, mientras combatían de manera profesional y ofensiva con los 
distintos generadores de violencia en el país. 

Podría decirse que la transformación cognitiva de las FF. MM. inició en el año 
2011 y se extendió entrado el año 2018, donde se consolidó un manejo distinto 
del orden público. En ese lapso se implementaron una serie de cambios tanto en 
lo organizacional como en lo institucional. Para enumerar uno de esos cambios, 
es importante mencionar que la introspección al interior de las fuerzas dio como 
resultado la creación del Comité de Renovación Estratégica e Innovación (CREI), 
en el cual se contó con la participación comprometida tanto del Ministerio de 
Defensa Nacional (González & Betancourt, 2018) como también de todos los 
componentes de las FF. MM., además de la Policía Nacional. 
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Cabe destacar que dichos comités de transformación institucional, llevados a 
cabo en todas las FF. MM. y de Policía, permitieron elaborar cerca de 200 manua-
les que componían la doctrina, la cual se ha considerado como la hoja de ruta ac-
tual en materia de funcionamiento de las FF. MM. de Colombia. En dicha doctrina 
se establece un nuevo paradigma referente a la confrontación de las guerrillas, a 
la vez que adecúa a las instituciones ante el posconflicto implementando cambios 
de tipo cultural, organizacional y cognitivo. Propone a su vez roles novedosos, que 
van desde lo social y político hasta lo económico y ambiental: sin duda, mucho 
más allá del mapa mental de la guerra (Valencia & Trujillo Rodríguez, 2023).

Un aspecto fundamental son los planes diseñados en la búsqueda de plan-
tear cursos de acción que coadyuven a los intereses generales de la población. 
Hay de diferente naturaleza (por ejemplo, de cooperación), los cuales se crean, 
articulan e implementan de manera transversal e integral, es decir, cuentan con 
la participación de todos los componentes de fuerza como con las agencias pro-
pias del Estado.

Un ejemplo de esto es el Plan Colombia del gobierno Pastrana, concebido 
inicialmente solo para la Policía Nacional y que, por las dinámicas del fin de siglo 
en Colombia, fue direccionado también para las FF. MM. Gracias a dicho apoyo, 
estas últimas pudieron confrontar las amenazas e inestabilidades que se daban 
para el año 1998. Su máxima capacidad se logró luego durante el gobierno de 
Uribe. Cabe señalar de dichos planes abarcaron tiempos incluso superiores a los 
del gobierno en el que fueron creados; llegaron incluso al gobierno del expresi-
dente Iván Duque Márquez (2018-2022).

Otros planes son los planes de guerra diseñados en el Comando General de 
las Fuerzas Militares (COGFM), que se traducen para las fuerzas en sus planes 
de campaña y en las unidades militares de índole operacional. El COGFM dise-
ña los planes de operaciones manteniendo el mando e hilo conductor entre el 
interés planteado por el conductor político y tomador de decisiones y el nivel 
táctico. Su diseño se concibe para garantizar la seguridad humana y, por ende, 
la dimensión de la seguridad comunitaria. Es así como entre 1998 y 2002 se 
diseñó y recibió la ayuda para la implementación del Plan Colombia (plan de 
cooperación), que apalancó planes de Guerra de índole estratégico para el país: 
Plan Patriota (2002-2010), Plan Espada de Honor y Plan Victoria (2010-2018) 
Plan Bicentenario Héroes de la Libertad (2018-2022).

Estos planes permiten establecer y anticipar dinámicas que se dan du-
rante su implementación y desarrollo; por ejemplo, el reconocimiento a las 
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extintas FARC como contraparte de carácter armado, además como interlo-
cutor válido con estatus político, lo cual posibilitó la negociación entre este 
grupo armado y el gobierno de Santos. Además, con el Plan Patriota se anun-
ciaba la creación de una fuerza de tareas conjunta con los componentes de 
las distintas armas de las Fuerzas Militares en el territorio concedido por el 
Gobierno conocido como zona de distensión. El Plan Espada de Honor y Plan 
Victoria, por su parte, iniciaron su ejecución en el año 2017, con unas FARC 
ya desmovilizadas.

 El principal objetivo del plan fue brindar seguridad en el territorio durante el 
proceso de implementación del Acuerdo Final de Paz. Asimismo, incorporaba 
a algunos desmovilizados de dicha organización guerrillera a la fuerza pública. 
Finalmente, el Plan Minerva (con focalización para el Ejército Nacional) fortale-
ce la formación académica y doctrinal del personal militar. Este plan coincidió 
con el cambio del gobierno de Santos a Duque, que, si bien era coincidente 
en la esencia, el direccionamiento del presidente Duque obligó a focalizar los 
recursos y a dar un giro a la estrategia militar (figura 1). Como resultado se evi-
dencian mecanismos encaminados a propender por una seguridad dirigida a la 
protección ciudadana. Si bien los planes, en su esencia, pueden ser valorados 
como altamente militares, el trabajo coordinado con la Policía Nacional y la 
oferta estatal llevada a las regiones más golpeadas por el flagelo de la violencia 
ya mostraban el interés de las administraciones presidenciales por garantizar 
derechos cercenados por la ausencia de estado y por la autoridad de facto 
de los grupos armados ilegales. Igualmente, la estabilización y consolidación 
territorial permitían que de manera progresiva la ciudadanía y la población civil 
gozaran de la oferta estatal. Finalmente, el fortalecimiento académico y doctri-
nal de las FF. MM. y de la Policía ayudaron en gran suma a que las autoridades 
se convirtieran en catalizadoras de las instituciones del país y se forjaran unas 
nuevas capacidades, enfocadas en la protección de los derechos poblaciona-
les en el país. Sin duda, esto aportó en gran medida a la reducción estratégica 
del adversario, que posibilitó también una negociación de paz al perder el apo-
yo popular.
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Figura 1. Planes estratégicos y campañas militares

  

Fuente: Trujillo y Valencia (2021, p. 879).

Las diversas políticas y planes de los dos periodos presidenciales eviden-
temente experimentaron transformaciones y se adecuaron a los retos de su 
tiempo. Si bien la violencia continua y los planes de guerra debían profundizar 
la doctrina para adaptarse a las mutaciones del adversario, también estos se 
adaptaron para acercar a las fuerzas armadas y de Policía a la población civil 
a través de la reinvención de la acción integral conjunta, como ya se mencio-
nó. Las políticas y los planes entonces no solo lograron contrarrestar el actuar 
violento, sino que también dieron importancia y protección a los impulsores del 
desarrollo, encontrando elementos claves como la confianza, la protección, el 
respeto por la población y el servir a ella. Cuando se generan las condiciones 
para hacer respetar y legitimar la institucionalidad, la presencia del Estado en-
tonces presta un servicio social que decanta en aprobación, confianza y legiti-
midad, máxime cuando dichas garantías se enfocan en atender zonas donde el 
Estado y su oferta históricamente ha sido mínima. Los enfoques durante los dos 
periodos presidenciales coincidieron en entender que acercarse a la comunidad 
es fundamental para aislar la influencia y los incentivos perversos ofrecidos des-
de la ilegalidad.

Durante el periodo de la seguridad democrática del presidente Álvaro Uribe, 
el componente de la Armada Nacional trazó su lineamiento estratégico basado 
en dos premisas: la desmovilización de los grupos de autodefensa y la mutación 
de los demás actores violentos, los cuales tenían gran poder de expansión, apo-
yo internacional y fuerte influencia sobre la población civil. La asimetría del con-
flicto llevó al Gobierno nacional, al Ministerio de Defensa y a la comandancia del 
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componente a maximizar esfuerzos tecnológicos y operativos bajo el precepto 
de flexibilidad y adaptación. Sumado a ello, la seguridad humana y comunita-
ria fueron también factores que se tuvieron en cuenta, ya que la intensidad del 
conflicto aumentaba y la respuesta institucional debía ser contundente contra 
el adversario, pero garante con la población civil. Por tal motivo, el lineamiento 
estratégico de Armada dentro de la Política de Consolidación de la Seguridad 
Democrática priorizaba la protección de la sociedad civil, la conservación de los 
recursos naturales y la preservación de los derechos humanos y del Derecho 
Internacional Comunitario (Armada Nacional de Colombia, 2007).

Igualmente, las directivas permanentes al interior de la institución naval du-
rante el gobierno de la seguridad democrática se enfocaron en profundizar el 
acercamiento con la población civil y respetar los derechos humanos en el mar-
co de las operaciones navales, terrestres y fluviales a nivel táctico, operacional 
y estratégico. El respeto hacia la infancia y adolescencia en las diversas zonas 
operacionales permitió evidenciar el interés por parte de la administración de 
Uribe en profundizar la consolidación territorial, salvaguardando la seguridad hu-
mana y estableciendo diálogos comunitarios a través de la acción integral. Para 
ello, llevó a cabo jornadas de apoyo al desarrollo y estableció de esta forma un 
vínculo que se fue profundizando desde la puesta en marcha del Plan Colombia 
y el posterior Plan Consolidación, combate frontal contra las amenazas y protec-
ción a la población civil (Armada Nacional de Colombia, 2009). 

Durante el gobierno de Juan Manuel Santos, al igual que lo hiciese el gobier-
no de su antecesor, tuvo que enfrentar una negociación de paz, en este caso con 
las FARC. La iniciativa tendiente a la adaptación de todas sus fuerzas para el 
posconflicto posicionó el relacionamiento, en este caso, de la Armada Nacional 
con proyectos sociales en gran parte del territorio colombiano, los cuales contri-
buyeron al mejoramiento de la calidad de vida de comunidades ubicadas tanto 
en costas como en riberas donde hace presencia la institución.

Como ejemplo de protección y garantías para la seguridad humana y co-
munitaria, durante la presidencia de Santos se logró una articulación que se 
cofinanció mediante las capacidades propias institucionales cofinanciaron; 
asimismo, se articularon alianzas productivas de manera estructurada entre 
entidades públicas y privadas, al igual que con ONG y organizaciones de coope-
ración internacional.

Otro ejemplo por parte del componente de la Armada durante el periodo pre-
sidencial de Santos, que evidencia su compromiso con la seguridad humana y su 



710

Seguridad humana y construcción de patria en defensa de la vida
Volumen III: Seguridad comunitaria y política

enfoque comunitario, fue la participación en el manejo de desastres y emergen-
cias, que le permitió al componente posicionarse dentro del Sistema Nacional de 
Gestión de Riesgo de Desastres, a través del fortalecimiento de las capacidades 
estratégicas propias para el manejo de dichas contingencias. Dicho posiciona-
miento contribuyó notablemente al mejoramiento de la imagen institucional a 
fin de garantizar la seguridad territorial, los derechos e intereses colectivos y 
mejorar así la vida de poblaciones y comunidades en riesgo (Armada Nacional 
de Colombia, 2019).

El componente de la Fuerza Aérea durante los periodos presidenciales de 
Uribe y Santos se convirtió en la punta de lanza de las operaciones estratégicas, 
lo cual le otorgó al país éxitos indiscutibles en materia de seguridad, los cuales 
decantaron en un repliegue histórico del adversario en proporciones históricas, 
además de generar para dichos gobiernos disuasión real, que terminó en la ne-
gociación política tanto de autodefensas en el gobierno de Uribe y como de las 
FARC en el gobierno de Santos. El poder aéreo fue decisivo para consolidar el 
estado de derecho y las instituciones sobre una amenaza violenta real y siste-
mática. Sin embargo, dicho componente aéreo, al igual que las demás fuerzas 
armadas legítimas del Estado, contribuyó a mejorar el estado de relacionamiento 
con la sociedad civil, que hoy sigue dando sus frutos principalmente en las crisis 
del sector aeronáutico, los desastres naturales y la pandemia del covid-19. Sin el 
poder aéreo y sus capacidades, hubiese sido difícil lograr superar las coyunturas 
delicadas generadas durante las diferentes administraciones de estudio en el 
desarrollo de los periodos entre 1998 y 2018, sin desconocer la actualidad.

Pero dichas capacidades no hubiesen sido posibles sin los compromisos del 
poder civil durante el periodo 2002-2018, donde la coyuntura de violencia tenía al 
país en jaque y el interés por modernizar la flota aérea, las doctrinas y el diseño 
institucional de la Fuerza Aérea posibilitó los éxitos estratégicos y operacionales. 
Los balances de gestión durante dichos periodos históricos enfatizaron enton-
ces lo que hoy se consolida como seguridad humana y su enfoque comunitario.

Las capacidades de la Fuerza Aérea se lograron extender más allá de las 
operaciones militares. Sus capacidades aéreas han contribuido en gran medida 
al bienestar de las comunidades en las zonas geográficas más apartadas del 
país, sumándose a programas con énfasis en la asistencia social, desastres na-
turales y evacuación de personal civil con aeronaves medicalizadas. La Fuerza 
Aérea logró consolidar su campo de acción al servicio de vigilancia en zonas de 
actividad vulcanológica, apoyando obras de ingeniería social, Acción Integral y 
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Jornadas de Apoyo al Desarrollo, coadyuvando igualmente a acompañar inicia-
tivas de cuidado medioambiental, la repatriación de colombianos en el exterior y 
profundizando el interés científico en misiones internacionales como la Antártida 
(Fuerza Aérea Colombiana, 2020).

A través de los años, el rigor del combate de la Fuerza Aérea, junto con su 
modernización y el interés por establecer mecanismos permanentes de relacio-
namiento con la sociedad civil, ha creado alianzas de cooperación y apoyo que 
permiten la ejecución de actividades con la población civil y componentes de las 
demás fuerzas, las cuales han logrado establecer sinergias con el sector privado, 
que trabaja especialmente en beneficio de las comunidades desfavorecidas del 
país.

La profundización transformadora, producto del conflicto y del interés de los 
gobiernos de los 16 años de estudio, han permitido identificar un antes y un des-
pués que hoy es papable. Sobre la marcha, y de manera vertiginosa pero profe-
sional, analítica y decidida, se ha generado una transformación que va a la par de 
la mutación de la amenaza, que por sobre todo ha permitido a todos los compo-
nentes de las Fuerzas Militares y de Policía adaptarse también a los lineamientos 
que en materia de seguridad han generado las organizaciones internacionales. 
En el presente aparte se ha mostrado cómo las fuerzas del orden han asimilado 
de manera eficiente los nuevos desafíos internos, ligados a los transnacionales, 
en materia de generadores de violencia. Este es sin duda un logro importante. 
No obstante, genera igualmente alto interés cómo en medio del conflicto y su 
transformación ha logrado irradiar, desde el interior de la institucionalidad militar, 
el interés decidido por sus distintos componentes, como el de la seguridad hu-
mana y sus dimensiones: un análisis e implementación a través de las lecciones 
aprendidas, una iniciativa que rompe paradigmas.

Impacto estratégico de las acciones de las 
Fuerzas Militares en seguridad comunitaria
El impacto estratégico de las acciones que desarrollaron las FF. MM. y de Policía, 
como la priorización del acercamiento institucional a la población civil a través 
de la Acción Integral y de campañas de reforzamiento de seguridad ciudadana 
durante los dos periodos enmarcados en el presente análisis, ayudaron a con-
solidar el interés de los tomadores de decisión actuales por seguir dando a las 
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fuerzas de seguridad del Estado un rol preponderante en el manejo tanto de las 
dimensiones de la seguridad humana como de su enfoque comunitario. 

Si bien existieron discrepancias en las visiones políticas de los dos man-
datarios, también se puede ver presente respeto y coincidencia en cuanto a la 
implementación de medidas de seguridad compatibles con el concepto de la 
seguridad tradicional, como en los nuevos enfoques. Los éxitos en materia de 
seguridad tanto de Álvaro Uribe como de Juan Manuel Santos obedecieron a la 
comprensión coyuntural de que la seguridad era la punta de lanza para el de-
sarrollo, inversión, progreso y paz para el país; igualmente, comprendieron que 
el acercamiento de las Fuerzas Militares y de Policía a la población no era una 
amenaza sino una oportunidad para aislar al adversario del control territorial 
como para evitar la forma perversa de sufrimiento de la población más afectada 
por la violencia, y también por los vacíos propios de la no presencia del Estado y 
sus instituciones.

En la matriz DOFA (figura 2) se puede visibilizar el impacto generado duran-
te los periodos ya mencionados y cómo es posible identificar aspectos positi-
vos y otros negativos que sí evidenciaron potenciales riesgos y que aún existen, 
principalmente en materia de críticas internas y externas sobre la funcionalidad, 
garantía y confianza del enfoque de seguridad humana y comunitaria desde las 
Fuerzas Militares.

Figura 2. Efecto estratégico de las acciones de las FF. MM. en seguridad 
comunitaria

 

Fuente: elaboración propia. 
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•	 Fortalezas: Los gobiernos de los periodos motivo de este análisis com-
prendieron la importancia de los enfoques de seguridad, más allá de los 
que durante muchos años fueron tenidos en cuenta en el país. La con-
ciencia de las amenazas y desafíos del momento les permitió a quienes 
toman decisiones políticas tener una visión más abierta y dispuesta para 
incluir la seguridad humana y comunitaria como referentes para ampliar 
el margen de acción y convertirlo en una integralidad, a la par que evo-
lucionaba el conflicto. Las políticas y doctrinas de entonces adaptaron 
lineamientos que desde las instituciones internacionales propendían por 
un enfoque dirigido a la protección ciudadana y a la garantía de sus de-
rechos, que aún se conservan más allá de las distintas coyunturas y los 
enfoques políticos imperantes.

•	 Debilidades: A pesar del interés por afianzar los recientes enfoques de 
seguridad, son dispares los propósitos generados desde las Naciones 
Unidas y su adaptación a las realidades de los países; en este caso, el 
país real de los periodos propuestos en el presente capítulo. Colombia, 
en muchos aspectos, es un país sui generis, donde los enfoques de se-
guridad humana y la dimensión comunitaria han tenido que adaptarse a 
las coyunturas y situaciones complejas en materia de conflicto y otras 
amenazas. Si bien dichas concepciones de seguridad podrían encami-
narse desde un ámbito policial, las Fuerzas Militares han adaptado los 
conceptos de una manera profesional y decidida, lo que no cae bien des-
de los discursos de los derechos humanos. Igualmente, en los dos pe-
riodos hubo una ruptura ideológica y conceptual de la seguridad por los 
enfoques de uno y otro mandatario (Uribe y Santos) que alteraron roles 
y misiones militares y policiales sobre los nuevos enfoques humano y 
comunitario.

•	 Oportunidades: Aunque hubo debilidades que no fueron definitivas para 
una alteración radical en los enfoques de seguridad, sí se gestaron opor-
tunidades que se supieron aprovechar desde las visiones ejecutivas de 
entonces. La comprensión de acercar a las Fuerzas Militares y de Policía 
de manera sistemática y efectiva a la población civil representó oportu-
nidades para presionar a los adversarios de llegar a negociaciones po-
líticas para abandonar las armas. La presión militar y la reducción del 
apoyo popular al narcoterrorismo, a través de poner de lado a la pobla-
ción civil hacia la institucionalidad mediante el acercamiento de la oferta 
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estatal donde antes imperaba su autoridad, decantó en que los actores 
armados ilegales depusieran en suma importante sus armas e intencio-
nes de lograr el poder a través de la violencia y desestabilización. Dichos 
logros indiscutibles representaron mayores compromisos instituciona-
les para consolidar políticas públicas, planes y doctrinas donde siempre 
ha estado contenido el interés por asimilar y garantizar la seguridad hu-
mana y comunitaria en todas las actuaciones de la fuerza pública.

•	 Amenazas: Muy a pesar de la gran mayoría de aspectos positivos y mu-
chos por mejorar, también existieron amenazas que aún se conservan 
desde el ámbito de la seguridad y sus distintos enfoques. La ideologiza-
ción de la seguridad, la política y la deslegitimación del rol de las FF. MM. 
para llevar a cabo sus misiones a partir de una mejor relación con la po-
blación civil generó entonces, como hoy, unas serias reservas desde or-
ganizaciones internacionales y defensores de derechos humanos. Esta 
coyuntura derivó en dudas e incertidumbre para el sector militar; aun así, 
se continuó con el trabajo institucional a fin de afianzar la importancia de 
la seguridad humana y comunitaria. Los sectores más críticos de las FF. 
MM. continuaron y continúan con la narrativa del riesgo que significa un 
relacionamiento cercano entre población civil y la fuerza pública.

Reflexiones y conclusiones
Es de resaltar el interés que han tenido los distintos gobiernos en la etapa re-
ciente del país en materia de interés y aplicación decidida y comprometida de 
la seguridad y la defensa nacional; pero, más aún, de la seguridad humana y la 
dimensión comunitaria. Como se ha podido analizar durante el presente capítu-
lo, los periodos de gobierno comprendidos entre 2002 y 2018 se convirtieron en 
los impulsores de nuevas políticas públicas en materia de seguridad y defensa, 
las cuales sensibilizaron y empoderaron las dinámicas recientes acerca de un 
relacionamiento más estrecho con la población civil y la garantía de su seguri-
dad particular.

Las Fuerzas Armadas de Colombia y el componente de la Policía Nacional 
asimilaron, en medio del conflicto imperante en los periodos presidenciales de 
Álvaro Uribe Vélez y Juan Manuel Santos, unos nuevos marcos conceptuales, 
entre los que se encuentran la seguridad humana y la seguridad comunitaria 
como enfoque de la primera. Es decir, los objetivos estratégicos perduraron y 
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se continuaron priorizando; pero, en la realidad, existían otras necesidades rela-
cionadas con el ciudadano en particular y que, al ser atendidas con un enfoque 
preventivo, podrían evitar problemas estructurales de violencia, como la ausen-
cia de atención en salud, ausencia de educación, de seguridad alimentaria, afec-
taciones contra el medio ambiente y la falta de bienestar económico; todos ellos 
directamente vinculados con el concepto de desarrollo.

Si bien aún falta camino por recorrer, el caso colombiano permite observar 
consensos respecto a que la real democracia exige una mayor participación ciu-
dadana en la elaboración e implementación de muchas de las políticas públicas 
del Estado, como en este caso de la seguridad. Es comprensible que la celosa 
reserva y la limitación de información de carácter estratégico sea difícil de com-
partir a la sociedad civil, máxime cuando se sigue experimentando una espiral de 
violencia con actores tradicionales, con mutaciones generadoras de violencia. 
Sin embargo, se han logrado avances para que se produzca un relacionamien-
to civil y militar que permita elaborar lineamientos de seguridad humana como 
también evaluar su desempeño. Dichos espacios se han venido dando y los años 
comprendidos entre 2002 y 2018 fueron un referente importante para unas rea-
lidades bien distintas, cuando hoy gobierna por primera vez en la historia demo-
crática de Colombia un presidente de izquierda.

Cabe entonces, tras todo lo tratado en el presente capítulo, intentar respon-
der la pregunta planteada al comienzo: ¿cuál ha sido el aporte de las FF. MM. en 
Colombia durante el periodo 2002-2018 en la dimensión de la seguridad comu-
nitaria desde la óptica de la seguridad humana? Como se evidenció, el conflic-
to armado en Colombia no ha dejado exclusivamente lecciones negativas, sino, 
todo lo contrario, ha promovido la concientización de quienes toman decisiones 
políticas y militares para asimilar conceptos distintos a la seguridad del territorio 
o los lineamientos estratégicos exclusivos de la guerra. 

Ahora, si bien se han dado resultados sobresalientes en materia de concien-
tización y avance cognitivo desde las FF. MM. sobre los nuevos roles y desafíos 
para la multidimensionalidad de la seguridad, aún la consolidación de lo que se 
define como seguridad humana y la dimensión comunitaria se encuentran en 
plena construcción. Si bien se han dado y producido líneas generales y se han 
generado políticas de gobierno, políticas de defensa y de seguridad, aún queda un 
importante camino por recorrer teniendo en cuenta que las FF. MM. y de Policía 
siguen en permanente adaptación por la rápida mutación de las amenazas y de 
las organizaciones armadas ilegales, que por su poder económico y desapego 
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a la constitución y las leyes les queda mucho más fácil buscar el quiebre a toda 
normativa que garantiza la seguridad humana y su dimensión comunitaria. No 
obstante, los avances han sido sobresalientes, las transformaciones al interior 
de la institución militar y las dinámicas sociopolíticas han acelerado una adap-
tación a los nuevos paradigmas de seguridad, que no ha sido del todo errática o 
descoordinada; todo lo contrario, ha sido en medio de la complejidad coyuntural 
del país. Pese a ello, los gobiernos de los periodos señalados junto con las catar-
sis internas del estamento militar han procurado darle trascendencia al sentido 
democrático y al respeto de la sociedad civil, que es quien al final ha sido víctima 
de la violencia en Colombia. 

Por tanto, es destacable y esperanzador lo que está sucediendo actualmente 
en el país, con un gobierno que prioriza al individuo como razón de ser de las po-
líticas públicas en materia de seguridad, sin dejar de lado las amenazas tradicio-
nales a la soberanía y la mutación de la criminalidad multidimensional, que sigue 
desafiando al Estado de derecho en el país. Entonces, los periodos 2002-2018 
sí fueron los impulsores de lo que hoy se recoge en materia de seguridad. La 
comprensión de los gobernantes de ese entonces sobre la profundización del re-
lacionamiento entre los estamentos militares y la población civil en las regiones 
más golpeadas por la violencia marcan un paradigma que se transforma hoy sin 
perder su esencia. Tan es así que hoy un gobierno de izquierda, con tan solo días 
de difundir su política de seguridad y defensa, respeta y continúa salvaguardan-
do los lineamientos de sus antecesores, que siguen siendo la columna vertebral 
de la seguridad desde lo estratégico hasta lo más particular, es decir, el individuo.

Las observaciones internas y externas relativas a la seguridad nacional han 
venido rindiendo sus frutos desde el año 2002 hasta el 2018 y han incrementado 
sus niveles de trascendencia desde el fin de la guerra fría y desde los diálogos 
dentro de los organismos internacionales, que generaron los nuevos paradigmas 
referentes a la seguridad. Esta toma de perspectivas multidimensionales, que ya 
no solamente asume las amenazas enteramente militares, sino que asimila una 
nueva serie de amenazas que pasan desde lo económico hasta lo medioam-
biental, del flagelo migratorio masivo a los retos en materia de seguridad en el 
ciberespacio o las problemáticas de salud o socioeconómicos. Estas problemá-
ticas traspasan fronteras, son globales e interdependientes; por tanto, las estra-
tegias para abordarlas no pueden ser exclusivamente militares. Exigen entonces 
nuevas estrategias y enfoques para hacerles frente y estas pueden ser de tipo 
diplomático, civil, de cooperación, policial, por supuesto, y, por qué no, como se 
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ha visto en el caso colombiano, por cuenta de la coyuntura también militar. Las 
doctrinas y políticas públicas han sustentado en los últimos veinte años una 
razón de ser para poder implementarlos aún con prevenciones y críticas que sin 
duda existieron y seguirán existiendo.

Finalmente, dentro de los contextos tradicionales de seguridad y defensa na-
cional, la seguridad humana y sus enfoques requieren el concurso de la totalidad 
de la fuerza pública como del ámbito interagencial, las cuales han de compartir 
las correspondientes responsabilidades que puedan dar respuesta óptima a las 
causas estructurales que degeneran en violencia. Este tipo de sinergia debe ser 
permanente y separado de las coyunturas políticas y sus visiones a veces an-
tagónicas. La premisa es entonces un trabajo armónico e integral que decante 
en una mayor inclusión social en asuntos multidimensionales débilmente aten-
didos a través del trasegar de los gobiernos y que en definitiva terminan, como 
se ha sostenido en el presente capítulo, afectando de manera contundente el 
aspecto de la seguridad, lo cual también termina irradiándose en las causas que 
originan las diversas amenazas a la convivencia y desarrollo de nación.

Es imposible seguir pretendiendo separar las amenazas tradicionales pro-
pias de las zonas de conflicto de los nuevos paradigmas de seguridad. La ne-
cesidad de identificar y combatir las causas del conflicto pasa por entender el 
escenario de la guerra. La comprensión del fragor de esta permite visibilizar 
mejor las problemáticas que permitan desde el ámbito estratégico de la nación 
(sector político) como de quienes llevan a cabo las operaciones en el terreno 
(sector militar) establecer análisis e implementar lineamientos de políticas públi-
cas que puedan reducir, en su máxima expresión, las causas que han sostenido 
históricamente la violencia en Colombia. Los gobiernos de Uribe y Santos así lo 
comprendieron. Desde el Plan Colombia, y las diversas campañas y doctrinas 
militares que se crearon en ese entonces, se logró identificar que el componente 
social debía ser tan importante como el militar, que al final terminaron yendo de 
la mano. Las relaciones cívico-militares terminaron siendo un alivio en mayor o 
menor medida para millones de personas en las zonas de mayor conflictividad, 
cuando la oferta estatal y la presencia del estado con sus instituciones llegaron 
para quedarse.

Colombia no ha sido la excepción en cuanto a la crítica de la que las fuerzas 
militares han sido objeto en los demás países de Latinoamérica. La corriente 
antimilitar o antimilitarista ha generado mella negativa en la funcionalidad del 
seno militar y ha cuestionado la labor social que han llevado a cabo las fuerzas 
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militares. Aunque durante los períodos comprendidos entre 2002 y 2018, estos 
roles parecían estar debidamente establecidos, el posconflicto y las coyunturas 
sociopolíticas han dirigido la discusión hacia un cambio de paradigma. Sin em-
bargo, aun así sigue siendo muy difícil en el país que otros actores estatales sin 
la ayuda de las FF. MM. puedan llegar a las poblaciones más lejanas o ejercer 
contacto con sus pobladores. 

Seguir pensando de esa manera, ignorando la aún compleja situación en 
materia de orden público en la gran mayoría de regiones del país, es desconocer 
la institucionalidad y el poder del Estado, hacer eco a los enemigos de la paz 
y menguar el sacrificio realizado, que contribuye a la seguridad humana y sus 
dimensiones logradas a plazos. De paso deslegitima y desmoraliza a los com-
ponentes abnegados de las fuerzas legítimamente constituidas.

Desde 2002 hasta la etapa más reciente del país se sigue propendiendo des-
de diversos sectores por un “cambio de doctrina”. Dichos sectores tal vez no 
han tenido en cuenta la concepción y fin último de país que tienen las Fuerzas 
Militares y de Policía, en los que incluso aparece inmersa la trascendental meta 
de una justicia social. Todas las capacidades propias de las FF. MM. se han 
destinado al esfuerzo sostenido por garantizar dicha justicia. El acercamiento 
ciudadano, su aprobación y reconocimiento hacia el estamento militar, aún con 
las imperfecciones y errores cometidos, evidencian un esfuerzo permanente por 
garantizar la permanencia del Estado y sus instituciones: un esfuerzo que, ojalá 
en el futuro mediato, pueda ser perdurable cuando se consolide esa anhelada 
paz para Colombia. 
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Resumen: Este capítulo pretende hacer una descripción conceptual de la dimensión de 
la seguridad comunitaria dentro de la seguridad humana, atendiendo inicialmente lo ex-
puesto en la Resolución 66/290 del Programa de Desarrollo de la Organización de las 
Naciones Unidas, para exponer luego cómo en el transcurso de más de seis décadas se 
han presentado en Colombia diferentes factores generadores de tensiones sociales, con-
forme las diversas amenazas, y cuál ha sido en rol de la fuerza pública en contrarrestar-
las. El enfoque de investigación utilizado es de tipo descriptivo, analítico y correlacional. 
Se finaliza con unas breves conclusiones. 
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Introducción
Hablar de seguridad comunitaria es hacer referencia a la seguridad humana y 
su enfoque establecido en la Resolución 66/290 de la Asamblea General de la 
Organización de Naciones Unidas de 1994, donde se indica que se trata de una 
“ayuda a los Estados Miembros a determinar y superar las dificultades generali-
zadas e intersectoriales que afectan a la supervivencia, los medios de subsisten-
cia y la dignidad de sus ciudadanos”.

En tal sentido, en su Informe sobre desarrollo humano de 1994, el Programa 
de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) refiere que el desarrollo huma-
no sostenible no solo tiene que ver con el crecimiento económico, sino que con-
siste en esa distribución equitativa de los beneficios de dicho desarrollo, donde 
la prioridad debe ser el generar oportunidades y opciones para que aquellas 
personas menos favorecidas puedan participar en las decisiones que afectan 
sus vidas. Es allí donde se definen las fronteras de la seguridad humana, que se 
centra en indicar que la promoción del desarrollo gira en torno al ser humano, 
permitiendo la conquista de los objetivos de la paz, de los derechos humanos, de 
la protección al medio ambiente y de la integración social. 

Este informe es enfático en establecer que deben abordarse las causas pro-
fundas de la inseguridad humana, por cuanto se expone que: “Sin paz, no puede 
haber desarrollo; pero sin desarrollo, la paz está amenazada”. De esta manera 
se expone que la paz podrá ser disfrutada cuando se cuente en la vida cotidiana 
con un desarrollo sostenible que conduzca a la seguridad de los seres humanos.

Se entendería así que la seguridad humana se puede definir como la sen-
sación de tranquilidad que surge cuando una sociedad carece de conflictos 
y sus habitantes están libres de amenazas. Sin embargo, dicha concepción 
abarca otras variables como el vivir dignamente, vivir como quiera y vivir sin 
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humillaciones, tal como lo consagró por la Corte Constitucional en la Sentencia 
T-291 de 2016, al explicar los pilares del derecho fundamental de la dignidad 
humana y donde expresamente se establece al respecto que debe entenderse

(i) como autonomía o como posibilidad de diseñar un plan vital y de determi-
narse según sus características; (ii) la dignidad humana entendida como cier-
tas condiciones materiales concretas de existencia; y (iii) la dignidad humana 
entendida como intangibilidad de los bienes no patrimoniales, integridad físi-
ca e integridad moral o, en otras palabras, que los ciudadanos puedan vivir sin 
ser sometidos a cualquier forma de humillación o tortura.

Así la seguridad humana abarca igualmente que el individuo cuente con 
todas las garantías de desarrollo económico sostenible como es el poseer un 
trabajo digno, contar con seguridad social, servicios de salud, recreación y bien-
estar, accesibilidad a espacios vitales y a un medio ambiente sano, entre otros. 

Por lo anterior, y en aras de ampliar la concepción de lo que entraña la segu-
ridad humana, el PNUD, en su Informe sobre desarrollo humano, de 1994, esta-
blece unas dimensiones: “La seguridad humana no es una preocupación por las 
armas: es una preocupación por la vida y la dignidad humana…”.

En tal sentido, resalta que el ser humano es el eje central de la seguridad hu-
mana, la cual: 1) Busca brindar seguridad contra amenazas que trae para el indi-
viduo la garantía de las condiciones mínimas de calidad de vida de una manera 
segura y libre: hablar de seguridad abarca aspectos que van más allá de pensar 
solo en la seguridad y defensa nacional del territorio y la responsabilidad de su 
fuerza pública. 2) Requiere de unas políticas públicas fortalecidas en todo el te-
rritorio nacional; para ello se debe integrar y articular igualmente la seguridad 
desde las dimensiones económica, alimentaria, de salud, ambiental, personal, 
política y de seguridad comunitaria. Lo anterior, con el fin de consolidar amplia-
mente la seguridad humana.

Contextualizando así las diferentes dimensiones respecto a la seguridad 
humana construidas por el Programa de Desarrollo de las Naciones Unidas en 
su informe de 1994, este capítulo desarrollará las tensiones sociales que en 
materia de seguridad comunitaria plantea el crimen organizado en Colombia y 
el Rol de la Fuerza Pública en contrarrestarlas. Por lo tanto, al hablar del con-
texto de seguridad humana en el mundo, es importante ampliar la información 
que diferentes escritos contienen al respecto. La seguridad humana es trans-
versal a los derechos humanos, y su centro de atención, por lo tanto, es el ser 
humano. Por ello, es primordial entender las causas que generan la violencia, 
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partiendo de que el deber ser es poder vivir en libertad sin miseria, sin miedo y 
con dignidad.

Cada una de las dimensiones de la seguridad humana se interconectan y 
son transversales: cuando una carece de efecto, afecta las demás dimensio-
nes y, por ende, al ser humano en toda su existencia. Un ejemplo de esto es la 
discusión llevada a cabo por las Naciones Unidas en su Resolución 66/290 del 
Programa de Desarrollo, donde se define la represión como el uso discriminato-
rio de la violencia por parte de actores estatales en el contexto de la seguridad 
política. En este contexto es necesario mitigar las amenazas. Para lograrlo, es 
esencial erradicar la pobreza que genera tensiones sociales que pueden desen-
cadenar violencia y contribuir a la inseguridad comunitaria. En este sentido, la 
presencia integral del Estado adquiere una importancia vital como un desafío en 
su responsabilidad central en la promoción de la ‘seguridad humana’. Esto repre-
senta un desafío tanto para la sociedad como para sus líderes en la protección 
y garantía de esta seguridad, como un medio para resolver todos los conflictos.

En tal sentido, por ejemplo, la “seguridad humana”, desde la dimensión “eco-
nómica”, con sus subcomponentes de crédito, pobreza y empleo digno (de la 
mano de un Estado robusto), influye sin duda alguna en pilares fundamentales 
para el desarrollo de un Estado y en la dimensión de la “seguridad comunitaria”, 
donde factores como la inflación y la devaluación afectan al individuo y a la pro-
pia seguridad económica del Estado, por cuanto las barreras económicas im-
pactan definitivamente la seguridad y defensa, dando paso con ello a los grupos 
armados organizados ilegales para que se beneficien de economías ilícitas, bien 
sean de forma local o regional, e incluso global, lo cual afecta transversalmente 
la dignidad y seguridad del ser en todas sus dimensiones. 

Bajo dicha conceptualización y sus diversas características, el presente capí-
tulo pretende dar respuesta a la pregunta planteada de ¿cuáles son las tensiones 
sociales que en seguridad comunitaria existen por parte del crimen organizado 
en Colombia y cuál ha sido el Rol de la Fuerza Pública en contrarrestarlo?

Tensiones sociales en la seguridad 
comunitaria 
Inicialmente se debe establecer qué se entiende por “seguridad comunita-
ria” de acuerdo con el informe de 1994 del Programa de Desarrollo de las 
Naciones Unidas, donde se indica la importancia del respeto por los derechos 
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fundamentales de las personas en una sociedad. Estos derechos se ven amena-
zados por acciones y situaciones que contienen crecimiento descontrolado de la 
población, la disparidad de oportunidades económicas, migración internacional 
excesiva, deterioro del medio ambiente, producción y tráfico de estupefacientes 
y terrorismo internacional, entre otras, lo que se traduce en inseguridad humana: 
múltiples problemas de seguridad personal, económica, política o ambiental, ge-
neran indudablemente situaciones de riesgo para la comunidad.

Respecto a la seguridad comunitaria, Van Swaaningen (2002) indica que el 
discurso y la política sobre seguridad ciudadana es diferente en cada país. Esto 
incide en comprender y analizar su concepción. Se incurre en el error de gene-
ralizar el término seguridad comunitaria o ciudadana para aplicarlo de manera 
igual en todo el mundo, cuando cada Estado tiene su propia contextualización y 
amenazas que afectan dicha seguridad. 

Sobre ello, Quintero (2020) refiere que los países latinoamericanos han en-
frentado en los últimos años el fenómeno del delito y criminalidad de una mane-
ra diferente. Países como México, Colombia, Perú y Chile le han tenido que dar 
un rol importante a la participación comunitaria en la prevención del delito y en 
el fortalecimiento de la confianza hacia las instituciones. Por ello, actualmente la 
seguridad debe verse desde el enfoque “multidimensional”, atendiendo a las di-
ferentes dimensiones que la componen y que deben ser estudiadas, analizadas 
y afrontadas de manera integral.

Para lo anterior, deben conocerse y entenderse las condiciones regionales, 
geopolíticas, económicas, sociales, culturales, étnicas y ambientales (como el 
calentamiento global, hoy llamado ebullición) de cada Estado, a efectos de po-
derse entender el contexto y trabajar en la gobernanza y la gobernabilidad con 
mayor participación comunitaria. Lo anterior, en aras de construir y reforzar la 
“seguridad”, por cuanto se ha dado ese gran paso de la concepción de seguridad 
nacional a la seguridad ciudadana, donde además de trabajarse por parte de 
la Fuerza Pública en la prevención del delito, deben existir políticas públicas de 
Gobierno respecto a la “seguridad ciudadana” que propendan no solo por reducir 
la violencia y los delitos, sino también en fomentar y generar programas de edu-
cación y empleabilidad para toda la población, en especial para la más vulnera-
ble, inversiones sociales, e infraestructura.

De esta manera, especialmente para las personas mayores, se presentan 
oportunidades para reducir la desigualdad y la impunidad, que son causas fun-
damentales de la inseguridad ciudadana. Pese a esta gran oportunidad, en el 
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panorama actual crecen los delitos de carácter transnacional, como el tráfico 
de estupefacientes, la trata de personas, el tráfico de armas, el terrorismo, los 
delitos ambientales y la minería ilegal. Todos estos factores hacen evidente la 
necesidad de una revisión y evolución en el concepto de seguridad ciudadana. 
Esta es descrita por Arriagada (2002) como

la preocupación por la calidad de vida y la dignidad humana en términos de li-
bertad, acceso al mercado y oportunidades sociales […]. [Así mismo] no temer 
una agresión violenta, saber respetada la integridad física y, sobre todo, poder 
disfrutar de la privacidad del hogar sin miedo a ser asaltado y poder circular 
tranquilamente por las calles sin temer un robo o una agresión. 

De este significado se sustrae que la seguridad ciudadana está ligada al con-
cepto de dignidad humana, cuyo centro es el ser humano, por lo cual propende 
por satisfacer sus necesidades con la ausencia del miedo que genera la violencia 
y criminalidad. Así lo indica el Instituto Interamericano de Derechos Humanos, 
cuando hace referencia a la concepción de la seguridad humana:

ya no se fundamenta en las nociones de soberanía, territorialidad y poderío 
militar que fueron tradicionales, sino en lograr la libertad del miedo y la li-
bertad de la necesidad o de la miseria. También son las bases para el esta-
blecimiento del derecho de los derechos humanos. Ambos tienen como raíz 
común la búsqueda de la dignidad humana.

Al respecto Tejeda Parra & Palafox Moyers (2021) sostienen que, en compa-
ración con otros países de América Latina, Colombia es un caso importante de 
estudio, por cuanto la criminalidad y la violencia desde 1970 ha aumentado con-
siderablemente. Para prevenir y controlar la problemática, se creó el Programa 
de Convivencia y Seguridad Ciudadana, en el que deben interrelacionarse las 
acciones de prevención de la violencia y el desarrollo de la convivencia en las 
ciudades.

En este contexto, en Colombia se promulgó la Ley 1801 del 29 de julio de 
2016, la cual incluye el Código Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana. 
Su objetivo es establecer las condiciones para la convivencia en todo el territorio 
nacional, definiendo el alcance del poder, las funciones y actividades de las fuer-
zas de policía de acuerdo con lo establecido en la Constitución Política y otras 
leyes relacionadas.

Por su parte, el PNUD (2014) describe la seguridad ciudadana como el pro-
ceso de
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establecer, fortalecer y proteger el orden civil democrático, eliminando las ame-
nazas de violencia en la población y permitiendo una coexistencia segura y pa-
cífica. Se le considera un bien público e implica la salvaguarda eficaz de los 
derechos humanos inherentes a la persona, especialmente el derecho a la vida, 
la integridad personal, la inviolabilidad del domicilio y la libertad de movimiento.

En ese sentido, establece que la seguridad ciudadana no solo consiste en 
que no haya delitos en una sociedad, sino que la calidad de vida de las personas 
permita “una acción comunitaria para prevenir la criminalidad, del acceso a un 
sistema de justicia eficaz, y de una educación que esté basada en los valores, el 
respeto por la ley y la tolerancia”.

Para analizar esta cuestión en el contexto colombiano, es crucial compren-
der y abordar las causas subyacentes de los delitos y la violencia. La adopción 
de medidas preventivas contra la delincuencia se vuelve esencial, ya que la im-
punidad, el tráfico de drogas ilegales, el tráfico de personas, la circulación de 
armas ilegales, las problemáticas relacionadas con la migración irregular, el des-
plazamiento —y otros factores que generan violencia y delincuencia— pueden 
desencadenar problemas sociales significativos en una sociedad.

Tensiones sociales del crimen organizado en 
la seguridad comunitaria en Colombia
Sobre el paradigma de la seguridad y las tensiones frente a los derechos hu-
manos, la seguridad es el centro en el contexto político y social; sin embargo, 
existen otros factores que inciden en la conflictividad: la estructura económica, 
la violencia de Estado, la exclusión social o el papel de las transnacionales. Por lo 
tanto, se expresa que la inseguridad se debe entender como un fenómeno social 
y es a la política pública a la que le corresponde tomar medidas sociales que le 
garanticen a los conciudadanos la plena satisfacción de sus derechos, eliminan-
do el miedo e incertidumbre que generan dichas tensiones.

Para entender la historia de la evolución de la violencia colombiana deben 
tenerse presentes ciertos acontecimientos, como la masacre de las banane-
ras, sucedida el 6 de diciembre de 1928 en Ciénaga (Magdalena). Al respecto, 
Joaquín Robles, historiador de la Universidad Nacional, refiere que “… aún no 
hay claridad ni consenso sobre lo que verdaderamente ocurrió en esos aconte-
cimientos…”, donde hubo nueve muertos, como refiere el General Carlos Cortes 
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Vargas, lo cual se considera una “masacre” porque se dio la muerte colectiva de 
personas. Es esta masacre el segundo gran suceso después de la separación de 
Panamá, cuando Colombia se reponía de los efectos de la guerra de los mil días 
y se organizaran los partidos de izquierda en Colombia, en un contexto de hege-
monía conservadora, como lo refiere el señor General Carlos Ospina. 

En la zona bananera no existían condiciones de vida digna. Se puede decir 
que allí se originó el narcotráfico en Colombia. En la región existían cultivos de 
plátanos importados de Panamá y en municipios de Sevilla, Orihueca, Retén y 
otros en el Magdalena. En 1899 llega la United Fruit Company, proveniente de 
Boston EE. UU., con el fin de explotar al máximo el negocio bananero. Esta com-
pañía, que enviaba sus ganancias a Europa y Estados Unidos, contribuyó a la 
estratificación en clases sociales: las élites eran las propietarias del ganado y de 
las plantaciones.

La clase media la componían comerciantes, oficinistas, supervisores y arte-
sanos. La clase baja estaba compuesta por trabajadores. Si bien el salario no era 
malo, las condiciones de trabajo sí que lo eran: las jornadas de trabajo eran de 
muchas horas y existían comisariatos donde se pagaban con vales, lo que lleva-
ba a la quiebra a los comerciantes, porque solo se compraba en los comisariatos 
y sin prestaciones sociales. Estas condiciones llevaron a que los trabajadores 
organizaran una huelga, aunadas al hecho de que la United Fruit se llevaba todas 
las ganancias, hecho que originó que tanto trabajadores y comerciantes de la 
zona se unieran para formar lo que se conoce como sindicalismo. 

En el ámbito político se creaba en 1926 el Partido Socialista Revolucionario 
III (Congreso Obrero), con la intención de tomarse el poder mediante una ideolo-
gía radical contra la inequidad, que contó con una gran movilización popular y de 
obreros en toda Colombia.

En 1927 exponen el plan en la reunión de Partidos Socialistas en Buenos 
Aires, con Tomás Uribe e Ignacio Torres, que buscaban un levantamiento simul-
táneo. De esta forma, se organiza la huelga de las bananeras del Magdalena, con 
participación de María Cano, Raúl Eduardo Mahecha, Nicanor Serrano, Erasmo 
Coronel e Ignacio Torres Giraldo, y el 12 de noviembre de 1928 estalla la huelga 
masiva en la zona bananera de Ciénaga y Santa Marta (Magdalena). Así mismo 
se había dado la huelga petrolera en 1924, que exigía un aumento de salario y 
que se acabaran los empleados de alto nivel. Después se dio otra huelga petro-
lera en 1927, con la exigencia del cumplimiento de leyes laborales, que tuvieron 
como consecuencia múltiples actos de violencia y sabotaje. 
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Los obreros presentaban una serie de demandas que incluían la implemen-
tación de un seguro colectivo obligatorio, la atención y reparación de accidentes 
laborales, la mejora de las condiciones de higiene, la eliminación de los comisa-
riatos, la prestación de un servicio hospitalario de mayor calidad y la creación 
de programas de préstamos, entre otras peticiones. Sin embargo, el Gobierno 
nacional de la época no respondió a estas demandas. En ese período, no existía 
un Ministerio del Trabajo; el sistema era centralizado y dependía directamente 
del presidente. La compañía United Fruit tampoco tomó medidas para abordar 
estas solicitudes.

Ante ese inconformiso social, se declara la huelga el 12 de noviembre de 
1928 con 32.000 trabajadores aproximadamente y se inicia atacándose instala-
ciones, impidiéndose que los trenes llevaran la carga de banano. En un incendio 
en Riofrío, el 6 de diciembre de 1928, es asesinado el capitán de la estación. La 
Policía pierde fusiles y pide refuerzos en un enfrentamiento en Sevilla, donde 
fallecen 29 personas, entre ellos, Erasmo Coronel.

 El General Carlos Cortes Vargas, comandante de las Fuerzas del Magdalena, 
llegó a Ciénaga al mando de la tropa. La multitud se congregó y se les ordenó 
a los soldados que se colocaran frente a la multitud. Luego de una advertencia 
para que se dispersaran y cesaran los actos que perturbaban el orden público, 
y en respuesta a la declaración del Gobierno Nacional de la Ley Marcial, se dio 
la orden de abrir fuego contra la multitud por su insurrección. Esta acción se 
basó en antecedentes como la Ley 69 de 1928, conocida como la ‘Ley Heroica’, 
que estableció disposiciones relacionadas con la ‘Defensa Social’. Jorge Eliécer 
Gaitán denunció esta situación ante el Congreso, aunque sin proporcionar cifras 
precisas, y acusó a la Fuerza Pública de diversas acciones penales y disciplina-
rias. Además, escribió el texto titulado El debate sobre las bananeras.

Otro lamentable acontecimiento que marca la historia de Colombia en lo que 
respecta a seguridad y defensa en el proceso de construcción del Estado es la 
masacre de los sastres, ocurrida el 16 de marzo de 1919 en Bogotá, bajo el man-
do del general Pedro Sicard Briceño. En ese momento, el país estaba bajo la 
presidencia del General Marco Fidel Suárez (1918-1921), y se encontraba en el 
contexto del primer centenario de la Batalla de Boyacá. Esto generó la necesidad 
de renovar los uniformes y equipos de los soldados para conmemorar adecua-
damente el primer centenario de la independencia.

Los sastres pedían se les pagara de contado para lo cual organizan una 
huelga. Pero el Gobierno decide pagarlo a crédito en el exterior, lo que motiva la 
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protesta de los sastres a efectos de que se cambie el pedido, con intervención 
del partido socialista. La huelga toma una orientación política con algunos diri-
gentes liberales que habían intervenido en las bananeras, con un sindicalismo 
político más que reivindicativo, con participación del dirigente Alberto Manrique 
Perdomo, Juan de Dios Romero y Carlos Melguizo.

En ese momento, se organizó una marcha protagonizada por socialistas y 
opositores como forma de protesta. A pesar de que inicialmente era una mani-
festación pacífica, algunos participantes comenzaron a arrojar piedras. En res-
puesta a esta situación, el Consejo de Ministros optó por no autorizar la compra 
de uniformes y notificó al presidente al respecto. El presidente, a su vez, canceló 
la orden de compra de los uniformes en el extranjero. Sin embargo, los líderes 
de la marcha ocultaron esta decisión a los sastres. Cuando el presidente intentó 
explicar la situación a los manifestantes, estos no lo escucharon y se desató un 
violento enfrentamiento con una lluvia de piedras. Ante la amenaza de lincha-
miento de los soldados presentes ante la multitud, estos respondieron disparan-
do, lo que resultó en la trágica muerte de entre 7 y 20 personas, según diferentes 
fuentes históricas, incluyendo a algunos sastres, y dejando a otros heridos. 

Continuando con la problemática de la violencia en Colombia desde sus orí-
genes, se debe enunciar cómo ha sido la génesis y dinámica del conflicto duran-
te más de siete décadas, entendiéndose que en el primer tercio del siglo XX se da 
la pelea bipartidista entre los liberales y los conservadores.

En contexto, es importante señalar, en palabras del General Carlos Ospina 
Ovalle, que el partido liberal se divide entre gólgotas y draconianos; los primeros 
piden el libre cambio, y los segundos, el proteccionismo. En 1853 las elecciones 
muestran a un partido liberal dividido, pese a que las gana José María Obando, 
un draconiano. Pero ya en el poder no actúa como tal sino como gólgota, y pro-
clama la constitución de corte liberal que conduce al federalismo, organizando 
sociedades democráticas para efectuar movilización, apareciendo el General 
José María Melo —comandante del Ejército— que con su revolución le propone 
al presidente Obando cerrar el Congreso. Este se encontraba en contra de las 
medidas extremas liberales, pero, como se negó, lo depuso el General Melo con 
un golpe de estado, hecho que provocó una guerra civil en 1854. 

Sobre el neoliberalismo en contexto general, se observa cómo evolucio-
na económicamente el liberalismo, que busca la autorregulación de mercados 
sin intervención del Estado. Álvarez (2006) describe que la constitucionaliza-
ción del modelo económico de proyecto neoliberal proviene del denominado 



732

Seguridad humana y construcción de patria en defensa de la vida
Volumen III: Seguridad comunitaria y política

neoliberalismo austroalemán de la Escuela de Friburgo, llamada en la actualidad 
“globalización capitalista”. Ello lleva a hablar de la importancia de la migración 
como factor estratégico en la industrialización en América latina. Como lo ex-
ponen Benton‐Short, Price & Friedman (2005) la inmigración a las principales 
ciudades es una dimensión importante de la globalización cultural y sus tasas 
indican el estado de la ciudad global, siendo cuatro los factores de inmigración: 
1) el porcentaje de nacidos en el extranjero, 2) el número total de nacidos en el 
extranjero, 3) la diversidad de la población de nacidos en el extranjero y 4) si los 
inmigrantes son de países vecinos o países no vecinos. 

Retornando al caso colombiano, luego la tensión bipartidista desata una ten-
sión social de gran magnitud y la violencia desatada por la división presentada 
por los partidos políticos de la época produjo polarizaciones extremas entre libe-
rales y conservadores, que se acentuaron con el asesinato del candidato liberal 
a la presidencia Jorge Eliecer Gaitán, lo que generara el “Bogotazo”, que, en pala-
bras de Agudelo-Gómez (2019), con desorden y daños a la infraestructura de la 
capital del país (Bogotá), movilizó a la sociedad y ocasionó un caos político, con 
el efecto deseado de desestabilizar las estructuras sociales. Esto resultó en ac-
ciones de fuerzas de represión con las respectivas reestructuraciones. Llama la 
atención que, siendo Jorge Eliecer Gaitán un promotor, el mismo día de su ase-
sinato (9 de abril de 1948) se inaugurara el Sistema Regional Interamericano de 
Promoción y Respeto de Derechos humanos, en el marco de la Organización de 
Estados Americanos en Bogotá, con la IX Conferencia Internacional Americana 
como organismo que proclama la Declaración Americana de los Derechos 
y Deberes del Hombre. El mismo mes y año se suscribe en Bogotá el Tratado 
Americano de Soluciones Pacíficas (Pacto de Bogotá, 30 de abril de 1958). A la 
fecha no se ha especificado el autor intelectual del asesinato de Gaitán y son 
diferentes las versiones dadas sobre las causas de su asesinato, extendiéndose 
las repercusiones de su muerte a diversas regiones del país.

Después de las tensiones desencadenadas por el asesinato de Gaitán, la 
violencia partidista se intensificó, exacerbada por la influencia de las ideologías 
comunistas y ciertos segmentos del campesinado. Estos factores dieron origen 
a las primeras guerrillas en Colombia, entre las cuales se destacó el “bloque sur” 
liderado por Manuel Marulanda Vélez, conocido como “Tiro Fijo”, quien más tar-
de se convertiría en el líder de las entonces Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia (FARC). Como lo indicaran Paredes & Díaz (2007), si bien el Bogotazo 
fue un fenómeno urbano, sus consecuencias se trasladaron al campo de una 
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manera muy rápida, hecho que originó los primeros movimientos guerrilleros, 
que se convirtieran en grupos permanentes de manera progresiva y multiplicada. 

Luego, tras posesionarse como presidente de la República el General 
Gustavo Rojas Pinilla, de 1953 a 1957, se da paso al “Frente Nacional” para que 
en 16 años se alternara la presidencia entre liberales y conservadores. Paredes 
& Díaz (2007) describen al respecto que, el 10 de mayo de 1957, cuando cae 
el general Gustavo Rojas Pinilla, la Junta Militar gobierna hasta el 2 de agosto 
de 1958, con el acuerdo entre los dirigentes de dichos partidos tradicionales, 
en búsqueda de la “democracia representativa”, hecho que consolida el siste-
ma bipartidista colombiano, tras la declaración de Benidorm (España) en 1956, 
cuando el expresidente liberal Alberto Lleras Camargo se reúne con Laureano 
Gómez para despuntar los conflictos interpartidistas. Sin embargo, se crea luego 
en 1962 el partido Alianza Popular (Anapo) por parte del General Rojas Pinilla. 
Ante la pérdida de elecciones de 1970, con Misael Pastrana Borrero, se funda el 
Movimiento 19 de abril (M-19), que surge inicialmente como un grupo político y 
luego como un grupo armado ilegal. 

Acciones de Estado implementadas en 
Colombia a partir de la seguridad comunitaria
Sobre el crimen organizado, el Centro de Estudios Internacionales, al presentar el 
“Índice de Riesgo Político América Latina 2023”, refiere que

Este crece donde el Estado es relativamente débil, las instituciones corruptas 
y predominan economías informales con altas tasas de desigualdad y po-
breza. En América Latina existe una multiplicidad de actores relacionados al 
crimen organizado, incluyendo grandes, medianos y pequeños empresarios 
ilegales, que entre otras cosas pueden ejercer control territorial o proveer ser-
vicios públicos en aquellos lugares donde el Estado o las instituciones son 
débiles.

Esta es una reflexión de inmensa importancia, porque la seguridad comu-
nitaria requiere que en un Estado las demás dimensiones de la seguridad hu-
mana (económica, alimentaria, de salud, ambiental, personal y política) estén 
sincronizadas y funcionen, a efectos de prevenir el crecimiento acelerado del 
crimen organizado, que genera tensiones sociales de grandes magnitudes. El 
crimen organizado requiere de un trabajo colectivo para contrarrestarlo; para ello 
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es necesario enfrentar las economías ilícitas y fortalecer la institucionalidad. En 
ello juega un papel muy importante el trabajo en contra de la corrupción y el 
fortalecimiento del sistema judicial, para combatir la inseguridad y la impunidad. 

El Fondo Fiduciario de las Naciones Unidas para la seguridad humana expu-
so en su informe del 2012 que la conceptualización de la seguridad humana re-
dirige la atención de los Estados y de la comunidad internacional hacia variables 
que generen los medios para subsistir y la concepción amplia del derecho a la 
dignidad humana, como mínimos que representen progreso, bienestar y la anhe-
lada paz de los habitantes del territorio nacional. Dicha seguridad se ve afectada 
por la presencia de las “amenazas”, sean las ya conocidas o las denominadas 
nuevas amenazas y, por lo tanto, se precisa como urgente que el Estado cuente 
con unas políticas que articulen programas de desarrollo y efectiva materializa-
ción de derechos humanos que hagan efectiva la seguridad y, por ende, la paz, 
centrándose en el ser humano como fin primordial.

De tal suerte que solo se logra el fin de la protección y seguridad de la per-
sona, si existen y se articulan adecuadamente los sistemas políticos, sociales, 
económicos, ambientales, culturales y de defensa. 

En este contexto, sería un error asumir que la responsabilidad de garanti-
zar la seguridad comunitaria recae únicamente en el sector de la defensa, sin 
una coordinación estatal adecuada. También sería equivocado no considerar 
que la prevención y el manejo de las tensiones sociales son fundamentales en 
un Estado donde la criminalidad y otras amenazas afectan las dimensiones 
mencionadas de la seguridad humana. Para lograr la paz de manera efectiva, 
es esencial abordar las causas subyacentes de estas tensiones sociales. Esto 
es especialmente relevante en vista de que el contexto nacional desempeña un 
papel crucial en la toma de decisiones, donde factores geopolíticos, según la de-
finición de Laureano (2012), ejercen una influencia significativa. Por lo tanto, se 
requiere una acción integral del Estado que aborde tanto la seguridad como las 
raíces de las tensiones sociales para garantizar la paz y la estabilidad. 

Responsabilidad estatal y política de seguridad 
comunitaria
Desde el marco Constitucional, se debe partir de lo consagrado en el artículo 
segundo, cuando al referirse a los “fines esenciales del Estado” se impone la de-
fensa de la independencia nacional, el mantenimiento de la integridad territorial 
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y el aseguramiento de la convivencia pacífica, con la vigencia de un orden justo; 
indicándose la obligatoriedad a las autoridades del Estado de proteger a todas 
las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y de-
más derechos y libertades, así como el asegurar el cumplimiento de los deberes 
sociales del Estado y de los particulares. 

Sobre la misionalidad constitucional de la Fuerza Pública, Vásquez Hincapié 
& Gil-García (2017) exponen que esta hace parte de la Rama Ejecutiva del Poder 
Público. El capítulo 7 del título VII, de artículo 216 de la Constitución Política de 
Colombia dice que están integradas en forma exclusiva por las Fuerzas Militares 
(el Ejército Nacional, la Fuerza Aérea Colombiana y la Armada Nacional) y la 
Policía Nacional, siendo esta última un cuerpo armado permanente, de natu-
raleza civil. Por ello enfatizan que la misión de la Fuerza Pública es de carácter 
instrumental, como un medio o instrumento del Estado para poder lograr esos 
fines consagrados.

Por su parte la Corte Constitucional, en la Sentencia C-082/2018, sobre los 
deberes de la Fuerza Pública en materia de orden público y defensa, es clara 
al considerar que es exclusivamente la garante del orden público, conforme lo 
indicado en el artículo 217 de la Constitución Política, con facultades propias de 
la Fuerza Pública y las mismas no pueden ser atribuidas a particulares. Por ello 
no podría el Estado atribuir a los particulares la posesión y uso de armas de tal 
calibre, hecho que pondría en duda la naturaleza exclusiva de la Fuerza Pública: 

Por ello esta Corporación había señalado que no pueden nunca los particula-
res poseer ni portar armas de guerra pues ‘admitir que un particular o un gru-
po de particulares posean y porten armas de guerra equivale a crear un nuevo 
cuerpo de fuerza pública, con lo cual se viola el principio de exclusividad de la 
fuerza pública consagrado por el artículo 216 de la Carta’.

Y por ello no se puede, en ningún momento, invocar la democracia partici-
pativa para armar a la población, pues se estaría desconociendo abiertamente el 
principio de exclusividad de la Fuerza Pública. 

En este sentido, es crucial comprender que la noción de seguridad nacional 
implica un asunto de “interés nacional”, como apunta Locarno (2013). No debe-
mos limitar la interpretación de la seguridad únicamente a su connotación en 
términos de “defensa”. En cambio, debemos enriquecer el concepto de seguri-
dad y abordar los factores subyacentes que desencadenan los conflictos, espe-
cialmente en el contexto colombiano. Por lo tanto, el enfoque multidimensional 
de la seguridad implica su consideración en diversas dimensiones, que abarcan 
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la seguridad social, ambiental, humana, política, jurídica y otras formas de aná-
lisis de su alcance.

Tal conceptualización va más allá de conocer los resultados de los comba-
tes, las capturas de criminales, el decomiso de materiales ilegales como drogas, 
armas o mercancías, el surgimiento de otros grupos ilegales y de crimen orga-
nizado, entre otras variables de criminalidad. En ella deben tenerse en cuenta 
las causas y consecuencias de los altos índices de desempleo y la pobreza que 
conllevan a la inseguridad e igualmente a la corrupción. En ello Colombia debe 
trabajar fuertemente. Para ello se deben elaborar políticas públicas que conlle-
ven que fortalezcan las políticas de seguridad y defensa nacional, involucrando 
a todos los estamentos, con gobernanza y gobernabilidad en prevenir las ame-
nazas que afectan a la nación (en esa visión multidimensional que involucra lo 
político, lo económico y lo social).

En tal sentido y respecto a las “amenazas” que atentan contra la “seguridad 
humana”, es importante indicar que la visión y tratamiento de estas ha evolucio-
nado, como refiere lo refiere Ayala (2016), cuando señala que las nuevas ame-
nazas a nivel global:

[…] ameritan otro tipo de reacciones del Estado donde el uso clásico de la fuer-
za no se traduzca simplemente en determinar la manera de blindar a la pobla-
ción. Hoy por hoy, es imperante comprender que el enemigo ha transformado 
su accionar violento y que sus modalidades de ataque se han diversificado, 
las acciones intermedias han cobrado tanta vigencia y validez a tal punto que 
se ha impuesto una línea de orientación según la cual antes de la operación 
militar se deben agotar otras herramientas y mecanismos de control. Lo cier-
to de todo esto es que la tendencia global también debe regir el accionar mi-
litar, exigiendo adaptarse al contexto de la realidad global y del conflicto en el 
que se halla inserto y opera habitualmente.

Así, cobra valor importante la frase que el autor refiere respecto al rol de la 
Fuerza Pública cuando de manera expresa refiere que:

[…] la violencia legítima no permite transgredir el ejercicio genuino del respeto 
por el Derecho Internacional Humanitario y de los Derechos humanos, pues 
es en la población, por la población y para la población que el accionar de la 
defensa del Estado debe tener el asidero constitucional, jurisdiccional y fácti-
co para preservar el orden.

En la actualidad, nos enfrentamos a diversas amenazas que impactan la segu-
ridad humana, especialmente en el ámbito de la seguridad comunitaria. La Política 
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de Defensa y Seguridad para el cuatrienio 2018-2022, titulada “Política Marco de 
Convivencia y Seguridad Ciudadana con una visión amplia para la Legalidad, el 
Emprendimiento y la Equidad”, refleja que, a pesar de los avances en materia de 
seguridad en Colombia, aún se enfrentan importantes desafíos relacionados con 
la evolución de las organizaciones criminales. También debemos tener en cuenta 
las amenazas externas que afectan la integridad territorial del país.

En esta política se subraya la imperiosa necesidad de contar con una pre-
sencia sólida de las instituciones estatales en todo el territorio, con un alcance 
nacional. Esto se debe a que, en ausencia del Estado y de autoridad en ciertas re-
giones, las organizaciones criminales infiltran a las comunidades que ya sufren 
de marginación social, política y económica. Como resultado de esta penetra-
ción, se manifiestan actos delictivos y violencia, junto con la emergencia de eco-
nomías ilícitas, lo que obstaculiza el pleno disfrute de las garantías de seguridad, 
justicia y convivencia. Esta situación también compromete la capacidad de la 
Fuerza Pública Colombiana para cumplir con su misión constitucional asignada.

Ante la presencia de Grupos Armados Organizados (GAO) que exhiben un 
nivel de organización y hostilidad que constituye una amenaza para la seguri-
dad nacional, se procedió a su clasificación por parte del Consejo de Seguridad 
Nacional. Este órgano actúa como asesor del presidente de la República en la 
toma de decisiones relacionadas con defensa y seguridad nacional, brindando 
orientación en la formulación, implementación y seguimiento de políticas pú-
blicas en esta área. Es esencial que se coordinen esfuerzos entre los diferentes 
Ministerios y Entidades Estatales. En el Consejo de Seguridad Nacional de julio 
de 2018, en referencia a los GAO, se identificaron los siguientes grupos que en-
cajan en esta categoría:

•	 Ejército de Liberación Nacional (ELN)
•	 El Clan del Golfo
•	 Los Pelusos
•	 Los Puntilleros
•	 GAO residuales 
Adicionalmente se refiere que para esa fecha existía en Colombia la informa-

ción de 23 grupos de delincuencia organizada (GDO) con una actividad criminal 
importante, con un número de 2.417 bandas de delincuencia que afectan la se-
guridad en los diferentes territorios.

Se describe entonces en la política de defensa y seguridad del 2018 a 2022 
que las actividades ilegales de extracción ilícita de minerales, con su posterior 
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comercialización, las actividades que generan ingresos con el producido del nar-
cotráfico y de cultivos de coca fortalecen los grupos delincuenciales que se dis-
putan el control de las rentas ilícitas. Asimismo, fomentan el homicidio y otros 
delitos contra el bien jurídico tutelado del patrimonio y contra la infraestructura 
crítica, además de fortalecer la extorsión, entre otros. Esto afecta la sensación de 
confianza y por lo tanto la seguridad ciudadana en el país; lo anterior, aunado a 
los delitos transnacionales, como el tráfico ilícito de migrantes, armas, municio-
nes, explosivos, drogas ilícitas y trata de personas. 

Así mismo, se indica como nuevas “amenazas” aquellas que tienen relación 
con el cambio climático, que provocan desastres naturales y afectan por ende 
la fauna, la flora y al medio ambiente en general. A esto se suman posibles pan-
demias, terrorismo internacional, ataques ciberespaciales, espionaje y sabotaje. 
Esto exige que el Estado colombiano se prepare y anticipe para evitar que se vean 
afectados los intereses nacionales, la seguridad nacional y la de sus habitantes.

Por lo anterior cobra sentido que el Estado colombiano a través de sus dife-
rentes instituciones efectúe programas que influyan positivamente en todas las 
regiones de la geografía y, en especial, en aquellas partes más necesitadas y vul-
nerables para que en conjunto con las Fuerzas Militares y la Policía Nacional se 
contrarreste el accionar criminal de dichos grupos y bandas ilegales, en un país 
que es potencia mundial en biodiversidad gracias a su privilegiada ubicación, 
cuyo cuidado de los recursos naturales recae en las comunidades, quienes de-
ben denunciar ante las respectivas autoridades cada situación que atente contra 
la seguridad humana en todas sus dimensiones.

Por su parte, frente a la política de convivencia y seguridad ciudadana para la 
legalidad, el emprendimiento y la equidad, se describe que la “convivencia es un 
objetivo superior”. Por lo tanto, es el punto de partida para que en el Estado se ge-
neren las condiciones que permitan el ejercicio responsable de la libertad, el respe-
to por la dignidad y de los derechos; así, debe haber una relación específica entre 
convivencia y seguridad ciudadana, donde existan acciones no solo por parte de 
las autoridades de Policía, sino también de las diferentes instituciones y autorida-
des administrativas, que permitan generar planes integrales de seguridad y con-
vivencia ciudadana con el acompañamiento permanente del Gobierno nacional.

Es esencial comprender que, al hablar de convivencia, la Política Marco de 
Convivencia y Seguridad Ciudadana (PCSC) establece que esta se refiere a la 
coexistencia pacífica y armoniosa, que se fundamenta en relaciones positivas 
entre individuos y grupos, siempre con pleno respeto a la legalidad vigente. En lo 
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que respecta a la seguridad ciudadana, debe entenderse como un conjunto de 
medidas integrales diseñadas para salvaguardar la integridad, derechos y liber-
tades de las personas en el amplio contexto del Estado social de derecho.

Por lo tanto, se debe proteger integralmente de la criminalidad en todas sus 
manifestaciones, lo que genera desafíos tanto para el Estado como para la so-
ciedad, desde una perspectiva multidimensional. A ello se suma que la globaliza-
ción impone retos progresivos en materia de convivencia y seguridad ciudadana, 
por cuanto el delito transnacional impacta en todo el territorio nacional, lo cual 
implica la necesaria cooperación de autoridades nacionales e internacionales.

Se reitera, por lo tanto, que al hablar de la dimensión de seguridad comunita-
ria dentro de la seguridad humana se abarca el análisis del panorama de la cri-
minalidad, que especialmente en Colombia se consolida por la Policía Nacional 
con el Sistema de Información Estadístico Delincuencial, Contravencional y 
Operativo (SIEDCO), integrado actualmente con el Sistema Penal Oral Acusatorio 
(SPOA) de la Fiscalía General de la Nación, que permiten tener un panorama 
sobre el fenómeno delictivo en el territorio Colombiano y que evidencia que las 
conductas punibles que afectan los bienes jurídicos protegidos contra la vida, 
la integridad personal, el patrimonio económico, son los de mayor ocurrencia e 
impacto a nivel nacional.

Para ello, se introduce la noción de disrupción del delito, como se detalla en 
la Política Marco de Convivencia y Seguridad Ciudadana (PCSC). Esta estrategia 
busca interrumpir las operaciones ilícitas y desmantelar las organizaciones cri-
minales con el objetivo de perturbar las redes de valor que sustentan estas es-
tructuras y perseguir a sus integrantes. En este contexto, desempeñan un papel 
esencial las actividades de inteligencia y contrainteligencia, que permiten abor-
dar tanto a los grupos armados organizados como al crimen transnacional me-
diante investigaciones criminales adecuadas que contribuyen al esclarecimiento 
de los actos delictivos y, por ende, a la posterior sanción de los responsables.

Respecto a la actual Política de Seguridad, Defensa y Convivencia Ciudadana 
para la protección de la vida, se plantean objetivos principales, centrados en pro-
teger la vida en todas sus manifestaciones, lo que incluye contener la desfores-
tación, con importancia de brindar acceso a recursos vitales para la existencia y 
condiciones dignas del ser humano; en igual sentido se destaca como objetivo 
el salvaguardar la integridad territorial y la soberanía, lo que conlleva un fortale-
cimiento de las instituciones y, en especial, de la seguridad y defensa a la fuerza 
pública colombiana.
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Para ello se traza una hoja de ruta que plantea la generación de condiciones 
de seguridad y control territorial que permita erradicar el accionar delictivo de las 
organizaciones criminales y así poder generar confianza en todas las institucio-
nes, en especial en la Fuerza Pública, cuya misión constitucional es el defender 
la soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional y del orden 
constitucional.

Se ha indicado que una de las causas de las tensiones sociales que generan 
criminalidad es la lucha contra el problema mundial de las drogas. Por ende, des-
de la competencia del sector de seguridad y defensa se buscará contrarrestar el 
fenómeno de las economías ilícitas y sus rentas, que generan acciones delicti-
vas de todo orden en las regiones. Cabe destacar que es política gubernamental 
brindarle seguridad a la sociedad. 

En la actualidad, observamos una interacción compleja entre el análisis de con-
flictos y las amenazas. En América Latina prevalece una tradición generalmente pa-
cifista, con escasos antecedentes de guerras interestatales; se destaca la resolución 
diplomática del conflicto entre Paraguay y Bolivia hace casi un siglo. Por ello, es 
importante considerar que esta región no tiene una tradición similar a la europea 
en cuanto a conflictos bélicos. Sin embargo, existen causas políticas e ideológicas 
que merecen atención. Allí ha existido una confusión sobre el derecho a emprender 
la guerra, conocido como Ius ad bellum, especialmente entre Estados, donde his-
tóricamente la legitimidad de emprenderla se reclamaba (incluso cuando las cau-
sas subyacentes eran cuestionables). Este paradigma cambió significativamente 
después de la Segunda Guerra Mundial, cuando se establecieron regulaciones más 
estrictas en el ámbito del derecho internacional. En este contexto, se busca prohibir 
la guerra entre Estados, excepto en casos de legítima defensa frente a una agresión 
externa. La ONU, a través de su Consejo de Seguridad, juega un papel fundamental 
al determinar quién es el agresor en tales situaciones. 

Colombia presenta características geopolíticas particulares que se funda-
mentan en su historia y que desempeñan un papel de relevancia significativa. 
Se trata de un país marcado por su complejidad, con regiones y subregiones 
claramente definidas que evocan la imagen de un ser que conforma el centro 
de una estrella. La región caribeña sirve de referencia como un mar, mientras 
que las condiciones cambiantes transforman constantemente el Pacífico en un 
escenario dinámico y de gran interés estratégico.

El país debe mantener una atención vigilante sobre los dos océanos, aunque 
su enfoque tiende a inclinarse hacia el Pacífico, mientras que su centro político 
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se encuentra en la región andina, en medio de montañas, a diferencia de otros 
países con contornos geográficos más uniformes. En Colombia, cada región tie-
ne sus propias características distintivas. Este es el caso tanto de la Orinoquía 
como de la zona del Pacífico, siendo esta última un punto de operaciones clave 
para grupos delictivos involucrados en el tráfico de drogas ilícitas. Los proble-
mas de deforestación, una cuestión de relevancia global, afectan especialmente 
a regiones importantes como el norte del trapecio económico.

Además, Colombia enfrenta desafíos derivados de conflictos armados, agra-
vados por la difícil topografía del territorio, que facilita la actividad delictiva. En 
todo el país, las distintas regiones presentan sus propias idiosincrasias y pro-
blemáticas, incluyendo la geopolítica del Caribe Occidental, con acceso al Canal 
de Panamá. En resumen, Colombia se enfrenta a una diversidad de problemas 
geopolíticos de gran trascendencia.

Además de las amenazas de naturaleza militar, se presentan desafíos no 
militares que también requieren atención. Entre estos desafíos se incluye el te-
rrorismo, una forma de violencia que busca desestabilizar regiones con el fin 
de obtener concesiones. Colombia enfrenta amenazas de alcance global, como 
el terrorismo internacional y la delincuencia transnacional, así como amenazas 
regionales, que abarcan desde la delincuencia transnacional hasta las tensiones 
internas relacionadas con la subversión y la delincuencia organizada. También 
se enfrenta a la propagación del pandillismo criminal. En el contexto colombiano, 
las guerrillas tienen una fuerte vinculación con el narcotráfico.

Además, es crucial tener en cuenta las amenazas cibernéticas y sus impli-
caciones. A pesar de la presencia de Colombia en organizaciones multilatera-
les como las Naciones Unidas (ONU), la Organización de Estados Americanos 
(OEA), la Organización del Atlántico Norte (OTAN) —que proporciona ventajas 
en términos de interoperabilidad, recursos y formación avanzada en diversas 
áreas—, la Unasur (que ha enfrentado desafíos políticos) y la Zona Andina de Paz 
(compromiso de Lima, 2002), el país se enfrenta a numerosos retos en materia 
de seguridad y estabilidad.

Aunado a la problemática en materia de seguridad en Colombia, deben te-
nerse en cuenta las políticas migratorias desde la perspectiva internacional, y 
específicamente el contexto del Darién colombiano. Allí grupos armados orga-
nizados, como el Clan del Golfo en Necoclí (Antioquia) o el Tren de Aragua en 
Ipiales (Nariño), están aprovechándose de los migrantes y usufructuándose de 
ellos. La migración es usada actualmente con intereses políticos por diferentes 
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Estados, pero no para darle una solución (sino como un instrumento político que 
genera impacto en el país).

Los puntos de movilidad segura u oficina de movilidad segura surgen re-
cientemente ante la migración masiva de diferentes nacionalidades, que llegan 
a Colombia por diferentes accesos existentes de migración irregular. Los mi-
grantes pasan por lugares peligrosos, hecho preocupante tanto a nivel nacio-
nal como internacional. Ante esas preocupaciones, Estados Unidos presenta 
alternativas legales de migración, para mitigar los riesgos del cruce de fronteras, 
como la reubicación familiar. De esta forma, busca mitigar el riesgo que corren 
los migrantes. La iniciativa busca negociar con gobiernos para abrir la denomi-
nada Oficina Movilidad Segura.

El punto de partida es la inscripción de las personas en la página movili-
dadsegura.org gestionada por ACNUR y OIM, la cual está actualmente habilitada 
para personas provenientes de Haití, Cuba y Venezuela; pasados los filtros para 
tener aceptación de proceso de asentamiento en EE. UU., al solicitante elegido 
se le da la cita en las oficinas de movilidad segura y se analizan las alternativas.

Esto se hace en coordinación con los países que quieren una migración re-
gular a EE. UU., lo cual les evita a sus ciudadanos arriesgarse durante peligrosos 
viajes. Para ello se ponen a disposición canales diplomáticos a través de la OIM y 
la ACNUR. En nuestro país esas oficinas hacen revistas a solicitantes para trami-
tar los procesos y presentarlos a los gobiernos de Colombia y EE. UU. Si cumplen 
los trámites les facilitan la legalidad de la migración a las personas: el refugio es 
inicialmente la prioridad que se soluciona. 

Si bien esta es una buena idea para Ecuador, Colombia, Costa Rica y 
Guatemala, es muy importante que cada Estado tenga una posición al respecto. 
Como lo indica Lucas Gómez (0000), es muy importante entender que se trata de 
un tema estratégico en materia de geopolítica, que existen acuerdos bilaterales 
entre diferentes países y que es de suma importancia la política geoestratégica 
del país, junto con la necesidad de un libro blanco, que tenga en cuenta las es-
pecificidades del entorno.

Aunado a ello, se requiere tener presente, en temas migratorios, el cambio 
climático. La política nacional no puede dirigirse solo para un sector de migran-
tes, sino a las poblaciones que permitan flujos migratorios importantes por fron-
teras porosas que impidan un adecuado control con puntos fronterizos claros. 
Este tema cobra cada vez más relevancia en el ámbito político y militar colom-
biano. Si bien hay una política integral migratoria, el estatuto de fronteras, es de 
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suma importancia que Colombia tenga un libro blanco, no estático sino diná-
mico, acorde con la problemática del país, cuya renta criminal genera recursos 
ilegales que afectan la seguridad y defensa. 

Es así como las diferentes amenazas multidimensionales, como el narco-
tráfico, el terrorismo, la minería Ilegal, los delitos transnacionales como cibera-
taques y ciberespionaje representan grandes retos para Colombia en materia 
de seguridad comunitaria. Ello exige invertir en seguridad, generar confianza y 
estabilidad, invertir en las iniciativas privadas, hacer que el país crezca económi-
camente e invertir impuestos en lo social y en la satisfacción de necesidades de 
la población. Como ese círculo virtuoso que debe existir para lograr seguridad y 
prosperidad. Para lograr una verdadera Paz Total y garantizar la percepción de 
seguridad ciudadana, es fundamental realizar inversiones en seguridad nacional 
que aborden y prevengan las amenazas mencionadas. Esto implica un liderazgo 
sólido y la asunción de responsabilidades compartidas en la gestión integral de 
la seguridad, un liderazgo que involucra al Estado, a la población y a las fuerzas 
de seguridad pública, en línea con el concepto previamente analizado de segu-
ridad humana.

En tal sentido el rol de las FF. MM., de la mano de la Constitución Política, 
debe ser fuerte, neutra, apolítica y sustraída a expresiones partidistas o sec-
tarias (como la defensa de intereses propios). Para ello se requiere apego a la 
Ley y a las normas, en particular, a los artículos 113, 216, 217, 218, 219 de la 
Constitución Política de Colombia, entre otros, respecto a la garantía de los dere-
chos y libertades de los habitantes. 

Conclusiones
Es concluyente que sin seguridad y defensa no hay seguridad humana. Por lo 
tanto, la transversalidad de cada una de las dimensiones que la componen es de 
suma importancia. Cabe destacar que los fenómenos sociales son influyentes, 
catalizadores y de gran repercusión a la hora de comprender los factores que 
generan la inseguridad comunitaria y ciudadana, en la cual todos los entes esta-
tales tienen directa responsabilidad.

Asimismo, cobra importancia la equidad para brindar las condiciones de 
dignidad del ser humano, a fin de eliminar toda brecha social que conlleve a 
generar variables de criminalidad que ocasionan esas tensiones sociales que 
afectan la seguridad del individuo. Es allí donde se reitera que la transversalidad 
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de las diferentes dimensiones de la seguridad humana permite claramente en 
su aplicación, con absoluta responsabilidad estatal, evitar se gesten acciones 
criminales que atenten contra el individuo. Aquí cabe recalcar que las acciones 
desplegadas por la fuerza pública para contrarrestar la criminalidad requieren 
una adecuada articulación de cada una de las entidades y de la sociedad en 
general, de modo que permitan la prevención delictiva en cada región del país, 
de la mano de unas efectivas y eficientes políticas públicas que generen opor-
tunidades a todo nivel en las comunidades, que cubran y refuercen los ámbitos 
políticos, sociales, económicos, ambientales, culturales, de salud y de defensa, 
para que en Colombia se pueda hablar de paz total. 

Pensar en seguridad humana es, de tal manera, generar conciencia en unas 
políticas y prácticas sostenibles, multidimensionales, integrales e incluyentes 
que permitan claramente garantizarle a la persona —como centro y fin— el trino-
mio de libertad de poder vivir sin miseria, sin miedo y con dignidad; por lo tanto, 
es necesario trabajar por una adecuada convivencia ciudadana y contrarrestar 
todo acto de criminalidad que genera tensiones sociales a causa de acciones 
criminales por parte de los grupos armados organizados ilegales.

La presencia de diversas amenazas conlleva una amplia gama de respon-
sabilidades para abordar las raíces y circunstancias que provocan violencia, 
afectan la dignidad humana, generan temor y ocasionan carencias en Colombia. 
En consecuencia, la gestión de cada una de estas amenazas desde diferentes 
esferas de influencia adquiere un valor sumamente significativo y exige un com-
promiso total de parte de la comunidad en su conjunto.
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Resumen: La seguridad política, parte de las siete dimensiones de la seguridad humana, 
es un concepto en evolución, con raíces en la Escuela de Copenhague y los informes de 
la ONU desde 1994. Centrada en proteger sistemas democráticos y estructuras institu-
cionales, busca proteger a las personas, garantizando la estabilidad social, la conviven-
cia pacífica y el bienestar general, y que avale, preserve y salvaguarde sus derechos y 
libertades básicos. Este capítulo ofrece una conceptualización de la seguridad política, 
su definición por la ONU con sus ventajas y desventajas, y luego se enfoca en los ante-
cedentes de la seguridad política en Colombia y la situación actual, analizada a través de 
sus tres subdimensiones: represión política, violación de derechos humanos y ausencia 
del Estado de derecho y de justicia. 
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Introducción
El concepto académico de seguridad comenzó a ampliar su acepción básica a partir 
de la década de los ochenta del siglo pasado, en la Escuela de Copenhague, un grupo 
de investigadores denominado así por Bill McSweeney, quienes iniciaron un debate 
al respecto (Orozco, 2015, p. 142). Bajo el liderazgo de Barry Buzan y Ole Wæver, esta 
escuela incluyó en la seguridad dimensiones complementarias a la visión militar ori-
ginal en los campos social, político, económico y ambiental, entre otros.

En su obra, Security: A new framework for analysis Buzan et al. (1998) plan-
tean un marco de análisis nuevo para los estudios de seguridad “examinando el 
carácter distintivo de la dinámica de seguridad en cinco sectores: militar, político, 
económico, medioambiental y social” (p. vii; trad. propia). Para ello, arguyen que 
la seguridad no puede restringirse al enfoque tradicionalista de un solo sector, 
pues es aplicable a una amplia gama de cuestiones. 

Partiendo de esta nueva perspectiva, el estudio de la noción de seguridad 
salió de su escenario habitual para examinar útiles y novedosos enfoques. Uno 
de estos adquirió gran preponderancia a partir de los trabajos del Programa de 
las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) en la década de 1990: se tra-
ta del concepto de seguridad humana, como un enfoque holístico centrado en 
las necesidades, preocupaciones y aspiraciones de las personas. En su Informe 
sobre desarrollo humano, el PNUD (1994) define la seguridad humana como la 
seguridad de las personas bajo dos aspectos principales:

En primer lugar, significa seguridad contra amenazas crónicas como el ham-
bre, la enfermedad y la represión. Y en segundo lugar, significa protección 
contra alteraciones súbitas y dolorosas de la vida cotidiana, ya sea en el ho-
gar, en el empleo o en la comunidad. Dichas amenazas pueden existir en to-
dos los niveles de ingreso y desarrollo de un país. (p. 26)
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Consecuentemente, el PNUD planteó que esta idea podría constituirse en 
una revolución en las sociedades del siglo XXI. También precisó esta definición a 
partir de situaciones prácticas y cotidianas en sociedades menos favorecidas y 
con limitados avances de progreso social:

En definitiva, la seguridad humana se expresa en un niño que no muere, una 
enfermedad que no se difunde, un empleo que no se elimina, una tensión étni-
ca que no explota en violencia, un disidente que no es silenciado. La seguridad 
humana no es una preocupación por las armas: es una preocupación por la 
vida y la dignidad humanas. (PNUD, 1994, p. 25)

En este informe se hace énfasis en cuatro características principales de 
la seguridad humana: universalidad, interdependencia, prevención temprana y 
centrada en el ser humano. Se delinean, además, siete categorías interconecta-
das que amenazan la seguridad humana: “la seguridad económica, la seguridad 
alimentaria, la seguridad sanitaria, la seguridad ambiental, la seguridad personal, 
la seguridad comunitaria y la seguridad política” (p. 28).

Así, en este capítulo se parte por desarrollar una conceptualización de la últi-
ma de estas categorías, la seguridad política. Esta aproximación inicial responde 
a la necesidad de explorar, comprender y situar el contexto de la seguridad po-
lítica, tanto a nivel global como específicamente en Colombia, identificando sus 
antecedentes y componentes clave, como eje central del capítulo.

Adicionalmente, y como objetivo complementario, se analiza la situación 
contemporánea de la seguridad política en Colombia. Se examinan, en particular, 
el contexto y las realidades de sus tres subdimensiones constitutivas: la repre-
sión política, las violaciones a los derechos humanos y la ausencia de Estado de 
derecho y justicia.

Conceptualización de la seguridad política
El desarrollo de la seguridad política, como un concepto de carácter holístico, 
multidimensional e interdisciplinario, es reciente. Condicionado por las circuns-
tancias particulares de los escenarios nacionales e internacionales en que se 
presenta y estudia, su definición y caracterización han evolucionado de manera 
amplia y progresiva. 

Para Buzan et al. (1998), “la seguridad política se ocupa de las amenazas 
a la identidad y funcionalidad organizativa de los sistemas de gobierno y de la 
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ideología que da coherencia y legitimidad al Estado” (p. 21; trad. propia). Así, los 
debates y reflexiones académicos en torno a la idea de seguridad política se 
centran en cómo la comunidad internacional y los mismos Estados pueden ga-
rantizar y defender la paz, la estabilidad, la convivencia y el bienestar general. La 
protección de las estructuras políticas de los diferentes tipos de organizaciones 
sociales y estatales, así como la prevención de amenazas externas e internas a 
esas instituciones, se consideran el foco y el propósito de la seguridad política.

Los debates en este ámbito son cruciales, y la formulación de políticas de 
seguridad se ha establecido como una prioridad para los Estados y las organiza-
ciones internacionales. En lo que respecta a la seguridad política, la Organización 
de las Naciones Unidas (ONU) lleva a cabo esfuerzos a nivel mundial para man-
tener la paz, promover la justicia, fortalecer instituciones, impulsar sociedades 
justas, pacíficas e inclusivas, y proteger los derechos humanos (ONU, 2015).

Otros académicos como Allan Collins (2022) han considerado y estudiado 
una gama más extendida de amenazas a la seguridad del Estado, en general, y a 
la seguridad política, en particular. El terrorismo, los conflictos intraestatales, los 
efectos en las instituciones y en los individuos del crimen organizado internacio-
nal o las ciberamenazas, entre otros de igual o mayor relevancia, son fenómenos 
sociales que afectan directamente la soberanía nacional, la gobernabilidad, el 
orden público y la estabilidad política y social de un Estado.

Una amenaza latente y actual, dada su violencia a menudo intensa y sin so-
lución visible a corto plazo, son los disturbios que surgen con creciente frecuen-
cia en ciudades europeas como París o Londres. Muchos de estos disturbios se 
originan por tensiones culturales e identitarias, derivadas de procesos de inmi-
gración donde no se ha logrado una integración efectiva en las comunidades re-
ceptoras. Esta situación representa un desafío significativo para las sociedades 
afectadas, evocando, en cierta medida, una interpretación extremista de la teoría 
del choque de civilizaciones propuesta por Samuel P. Huntington.

Garantizar la seguridad política de una nación conlleva el fortalecimiento de 
la administración pública y un ejercicio eficiente de las responsabilidades políti-
cas por los actores y sectores fundamentales de esta rama estatal. Esto implica 
proteger a líderes y partidos políticos, el aparato estatal, los sistemas judicial y 
electoral, así como los derechos humanos y las libertades civiles. Estas medidas 
otorgan al sistema político la acción, integridad y credibilidad necesarias para su 
trascendental función. En resumen, consolidan las estructuras sociales esencia-
les para que un Estado exista y opere en armonía.
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En cualquier caso, es pertinente anotar que el enfoque y la definición de la 
seguridad política pueden y deben entenderse desde múltiples aproximaciones, 
dependiendo del contexto social e histórico, el escenario geográfico, las corrien-
tes de pensamiento, las ideologías políticas y las perspectivas utilizadas para su 
análisis. Así, las formas de entenderla y conceptualizarla varían según el origen 
del estudio y de los expertos, del objeto —verbigracia, una investigación sobre la 
seguridad política en el Medio Oriente será distinta a una sobre la seguridad polí-
tica en Latinoamérica—, de la época a examinar o de las amenazas y obstáculos 
que se enfrenten.

Para ilustrar esto, Cottey y Hyde-Price (2016), a manera de ejemplo, exami-
nan la seguridad europea contemporánea desde tres diferentes puntos de vista: 
inicialmente indagan sobre las dinámicas de seguridad en la propia Europa; en 
segundo lugar, investigan los patrones de interacción entre Europa y otras partes 
del mundo; y, finalmente, las percepciones externas sobre la seguridad europea. 
A su vez, Kaldor y Selchow (2018) analizan las políticas subterráneas en Europa, 
que, como el activismo político y cultural o el terrorismo desestabilizante, afec-
tan de manera directa y grave la actual seguridad política del Viejo Continente, al 
punto de hacer “invisible” el propio concepto de Europa. En este caso, los autores 
intentan demostrar “el valor de adoptar un enfoque exploratorio de la realidad 
empírica” (p. 21).

Finalmente, es pertinente afirmar que la seguridad política se determina por 
la capacidad efectiva de las personas de vivir en una comunidad que reconozca 
y asegure sus derechos y libertades básicos. En otros términos, requiere de una 
sociedad en la que las estructuras políticas, el corpus jurídico y constitucional, 
y su engranaje institucional, actúen en consonancia con los principios demo-
cráticos y los derechos y libertades civiles de la ciudadanía que la conforma. 
También es imperativo que se preserven los derechos humanos y el bienestar de 
las personas, garantizando las libertades de prensa y de expresión, y el derecho 
a elegir y a ser elegido.

La ONU y la seguridad política
Las siete dimensiones de la seguridad humana identificadas por el informe del 
PNUD (1994) tienen vínculos y superposiciones tan considerables que, al ser 
afectada una de estas por una amenaza, su efecto nocivo se puede propagar 
sobre todas las demás. En cuanto a la dimensión de la seguridad política, este 
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informe la define como “uno de los aspectos más importantes de la seguridad 
humana, que consiste en que la gente pueda vivir en una sociedad que respete 
sus derechos humanos fundamentales” (PNUD, 1994, p. 37). En este sentido, 
llama la atención cómo el informe concluye superficialmente lo siguiente: 

[…] uno de los indicadores más útiles de la inseguridad política en un país es la 
prioridad que un gobierno asigna a la fuerza militar, ya que los gobiernos usan 
a veces a los ejércitos para reprimir a su propia población. (p. 37)

Flaco favor le hace esta estigmatización al propio concepto de seguridad 
política, al generalizar negativamente respecto de uno de los principales compo-
nentes del poder público para proteger y preservar esta dimensión de la seguri-
dad humana.

La ONU (2022) ha actualizado el concepto de seguridad humana en su infor-
me Las nuevas amenazas para la seguridad humana en el Antropoceno1, enfa-
tizando que esta “implica ir más allá de considerar la seguridad de las personas 
y las comunidades para tener en cuenta también la interdependencia entre las 
personas y entre estas y el planeta” (p. iii). Asimismo, afirma que “las personas 
no deben ser tratadas como pacientes indefensos, sino como agentes de cam-
bio con capacidad para actuar, influir en su propio futuro y corregir el rumbo” (p. 
iii). No obstante, la noción de seguridad política no ha cambiado sustancialmen-
te para esta organización. 

En esencia, la ONU (2016) ha mantenido sin modificaciones los tres facto-
res que amenazan la seguridad política: la “represión política”, las “violaciones 
de los derechos humanos” y la “ausencia de Estado de derecho y de justicia”. 
Igualmente, la ONU (2009) ha formulado estrategias para ayudar a prevenir y 
mitigar estas amenazas contra la seguridad política, entre las que figuran “bue-
na gobernanza, estándares éticos, liderazgo y mecanismos de responsabilidad” 
(p. 17). De igual modo, estableció una matriz de necesidades, vulnerabilidades y 
capacidades (específicamente en ambientes de posconflicto) en varios niveles, 
como se muestra en la Tabla 1.

1	 El término antropoceno, acuñado para designar una nueva era del planeta Tierra, describe la época 
actual en que el ser humano se ha erigido como el principal agente transformador de su entorno, 
modificando drásticamente todos los ecosistemas de la biosfera.
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Tabla 1. Matriz de necesidades, vulnerabilidades y capacidades en 
postconflicto

Ejemplos de 
amenazas 

posconflicto

Ejemplos de necesidades/vulnerabilidades Ejemplos de 
capacidades 

(nivel individual/
comunitario)

Locales Nacionales Regionales

Políticas
•	 Represión 

política
•	 Impunidad
•	 Violación de 

DD. HH. por 
las partes en 
conflicto

•	 Violencia y 
represión 
política

•	 Políticas no 
representativas 
/interesadas

•	 Corrupción

•	 Violación 
de DD. 
HH.

•	 Sociedad 
civil 
débil/no 
funcional

•	 Falta de 
respeto por 
los DD. HH. 
básicos de 
una población 
o grupo

•	 Falta de 
buena 
gobernanza

•	 Instituciones 
regionales no 
integradas y 
sin cohesión

•	 Falta de una 
sociedad civil 
regional

•	 Buena 
gobernanza

•	 Estándares 
éticos

•	 Liderazgo local
•	 Mecanismos de 

responsabilidad

Fuente: ONU (2009, pp. 37-38).

Antecedentes de la seguridad política en 
Colombia
Prácticamente desde su independencia, el país ha vivido distintas épocas de vio-
lencia política de diverso origen, intensidad y duración durante su historia repu-
blicana. Sobre el trasfondo y las necesidades del Estado colombiano de combatir 
los diferentes actores armados e ilegales de esos periodos particulares de vio-
lencia, Patiño (2017) afirma que durante la mayor parte del siglo XX “el Gobierno 
nacional seguía siendo tan débil como en el siglo XIX y no podía contener los 
actos de violencia porque no disponía de los medios políticos para lograrlo, pues 
dependía de las acciones de los responsables locales” (p. 177). Patiño clasifica 
lo que denomina las nuevas violencias en cuatro periodos, así:

Un primer periodo de lo que se denominó a nivel nacional como La Violen-
cia, lo ubicó entre 1945 y 1953. Fue una violencia de carácter partidista, de 
liberales contra conservadores, que finalizó con el golpe de Estado del Ge-
neral Gustavo Rojas Pinilla. El segundo periodo, situado entre 1954 y 1964, 
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se caracterizó por la extorsión sobre las actividades del mercado del café y 
otras labores de carácter similar. Un tercer periodo de violencia, que abarcó 
desde 1964 hasta 1991, se definió básicamente por la aparición y crecimiento 
de las guerrillas inicialmente de carácter rural. Estuvo muy influenciado por 
la revolución cubana. La cuarta etapa de violencia se dio desde la década de 
los ochenta y se mantiene actualmente modificada, “en una combinación de 
grupos armados ilegales, principalmente guerrillas y grupos de autodefensa, 
con grupos mafiosos dedicados a actividades de las economías ilícitas más 
lucrativas”. (como se citó en Uribe-Cáceres & Rivera-Páez, 2023, pp. 317-318)

En cuanto al periodo final de la violencia del siglo XX, se considera que fina-
lizó con la coincidencia de dos circunstancias particulares que obligaron a una 
respuesta contundente por parte del Estado colombiano. Por una parte, 

durante la década de los ochenta, con el intento de un proceso de paz con la 
guerrilla del M-19 que culminó con la trágica toma del Palacio de Justicia en 
1985 y que generó el consiguiente recrudecimiento de la lucha antisubversiva 
por los gobiernos de la época. (Uribe-Cáceres, 2017)

Por otra parte, por la implementación de la nueva Constitución política co-
lombiana de 1991, que “transformó y modernizó la estructura estatal, haciéndola 
más actual y efectiva en la lucha contra los grandes carteles del narcotráfico que 
generaban muy altos niveles de violencia social y corrupción en la Colombia de 
finales del siglo XX” (Uribe-Cáceres & Rivera-Páez, 2023, p. 318).

Es factible concluir, entonces, que una de las causas primordiales de las dife-
rentes formas de violencia política reseñadas ha sido la incapacidad del Estado 
colombiano para mantener el control del territorio nacional y perseguir y castigar 
a quienes intentan subvertir el orden legal e institucional.

La primera década del siglo XXI mostró un cambio fundamental en la lu-
cha del Gobierno de Colombia contra las organizaciones armadas ilegales que 
intentaban subvertir el orden constitucional: el presidente Álvaro Uribe Vélez 
(2002-2010) recibió la primera magistratura de Colombia decidido a terminar 
con el problema de la subversión armada en el país, para lo cual contó con unas 
Fuerzas Armadas y de Policía actualizadas, preparadas y con una sobresaliente 
voluntad de lucha. Al respecto, Rangel (2003) afirma:

Si analizamos el salto tecnológico que las Fuerzas Militares dieron al adqui-
rir una considerable capacidad aérea, de telecomunicaciones, de inteligencia 
técnica y de mejoras en el equipamiento militar, vemos que la principal condi-
ción de una transformación militar —el cambio tecnológico— sin duda se ha 
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dado en Colombia en los últimos años. […] Las mejoras en comunicaciones, 
en inteligencia técnica y en la capacidad de desarrollar operaciones nocturnas 
también han contribuido decisivamente a incrementar las capacidades de las 
FF. MM. y a contener la avanzada de los grupos armados ilegales. (p. 58)

La segunda década del siglo XXI marcó un viraje radical en la conducción 
política del Estado colombiano. Después de ocho años de lucha frontal contra 
organizaciones narcoterroristas como las FARC, estas sufrieron una decisiva re-
ducción en su número de armas y tropas, lo cual le permitió al presidente Juan 
Manuel Santos (2010-2018) iniciar un proceso de negociaciones de paz con esa 
organización. En su discurso de posesión, así lo expresó el mandatario: “Es posi-
ble tener una Colombia en paz, una Colombia sin guerrilla, ¡y lo vamos a demos-
trar! Por la razón o por la fuerza” (Santos, 2010).

El proceso llegó a buen término y una cantidad importante de integrantes 
de esa organización entregó las armas y se reintegró a la vida civil; sin embargo, 
un numeroso remanente de disidentes no lo hizo y continúa delinquiendo en la 
actualidad, lo que afecta de manera grave la seguridad nacional.

Situación actual de la seguridad política en 
Colombia
La seguridad política en un país que ha atravesado distintos episodios de violen-
cia desde el siglo XIX, extendiéndose por el XX y persistiendo hasta la actualidad, 
evidentemente no refleja los indicadores más favorables. Al considerar las tres 
subdimensiones intrínsecas de la seguridad política —represión política, viola-
ción de derechos humanos y ausencia de Estado de derecho y justicia—, es fácil 
discernir un patrón histórico marcado por la acción armada de grupos ilegales y 
un palpable desajuste entre las intervenciones estatales y las necesidades reales 
de la población colombiana.

Por tanto, en esta sección se analiza cada una de estas subdimensiones. La 
meta es desentrañar el estado actual de la seguridad política en Colombia. En 
resumen, se busca profundizar en esta cuestión: ¿En qué situación se encuentra 
Colombia en relación con la seguridad política, tanto en su conjunto como en 
cada subdimensión específica?
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Situación actual de represión política
La posibilidad de ejercer el derecho ciudadano de expresar libremente sus ideas 
o participar en el ejercicio político es algo abiertamente controversial y difícil en 
Colombia. El hito fundamental que marcó el mayor deterioro de la represión po-
lítica fue el Bogotazo y la violencia partidista de mitad del siglo XX. Este periodo 
recogió el cúmulo de odios ideológicos del siglo XIX que se había materializado 
en la Guerra de los Mil Días, así como la desesperanza popular ante el asesinato 
del caudillo Jorge Eliécer Gaitán, que encarnaba una propuesta para superar la 
división partidista y reemplazarla por una conciencia de clase, donde el “pueblo” 
se oponía a una “oligarquía”. Este asesinato en el corazón de Bogotá frustró el 
sueño de una política popular (Bushnell, 2021). 

La agudización de la confrontación partidista, ahora con tintes de lucha de 
clases, no solo dio origen a uno de los momentos más duros de la guerra interna 
en Colombia —donde ser liberal o ser conservador era un crimen de muerte de-
pendiendo de la región donde se estuviera—, sino que se profundizó en el periodo 
inmediatamente siguiente, en manos del ala más radical del partido conserva-
dor: el laureanismo (Chacón, 2017). 

Esta línea del partido conservador se caracterizaba por su alto grado de ex-
clusión política, al punto de alejar incluso a sus propios copartidarios (Bushnell, 
2021). La formación de grupos armados ilegales encargados de eliminar a opo-
sitores al gobierno y a miembros del partido liberal, así como de atacar comu-
nidades enteras, sentó las bases de un prolongado período de represión política 
partidista por cuenta de esta facción conservadora. 

El cambio de esta tendencia política no mejoró la situación de represión polí-
tica en Colombia. Una vez superada la etapa del laureanismo mediante un golpe 
militar, una dictadura de tipo social y populista (o “dictablanda”) liderada por el 
General Gustavo Rojas Pinilla preparó al país para una etapa de exclusión polí-
tica mediante el acuerdo de élites que fue el Frente Nacional. Descrito también 
como un régimen consociacionalista, el Frente Nacional reconocía únicamente 
dos corrientes políticas: el partido liberal y el conservador (Hartlyn, 1993). De 
este modo, se estableció un patrón institucionalizado de exclusión política que 
se intensificó notablemente con la emergencia del narcotráfico, las guerrillas co-
munistas y los grupos de autodefensa.

Por este motivo, la represión política que vive aún hoy Colombia es el resulta-
do de décadas de acción de una serie de variables que van más allá del Estado en 
sí mismo. Bandas criminales, partidos y malas prácticas políticas, narcotráfico, 
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guerra popular prolongada impulsada por la guerrilla y retaliaciones de las auto-
defensas, se sumaron a la ausencia estatal y crearon un entorno propicio para 
vulnerar los derechos políticos de la ciudadanía. 

En lo que va corrido del siglo XXI, esta subdimensión de la seguridad política 
ha mostrado avances. Esto se evidencia en en un incremento sostenido de la 
participación ciudadana en las elecciones y en el pleno desarrollo del estatuto 
de la oposición. De hecho, la elección de un gobierno de izquierda evidencia pro-
gresos en el ámbito de la participación pluralista. Estos avances se deben, en 
parte, a la derrota militar de grupos ilegales como las FARC y otras facciones que 
ejercieron control territorial durante años.

No obstante, la situación respecto a la participación política plena no ha sido 
completamente favorable. Aunque el proceso de paz con las FARC planteaba 
nuevos y mejores espacios para la participación política, su implementación ha 
enfrentado retos significativos. La descomposición social y las luchas regionales 
por el dominio de economías ilícitas han mermado los esfuerzos por incremen-
tar la participación política de organizaciones conformadas por desmovilizados 
en áreas periféricas. Además, extensas redes de corrupción electoral han trans-
formado el acto de votar en un mecanismo susceptible al fraude o al conflicto, 
donde comunidades completas se ven coaccionadas a apoyar a ciertos candi-
datos o grupos políticos bajo la amenaza de organizaciones ilegales.

La labor de fortalecer esta subdimensión es compleja. Requiere de un esfuer-
zo conjunto y coordinado de las instituciones estatales en busca de establecer el 
control institucional que necesita el país a través de la acción unificada. Solo con 
una genuina presencia integrada de todas las entidades estatales podremos avan-
zar hacia mejores condiciones para una verdadera participación política plena.

Situación actual de violación de derechos humanos
Aunque queda un extenso trayecto por delante para garantizar plenamente los 
derechos humanos en Colombia, es evidente que se han logrado progresos en 
años recientes. La transformación del conflicto, tras la derrota militar de las FARC 
y las subsiguientes negociaciones, resultó en una fragmentación de los actores 
ilegales. Esta situación permitió mejorar ciertos aspectos de la protección de 
derechos humanos, aunque otros enfrentaron momentos más desafiantes.

En esta línea, la protección a defensores de derechos humanos ha sido, en 
cierta medida, más eficaz que en etapas previas. Para ello, ha sido crucial el 
fortalecimiento y reorientación de políticas públicas orientadas a la defensa y 
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protección de los derechos humanos. Ejemplos de ello son el Programa Integral 
de Garantías para mujeres defensoras y el reconocimiento de los derechos de 
la población campesina colombiana, con un especial enfoque en desarrollo rural 
integral y el catastro multipropósito. Estos avances son particularmente signi-
ficativos en un contexto marcado por décadas de conflicto y desplazamiento.

Así mismo, la convergencia de los planes de desarrollo de las últimas ad-
ministraciones en materia de protección de derechos ha puesto los pilares para 
que se construyan mecanismos de protección a población vulnerable. Estos 
avances hicieron que el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas 
reconociera el esfuerzo colombiano en garantizar los derechos humanos y los 
aportes en la pacificación del país (Rivero, 2023). 

Por otro lado, la ONU también identifica situaciones pendientes en materia 
de derechos humanos. La fragmentación del conflicto, la continuación de eco-
nomías ilícitas y la presencia de grupos armados organizados (GAO), residuales 
o no, entre otros aspectos, siguen poniendo en peligro a la población, particular-
mente a líderes sociales y defensores de derechos humanos. Esta correlación se 
evidencia en zonas de alta tensión como el Cauca o el Catatumbo, donde se re-
gistra un aumento en el asesinato de líderes sociales (Rivero, 2023). En respues-
ta a esta realidad, la ONU ha destacado el crecimiento de las masacres como 
una de las problemáticas críticas en el contexto actual. Según la organización, en 
el Índice de impacto de la violencia en Colombia, la insuficiente presencia institu-
cional en el país, junto con la conflictividad y potencial destructivo de los grupos 
ilegales, es un factor determinante para el aumento de asesinatos colectivos 
(OHCHR, 2022). Este índice considera cinco variables:

1.	 Homicidios de defensores de derechos humanos
2.	 Masacres
3.	 Homicidios de excombatientes
4.	 Tasas de confinamiento
5.	 Tasa de desplazamiento por 100 000 habitantes
A partir de estas cinco variables, la ONU concluyó que aún existe una grave 

afectación en 114 municipios del país, concentrados en cinco microrregiones: 
norte del Cauca, Pacífico nariñense, Catatumbo, sur de Bolívar y Arauca. Los 
factores que explican esta situación recaen nuevamente en la fragmentación de 
los grupos armados ilegales, la persistencia de economías ilícitas y la compe-
tencia por su control, además de la limitada presencia institucional colombiana 
(Rivero, 2023).
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Situación actual de la ausencia de Estado de derecho y de 
justicia
El Estado de derecho se define como el conjunto de principios que establecen 
que ninguna entidad o individuo, ya sea público o privado, está por encima de 
la ley. Esta ley, originada en el pueblo, se fundamenta en los principios de legi-
timidad y legalidad, y no debe estar sujeta a los deseos arbitrarios de los go-
bernantes ni a situaciones de lawfare. En el contexto colombiano, la cuestión 
subyacente es si realmente se ejercen estos principios y si todos los ciudadanos 
e instituciones están sometidos equitativamente ante la ley.

No cabe duda de que, desde la perspectiva de la Constitución política de 
1991, Colombia no solo se enmarca en un Estado de derecho, sino que tiene una 
vocación social clara, por lo cual su definición va mucho más allá y se encuadra 
en un Estado social de derecho. Así, todos los ciudadanos no solo son iguales, 
sino que tienen una amplia batería de derechos consagrados en la Constitución 
política, categorizados taxonómicamente en derechos fundamentales; sociales, 
económicos y culturales, y, por último, colectivos y del ambiente. Además, bajo 
la interpretación de bloque de constitucionalidad, los tratados internacionales en 
materia de derechos donde Colombia es firmante también son parte integral de 
la Constitución. Para la garantía de estos derechos existen varios mecanismos, 
siendo la acción de tutela uno de los más expeditos.

Así las cosas, el problema en Colombia no es por falta de derechos o ga-
rantías a ciudadanos o instituciones, sino por aspectos como la corrupción, la 
ausencia de Estado o problemas en la administración de justicia. Justamente, 
la Secretaría de Transparencia ha evidenciado recientemente en un informe al 
respecto un panorama desolador, al contabilizar 57 582 denuncias de corrupción 
entre 2010 y 2013 —una cifra ya extremadamente baja—, de las cuales el 93,9 % 
no tenían ningún tipo de condena y el 87,9 % no cuentan con ninguna captura 
(Figura 1) (Presidencia de la República, 2023).

En cuanto a regiones, los tres departamentos más críticos son San Andrés, 
Guaviare y Bolívar, con un promedio de impunidad del 99 %, seguidos de cer-
ca por Putumayo, La Guajira y Casanare, con un promedio de 97 %. La Tabla 2 
muestra los delitos asociados a la corrupción. Como se puede ver, el principal 
delito asociado fue el de peculado por apropiación. 
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Figura 1. Porcentaje de impunidad en corrupción por departamentos

 

Fuente: Presidencia de la República (2023).

Tabla 2. Delitos asociados a la corrupción 2010-2023 

Delitos Cantidad Porcentaje

Peculado por apropiación (art. 397 cp.) 14 963 26,0 %

Contrato sin cumplimiento de requisitos legales (art. 410 cp.) 14 161 24,6 %

Concusión (art. 404 cp.) 5832 10,1 %

Cohecho por dar u ofrecer (art. 407 cp.) 5660 9,8 %

Interés indebido en la celebración de contratos (art. 409 cp.) 4253 7,4 %

Cohecho propio (art. 405 cp.) 2152 3,7 %

Peculado por aplicación oficial diferente (art. 399 cp.) 2013 3,5 %

Enriquecimiento ilícito (art. 412 cp.) 1803 3,1 %

Peculado por uso (art. 398 cp.) 1220 2,1 %

Violación al régimen legal o constitucional de inhabilidades e 
incompatibilidades (art. 408 cp.) 977 1,7 %

Fuente: Presidencia de la República (2023)

Este contundente fracaso no es solo de la política criminal en Colombia, de-
finida así por la Corte Constitucional (Sentencia C646/01, 2001):
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Las medidas que un Estado considera necesario implementar para combatir 
conductas censurables que ocasionan daño a la sociedad, así busca garanti-
zar el reconocimiento, respeto y pleno ejercicio de los derechos consagrados 
constitucionalmente y la protección de los intereses esenciales del Estado.

Al contrario, es una muestra de una sociedad que ha interiorizado el delito 
como un comportamiento socialmente aceptable, basado en una clase política 
que es actor protagónico en la corrupción, lo cual ha generado un claro fenóme-
no de anomia social.

De acuerdo con la taxonomía propuesta por la Comisión Asesora de Política 
Criminal, Colombia presenta deficiencias en varias áreas:

1.	 En la criminalización primaria, ya que el legislativo no es eficiente al iden-
tificar delitos.

2.	 En la criminalización secundaria, debido a notorias deficiencias en la in-
vestigación criminal.

3.	 En la criminalización terciaria, dado que las probabilidades de imponer 
una pena significativamente alta al delincuente son reducidas (Gómez & 
Zapata, 2020).

Gómez y Zapata (2020) sugieren una interesante relación causal vinculada 
a las fallas en la administración de justicia en Colombia (Figura 2). Según estos 
autores, los problemas de impunidad se traducen en desconfianza hacia las ins-
tituciones y en una creciente cultura de ilegalidad, lo que produce un evidente 
ciclo de impunidad.

La Figura 2 propone que el sistema colombiano tiene un enfoque reactivo 
hacia conductas punibles, en lugar de tener un enfoque integral que elimine la 
impunidad. Esto ya muestra una debilidad sistémica, toda vez que la adminis-
tración de justicia no puede ser meramente reactiva, pues siempre estará reza-
gada frente al volumen de las conductas delictivas. Adicionalmente, uno de los 
hallazgos más relevantes de los autores es que la perspectiva de legalidad de la 
sociedad en su conjunto varía significativamente dependiendo de la “posición 
social, ideología o economía personal” (Gómez & Zapata, 2020). Esta disparidad 
de criterios implica una consecuencia obvia: la sociedad no puede construir una 
cultura de legalidad fuerte, de modo que, si el sistema falla en la administración 
de la justicia, se va a traducir en mayor impunidad y pérdida de legitimidad de las 
instituciones públicas y de gobierno.
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Figura 2. Hipótesis causal e identificación del rol de cada uno de los elementos 
del sistema a través de relaciones de causalidad
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Fuente: Gómez y Zapata (2020).

Reflexiones y conclusiones
A manera de conclusión es posible afirmar que la dimensión de la seguridad 
política ha mejorado durante los años recientes, a pesar de que Colombia es un 
país con una historia de dos siglos de violencia. Evidentemente el país está lejos 
aún de encontrar un escenario óptimo, pero los avances en esta materia son 
reconocidos esencialmente por la ONU. 

De las tres subdimensiones que abarca la seguridad política, aún hay reza-
gos claros en dos de ellas y un atraso parcial en una. La que ofrece un rezago 
parcial es la de represión política. Si bien ya no es posible hablar de una represión 
desde el Estado o sus instituciones, e incluso se tienen amplios espacios políti-
cos para la oposición, y además hay actualmente un gobierno de izquierda y un 
estatuto de la oposición que ofrece garantías, la coerción electoral y demás deli-
tos electorales siguen siendo relativamente comunes. De igual forma, diferentes 
grupos armados ilegales aún ejercen la violencia contra detractores políticos o 
simplemente para imponer a determinados candidatos que les son favorables 
para proteger economías ilegales y captar también recursos públicos. Por ello, 
diferentes instancias internacionales como la Misión de Observación Electoral 
(MOE), dentro del sistema de la Organización de Estados Americanos (OEA), mo-
nitorea permanentemente el libre ejercicio de los derechos políticos y electorales 
en Colombia.
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A pesar de ciertos avances, las subdimensiones relativas a la violación de 
derechos humanos y la ausencia del Estado de derecho y justicia presentan aún 
importantes retos. Respecto a la primera, la carencia de instituciones estatales 
más allá de la fuerza pública facilita notablemente la acción de grupos armados 
ilegales contra la ciudadanía y permite que asuman control territorial en ciertas 
áreas. Es imperativo que las entidades del Estado adopten de manera efectiva el 
principio de acción unificada y establezcan una presencia sólida en zonas tradi-
cionalmente marginadas.

En cuanto a la otra subdimensión, el desafío es aún mayor. Es esencial pro-
mover campañas culturales que incentiven a la población a valorar las normas y 
optar por la legalidad. Los comportamientos que se desvían de la norma deben 
ser abordados y reemplazados por un respeto genuino hacia el sistema judicial y 
las leyes. Esto debe complementarse con una política criminal verdaderamente 
efectiva que asegure castigos reales y ponga fin al persistente ciclo de impuni-
dad que afecta tanto a la corrupción política como a otros delitos.

En resumen, Colombia tiene aún un largo trayecto por recorrer en términos 
de gobernanza para robustecer la dimensión de la seguridad política. En este 
proceso, las Fuerzas Militares desempeñan un papel esencial, ya que no solo 
son una de las instituciones con mayor legitimidad social, sino que constituyen, 
teóricamente, el soporte principal del Estado.
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Resumen: Este capítulo examina la represión política en Colombia desde la óptica de la 
seguridad humana. A lo largo de la historia contemporánea, Colombia ha experimentado 
una variedad de conflictos armados y sociales, muchos como consecuencia directa de la 
represión política. Este escrito aborda los impactos que la represión política ha tenido en 
la seguridad política y en otras dimensiones de la seguridad humana, incluyendo la se-
guridad económica, alimentaria, de salud, personal, comunitaria y ambiental. A través del 
análisis de diversas fuentes documentales, se argumenta que la represión política ha exa-
cerbado la inseguridad en todas estas dimensiones, erosionando la calidad de vida y los 
derechos fundamentales de los colombianos. Este estudio ofrece una revisión crítica de 
las políticas estatales, las prácticas gubernamentales y la impunidad que han alimentado 
la represión política en el país, poniendo de manifiesto la urgencia de un cambio hacia un 
paradigma de seguridad centrado en el ser humano. 

Palabras clave: conflicto armado; democracia; derechos civiles; represión política; seguri-
dad humana 
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Introducción
El concepto de seguridad humana, introducido por el Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD) en 1994, destaca la importancia de centrar la 
seguridad en el individuo, más allá de la seguridad del Estado. Esta perspectiva 
comprende siete dimensiones: seguridad económica, alimentaria, de salud, per-
sonal, comunitaria, política y ambiental, todas esenciales para garantizar una 
vida digna y libre de temor. Sin embargo, en contextos como el de Colombia, 
estas dimensiones enfrentan amenazas por diversos factores, entre los cuales 
sobresale la represión política (Devia-Garzón & Rotega-Avellaneda, 2016).

Colombia, país de vastos recursos naturales y con una amplia diversidad 
cultural, ha enfrentado a lo largo de su historia reciente múltiples conflictos ar-
mados y sociales, alimentados, en gran medida, por disputas políticas. Esta re-
presión, ejercida por actores tanto estatales como no estatales, ha repercutido 
significativamente en la vida de los colombianos, exacerbando la inseguridad en 
todas las dimensiones de la seguridad humana (Santos & Acosta, 2021). 

Este capítulo busca analizar la represión política en Colombia bajo el prisma 
de la seguridad humana. Mediante un exhaustivo análisis de la historia, políti-
cas públicas, acciones gubernamentales y datos sobre la represión política en el 
país, se intenta desentrañar cómo este fenómeno erosiona las dimensiones de 
la seguridad humana, afectando la calidad de vida y los derechos fundamentales 
de la población colombiana (Montoya, 2012). El propósito último es poner de 
manifiesto la urgencia de un cambio hacia un paradigma de seguridad centrado 
en el ser humano y reflexionar sobre cómo pueden generarse políticas y prácti-
cas que aseguren la protección integral de los derechos humanos y la seguridad 
humana en todas sus dimensiones. Con este objetivo en mente, el estudio se 
concentra en el contexto de la represión política en Colombia, para ofrecer un 
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análisis crítico de las causas, efectos y posibles soluciones a este fenómeno 
(CEPAL, 2021). 

Así las cosas, se parte de la siguiente pregunta: ¿Cómo ha impactado la re-
presión política en la seguridad de Colombia y qué estrategias pueden imple-
mentarse para mitigar sus efectos desde un paradigma de seguridad humana? 
Esto se plantea sin contar con un modelo implementado y documentado con 
éxito en el mundo, pero sí con una filosofía clara, más fortalecida en el diagnós-
tico que en la aplicación.

Seguridad política y represión política
La represión política se encuentra directamente relacionada con la dimensión de 
la seguridad política, que se refiere a la capacidad de las personas para vivir en 
una sociedad que respeta los derechos humanos y garantiza la libertad política y 
la participación en los asuntos que afectan sus vidas (Nikken, 2010).

La represión política incluye violaciones a los derechos humanos, supresión 
de la libertad de expresión y de asociación, persecución política y otras formas 
de control autoritario que pueden amenazar la seguridad política de las perso-
nas. No obstante, sus impactos también pueden extenderse a otras dimensiones 
de la seguridad humana, como la seguridad personal (por ejemplo, a través de 
la violencia política), la seguridad económica (mediante sanciones económicas) 
y la seguridad comunitaria (al alterar la cohesión social), entre otras (Kornfeld, 
1991). Por eso, aunque la represión política se ubica principalmente en la dimen-
sión de seguridad política, sus efectos son interdimensionales.

Al concentrarse en la dimensión de la seguridad política, la represión política 
puede restringir severamente las libertades políticas y los derechos civiles. Este 
control autoritario limita la participación política, silencia las voces disidentes y 
sofoca la sociedad civil al establecer un ambiente de miedo y desconfianza. En 
un estado de represión política, las personas pueden sentirse amenazadas por 
su seguridad personal, lo que puede llevar a un éxodo masivo de individuos y 
familias que buscan refugio en otras regiones o países, exacerbando aún más la 
inseguridad en varias dimensiones (Moya, 2005).

La represión política puede tener otros efectos indirectos en otras dimen-
siones de la seguridad humana. Por ejemplo, puede deteriorar la seguridad 
económica al crear un clima de incertidumbre que desalienta la inversión, la 
producción y el comercio, o al aplicar sanciones económicas como táctica de 
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represión. Asimismo, puede poner en riesgo la seguridad comunitaria al sembrar 
división y conflicto dentro de la sociedad, alterando la cohesión social y debili-
tando el tejido social (Iglesias et al., 2011). En este sentido, aunque se manifiesta 
principalmente en la dimensión de seguridad política, los efectos de la represión 
política pueden propagarse y amenazar la seguridad humana en su conjunto. 
Por ello, es esencial abordar esta amenaza para mejorar la seguridad humana 
en todas sus dimensiones.

Situación actual de la seguridad política 		
en Colombia
La seguridad política en Colombia ha experimentado altibajos significativos en 
las últimas décadas. Si bien ha habido progresos notables, como el acuerdo de 
paz de 2016 con las FARC, estos se evidencian más en lo formal que en lo terri-
torial, donde aún persisten retos significativos en términos de represión política 
y violencia (Castillo & Niño, 2022).

En términos cuantitativos, según el Índice de democracia del Economist 
Intelligence (2022), Colombia obtuvo un puntaje de 6,36 en el 2021 (el puntaje 
más alto es 10), lo cual señala deficiencias en términos de funcionamiento del 
gobierno, participación política, cultura política y libertades civiles. Además, en el 
Informe mundial 2021 de Human Rights Watch se documentaron múltiples ca-
sos de violaciones a los derechos humanos en Colombia, incluyendo abusos por 
parte de fuerzas de seguridad del Estado y grupos armados ilegales, así como 
amenazas y ataques contra defensores de derechos humanos, periodistas y lí-
deres comunitarios (Economist Intelligence, 2022).

Desde una perspectiva cualitativa, la represión política en Colombia se ma-
nifiesta en varias formas. Los líderes sociales y defensores de los derechos hu-
manos a menudo son blanco de amenazas, intimidación y violencia por parte de 
actores violentos y organizaciones criminales. Según la Defensoría del Pueblo, 
desde la firma del acuerdo de paz en el 2016 hasta agosto del 2020, se han re-
gistrado más de 1000 asesinatos de líderes sociales y defensores de derechos 
humanos (Comisión Interamericana de Derechos Humanos [CIDH], 2019).

La represión política y la violencia continúan siendo amenazas notables para 
la seguridad política en Colombia, a pesar de los esfuerzos realizados para im-
plementar el acuerdo de paz y consolidar las instituciones democráticas. Estas 
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circunstancias subrayan la necesidad de adoptar un enfoque de seguridad que 
se centre en el individuo, priorizando la salvaguarda de los derechos civiles y 
políticos de todos los colombianos (Comisión Colombiana de Juristas, 2020). 
Adicionalmente, una manifestación cuantitativa de la inseguridad política en 
Colombia es el desplazamiento forzado, problemática que continúa incluso des-
pués de la firma del acuerdo de paz. De acuerdo con el Centro de Monitoreo de 
Desplazamiento Interno (IDMC), solo en 2020 se registraron cerca de 139 000 
nuevos desplazamientos internos atribuidos al conflicto y a situaciones de vio-
lencia en Colombia. Estos movimientos se originan, en gran medida, a raíz de la 
violencia política y la represión perpetrada por actores no estatales, grupos que 
buscan desestabilizar y persiguen intereses económicos en distintas regiones 
del país.

En cuanto a los aspectos cualitativos, es notable el sentimiento generalizado 
de temor e incertidumbre que permea muchas comunidades en Colombia, espe-
cialmente en las regiones más afectadas por el conflicto. La violencia contra lí-
deres sociales y defensores de derechos humanos, así como la violencia durante 
las protestas, han tenido un impacto considerable en la percepción de seguridad 
política por parte de la población (La República, 10 de febrero de 2021). Los abu-
sos por parte de fuerzas de seguridad y grupos armados ilegales también han 
contribuido a generar una atmósfera de miedo e inseguridad. Esto ha llevado a 
muchos colombianos a migrar interna o externamente en busca de seguridad y 
mejores oportunidades de vida. En consecuencia, la persistencia de la represión 
política en Colombia está teniendo un efecto profundo y perjudicial en la seguri-
dad política y la seguridad humana en su conjunto (Miranda, 2016).

Situación actual de los líderes sociales
La situación de amenaza de los líderes sociales en Colombia es preocupante. 
A pesar de los esfuerzos para promover la paz y la seguridad, estas personas 
continúan siendo objeto de amenazas, ataques y asesinatos por parte de organi-
zaciones criminales. Según datos del Instituto de Estudios para el Desarrollo y la 
Paz (Indepaz), solo en el 2022 se registraron 123 asesinatos de líderes sociales 
y defensores de derechos humanos en Colombia. 

Estos líderes, que a menudo trabajan en temas de derechos humanos, pro-
tección del medio ambiente, restitución de tierras y defensa de comunidades 
indígenas y afrodescendientes, son blanco de violencia debido a su labor, ame-
nazados por organizaciones criminales derivadas de disidencias y otros grupos 
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que se lucran y se financian mediante economías ilegales (Indepaz, 2022). Las 
zonas rurales, en especial aquellas donde operan grupos armados ilegales y 
donde la presencia del Estado es débil, son particularmente peligrosas para los 
líderes sociales, pues son amenazados y atacos para silenciarlos y mantener el 
control sobre territorios y comunidades (OHCHR, 2022).

Por otra parte, la impunidad sigue siendo una preocupación significativa. A 
pesar de los esfuerzos de las autoridades colombianas para investigar y proce-
sar estos crímenes, en muchos casos los responsables no son llevados ante la 
justicia. Según la Fiscalía General de la Nación, a pesar de que se ha logrado un 
avance en las investigaciones, la tasa de impunidad en estos homicidios es alta.

Además de la violencia, los líderes sociales también enfrentan otras formas 
de represión, como la estigmatización y la criminalización. Estas estrategias 
buscan deslegitimar su labor y desalentar su participación política y social. En 
este contexto, se requiere un esfuerzo significativo y sostenido para garantizar la 
seguridad y protección de los líderes sociales en Colombia, así como para luchar 
contra la impunidad y promover un ambiente seguro y propicio para la participa-
ción cívica y política (Pardo & Ochoa-Sterling, 2021).

Represión política internacional
Se puede definir la represión política como el conjunto de acciones encamina-
das a controlar, contener, detener, castigar y suprimir a la población, ya sean 
dirigidas a individuos o a manifestaciones grupales en contra del Estado. Son 
también el conjunto de acciones ejecutadas por el Estado para controlar a la 
población, restringir el goce de los derechos civiles y obstaculizar el ejercicio de 
oposición. Para lograr este objetivo, se recurre con mayor frecuencia a la fuerza, 
la restricción de comunicaciones, las amenazas y las violaciones a los derechos 
humanos. También se emplea la manipulación de líderes políticos o la violencia 
política contra movimientos sociales (Falcón, 2015).

En la actualidad, considerando el gran impacto de las tecnologías en la am-
plificación de la voz de las poblaciones, la represión se puede reflejar en la sus-
pensión de accesos y contenidos, así como en el bloqueo de interacciones entre 
comunidades virtuales. Las herramientas digitales han generado lo que se co-
noce como “activismo digital” y han jugado un papel relevante en destacar la po-
sición de las poblaciones más jóvenes frente a situaciones políticas particulares. 
Por ejemplo, Sekou Franklin, profesor de Ciencias Políticas en Middle Tennessee 
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State University en los Estados Unidos, argumenta que las redes sociales han 
jugado un papel muy importante en la lucha por la justicia racial. “Sin lugar a 
dudas, las redes sociales pueden usarse para difundir mensajes y dispersar el 
activismo, y así educar al público en general sobre los eventos desencadenantes 
que pueden encender las protestas” (Keith, 2011; traducción propia).

Algunos países del mundo con altos niveles de represión política y social son 
Azerbaiyán, Arabia Saudita, Cuba, Rusia, Corea del Norte, China, Eritrea, Etiopía, 
Myanmar, Irán, Vietnam, Venezuela y Nicaragua, entre otros. En estos países, 
como en todos los periodos de represión política en la historia, el éxito en las ac-
ciones represivas está ligado a un trabajo profundo de inteligencia. Por ejemplo, 
la Inquisición, entre los siglos XV y XVIII, fue una represión organizada en la que 
política y religión tenían una relación muy estrecha y alineada, con prácticas de 
represión tan violentas como la tortura, los golpes y la aplicación de la pena de 
muerte. Otros métodos incluían arrestos, censura, exilio y disolución agresiva de 
manifestaciones. 

En las dictaduras y los regímenes autoritarios, la represión es frecuente y su 
aplicación clandestina. Sus consecuencias, con un alto nivel de violencia, pue-
den ser mortales, e imprimen temor en las poblaciones para que sus acciones se 
limiten a las “avaladas” por el Estado. Sin embargo, en los regímenes democrá-
ticos, la represión se ejerce dentro de ciertos límites constitucionales, que la ha-
cen aceptable en situaciones específicas de orden público, desórdenes sociales 
o amenazas a la integridad nacional y los territorios. De acuerdo con la ciencia 
política, en estos casos, que implican otras amenazas más graves, el uso de la 
fuerza es legítimo.

Según DeMeritt (2016), la represión se define por tres características: 1) tiene 
como objetivo limitar o suprimir la participación política de la sociedad mediante 
acciones de violencia, terror, persecución o intimidación; 2) cuando el Estado 
mismo dirige la represión, se le denomina terrorismo de Estado, que puede ma-
nifestarse en actos como genocidios, asesinatos de líderes políticos o crímenes 
de lesa humanidad; 3) históricamente, la violencia ha sido una forma de repre-
sión utilizada en protestas, manifestaciones o pronunciamientos sociales por 
parte de las fuerzas estatales. Los abusos contra los derechos humanos son 
una herramienta de represión política, y esta realidad se observa en situaciones 
de guerra y persecuciones sociales (Gohdes & Carey, 2014).

La democracia tiende a reducir la represión política, pues promueve una 
organización política más orientada hacia la negociación y la conciliación. Sin 
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embargo, cuando los líderes persiguen intereses individuales acuden a la repre-
sión para garantizar que la población no reaccione a sus abusos; en la mayoría 
de los casos, las víctimas de esta represión son los pobres o las minorías. 

Algunos casos de represión política
Como se mencionó, son numerosas las naciones donde, en mayor o menor gra-
do, o con mayor o menor sistematicidad, se observan prácticas de represión 
política.

Rusia/Ucrania
Después de la disolución de la URSS, Ucrania se embarcó en el proceso de re-
construir su identidad y reafirmar su independencia. La represión, como ya se 
ha señalado, no siempre se manifiesta mediante violencia directa contra la po-
blación. Es fundamental recordar que Rusia invadió y anexó Crimea en 2014. El 
proceso de represión en Ucrania se inició con el estímulo de Rusia hacia la iden-
tidad de las comunidades ucranianas que hablaban principalmente ruso. Luego 
Rusia empezó a establecer una mayor presencia militar y a fomentar conflictos 
en diferentes regiones, lo que provocó que muchas personas se vieran obliga-
das a abandonar sus hogares por miedo. Posteriormente, Rusia atacó algunos 
de los principales centros de datos del país, vulnerando así las comunicaciones 
de Ucrania y la información esencial para su identidad nacional. Estos conflic-
tos han resultado en la muerte de más de 10 000 personas en los últimos años 
(Amnistía Internacional, 2022).

China
China propicia muchas violaciones de los derechos humanos en territorios como 
Hong Kong, ya que se trata de un régimen autoritario muy poderoso en el mundo 
moderno, especialmente por su fortalecimiento económico. Por ejemplo, la etnia 
musulmana uigur ha sido sujeta a persecuciones, detenciones y violación de sus 
derechos humanos y civiles. El objetivo chino es erradicar el Islam y su idioma 
para convertirlos al mandarín (Naciones Unidas, 2022).

Estados Unidos
En los últimos años, Estados Unidos ha enfrentado uno de los escenarios más 
críticos de racismo y abuso del poder por parte del gobierno, al tiempo que la 
corrupción se evidenciaba en la fricción y ruptura de alianzas políticas, con 
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frecuencia en detrimento del bienestar general. Durante el gobierno del presi-
dente Donald Trump, las tensiones aumentaron y se generó un estallido social 
que tuvo como consecuencia la intervención, poco moderada, de las fuerzas del 
Estado. Esto avivó resentimientos del pasado, inconformidades políticas y frag-
mentación social. Así, lo que comenzó con la “construcción de un muro” terminó 
avivando la discriminación (Roth, 2022).

Sudán
Las políticas opresivas hacia las mujeres sudanesas, implementadas por go-
biernos dominados por hombres, han limitado drásticamente sus oportunida-
des de desarrollo y formación, restringiendo su independencia y libertad. Una 
manifestación de esto son las detenciones por motivos tan simples como una 
vestimenta considerada inadecuada o comportamientos que no se ajustan a los 
“estándares” masculinos. A menudo, se confina a las mujeres a las labores do-
mésticas y se les proporciona una educación restringida, lo que limita o elimina 
su participación en procesos de toma de decisiones en diversos ámbitos. Gran 
parte de esta opresión se deriva de regímenes autoritarios como el de Omar 
Hassan Al-Bashir, quien lideró el país durante 29 años hasta 2019 (Díaz, 2017).

Bolivia
Es relevante mencionar un ejemplo latinoamericano. Los pueblos indígenas de 
Bolivia han sufrido históricamente opresión de parte de distintos gobernantes. 
Durante mucho tiempo, estas comunidades indígenas fueron marginadas, hasta 
la llegada del gobierno de Evo Morales, evento con el cual, después de muchos 
años, sintieron que su identidad era finalmente reconocida. No obstante, este pe-
ríodo de representatividad fue breve. La corrupción y el deseo de poder hicieron 
que Morales incumpliera promesas de campaña, lo que derivó en confrontacio-
nes con la comunidad indígena. Estas tensiones culminaron en enfrentamientos 
con las fuerzas armadas y la policía (Jeifets, 2009).

El rol de los organismos multilaterales
El multilateralismo es la forma más eficaz de aprovechar las sinergias de los 
países para lograr objetivos superiores como la paz, el desarrollo sostenible y los 
derechos humanos. Según Robert Keohane (1990, p. 731), “el multilateralismo es 
la práctica para coordinar políticas nacionales en grupos de tres o más Estados”. 
John Ruggie (1992, p. 566) complementa esta definición al afirmar: “no es solo 
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su capacidad para coordinar políticas nacionales entre tres o más países, que 
es algo que otras formas organizacionales hacen, sino que lo hace con base en 
ciertos principios de relacionamiento entre los Estados”.

El Banco Mundial (BM), el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), entre otros 
entes multilaterales, tienen un rol determinante en la promoción de la coopera-
ción internacional. Proponen y lideran iniciativas de alta transcendencia en los 
sectores público y privado, en la formulación de políticas, la redefinición de es-
trategias y la definición de nuevos modelos de cooperación económica.

En lo que a opresión política se refiere, las organizaciones multilaterales apo-
yan a las naciones en el cumplimiento de las políticas establecidas para evitar 
este tipo de violación a los derechos civiles. Promueven las sinergias del trabajo 
conjunto entre países para el logro de objetivos a los que no accederían en forma 
individual o que no tendrían el conocimiento y recursos suficientes para desple-
gar en forma exitosa.

Hoy en día, estos organismos se apoyan en avances tecnológicos para lograr 
mayor eficiencia y agilidad en las estrategias priorizadas por las naciones. Dado 
que velar por el respeto de los derechos humanos y civiles es fundamental, se 
debe hacer seguimiento a intervenciones cibernéticas que potencialmente inhiban 
el pronunciamiento de la población, secuestren información y propicien la violen-
cia en sus demás formas tradicionales (Office for Disarmament Affairs, 2018).

Represión política en Colombia 
Así como en el mundo se observan diversos y complejos casos de represión 
política, Colombia no es ajena a este tipo de circunstancias. A continuación se 
presenta un panorama general de las principales manifestaciones de este fenó-
meno en nuestro país.

Antecedentes históricos y factores de represión 
La situación política en Colombia ha estado marcada por diversos desafíos y 
conflictos a lo largo de su historia. Tanto en el pasado como en el presente ha 
habido casos de represión política en el país que han afectado a diversos grupos 
e individuos. En especial en las últimas seis décadas, la historia de Colombia ha 
estado fuertemente marcada por un prolongado conflicto armado (CIDOB, s. f.).
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En su origen, cabe decir que la falta de oportunidades para las clases más 
desfavorecidas, así como la desigual distribución de la tierra, fueron factores de-
terminantes para la gestación de la violencia social y la lucha armada. Producto 
de políticas públicas mal definidas, este fenómeno se ha intensificado por la apa-
rición del narcotráfico y, con él, del narcoterrorismo. Todo ello propició la creación 
de nuevos actores políticos y armados en un mundo que en ese momento her-
vía con ideologías revolucionarias como fruto de la Guerra Fría (Montoya, 2012). 
Estos factores han transformado la sociedad y han convertido el conflicto en su 
propia razón de ser, por lo cual los actores armados han adoptado métodos de 
subsistencia cada vez más complejos (Moreira et al., 2015). 

Durante el siglo XIX, el país se dividió en dos fuerzas políticas claramente 
definidas: el Partido Liberal y el Partido Conservador. Este último se identificaba 
por su apoyo a mantener el sistema social y político establecido, enfocado en 
proteger los intereses de las clases altas. Por el contrario, el Partido Liberal se re-
conocía como una alternativa innovadora que pretendía defender los intereses y 
aspiraciones de los comerciantes, trabajadores y obreros, aliados a la necesidad 
de mejores condiciones de vida que expresaban las clases menos favorecidas 
(Batlle & Puyana, 2013). Durante este período, la rivalidad entre estas dos fuerzas 
políticas se manifestó en forma de múltiples guerras civiles entre ambos parti-
dos así como entre facciones de los liberales. 

Más recientemente, el período de violencia actual en Colombia comenzó 
desde mediados del siglo XX, y ha implicado conflictos armados, violencia políti-
ca y social, y violaciones a los derechos humanos. En la década de 1950 destacó 
“La Violencia”, un conflicto entre los partidos políticos tradicionales iniciado tras 
la muerte de Jorge Eliécer Gaitán. En 1956, se estableció una coalición política 
denominada Frente Nacional. Confeccionado en España y conocido como Pacto 
de Benidorm, este acuerdo, resultado de negociaciones entre liberales y conser-
vadores, sentó las bases para un sistema de alternancia política entre ambos 
partidos. Este pacto, que tuvo una efectividad notable, perduró hasta 1974, sien-
do percibido como una transición hacia la democracia tras el gobierno militar del 
General Gustavo Rojas Pinilla (BBC, 2021). Sin embargo, vale la pena mencionar 
que esto mantuvo fuera del sistema político a otros actores no tradicionales, lo 
cual le costó críticas y contestación social. Se puede mencionar, entonces, el 
surgimiento de grupos radicales: el Movimiento Revolucionario Liberal (MRL), 
la Alianza Nacional Popular (Anapo) y el Movimiento Obrero Independiente 
Revolucionario (MOIR) (Moreira et al., 2015).
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Pero ya en los sesenta habían surgido grupos guerrilleros de izquierda, espe-
cialmente las FARC y el ELN, en rebelión contra el Estado. Aproximadamente dos 
décadas después, como reacción, surgieron grupos de autodefensas llamados 
paramilitares (Moreira et al., 2015). Durante ese periodo, Colombia experimentó 
años de conflictos y violencia generalizada con impactos devastadores para su 
población. Estas confrontaciones internas desestabilizaron el país y dificultaron 
la consolidación de su sistema político. A lo largo de esta etapa histórica, se de-
duce que los grupos armados se opusieron firmemente al orden jurídico y social, 
recurriendo a la violencia para resistir cambios que consideraban inapropiados 
para la nación. Esto generó desigualdades, violencia y una persistente disputa 
por el poder, marcando las dinámicas sociales y políticas en Colombia desde la 
época republicana en el siglo XIX hasta el presente (Moreira et al., 2015).

Factores estructurales
La estructura de oportunidades políticas designa los factores del contexto polí-
tico que incentivan o constriñen la acción colectiva (Tarrow, 1997, p. 49). Estas 
oportunidades pueden producirse tanto en la estructura política institucional 
como por cambios en las relaciones de poder del sistema político (McAdam et 
al., 1999, p. 23). Inicialmente, el concepto fue criticado por su amplitud, pues al 
comprender cualquier dimensión contextual corría el riesgo de perder su capaci-
dad explicativa (Gamson & Meyer, 1999, p. 389).

Factores subjetivos
Toda acción colectiva requiere de unas redes de relaciones sociales que la so-
porten y de la creación de sentidos que hagan posible el compromiso indivi-
dual con una causa común. Dichas redes de relaciones están comprendidas en 
el concepto de estructuras de movilización: “canales colectivos tanto formales 
como informales, a través de los cuales la gente puede movilizarse e implicarse 
en la acción colectiva” (McAdam et al., 1999, p. 25). Así, estas estructuras pueden 
ser organizaciones del movimiento social, con diversos grados de formalización, 
e incluso profesionalización, dedicadas a promover la acción colectiva, o bien, 
otras formas de asociación con fines diversos (familia, redes de amigos, de tra-
bajo, etc.), que, aunque no tienen como finalidad promover la movilización, pue-
den vincularse a ella en determinadas circunstancias (McCarthy, 1999, p. 206).
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Protagonistas de la represión política y social
La historia de los conflictos armados en Colombia ha estado influenciada 
por una amplia gama de factores objetivos y subjetivos. A tales factores se 
suma una infinidad de elementos partidistas, formaciones guerrilleras, gru-
pos ideológicos revolucionarios, terminando con narcotraficantes y parami-
litares. Todos los elementos son altamente interdependientes, esto es, han 
tejido gran parte de los hechos violentos que están sujetos a la necesidad 
de represión política que lleva a cabo el Estado colombiano. Esta diversidad 
de actores ha contribuido a la complejidad y la persistencia del conflicto en 
Colombia (CIDOB, s. f.)

Es relevante resaltar que en Colombia existe una brecha social significativa 
entre una élite política regional, que controla grandes extensiones de tierra y re-
cursos, y grupos minoritarios como indígenas, afrodescendientes y campesinos. 
Estos últimos han enfrentado dificultades en el acceso a los derechos de pro-
piedad y a los servicios estatales. Esta desigualdad socioeconómica y la falta de 
equidad en el acceso a los recursos y servicios gubernamentales han contribui-
do a generar tensiones y conflictos en el país (CIDOB, s. f.).

Entre 1974 y 1990, se llevaron a cabo varias reformas constitucionales en 
Colombia que, aunque mostraron algunos avances, no lograron abordar de ma-
nera efectiva las deficiencias sociales estructurales. Una de ellas fue la reforma 
agraria, cuyo objetivo era facilitar el acceso a la tierra para aquellos que históri-
camente habían sido excluidos, como campesinos, indígenas y afrodescendien-
tes. El entonces presidente, el liberal Julio César Turbay Ayala (1978-1982), creó 
una política de represión social armada. Esta política represiva se basó en un 
llamado Estatuto de Seguridad, teniendo en su núcleo muchas medidas incon-
sistentes que terminaron generando fuertes críticas y acciones de protesta por 
parte de la sociedad del país (Santos & Acosta, 2021).

Esta medida buscaba controlar las revueltas sociales, pero llevó a numero-
sas violaciones de los derechos humanos. Al mismo tiempo, durante la década 
de 1970 se realizaron cambios significativos en la política económica, con una 
reducción de la intervención estatal y un proceso de liberalización económica. 
Estos cambios ocasionaron un deterioro en la estructura social, provocando au-
mentos en las tasas de interés, especulación y una mayor concentración empre-
sarial (Devia-Garzón & Rotega-Avellaneda, 2016).
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El factor de las autodefensas 
Durante la década de 1980, emergieron grupos de autodefensas en Colombia. 
Este fenómeno de represión política y armada tiene sus raíces en la Ley 48 de 
1968, una normativa que legitimó la participación de civiles, respaldados por 
grupos regionales dominantes, en el combate armado. Dicha ley inauguró lo que 
se conoce como la privatización de la seguridad y sentó las bases para el pos-
terior Estatuto de Seguridad. Estas autodefensas surgieron como reacción a las 
acciones de grupos guerrilleros y emplearon tácticas violentas para contrarres-
tarlas (Navia, 2018).

Con el paso del tiempo, estos grupos de autodefensa se expandieron, be-
neficiados por el respaldo de hacendados pudientes y pequeños empresarios 
industriales. La aparición de los narcotraficantes en la década de 1980 añadió 
una capa de complejidad al ya existente conflicto con las guerrillas. Debido a las 
vastas ganancias ilícitas de estos narcotraficantes, empezaron a adquirir pro-
piedades en zonas rurales, lo que los convirtió en blancos de extorsión por parte 
de grupos guerrilleros. Este panorama propició una interacción intricada entre 
narcotraficantes y facciones armadas, en la que ambos bandos procuraban 
salvaguardar sus activos y territorios de las amenazas y chantajes recíprocos 
(Moreira et al., 2015).

En la década de 1990, se estableció la coalición conocida como Autodefensas 
Unidas de Colombia (AUC), integrada por una variedad de sectores sociales, y 
que funcionaba como base de estos grupos ilegales. Desde principios de 2003 
hasta finales de 2006, durante el gobierno de Álvaro Uribe Vélez, las AUC rea-
lizaron un proceso de desmovilización aprovechando la Ley de Justicia y Paz 
(Ley 975 de 2005). La idea principal de este proceso fue facilitar la reinserción 
social de los miembros de las AUC y garantizar justicia en relación con los delitos 
cometidos en este momento histórico de violencia social. Durante los primeros 
años de desmovilización, 23 grupos paramilitares se desarmaron, lo que involu-
cró a unas 14 000 personas (CIDOB, s. f.).

A pesar del proceso de desmovilización de las AUC entre 2003 y 2006, al-
gunas facciones que no se adhirieron al proceso se transformaron en lo que se 
conoce actualmente como las Bacrim (bandas criminales). Estas bandas repre-
sentan una preocupación en términos de seguridad en Colombia, ya que han 
perpetuado actividades delictivas como el narcotráfico, la extorsión y la violen-
cia, lo que afecta a diversas comunidades y regiones del país (CIDOB, s. f.).
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Represión política desde 1909 hasta nuestros días
Durante más de un siglo, Colombia ha experimentado una serie de episodios de 
convulsión social que comienzan por las protestas de 1909, pasan por las pro-
testas estudiantiles de 1929 en Bogotá, el Bogotazo en 1948, el movimiento de 
1968, el paro cívico de 1977, el paro agrario, hasta llegar al estallido de noviem-
bre de 2019 y las protestas de septiembre de 2020. Estos eventos han dejado 
una marca significativa en la historia del país. A lo largo del siglo XX y lo que va 
del siglo XXI, las autoridades han respondido de manera similar a cada protesta 
ciudadana, desplegando fuerzas armadas o policiales (Falcón, 2015)

En algunos casos, se han empleado tácticas represivas como el uso de mu-
niciones, gases lacrimógenos, carros hidrantes y la intervención del Escuadrón 
Móvil Antidisturbios (ESMAD), cuya actuación ha sido señalada como responsable 
de muertes según los manifestantes y organizaciones humanitarias (CIDH, 2019).

La ONG CIDOB afirma que la Policía utiliza criterios subjetivos y prejuicios 
estatales para determinar la peligrosidad de los ciudadanos, y lleva a cabo pro-
cedimientos policiales arbitrarios basados en el color de piel, el género, la edad, 
la apariencia, la ocupación laboral o la afiliación étnico-racial. Los estándares 
de intervención de la Policía en las protestas también han sido violados, pues se 
ha hecho uso de armamento letal y menos letal de manera indiscriminada, en 
contravención de los estándares internacionales (CIDOB, s. f.).

Aunque la jurisdicción de la justicia penal militar en Colombia no incluye deli-
tos como tortura, genocidio, desaparición forzada, crímenes de lesa humanidad 
o violaciones al derecho internacional humanitario, la Fiscalía puede adelantar 
investigaciones y solicitar la competencia de los casos. Amnistía Internacional 
también ha denunciado el uso de armamento letal y menos letal por parte de 
la Policía colombiana durante las manifestaciones, y ha señalado que los CAI 
(Centros de Atención Inmediata) se han considerado lugares hostiles donde se 
cometen abusos (Falcón, 2015)

Cronología de las protestas y paros sociales en Colombia
A continuación, se exponen de forma resumida los principales eventos o episo-
dios de protesta y paro social que han influido en la vida política del país.

Renuncia de Rafael Reyes (1909)
En 1909, las protestas sociales terminaron tumbando a un presidente de Colombia 
por primera vez. Con el antecedente de excesos de represión y persecución 
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política, Reyes mostraba su objetivo de permanecer más tiempo en el poder. En 
su mandato perpetuó una propuesta de tratado con Estados Unidos para poner 
fin a la separación de Panamá. Estas acciones provocaron una masiva protesta 
el 13 de marzo de 1909 en Bogotá, liderada por estudiantes. Ante esto, Reyes 
declaró el estado de sitio, se realizaron detenciones arbitrarias y se suspendieron 
las libertades y garantías constitucionales. A pesar de la represión, las manifes-
taciones continuaron y la presión sobre Reyes fue creciendo. Eventualmente, se 
vio obligado a renunciar, pero la Asamblea Constituyente se negó a aceptar su 
renuncia. Los excesos políticos llevados a cabo en su gobierno terminaron gene-
rando el descontento de todas las capas de la sociedad y marcaron el inicio del 
declive de su presidencia, ya que su gobierno perdió legitimidad. Al final, se vio 
obligado a renunciar en junio (Moreira et al., 2015).

Movilizaciones de las Bananeras (1928)
Los trabajadores rurales y urbanos de la zona bananera del departamento del 
Magdalena enfrentaban condiciones laborales inaceptables impuestas por 
la United Fruit Company, empresa encargada de exportar banano a Estados 
Unidos. Así, el 11 de noviembre de 1928, decenas de cientos de campesinos 
descontentos, apoyados por sindicatos locales y respaldados por el Partido 
Socialista Revolucionario de Colombia, se rebelaron en la localidad de Santa 
Marta, reclamando mejores condiciones laborales. Para sorpresa de todos, el 
Gobierno interpretó estas protestas como el inicio de una potencial revolución 
comunista y, en consecuencia, inició en pocos días la militarización de la zona. 
La reacción campesina fue inmediata para enfrentar esta represión política y so-
cial, estableciéndose un par general que se concentró en la localidad de Ciénaga. 
Lamentablemente, el 5 de diciembre la situación empeoró drásticamente. Todos 
los involucrados en las discusiones no lograron llegar a un acuerdo y tanto la 
United Fruit Company como el Gobierno decidieron iniciar una represión gene-
ralizada para acabar con el paro a toda costa. Esa noche se declaró el estado de 
sitio y un grupo de cientos de militares rodeó a los manifestantes citados en la 
plaza de Ciénaga (Moreira et al., 2015).

Muerte del estudiante Gonzalo Bravo Pérez (1929)
El asesinato de Gonzalo Bravo Pérez el 7 de junio de 1929 generó una ola de 
indignación y nuevas manifestaciones en Bogotá, Medellín y otras ciudades del 
país. Las manifestaciones duraron varias semanas y terminaron consolidándose 
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en un movimiento masivo contra el gobierno conservador de Abadía Méndez. En 
respuesta, el presidente declaró el estado de sitio y creó un sistema de represión 
política violenta, en un intento de poner fin a las protestas contra el gobierno, que 
en ese período provocaron la muerte de cientos de personas inocentes. 

A pesar de la brutalidad del gobierno, las protestas de 1929 se convirtieron 
en un hito en la historia de Colombia, pues demostraron la capacidad social de la 
ciudadanía para luchar por sus derechos y reivindicaciones por una vida mejor. 
Este trágico evento avivó aún más las protestas en Bogotá, con la participación 
de estudiantes, trabajadores, campesinos y otros sectores de la sociedad civil. 
El Gobierno respondió declarando el estado de sitio, pero las protestas continua-
ron. Finalmente, el 9 de junio, el presidente Abadía Méndez anunció la disolución 
del Congreso y convocó a nuevas elecciones, en un intento de aplacar las tensio-
nes en la ciudad. A pesar de estas medidas, las protestas en otras partes del país 
continuaron durante varios meses más (Pardo & Ochoa-Sterling, 2021).

Marcha del Silencio y el Bogotazo (1948)
El enfrentamiento bipartidista entre liberales y conservadores en Colombia 
condujo a niveles alarmantes de violencia. Durante esos tiempos tumultuosos, 
regiones como Tolima, Caldas y Popayán fueron testigos de asesinatos cons-
tantes de figuras representativas de ambos partidos, causando alarma y cons-
ternación en la sociedad. Adicionalmente, muchos trabajadores rurales fueron 
forzados a abandonar sus hogares y tierras, huyendo de la violencia desencade-
nada por grupos opositores que recurrieron a tácticas violentas para perseguir 
sus objetivos. 

En este contexto, es importante diferenciar entre la Marcha del Silencio y 
el Bogotazo. La primera fue una manifestación pacífica convocada por Jorge 
Eliécer Gaitán el 7 de febrero de 1948 en Bogotá, en rechazo a la violencia des-
atada. Dos meses después, el líder liberal sería asesinado, lo que desató el 
Bogotazo, una revuelta violenta que resultó en la quema y saqueo de edificacio-
nes, enfrentamientos con fuerzas de seguridad y un saldo lamentable de muer-
tos y heridos. En resumen, mientras que la Marcha del Silencio surgió como un 
acto pacífico, el Bogotazo se refiere al levantamiento violento tras la muerte de 
Gaitán. Estos eventos, ocurridos en 1948, dejaron una huella indeleble en la his-
toria colombiana (Ronda & Sanmartin, 2015).
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Paros y marchas durante el gobierno de Rojas Pinilla (1953-1957)
Durante el gobierno del General Gustavo Rojas Pinilla hubo numerosas protestas 
que reclamaban derechos sociales y critican duramente las medidas del gobier-
no. Estas protestas socavaron la legitimidad del presidente y provocaron final-
mente su renuncia, pero no sin antes una reacción represiva de su parte. Puede 
decirse que los sectores estudiantiles fueron la vanguardia que protestó en bus-
ca de mejores condiciones sociales, y fueron los protagonistas de las marchas 
del 8 y 9 de junio de 1954. Lamentablemente, estas protestas resultaron en la 
trágica muerte de 10 estudiantes y 20 heridos. Uriel Gutiérrez, quien se convirtió 
en la primera víctima de esos días, murió el 8 de junio durante una manifestación 
contra la intervención policial en la Universidad Nacional. Testigos de los hechos 
afirman que las fuerzas de seguridad fueron responsables de su asesinato. A raíz 
de este hecho, ingentes grupos de estudiantes salieron a las calles a repudiar la 
muerte de Gutiérrez, pero en la carrera séptima con calle 13, el Ejército Nacional 
bloqueó la protesta a balazos, lo que provocó el resto de víctimas mortales. 

Estos hechos generaron una crisis política. En respuesta, el gobierno recurrió 
a la represión política y persecución de los grupos opositores al gobierno. Un 
hecho notable fue el cierre de los periódicos El Espectador y El Tiempo. El gran 
descontento social liderado por una amplia gama de opositores, así como la 
decisión de la Asamblea Nacional Constituyente de prorrogar el mandato presi-
dencial de Rojas hasta 1962, tomada el 30 de abril de 1957, fueron el detonante 
que desencadenó un inmenso desfile nacional que se inició en la madrugada de 
los primeros días de mayo con protestas de diversas agrupaciones universita-
rias. Entre el 5 y el 8 de mayo se sumaron al paro la gran mayoría de sectores 
sociales del país: trabajadores, banqueros, industriales, profesores, entre otros. 
Finalmente, el 10 de mayo, Rojas se vio obligado a renunciar y a exiliarse debido 
a la presión popular (Santos & Acosta, 2021).

Paro cívico (1977)
En 1977, a raíz del empeoramiento de las condiciones de vida, el alto costo de 
los productos básicos y la negativa del presidente López Michelsen a reajustar 
los salarios de los trabajadores, se desató una gran revuelta popular. El gobier-
no percibió las protestas como el detonante de una revolución comunista y rá-
pidamente respondió con una fuerte represión, mientras que algunos sectores 
radicales de izquierda consideraron que podía ser el verdadero comienzo de una 
revolución. Esta gran represión política marcó históricamente el momento de 
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confrontación social de gran parte de la sociedad colombiana. Al finalizar la jor-
nada, el presidente López aumentó los salarios, lo que fue considerado como 
una victoria para los trabajadores. Posteriormente, el gobierno de Julio César 
Turbay implementó el Estatuto de Seguridad Nacional, lo que resultó en una ma-
yor represión y control frente a los movimientos sociales y políticos, que terminó 
restringiendo derechos y reduciendo la libertad de expresión de la ciudadanía 
(BBC, 2021).

Marcha blanca contra Las Farc (2008)
El 4 de febrero de 2008, millones de colombianos salieron a las calles en un mo-
vimiento masivo en varias ciudades y municipios de Colombia, tras una convo-
catoria coordinada a través de un grupo de jóvenes en Facebook. El objetivo era 
expresar el rechazo a la guerrilla de las FARC. Esta movilización se convirtió en 
un importante evento histórico para los ciudadanos colombianos que buscaban 
enfrentar y vencer el terrorismo y la violencia armada. En poco tiempo, la cuenta 
en Facebook ganó popularidad y sumó más de 10 000 seguidores. Su llamado 
fue respaldado por el Gobierno nacional, los medios de comunicación y diversas 
personalidades reconocidas del país, lo que contribuyó a su gran convocatoria. 
Fue una movilización que trascendió las diferencias políticas y sociales, y unió a 
los colombianos en su rechazo a la violencia y al accionar de las FARC, un hito 
importante en la lucha contra el terrorismo en Colombia (BBC, 2021).

Movimiento estudiantil (2011)
En respuesta al proyecto de reforma a la Ley 30 de Educación Superior propues-
to por el presidente Juan Manuel Santos, surgió un amplio movimiento estudian-
til en Colombia. Este proyecto generó descontento entre los estudiantes, pues 
se interpretó como una privatización y precarización de la educación superior, 
tanto pública como privada. En marzo de 2011, la comunidad estudiantil confor-
mó la Mesa Amplia Nacional Estudiantil (MANE) para dialogar con el Gobierno 
y oponerse a dicho proyecto de reforma. Tras varios meses de conversaciones 
sin un acuerdo concluyente, los estudiantes convocaron un paro en octubre. En 
octubre y noviembre, se realizaron diversas manifestaciones, entre las cuales 
se destaca la del 24 de noviembre, que coincidió con protestas estudiantiles en 
Chile. Ese día, miles de estudiantes se reunieron en la Plaza de Bolívar en Bogotá. 
A raíz de la presión del movimiento estudiantil, el Gobierno retiró la propuesta de 
reforma, lo que se vio como un triunfo estudiantil y marcó un precedente en las 
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movilizaciones recientes en Colombia. Sin embargo, es relevante mencionar que, 
aunque se retiró el proyecto, las inquietudes estudiantiles respecto a la educa-
ción superior siguen presentes y han sido tema de discusión y movilización en 
años subsecuentes (Montoya, 2012).

Paro agrario (2013)
Durante la protesta agraria que tuvo lugar entre el 19 de agosto y el 12 de sep-
tiembre de 2013 en Colombia, se llevaron a cabo numerosas manifestaciones, 
bloqueos de vías públicas, mítines y otras formas de protesta en todo el país. 
Según estimaciones de los convocantes, participaron más de 200 000 perso-
nas, con bloqueos en algunas regiones y enfrentamientos entre manifestantes 
y la Policía. La respuesta inicial del Gobierno fue anunciar medidas represivas y 
hacer un llamado a los mandatarios locales para que impidieran los bloqueos 
de vías públicas, con base en la Ley 1453 de 2011, conocida como la ley de 
“seguridad ciudadana”. Además de la represión, el Gobierno intentó reducir el 
alcance de la movilización y condicionar cualquier negociación al levantamiento 
del paro. El ministro de agricultura en ese momento declaró que el Gobierno no 
negociaría bajo presión y que ya había mesas de diálogo abiertas con los dife-
rentes sectores. 

Durante las manifestaciones, se registraron enfrentamientos significativos 
con la Policía en ciudades como Bogotá y Medellín. En Soacha, por ejemplo, se 
bloqueó la Autopista Sur durante todo el día, y en algunas localidades de Bogotá 
se impuso el toque de queda debido a los disturbios. Hubo reportes de muertos, 
heridos y acusaciones por parte del Gobierno de la presencia de infiltrados y la 
implicación de las FARC en los bloqueos y desmanes. Finalmente, el 7 de sep-
tiembre, el vicepresidente Angelino Garzón se reunió con dirigentes campesinos 
y gobernadores de varios departamentos en Popayán, con el objetivo de buscar 
una solución y desactivar el paro. Es importante destacar que este paro agrario 
generó un amplio debate sobre las condiciones del sector agrario en Colombia, 
la necesidad de políticas de apoyo al campo y la importancia de garantizar los 
derechos de los agricultores. (BBC, 2021)

Paro nacional del 21 de noviembre (2019-2020)
Las protestas en Colombia, denominadas “Paro Nacional #21N”, se convoca-
ron el 4 de noviembre de 2019 por distintos sectores de oposición, agrupados 
en el Comité Nacional de Paro. Estas manifestaciones tuvieron lugar en varias 
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ciudades del país, desde el 21 de noviembre de 2019 hasta el 21 de febrero de 
2020. Las razones subyacentes a estas protestas se centraron en el descon-
tento de una parte significativa de la población colombiana respecto a las políti-
cas económicas, sociales y ambientales del gobierno del presidente Iván Duque. 
Además, se cuestionó el manejo de los acuerdos de paz con las FARC-EP, el ase-
sinato de líderes sociales y diversos casos de corrupción gubernamental. Según 
la Agencia de Información Laboral (AIL), diez motivos principales impulsaron la 
participación ciudadana en el paro nacional del 21 de noviembre (AIL, 2019):

1.	 Reforma laboral: Rechazo por propuestas como la reducción de salario 
a jóvenes y contratación por horas.

2.	 Reforma pensional: Temor sobre la eliminación de pensiones como de-
recho y la posible privatización de Colpensiones.

3.	 Holding financiero: Percepción de amenaza al control estatal sobre fon-
dos de entidades financieras estatales.

4.	 Privatizaciones: Inquietud ante la posible venta de empresas estatales y 
subasta del espectro radioeléctrico.

5.	 Corrupción: Denuncias sobre corrupción, citando casos emblemáticos 
como Odebrecht y Ruta del Sol.

6.	 Tarifazo nacional: Oposición al aumento de tarifas eléctricas, especial-
mente para estratos 4, 5 y 6, a favor de la empresa Electricaribe.

7.	 Reforma tributaria: Rechazo a beneficios para grandes empresas a cos-
ta de la clase media.

8.	 Salario mínimo: Llamado a un salario que cubra necesidades básicas.
9.	 Cumplimiento de acuerdos: Exigencia de respeto a compromisos con 

diversos sectores, incluyendo FECODE y estudiantes.
10.	 Defensa de la protesta: Reivindicación del derecho a la protesta frente a 

intentos gubernamentales de restricción. (BBC, 2021)

Caso de la Unión Patriótica 
El exterminio de la Unión Patriótica (UP) durante la década de los ochenta y prin-
cipios de los noventa, es un oscuro capítulo en la historia política y social del 
país. Esta sección tiene como objetivo analizar las causas y consecuencias del 
debilitamiento de la UP, un partido político surgido como resultado de las con-
versaciones de paz entre el gobierno del entonces presidente Belisario Betancur 
y las FARC, a mediados de los años ochenta. Desde un enfoque histórico, se 
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examina el contexto en el que se originó y desarrolló este fenómeno, así como 
las repercusiones que tuvo en la política colombiana y en la incansable búsque-
da de la paz en el país.

La genésis del conflicto armado en Colombia se remonta a la década de los 
sesenta, cuando surgieron las guerrillas de las FARC y el ELN, reivindicando la 
lucha contra la desigualdad social y económica en el país y el establecimiento de 
un Estado socialista (Gutiérrez Sanín, 2008). En la década de 1980, el gobierno 
colombiano inició conversaciones de paz con las guerrillas en un esfuerzo por 
poner fin al conflicto armado. En 1982, el presidente Belisario Betancur declaró 
una amnistía general para los miembros de las guerrillas que depusieran las ar-
mas y se incorporaran a la vida política (Cepeda, 2006). Este proceso de paz fue 
acompañado por la creación de la UP en 1985, como resultado de un acuerdo 
entre el gobierno y las FARC, que buscaba integrar a los excombatientes y sim-
patizantes de la guerrilla en la vida política y social del país (Ronda & Sanmartin, 
2015).

La UP nació en 1985 como una coalición política y rápidamente ganó apo-
yo popular y electoral, especialmente en zonas rurales donde la presencia del 
Estado era débil y las guerrillas tenían una fuerte influencia (Dudley, 2004). 
Incluía no solo a exguerrilleros y simpatizantes, sino también a miembros de 
otros grupos políticos y sociales, como el Partido Comunista Colombiano y or-
ganizaciones sindicales y campesinas (Dudley, 2004). En términos generales, la 
plataforma política de la UP abogaba por la justicia social, la reforma agraria, la 
lucha contra la corrupción y la promoción de la paz y la democracia (Ronda & 
Sanmartin, 2015).

El éxito electoral inicial de la UP fue sorprendente. En las elecciones legis-
lativas de 1986, el partido obtuvo 14 escaños en el Congreso y más de 350 000 
votos (Batlle & Puyana, 2013). Además, en las elecciones municipales de 1988, 
la UP ganó alcaldías en varias regiones del país (Dudley, 2004). A pesar que no 
logró mayorías en el Congreso, estos resultados evidenciaban un creciente apo-
yo popular. Pero el optimismo inicial ante este apoyo popular se frustró porque 
la UP sufrió una persecución sistemática que llevó a la desaparición y muerte de 
miles de sus miembros y simpatizantes (Cepeda, 2006). Este triste desenlace 
estuvo marcado por la violencia y la impunidad, y dejó una profunda huella en la 
política colombiana.
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Causas de la desaparición política de la UP
Hay varias causas que explican este desenlace, que pueden ser agrupadas en 
tres categorías: políticas, económicas y sociales (Cepeda, 2006).

Causas políticas
La existencia de la UP representaba una amenaza para los partidos políticos tra-
dicionales y las élites económicas del país, que veían en la UP una competencia 
que podía socavar su poder y control sobre los recursos y la política colombiana 
(Centro Nacional de Memoria Histórica, 2018). Además, la UP enfrentó la hos-
tilidad de las fuerzas de seguridad del Estado, que la percibían como un frente 
político de las guerrillas y un enemigo a combatir (Dudley, 2004), argumento fun-
damentado en el hecho de que la desmovilización de la guerrilla de las FARC fue 
parcial y gran parte de sus estructuras armadas y sus cabecillas continuaron 
alzados en armas luego de la negociación (Bushnell, 2007).

La década de 1990 trajo cambios significativos para el país. Junto a la adop-
ción de una nueva carta constitucional, el gobierno del presidente César Gaviria 
implementó un conjunto de medidas neoliberales, denominadas “apertura eco-
nómica”. Estas medidas, inspiradas en las fórmulas de la banca internacional, 
contemplaban acciones como la privatización de empresas públicas y la reduc-
ción del Estado (Cepeda, 2006). Estas propuestas contrastaban marcadamente 
con el modelo político que las fuerzas de la UP buscaban establecer, situación 
agravada por las divisiones surgidas a partir de la política interna colombiana.

La nueva Constitución Política de 1991 generó espacios políticos con el ob-
jetivo de incluir a minorías, poner fin a la hegemonía de los partidos tradicionales 
—liberal y conservador— y permitir que las regiones se pronunciaran mediante la 
elección popular de alcaldes y gobernadores. Si bien esto facilitó la participación 
de grupos políticos pequeños en diversas regiones, también condujo a una ma-
yor influencia de grupos armados ilegales en la política. El expresidente Álvaro 
Uribe (2002) señaló que el grave error de la Unión Patriótica fue intentar fusionar 
la política con las armas.

Causas económicas
La UP promovía una reforma agraria y la distribución de tierras a los campesinos 
desposeídos, una propuesta que chocaba con los intereses de terratenientes y 
narcotraficantes que poseían extensos latifundios en Colombia (Vargas-Reina, 
2010). Estos grupos, además, temían que, de llegar al poder, la UP impulsara 
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políticas enérgicas contra el narcotráfico, lo que impactaría sus operaciones y 
rentabilidad (Cepeda, 2006). A ello se sumaba la percepción de los narcotra-
ficantes de que la UP representaba una extensión de la guerrilla de las FARC, 
adversa a sus intereses. Esta combinación de factores intensificó la persecución 
hacia los integrantes de la UP (Bushnell, 2007).

Causas sociales
La UP también enfrentó la hostilidad de sectores de la sociedad colombiana que, 
influidos por la polarización política y la propaganda, veían en el partido un ene-
migo a destruir, asociado con la guerrilla y el comunismo (Dudley, 2004).

Consecuencias del exterminio de la UP
El exterminio de la UP tuvo graves consecuencias para la política colombiana y 
la búsqueda de paz en el país. Entre ellas, se pueden destacar las siguientes. En 
primer lugar, se produjo una enorme desconfianza en los procesos de paz y en 
la posibilidad de una solución política al conflicto armado, tanto por parte de las 
guerrillas como de la sociedad colombiana (Medina, 2021). Esto se tradujo en un 
estancamiento del proceso de paz y en el recrudecimiento del conflicto armado 
en el país (Cepeda, 2006).

En segundo lugar, se dio una radicalización de la lucha armada, pues con-
venció a las guerrillas y sus simpatizantes de que la lucha política no era una op-
ción viable para lograr sus objetivos y que el Estado no garantizaba su seguridad 
y protección (Dudley, 2004). Esto llevó a una radicalización de la lucha armada y 
a un aumento de la violencia en el país (Ronderos, 2014).

Por último, produjo impunidad y falta de justicia. La mayoría de los responsa-
bles del exterminio de la UP no han sido llevados ante la justicia, lo que ha gene-
rado un clima de impunidad y ausencia de reparación a las víctimas y sus familias 
(Ortiz, 2023). Esta situación ha contribuido a la desconfianza en las instituciones 
del Estado y a la perpetuación de la violencia en Colombia (Cepeda, 2006).

Implicaciones para el futuro en Colombia
El caso de la UP es una lección importante para el país en su búsqueda de la 
paz y la reconciliación. A medida que Colombia avanza en sus esfuerzos para 
alcanzar una solución política al conflicto armado y la violencia, es crucial te-
ner en cuenta las lecciones aprendidas de este oscuro episodio de su historia 
(Guerra, 2023).
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En primer lugar, destaca la imperiosa necesidad y obligación de brindar pro-
tección y garantías a los actores políticos, especialmente aquellos que provienen 
de movimientos armados o grupos marginales. La experiencia de la UP muestra 
que la falta de garantías y protección puede socavar la confianza en un proceso 
de paz y perpetuar la violencia. Además, se debe fortalecer el Estado de derecho, 
pues en el caso de la UP, fruto de su ausencia, la impunidad y la falta de justicia 
dejaron cicatrices profundas en la sociedad colombiana. Para evitar que la his-
toria se repita, es esencial garantizar que todos los responsables de crímenes 
y de violaciones a los derechos humanos sean llevados ante la justicia (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 2023).

Asimismo, la ausencia de promoción del diálogo y el escaso sentido de re-
conciliación fruto de la polarización y la hostilidad hacia la UP fueron factores 
clave en su exterminio. Para avanzar hacia un futuro de paz y reconciliación, 
es necesario promover el diálogo y la comprensión entre los diferentes acto-
res políticos y sociales en Colombia. Al abordar las causas y consecuencias de 
este trágico episodio, el país puede trabajar para garantizar que no se repitan los 
errores del pasado y avanzar hacia un futuro de paz, justicia y prosperidad para 
todos los colombianos (Alfonso, 2017).

El caso de represión política de la UP en Colombia puso de manifiesto las 
profundas divisiones y conflictos en la sociedad colombiana. Las causas de este 
exterminio pueden ser explicadas —nunca justificadas— por factores políticos, 
económicos y sociales que, en conjunto, llevaron a una violenta persecución y 
exterminio de sus militantes. Las consecuencias de este fenómeno han sido de-
vastadoras para la inclusión de las minorías políticas en Colombia, y han gene-
rado desconfianza, radicalización y un clima de impunidad que aún persiste en 
el país. Para superar este difícil capítulo de la historia colombiana, es necesario 
aprender de los errores del pasado y trabajar en conjunto para construir un futu-
ro de paz, justicia y reconciliación.

Reflexiones y conclusiones
La seguridad política es una dimensión integral de la seguridad humana. Implica 
garantizar la protección y el respeto de los derechos humanos, la estabilidad 
política y la buena gobernanza. En Colombia, la seguridad política ha experimen-
tado varios desafíos, especialmente en relación con la represión política.

La situación actual de la seguridad política en el país es un asunto de gran 
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preocupación. A pesar de los avances logrados con el acuerdo de paz de 2016, 
la violencia contra líderes sociales y el uso excesivo de la fuerza por parte de al-
gunas autoridades continúa siendo un problema. Líderes sociales y defensores 
de derechos humanos son víctimas constantes de asesinatos, amenazas y hos-
tigamientos, lo que pone en peligro la democracia y la paz sostenible en el país. 
Esto implica considerar si la falta de justicia y autoridad van a continuar promo-
viendo los intereses de grupos criminales que, hoy en día, no tienen orientación 
política sino económica.

El uso excesivo de la fuerza, en particular en protestas, no debe generar inse-
guridad ni desconfianza hacia las instituciones estatales, ya que esto puede so-
cavar la estabilidad política y social. Esta problemática no es única de Colombia; 
la represión política se evidencia también en escenarios internacionales. La his-
toria mundial sobre represión política indica que la violencia y la coerción suelen 
ser contraproducentes, ahondando las divisiones sociales y desacreditando al 
Estado.

En Colombia, la historia de la Unión Patriótica es una muestra palpable de 
represión política. La desaparición de este partido, con el asesinato de aproxima-
damente 3.000 de sus miembros entre las décadas de 1980 y 1990, marca uno 
de los episodios más sombríos de la violencia política en el país. Las raíces de 
este trágico evento residen en la intolerancia política, el estigma hacia la izquier-
da, y la colaboración de actores tanto estatales como no estatales. Todo ello 
ha dejado como secuela un profundo temor y desconfianza en la participación 
política.

Para enfrentar estos desafíos, es esencial promover una cultura de respeto 
por los derechos humanos y la diversidad política. Asimismo, es necesario forta-
lecer las instituciones democráticas y garantizar la justicia para las víctimas de 
la represión política. La seguridad humana no se puede lograr sin la seguridad 
política, y esta no se puede alcanzar sin la garantía de los derechos y libertades 
propios de una democracia sólida.
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Resumen: El capítulo desarrolla la noción de represión política en el marco de los desafíos 
de la seguridad humana en Colombia, según el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026. 
Se abordan diversas facetas de la represión, desde la noción de represión estatal plantea-
da por el PNUD en 1994, hasta ciberamenazas que comprometen procesos electorales, y 
el proceso de manipulación detrás de las protestas sociales de 2021, que deriva en actos 
violentos que vulneran derechos fundamentales, amenazan las instituciones y desenca-
denan mecanismos de escalada de la violencia. Se ilustran distintos tipos de represión 
política con casos específicos y se analiza la violencia en las manifestaciones. Se con-
cluye que la represión no es exclusiva de las Fuerzas Militares y de Policía, si bien estas 
tienen el monopolio del uso legítimo de la fuerza, sino que amenaza la seguridad humana 
desde diversos ámbitos. Finalmente, se argumenta que la seguridad humana requiere 
una estrategia integral de todas las entidades gubernamentales. 
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Introducción
Este capítulo comienza con una compilación de hechos para establecer el con-
texto situacional que permita evaluar el impacto de los desafíos provenientes de 
la represión política entendida como una amenaza, en el ámbito de la consolida-
ción de la seguridad política. El objetivo principal es formular recomendaciones 
para abordar las amenazas de esta dimensión, contribuyendo así a mitigar el 
uso indiscriminado de violencia por actores estatales y reducir la consecuente 
pérdida de vidas humanas.

En este proceso, es crucial evaluar las condiciones que comprometen el de-
recho de la ciudadanía a vivir sin miseria, sin miedo y con dignidad. Desde la 
perspectiva de la amenaza de la represión política, se establecerán dos líneas de 
acción. La primera se enfoca en identificar las causas principales que propician 
la represión política en relación con el Sector Defensa. La segunda apunta a for-
mular recomendaciones que destaquen la contribución de las Fuerzas Militares, 
en aras de construir una sociedad respaldada por instituciones estatales que 
respeten los derechos humanos y se evite el control de la ciudadanía median-
te coacción. Todo esto está en concordancia con la nueva visión de seguridad 
propuesta en el Plan de Gobierno 2022-2026. “Colombia, potencia mundial de la 
vida” (Petro & Márquez, 2022).

Es esencialmente el poder, presente en todas las dimensiones del Estado y 
las instituciones que lo integran, el actor que genera represión. Esto puede surgir 
por la ausencia, la mala conducción o la ineficacia de las políticas públicas, o 
bien por su priorización errada, lo que refuerza la vulnerabilidad de las comuni-
dades y aumenta la gravedad de las amenazas que la seguridad humana intenta 
mitigar. Así, el enfoque sobre la represión política se fundamenta en la premi-
sa de una incapacidad estatal para asegurar gobernabilidad en todo el territorio 
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nacional, lo cual afecta la vida, el bienestar y la dignidad de la población. Se trata, 
por tanto, de un problema de capacidad y de gestión de políticas públicas por 
parte del Estado, que no logra responder a las demandas sociales a través de 
un sistema político eficiente y legítimo, tal como lo afirma Camou (2001, p. 36).

Por otro lado, en la ciberseguridad, que constituye un baluarte de la demo-
cracia y un instrumento político, recientemente se ha evidenciado una amenaza 
continua de manipulación de los sistemas de votación para distorsionar los re-
sultados y reflejar una voluntad que no corresponde a la del electorado, ya sea 
por influencia de un partido u otro. Esta perspectiva destapa otro matiz de repre-
sión política a menudo inadvertida.

Acorde a ello, este documento basa su enfoque en la definición de represión 
política propuesta por Gondouin (2018), que coincide con la visión de Camou 
(2001). Según esta definición, la represión política se da cuando los recursos 
del Estado son empleados por sus distintas instituciones para marginar, crimi-
nalizar, e incluso exterminar a aquellos actores sociales disidentes que buscan 
revindicar sus derechos. Esto se realiza mediante los tres poderes del Estado: el 
legislativo, el ejecutivo y el judicial, pero también por parte de grupos económi-
cos con influencia política, que acuden a la represión cuando sus intereses se 
ven amenazados por estas demandas sociales.

Una consecuencia compleja de este fenómeno la plantea muy bien André 
Malraux durante su entrevista para el periódico Le Monde en 1958: “El terrorismo 
provoca la represión, pero la represión organiza el terrorismo”.

La represión política como amenaza para la 
seguridad política
Qué se entiende por represión 
Según el Diccionario de la lengua española, la represión se define como el acto 
o conjunto de actos que, desde el poder, buscan contener, detener o castigar 
con violencia actuaciones políticas o sociales. De acuerdo con Enric Ucelay Da 
Cal (2006, p. 377), es toda acción institucional que tiende a cohibir los com-
portamientos colectivos. En contraposición, desde una perspectiva psicológica, 
Sigmund Freud aborda el concepto en su texto “La represión” (1995, p. 135), en 
el marco del psicoanálisis. Según su visión, la represión está influenciada por 
el principio de placer, en relación con el principio de realidad impuesto por la 
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escasez de bienes, y la analiza a través de tres fases: “represión primaria o pri-
mordial”, “represión secundaria o propiamente dicha” y “retorno de lo reprimido”.

Considerando ambos enfoques, tanto el lingüístico-institucional como el 
psicoanalítico, la represión se revela como una dinámica compleja que puede 
manifestarse tanto en estructuras de poder como en conflictos internos del ser 
humano. Más allá de sus definiciones, la represión tiene un profundo impacto 
tanto en la construcción social como en la individualidad.

Qué se entiende por represión política
Como se mencionó anteriormente, Gondouin (2018) define la represión política 
como el uso de medios por los distintos órganos estatales para marginalizar, cri-
minalizar e incluso exterminar a sectores que plantean reivindicaciones sociales 
y/o políticas. Por su parte, González (2006) la describe como la discriminación 
o acción reguladora estatal sobre individuos u organizaciones que desafían las 
políticas gubernamentales, empleando o amenazando con coerción para debili-
tar su voluntad ante la autoridad.

Thomas Hobbes, uno de los pioneros en abordar el concepto, postulaba la 
coerción como esencia de las relaciones humanas; para él, la sociedad se mantie-
ne por un orden impuesto por unos individuos sobre otros a través de la coerción. 
La represión política, por otro lado, se asocia a la restricción o supresión ilegal e 
ilegítima por parte del poder público del libre ejercicio de derechos políticos funda-
mentales, especialmente ligados a la manifestación de ideas y asociación. 

En contraste, el uso de la fuerza pública, según López (2019), es una atribu-
ción estatal que busca ejercer el monopolio legítimo de la violencia de manera 
profesional y especializada, orientada a minimizar los riesgos y daños de las 
violencias privadas.

Es necesario fundamentar el análisis en el concepto del Informe sobre de-
sarrollo humano del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD, 
1994). Este informe define la Seguridad Humana como una preocupación uni-
versal y propone estrategias que siguen principios de integridad, centradas en 
las personas, de carácter multisectorial, contextual y de prevención temprana. 
Su objetivo principal es la protección y empoderamiento de la población. Para 
ello, identifica siete dimensiones que buscan garantizar la seguridad económica, 
alimentaria, de salud, ambiental, personal, comunitaria y política. Estas dimen-
siones se orientan a mitigar amenazas comunes en la sociedad, asegurando el 
derecho a vivir sin miedo, sin miseria y con dignidad. Sin embargo, vale la pena 
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mencionar que el mencionado informe no solo destaca derechos orientados a 
satisfacer las necesidades de la población, sino también deberes y responsabili-
dades, como el cuidado personal y la importancia de ganarse la vida.

Para abordar adecuadamente el tema en cuestión, tras haber contextualiza-
do la seguridad humana, se destaca la importancia de la dimensión política, que 
busca que las personas puedan vivir en sociedades que respeten sus derechos 
humanos fundamentales. En consecuencia, mitigar las amenazas a esta dimen-
sión implica garantizar la protección de los derechos humanos y del Estado so-
cial de derecho, y prevenir la represión política.

Conforme al Informe sobre desarrollo humano del PNUD (1994), un indica-
dor clave para determinar la inseguridad política en un país es la prioridad que 
un gobierno otorga a su fuerza militar si esto va en perjuicio de otras prioridades 
con su población. Esta premisa se basa en la idea de que, en ocasiones, los 
gobiernos pueden utilizar los ejércitos para reprimir a su propia población. Tal 
indicador se basa en la relación entre el gasto militar y el gasto social; si un go-
bierno prioriza lo militar sobre el bienestar de su población, se crea un desbalan-
ce que puede derivar en represión política. Aunque este postulado fue relevante 
en 1994, eventos como el atentado contra las Torres Gemelas el 11 de septiem-
bre de 2001 y la reciente invasión de Rusia a Ucrania han llevado a los Estados 
a reconsiderar esta perspectiva. Hoy en día, es indiscutible que, para asegurar la 
seguridad humana en sus siete dimensiones, es esencial contar con una capa-
cidad militar robusta que las respalde.

Por otra parte, es relevante referirse a las funciones que le competen a la 
fuerza pública, en ejercicio de sus deberes constitucionales dispuestos en los 
artículos 216, 217, 218 y 223, relacionados con la preservación del orden cons-
titucional, para salvaguardar la vida, la integridad y los bienes de la población a 
través de la represión controlada, siempre observando los derechos humanos y 
el derecho internacional humanitario, toda vez que corresponde a la fuerza pú-
blica ejercer el uso legítimo de la fuerza del Estado. 

La Organización de las Naciones Unidas (ONU), al regular el comportamiento 
de la Fuerza Pública, insta a adherirse a los principios de necesidad y proporcio-
nalidad, así como a las reglas dirigidas a la prevención del delito. Esto implica 
establecer normas y directrices en un código de conducta para los funcionarios 
responsables de hacer cumplir la ley (Asamblea General, Resolución 34/169, 
1979) y determinar los principios básicos sobre el empleo de la fuerza y el uso de 
armas de fuego por dichos funcionarios (Asamblea General, Resolución 45/166), 
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como mecanismos coercitivos para garantizar el respeto a los derechos de la 
comunidad dentro de un marco legal. Así, se comprende la represión como el 
conjunto de herramientas destinadas al control y judicialización de conductas 
que contravienen el orden legal, social, político o moral.

En el contexto mundial, se observa el auge de una práctica que presenta 
una nueva dimensión de represión política vinculada al impacto de las cibera-
menazas en los procesos electorales. La magnitud de este fenómeno invoca el 
artículo 1 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos (OEA, 1948), 
donde se plantea el objetivo de establecer “un orden de paz y justicia, fomentar 
su solidaridad, robustecer su colaboración y defender su soberanía, su integri-
dad territorial y su independencia”. En 2019, la OEA publicó una guía en el marco 
de su programa de ciberseguridad que pretende sensibilizar sobre los peligros 
que las ciberamenazas representan para la democracia en el entorno digital. 
Esta guía, enfocada en el monitoreo y supervisión para asegurar la transparen-
cia del proceso electoral, alienta el fortalecimiento de los marcos legales de los 
países miembros e incluye la promoción de elecciones periódicas y el refuerzo 
de las capacidades de los órganos e instituciones electorales, adaptándose a los 
avances tecnológicos que marcan la vida diaria de una sociedad digital expuesta 
a diversas amenazas. Entre estas amenazas, las amenazas digitales a la demo-
cracia se perciben como una nueva forma de represión política impulsada por 
distintos actores sociales, económicos, políticos y geopolíticos.

Como lo refiere García (2020), el entorno digital ha desencadenado una nue-
va forma de conflictos políticos donde las redes sociales se convierten en armas. 
La falta de regulación y el anonimato de estas plataformas brindan un escudo a 
diversas figuras ilícitas como piratas informáticos, traficantes de información y 
falsificadores.

Actualmente, la gestión y posesión de información se ha convertido en un 
instrumento de poder sin igual; hoy la frase “quien tiene la información tiene el 
poder” es más relevante que nunca. En este entorno digital, el análisis de la in-
formación disponible en línea puede ser aprovechado para influir en decisiones 
políticas, beneficiando a ciertos actores en detrimento de otros. Un claro ejemplo 
de esto es el caso de Cambridge Analytica, que utilizó datos de redes sociales 
para influir en la percepción y elección de los votantes, contribuyendo a la vic-
toria electoral de Donald Trump. Tales empresas, al monopolizar la información, 
están reconfigurando la política, centralizando poder y cambiando la naturaleza 
intrínseca de los procesos democráticos.
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Es menester, entonces, establecer un postulado que integre y articule 
las diversas visiones de represión política, entendiendo este concepto como 
la coacción ejercida por diversos actores políticos para constreñir a la so-
ciedad o comunidad. En este contexto, se identifican los siguientes tipos de 
represión:

1.	 Represión asociada a la participación en política: Se refiere a la nega-
ción del derecho a participar en política y a la libre expresión, ya sea por 
parte de autoridades públicas o grupos delincuenciales y terroristas.

2.	 Represión ejercida por el Estado a través de: 
a. 	 Las Fuerzas Militares: Si bien, en su deber constitucional, son el 

órgano legítimo para reprimir actos violentos que atenten contra 
el orden establecido, su uso por distintos órganos gubernamen-
tales para coaccionar a la población y alcanzar objetivos políticos 
es cuestionado (PNUD, 1994).

b. 	 Las instituciones estatales: Si bien están encargadas de garan-
tizar la seguridad humana mediante la implementación de planes 
de desarrollo y políticas gubernamentales, no siempre ejercen 
adecuadamente su responsabilidad. Esto puede ser debido a ac-
ciones contrarias, indiferencia, omisión o negligencia, lo que pro-
duce un ambiente de represión estatal.

3.	 Represión derivada de la instrumentalización de la sociedad por parte 
de la oposición: Ya sea política, económica, social o criminal, entre otras, 
esta forma de represión implica manipular a las masas durante protestas 
o manifestaciones violentas, con el fin de presionar al Gobierno para que 
tome medidas contrarias o legisle en beneficio de intereses particulares.

Situación actual de la seguridad política en 
Colombia
Como lo plantea el programa de gobierno de Gustavo Petro y Francia Márquez 
(2022, p. 44), en su capítulo 4 sobre la “democratización del Estado, libertades 
fundamentales y agenda internacional para la vida”, donde hay un apartado que 
desarrolla “Una seguridad humana que se mida en vidas”, el gobierno actual es-
tablece unas “Fuerzas Militares para una era de Paz”, que deben concentrar su 
actuar en la promoción del respeto y la garantía de los derechos a la vida, la 
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integridad, la libertad y la seguridad de todos las personas, grupos y comuni-
dades en todo el territorio nacional. Esta concepción se aparta del concepto de 
represión política, toda vez que manifiesta como único actor de coacción a las 
Fuerzas Militares, y deja de lado el principio de integración e interacción entre 
los diferentes estamentos del Estado y sus tres poderes (legislativo, ejecutivo y 
judicial), como bien lo refiere Gondouin (2018). 

Ahora bien, la Comisión de la Verdad (2022, p. 691), que recomienda trans-
formar el sector con base en la nueva visión de seguridad, puntualiza en garan-
tizar la coordinación entre el Gobierno nacional y los gobiernos territoriales, con 
el fin de que los lineamientos de política en materia de seguridad atiendan a las 
necesidades territoriales y de las comunidades y sectores poblacionales, tanto a 
nivel urbano como rural, en concordancia con el principio multisectorial/interins-
titucional. Por otra parte, recomienda revisar y ajustar la doctrina de las Fuerzas 
Militares y de la Policía, conforme a sus roles y misiones, y a la nueva visión de 
seguridad, a través de un proceso transparente y público. En este sentido, la 
Comisión de la Verdad parece desconocer la gestión que ya han adelantado las 
Fuerzas Militares al respecto.

En esa misma línea, es relevante mencionar el Plan Nacional de Desarrollo 
“Colombia, potencia mundial de la vida”, 2022-2026, surgido de 51 diálogos re-
gionales vinculantes, con más de 2115 mesas celebradas a lo largo de varios 
meses y la participación de aproximadamente 250 000 personas. De estos diá-
logos, emergieron más de 89 000 iniciativas, lo que generó gran expectativa en 
la ciudadanía respecto a la atención de sus necesidades y la minimización de 
amenazas, enmarcadas en las siete dimensiones de la seguridad humana.

Este Plan tiene como objetivo convertir al país en un referente en la protec-
ción de la vida. Esto se lograría mediante la construcción de un nuevo contrato 
social que permita superar injusticias y exclusiones que se han perpetuado en 
el tiempo, garantizar la no repetición del conflicto, cambiar nuestro enfoque de 
relación con el ambiente y emprender una transformación productiva basada en 
el conocimiento y en sintonía con la naturaleza.

Las acciones transformadoras propuestas se materializan a través de políti-
cas públicas bajo la responsabilidad de cada sector, ministerio o entidad territo-
rial. Sin embargo, dicha independencia podría impedir una articulación cohesiva 
a nivel estatal, lo que implica el riesgo de que estas políticas sean contrapuestas 
o que dupliquen esfuerzos. En este marco, se identifica un riesgo vinculado al po-
sible incumplimiento de las expectativas ciudadanas. La falta de concreción de 
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las acciones propuestas puede percibirse como una forma de represión política, 
derivada de la indiferencia estatal. En este escenario, la sociedad, pese a su cre-
ciente desesperanza, se mantiene con la ilusión de que, en algún momento del 
periodo gubernamental, se atiendan las problemáticas identificadas en la fase 
diagnóstica del Plan Nacional de Desarrollo. Esto puede eventualmente consti-
tuir un mecanismo para mantener el poder, controlar y subyugar a la población.

Abordar la situación actual de la represión política en Colombia lleva ine-
vitablemente a referirnos a la protesta social de 2021. Esta fue convocada ini-
cialmente como una manifestación en contra de la reforma tributaria, pero se 
sumaron otras voces, como el rechazo del gremio camionero al alza de los com-
bustibles y otras diversas inconformidades ciudadanas. Las protestas fueron 
evolucionando en actos de rebeldía y de exigencias violentas, que cuestionaban, 
desconocían e irrespetaban las instituciones estatales. En este punto, las ma-
nifestaciones ya buscaban la caída de dichos centros de poder y se perfilaban 
como un mecanismo para eliminarlos, lo que podía propiciar una anarquía ge-
neralizada. Si bien es fundamental reconocer estas inconformidades sociales y 
considerar las demandas que emergen de dichos contextos, también se debe 
advertir que la instrumentalización de la protesta social violenta, como se do-
cumentó en diversos medios de comunicación tanto locales como regionales, 
limitó la capacidad del Gobierno para enfrentar la crisis económica, social y de 
salud que la pandemia generó.

Esta protesta fue ampliamente cubierta por diferentes medios de comunica-
ción nacionales e internacionales. Destaca, por ejemplo, Amnistía Internacional 
España, que en su página describió el evento de la siguiente manera: “En el paro 
nacional de 2021, miles de personas salieron a las calles en Colombia para recla-
mar sus derechos a una vida digna, a salud, a trabajo, a mayor igualdad, a vivir en 
paz”. La organización agregó que el gobierno respondió atacando y castigando 
a quienes alzaron su voz. Asimismo, en 2022 mencionaron que las protestas pu-
sieron en el centro de atención las reivindicaciones históricas de las poblaciones 
marginadas del país. La desigualdad, el racismo, la violencia y las consecuencias 
del conflicto armado interno fueron señaladas como causas estructurales fun-
damentales de la explosión social.

Por su parte, la revista Portafolio, medio de comunicación nacional, reportó 
lo siguiente en relación con el impacto económico de la protesta: “La economía 
‘ha perdido $10,8 billones en un mes de paro pese a las protestas pacíficas; los 
2577 bloqueos y los actos vandálicos registrados han paralizado al 22,2 % de las 
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empresas. Se han llevado a cabo 1998 marchas, según datos del Ministerio de 
Defensa’” (Portafolio, 27 de mayo de 2021).

Así, esta protesta social, por un lado, evidenció la inconformidad de la pobla-
ción y sus demandas sociales; pero, por otro lado, también mostró el descontrol, 
su derivación en actos violentos y su transformación en una amenaza, frente a 
la cual la fuerza pública ejerció la represión legitima del Estado para controlar los 
desmanes, en busca de recobrar la estabilidad y el orden constitucional, como lo 
ordena la Constitución Política. 

Una vez hecho un esbozo de la situación actual, se analizaron hechos que 
se enmarcan en el concepto de represión política definido, clasificados según 
sus diferentes tipologías (Tabla 1). Bajo la misma línea, Della Porta analiza la 
protesta social y los mecanismos o etapas de la movilización en la generación 
y el escalamiento de la violencia. La Tabla 2 muestra una comparación de estos 
mecanismos con la situación vivida durante las protestas de 2021 en Colombia. 
Este análisis permite enmarcar la protesta y su escalada violenta en los ocho 
mecanismos de Della Porta, y ver cómo este ciclo de manifestaciones sociales 
en Colombia, que buscaban presionar al Estado y presionar cambios por la fuer-
za en las instituciones, encaja en esta propuesta. Al mismo tiempo, es innegable 
que existe una tendencia a escalar el nivel de represión estatal en la medida que 
se recrudece la violencia y se produce un mayor desorden en las manifestacio-
nes, según la tesis de Malraux.

Tabla 1. Tipologías de represión política

Tipología Evidencia

Coacción / negación de 
participación política

Carlos Ruiz Massieu, jefe de la Misión de Verificación de Naciones 
Unidas, manifestó el 13 de julio de 2023: “De cara a las elecciones 
territoriales de octubre, hago un llamado a los actores armados 
ilegales para que respeten el derecho de la ciudadanía y de 
candidatos y candidatas a participar en una campaña libre de 
amenazas”. 

Gobierno FF. MM.

El 4 de mayo de 2021, France24 informó: “El presidente de Colombia, 
Iván Duque, sacó los militares a las calles de las principales 
ciudades para controlar manifestaciones y disturbios que rechazan 
su reforma tributaria. Acompañado por el comandante del Ejército, 
anunció el sábado que usará la figura de “asistencia militar” para 
combatir “a quienes, por la vía de la violencia, el vandalismo y el 
terrorismo pretenden amedrentar a la sociedad”.
En un artículo del diario El País (diciembre de 2021) se denunció el 
uso desproporcionado de la fuerza por parte de los miembros de la 
Policía y el Escuadrón Móvil Antidisturbios (ESMAD).
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Fuente: Elaboración propia.

Tipología Evidencia

Gobierno Institucionales

N. Ramírez (2021) afirma: “el sentimiento de frustración e 
impotencia ante la vulneración de derechos sin poder acudir 
a una autoridad que rápida y eficazmente atienda quejas y 
solicitudes reduce la confianza de los ciudadanos en el Estado. 
Como se ha sugerido, parte de las razones por las cuales el nivel 
de cumplimiento con la obligación de hacer aportes a pensiones 
es más bajo que en salud, tiene que ver, justamente, con esta 
desconfianza en el Estado y sus instituciones”.

Instrumentalización social

El 29 de abril de 2021, miles de colombianos protestaron contra el 
proyecto de reforma tributaria. Aunque el presidente Iván Duque 
defendió la reforma como esencial para las finanzas nacionales, 
críticos y corresponsales, como Daniel Pardo de la BBC, destacaron 
que esta medida presiona a los sectores de la población que más 
han padecido durante la pandemia en Colombia.

Tabla 2. Comparativo entre los mecanismos en el contexto colombiano

Mecanismos Caso colombiano

El primer mecanismo durante las 
confrontaciones entre agentes del orden y 
manifestantes es la intensificación policial de 
la vigilancia. Es esencial ejercer la represión 
de manera controlada, ya que cualquier 
desproporción deslegitima tanto a la Fuerza 
como al Estado.

Según el Informe del Sector Defensa (Ministerio 
de Defensa, 2021), por orden del Gobierno 
Nacional, se adoptaron medidas para hacer 
frente a la manifestación pública y pacífica 
con el fin de respetar, garantizar y proteger a 
la comunidad en pro de neutralizar y controlar 
la violencia generada, como lo demanda la 
Constitución Política de Colombia, respetando 
los derechos humanos, la diferencia étnica y 
multicultural, así como la protección de los 
líderes sociales.
Este informe enfatiza que el 89 % de los 12 478 
eventos acaecidos debido al paro nacional, 
entre el 28 de abril hasta el 4 de junio, fueron 
pacificos. En esos casos, la fuerza pública 
garantizó la protección y el acompañamiento 
de estas actividades desde el Gobierno. Por 
otra parte, solo 1415 eventos presentaron 
disturbios y acciones violentas que afectaron la 
convivencia.

El segundo mecanismo es la escalada 
competitiva midiendo fuerzas en los ciclos 
de protesta entre los manifestantes de 
movimientos sociales o políticos y las fuerzas 
de seguridad.

CNN (5 de julio de 2021) describió a la primera 
línea como la defensa en las protestas 
antigubernamentales de Colombia. Su objetivo 
es contrarrestar la violencia y los ataques del 
Escuadrón Móvil Antidisturbios (ESMAD) y 
proteger a los manifestantes.
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Mecanismos Caso colombiano

El tercer mecanismo es la activación de redes 
militantes y organizaciones clandestinas.

La BBC (1.º de junio de 2021) menciona que los 
grupos de civiles en defensa de su integridad, 
bienes y honra disparan al lado de la policía 
durante las protestas, así mismo reportan 7 
desaparecidos.
La agencia Reuters (3 de mayo de 2021) 
menciona que Colombia denuncia infiltración 
de protestas por miembros de grupos armados 
ilegales.

El cuarto mecanismo es la segmentación 
organizativa, donde las organizaciones 
clandestinas se convierten en estructuras 
más jerárquicas, se fortalece el papel de sus 
líderes y se reduce la capacidad de decisión 
de sus militantes, especialmente a la hora de 
abandonar la organización.

CNN (5 de julio de 2021) identifica los grupos 
de primera línea en diferentes ciudades del país, 
especialmente en Bogotá y Cali, donde se les 
ha llamado a negociar con las autoridades para 
detener las manifestaciones. Alias “Menticol”, 
integrante de los escudos azules en 2019, 
refiere que fue creada en respuesta a la muerte 
de Dilan Cruz.

El quinto mecanismo es la militarización de 
la acción, cuando aumenta la intensidad de la 
violencia (ataques contra bienes materiales, 
agresiones contra personas, asesinatos 
planeados, etc.) en un intento de supervivencia 
de las organizaciones terroristas.

Coljuristas, en una publicación del 3 de junio 
de 2021, menciona que el Gobierno está 
militarizando el manejo de las protestas que se 
desarrollan en el país, lo cual no contribuye a su 
solución.
Según el Código Nacional de Seguridad y 
Convivencia Ciudadana, o Código de Policía 
(Ley 1801, 2016, art. 170), la asistencia militar 
se define como “el instrumento legal que 
puede aplicarse cuando hechos de grave 
alteración de la seguridad y la convivencia lo 
exijan, o ante riesgo o peligro inminente, o para 
afrontar emergencia o calamidad pública”. En 
estos casos, el presidente de la República se 
encuentra habilitado para disponer en “forma 
temporal y excepcional de la asistencia de la 
fuerza militar”. Esta disposición no indica en 
forma precisa cuáles son las facultades que 
se otorgan al ejecutivo y a los mandatarios 
territoriales pues remite a “los protocolos y 
normas especializadas sobre la materia y en 
coordinación con el comandante de Policía de 
la jurisdicción”.

El sexto mecanismo es el encapsulamiento, 
cuando la violencia política se expresa en la 
manipulación de la narrativa.

El Heraldo (6 de mayo de 2021) informa del 
asesinato de Lucas Villa, estudiante de 37 
años del programa de Ciencias del Deporte y 
Recreación de la Universidad Tecnológica de 
Pereira (UTP).
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Fuente: Elaboración propia.

Ideológicamente, la represión legítima del Estado, desplegada a través de las 
Fuerzas Militares y de Policía durante la protesta social, se encuadra bajo el con-
cepto de poder de Michel Foucault, entendido como un mecanismo de represión, 
autoridad y fuerza, y una facultad para controlar el desorden. Se establece, así, 
que la jerarquía y las mallas de poder, presentes molecularmente en los hoga-
res, forjan de manera inconsciente y anónima una percepción común acerca del 
poder del sistema estatal. Esto genera un sistema para el manejo integral de las 
relaciones de poder, ya sea para excluir o impedir, o para hacer creer y ocultar 
hechos.

Dicho dinamismo del poder desarrolla variantes en la identificación según 
quién lo ejerza en el contexto particular. Esto implica que, en el caso de la movi-
lización social violenta, la mayor concentración de poder en el ejercicio de la re-
presión la tenían los manifestantes debido a su capacidad de convocatoria. Por 
lo tanto, determinar quién detenta el poder detrás de estos actos es relevante al 
trazar una estrategia. En este sentido, se evidencia otra vertiente de la represión 
en función de la población participante, que afectó la movilidad y la seguridad 
del país.

Por otra parte, en relación a estos mismos eventos, el senador Iván Cepeda, 
en una entrevista realizada por Esther Rebollo (2021), señaló que la estrategia 
del Gobierno colombiano de alentar a civiles armados y a policías infiltrados para 
disparar contra los manifestantes podría derivar en un nuevo paramilitarismo. 
Además, instó a la ONU a actuar, argumentando que las simples “declaraciones” 
no son suficientes.

Si bien la protesta social es un medio legítimo para promover cambios en la 
sociedad y exigir derechos a través de la organización social y la acción colectiva 
en el espacio público (González, 2019), también es evidente que en 2021 tuvo un 

Mecanismos Caso colombiano

El séptimo mecanismo es el encierro militante 
según la naturaleza de la organización 
clandestina.

Semana (15 de enero de 2022) presenta un 
reportaje de cómo infiltró la guerrilla del ELN a 
la primera línea. 

El octavo mecanismo es el abandono de 
la clandestinidad; el grupo se transforma 
lentamente en una prisión para aquellos que 
quieren salirse de él.

El Tiempo (15 de junio de 2023) registró la 
noticia de un joven integrante de la Primera 
Línea que habría huido de las disidencias de las 
FARC y ahora estaba huyendo. La familia pide 
ayuda para encontrarlo.
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impacto negativo en el orden público y afectó a la población civil, debido a los 
desmanes que se presentaron y el desconocimiento e irrespeto hacia las insti-
tuciones del Estado.

Por otra parte, en cuanto a las ciberamenazas, el observatorio del Centro 
Javeriana Cyberpro (2022), en su noticia sobre el caso del domingo 13 de marzo 
de 2022 en las elecciones para Congreso y las denuncias asociadas a las fallas 
en los sitios web de la Registraduría y del Consejo Nacional Electoral con el apli-
cativo móvil Infovotantes, confirmó que esto se debió a un ataque cibernético. 
Este caso evidencia el riesgo latente y la vulnerabilidad de los sistemas frente a 
estas amenazas a portales institucionales, clasificados como tipo DoS (Denial 
of Service, o “Negación de servicio” en español) o DDoS (Distributed denial of 
service, o “Negación de servicio distribuido” en español).

En respuesta, se implementó un plan de simulacros para mitigar los ataques 
cibernéticos y poder actuar de manera oportuna. Sin embargo, esto dejó en evi-
dencia cierta incapacidad para prevenir estos ataques con la infraestructura téc-
nica actual, pues se limitan en un enfoque reactivo para responder rápidamente 
ante un compromiso de los sistemas. Según el observatorio, el registrador co-
mentó: “Lo que me reportaron los técnicos es que hubo una actividad inusual 
de los ingresos a la página y la aplicación, alrededor de las 7:45 a. m., pero el 
aplicativo se recuperó rápidamente gracias al plan de contingencia”. De acuerdo 
con el portal, no hubo afectación en el conteo de votos, ya que es un proceso in-
dependiente que no depende de la página de la Registraduría, tal como lo afirmó 
el registrador.

La ausencia de estándares de protección de datos personales y de una le-
gislación adaptada a la dinámica de los avances tecnológicos para salvaguar-
dar la democracia proyecta un alto riesgo en el contexto de estos ciberdelitos. 
Adicionalmente, la manipulación de la información y la propagación de noticias 
falsas se posicionan como elementos de represión política que generan confu-
sión en el electorado y pueden influir en los resultados electorales.

Reflexiones y conclusiones
La seguridad humana (PNUD, 1994) no solo busca garantizar derechos como 
vivir libres de miedo, necesidad o miseria y vivir con dignidad, sino que tam-
bién enfatiza la responsabilidad individual de cuidarse a sí mismos y procurar 
su propio sustento. Así, su enfoque no se centra únicamente en subsidios, sino 
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en crear oportunidades para que las personas accedan a empleos, impulsen la 
economía y mejoren los índices de pobreza, garantizando así una vida digna en 
un entorno seguro.

En cuanto a la seguridad política, y en particular la amenaza de la repre-
sión política, esta se origina en la forma en que se articulan y consolidan las 
políticas de gobierno a través de las instituciones estatales. La represión no se 
limita a una faceta militar; es una manifestación de un Estado que no prioriza 
políticas adaptadas a las necesidades regionales, especialmente en áreas con 
poblaciones vulnerables. Estas zonas carecen de servicios básicos como acue-
ducto, alcantarillado, electricidad y acceso a educación, salud, y enfrentan crisis 
alimentarias y ambientales. Además, estas comunidades viven bajo la amenaza 
constante de grupos delincuenciales al margen de la ley.

A pesar de que las Fuerzas Militares están encargadas de la seguridad, su 
papel no es suficiente para abordar integralmente las siete dimensiones de la 
seguridad humana. Las políticas públicas, distribuidas entre diversos sectores 
y ministerios, carecen de una coordinación efectiva, lo que puede generar es-
fuerzos contrapuestos o duplicados. Esta falta de cohesión se traduce en desa-
tención hacia las necesidades ciudadanas, lo que es percibido como una forma 
de represión política. La desesperanza de la sociedad se alimenta de promesas 
gubernamentales no cumplidas, utilizadas como herramientas de control.

Justamente en las protestas sociales de 2021 en Colombia, el uso del poder 
y control ejercido a través del miedo, la violencia y el sometimiento a la pobla-
ción se destacó como un método de manipulación de masas. En estos casos, 
identificar con precisión a los actores generadores de violencia, así como sus 
causas y objetivos, se vuelve fundamental para enfrentar esta amenaza sin dejar 
de atender a las causas del descontento social. En relación con los ciberdelitos 
que amenazan la democracia, es esencial generar conciencia, tal como señala la 
carta de la OEA, sobre los peligros inherentes al entorno digital, abogando por el 
fortalecimiento del proceso electoral.

Surge, entonces, una cuestión crucial: ¿Cuál entidad debería encargarse de 
articular los esfuerzos del Estado y coordinar las iniciativas de seguridad hu-
mana entre las instituciones? De acuerdo con lo expuesto y conforme a los ro-
les y misiones de las distintas entidades del Estado, el organismo indicado para 
coordinar, articular e integrar estas iniciativas es el Ministerio del Interior o de 
Gobierno, conforme a lo establecido en la Ley 489 de 1998, en su articulo 59:
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Deberes: Formular, coordinar y ejecutar la política pública, los planes, progra-
mas y proyectos en materia de derechos humanos y de derecho internacional 
humanitario. Trabajar en la integración de la Nación con las entidades terri-
toriales y, en seguridad y convivencia ciudadana. Como también en asuntos 
étnicos, comunidad Lesbiana, Gay, Bisexual, Transexual e Intersexual (LGBTI) 
y población vulnerable. Adelantar diversas actividades para fortalecer la de-
mocracia, la participación ciudadana, la acción comunal, la libertad de cul-
tos, la consulta previa y los temas de derechos de autor y derechos conexos. 
Coordinar las relaciones entre la Rama Ejecutiva y la Rama Legislativa, para el 
desarrollo de la Agenda Legislativa del Gobierno Nacional.

Los indicadores propuestos en el Informe sobre desarrollo humano (PNUD, 
1994) para evaluar la represión política necesitan reconsideración, dada la inse-
guridad predominante por falta de políticas estatales en las siete dimensiones de 
la seguridad humana. Es crucial revisar el indicador que mide la amenaza, pues 
no solo debería basarse en el gasto militar en comparación con el gasto social, 
como sugiere el informe. También es esencial considerar las funciones y misio-
nes que cada entidad estatal desempeña para fortalecer la seguridad humana y 
evaluar la actuación global del Estado en relación con la percepción comunitaria 
de seguridad en sus siete dimensiones.

El Plan de Gobierno “Colombia, potencia mundial de la vida” identifica a las 
Fuerzas Militares como el único ente coercitivo. Es vital reevaluar esta premi-
sa, dado que, como se analizó, hay varios actores gubernamentales que pueden 
reprimir a la ciudadanía por indiferencia, omisión o negligencia, impidiendo la 
integración y colaboración entre diferentes instituciones para lograr transforma-
ciones y reducir las amenazas contra la seguridad humana.

Dentro de la perspectiva de este Plan de Gobierno, es esencial definir un len-
guaje unificado con términos claros y específicos, ya que el plan emplea con-
ceptos que pueden interpretarse de manera diferente en el ámbito militar. En 
últimas, se debe procurar construir una democracia que priorice el diálogo y la 
concertación de políticas, y fomente la resolución de conflictos y la promoción 
de los derechos humanos entre los diferentes actores y agentes de la sociedad.
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Seguridad humana, derechos 
humanos y fuerza pública: 
desafíos y avances 			 
en Colombia

Resumen: La seguridad humana pone énfasis en la protección de los seres humanos y 
reconoce la existencia de amenazas multidimensionales a su vida y dignidad. Una de sus 
dimensiones es la seguridad política, que se refiere a la capacidad de las personas de 
vivir en una sociedad que respete sus derechos humanos fundamentales. En el marco de 
esta dimensión, se aborda la violación de los derechos humanos como una amenaza a la 
seguridad humana, y la relación entre seguridad, derechos humanos y fuerza pública en 
Colombia. Se analizan los conceptos, desafíos y la situación actual de la violación de los 
derechos humanos en Colombia, así como las acciones y capacidades desarrolladas por 
la fuerza pública para la protección de los derechos humanos en los últimos años. Si bien 
hay retos aún, se reconoce que la fuerza pública ha avanzado en promover el respeto a 
los derechos humanos mediante la formación de sus miembros.

Palabras clave: conflicto armado; derechos humanos; fuerzas armadas; legitimidad; segu-
ridad humana
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Introducción
El surgimiento del concepto de seguridad humana amplió la perspectiva tradicio-
nal sobre la seguridad, pues pasó de estar centrada en el Estado nación a poner 
el énfasis en los seres humanos en cuanto individuos cuya seguridad puede ser 
amenazada desde múltiples frentes. En este sentido, se trata de una seguridad 
multidimensional que contempla nuevas amenazas que atacan la vida y la dig-
nidad humana, más allá de la nacionalidad de quienes se ven afectados. Por lo 
anterior, la seguridad humana es una noción de carácter universal, que reconoce 
que hay amenazas comunes para toda la gente; interdependiente, pues entiende 
que los problemas que afectan a la población trascienden las fronteras naciona-
les; vela por la prevención temprana, pues considera que el enfoque preventivo 
ahorra costos, y sobre todo es una seguridad centrada en el ser humano, pues 
se enfoca en la seguridad de las personas en la vida cotidiana (Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo [PNUD], 1994).

De acuerdo con el Informe sobre desarrollo humano del PNUD (1994), una 
de las dimensiones en que la seguridad humana se ve amenazada es la seguri-
dad política, es decir, la capacidad de las personas de “vivir en una sociedad que 
respete sus derechos humanos fundamentales” (p. 37). Se trata, entonces, de 
una dimensión de la seguridad amenazada por la represión política, la violación 
de los derechos humanos y la falta de un Estado de derecho eficiente con una 
justicia eficiente. Este capítulo se concentra, especialmente, en la violación de 
los derechos humanos como amenaza a la seguridad humana. Para esto se re-
coge lo que se ha conceptuado respecto a esta amenaza en años recientes, qué 
avances se han hecho para contrarrestarla y qué desafíos al respecto pueden 
encontrarse en la actualidad.
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Es esencial evaluar cómo se ha manifestado tanto la protección como la 
vulneración de los derechos humanos en Colombia en años recientes. Esto se 
hace con el propósito de reconocer los logros del Estado en cuanto a la protec-
ción de esta dimensión de la seguridad y, al mismo tiempo, identificar áreas que 
requieren fortalecimiento. En este contexto, resulta relevante, por una parte, ex-
plorar la relación entre seguridad y derechos humanos y, por otra, considerar la 
interacción entre derechos humanos, normatividad y fuerza pública. Esta última 
es especialmente pertinente dada la marcada preocupación sobre la relación 
entre fuerza pública, seguridad y derechos humanos en el pasado reciente de 
Colombia.

En este sentido, este capítulo comienza con una conceptualización de la 
subdimensión de violación de derechos humanos. Se presentan, además, di-
versas posturas, teorías y explicaciones académicas sobre cómo se han inter-
pretado, protegido y vulnerado los derechos humanos. Con ello, se demuestra 
que la relación entre seguridad y derechos humanos es compleja y demanda un 
enfoque integral, que tome en cuenta los variados escenarios donde los dere-
chos humanos pueden estar en riesgo. En un mundo en constante evolución y 
globalización, es necesario repensar la seguridad y enfrentar los retos con una 
perspectiva que asegure el respeto y protección de los derechos humanos, con 
base en la comprensión de las demandas de seguridad de la población.

En un segundo momento, se explora la situación actual de la subdimensión 
de violación de derechos humanos en Colombia. A través de diferentes autores, 
se evidencia que esta subdimensión requiere una evaluación integral de la segu-
ridad humana en el país. En este mismo apartado, se evalúa la perspectiva sobre 
la seguridad que existe en la fuerza pública, la cual ha experimentado cambios 
significativos en las últimas décadas, pues el Estado colombiano ha hecho es-
fuerzos continuos por fortalecer el respeto a los derechos humanos en el ámbito 
de la seguridad. Se evidencia que se han implementado políticas de capacitación 
y sensibilización, así como mecanismos de control político y veeduría, aunque 
persisten desafíos en la erradicación de prácticas contrarias a los derechos hu-
manos. Es un proceso continuo que requiere la participación de la sociedad ci-
vil, las organizaciones de derechos humanos y la comunidad internacional, para 
promover una cultura de respeto por los derechos humanos en el país.

Finalmente, el último apartado se enfoca en las acciones de la fuerza pú-
blica para la protección de los derechos humanos. Si bien algunos autores ci-
tados muestran cierto escepticismo al respecto, se demuestra que el Estado 
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colombiano ha buscado cumplir con la normativa internacional en la materia y 
ha reflexionado sobre cómo abordar la seguridad en medio del complejo con-
flicto armado del país. En este contexto, se debe destacar el compromiso de la 
fuerza pública en respetar y garantizar los derechos humanos, evitando interferir 
en su disfrute y brindando las condiciones para su plena realización. Por lo ante-
rior, se busca mostrar parte de la evolución de la política de derechos humanos 
y de (DIH) en el sector defensa, así como los avances en formación, educación e 
instrucción al respecto para la fuerza pública. 

Para concluir, se ofrecen algunas reflexiones sobre la implementación de 
políticas y acciones que fortalezcan la protección de los derechos humanos por 
parte de la fuerza pública. Se destaca que, a pesar de los desafíos persistentes, 
se han realizado progresos en la capacitación en derechos humanos y en el sos-
tenimiento de la disciplina. Sin embargo, es esencial continuar reforzando los 
mecanismos de supervisión y control para eliminar prácticas que atenten contra 
los derechos humanos. Además, se subraya que la fuerza pública ha establecido 
operaciones destinadas a proteger los derechos humanos, lo que ha debilitado 
al crimen organizado. También ha implementado acciones para resguardar los 
recursos naturales, identificándolos como elementos que pueden amenazar los 
derechos humanos desde un enfoque de seguridad humana.

La subdimensión de la violación de derechos 
humanos
Las progresivas transformaciones que se han venido dando en el sistema in-
ternacional, como la globalización y la mayor interconexión entre países, han 
generado nuevas amenazas para los Estados, para la vida y la seguridad de los 
individuos que los conforman. Estas amenazas, sin embargo, requieren que las 
necesidades y la seguridad de la población sean entendidas en ese mismo con-
texto de globalización y de interdependencia, pues, como se señaló, los riesgos 
y amenazas a la seguridad no solo atañen a los intereses de los Estados, sino 
que tienen lugar en la vida cotidiana de individuos cuyo bienestar se puede ver 
afectado por amenazas que trascienden la esfera nacional. En coherencia, esta 
perspectiva implica también reevaluar la separación entre la esfera internacio-
nal y la esfera interna de cada Estado, pues, si bien en este siglo han surgido 
y perviven diversos conflictos internos alrededor del mundo, algunos pueden 
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tener aspectos en común debido al “importante y marcado componente econó-
mico, en donde la pobreza se convierte en fuente y catalizador de las amenazas” 
(Devia & Niño, 2015, p. 90). 

Adicionalmente, la respuesta individual del Estado puede ser insuficiente 
para proteger la dignidad y la integridad del individuo, especialmente porque el 
objeto de protección deja de estar centrado en la seguridad del Estado y em-
pieza a enfocarse en las personas. Por lo anterior, desde la seguridad humana, 
el Estado no es el único actor relevante para garantizar la seguridad, sino que 
las organizaciones internacionales, o incluso el sector privado, pueden generar 
estrategias en pro del bienestar del individuo y la preservación de la dignidad hu-
mana. Esto es especialmente cierto en el caso de los derechos humanos, pues, 
como señala Fernández (2020), en la esfera nacional suelen ser los que están 
vinculados en la Constitución, mientras que los derechos humanos suelen hacer 
parte de la esfera internacional, pues es allí donde existen los tratados y conve-
nios que más defienden este tipo de derechos, es decir, “aquellos derechos que 
tiene una persona por el hecho de ser tal” (p. 90). 

Con todo, tanto los derechos fundamentales como los derechos humanos 
se ven expuestos a amenazas que van más allá de la noción tradicional de se-
guridad. Aspectos como la crisis económica, la globalización, las exigencias 
medioambientales, entre otros, no son solo nuevos retos, sino que superan la 
esfera nacional desde la cual se concebía la seguridad tradicionalmente. En este 
sentido, los Estados ya no pueden considerar que estos problemas son relevan-
tes únicamente dentro de sus fronteras, por lo cual deben actualizar sus catego-
rías jurídicas y sus formas de garantizar la seguridad.

Por lo anterior, la relación entre seguridad y derechos humanos es bastante 
compleja. De acuerdo con Fernández (2020), esta relación puede ser compren-
dida tanto en términos negativos como positivos. Es decir, se puede concebir en 
sentido negativo como una relación en la que la seguridad y los derechos huma-
nos se contraponen, de modo que a mayor seguridad habría menor libertad, o, 
en sentido positivo, de modo que a mayor seguridad habría un “mejor ejercicio 
de los derechos humanos” (p. 89). En efecto, la búsqueda de equilibrio entre la 
seguridad y la libertad es un reto real que, sin embargo, en los Estados democrá-
ticos siempre debe suponer que se mantengan las garantías sobre los derechos 
humanos. No obstante, de acuerdo con Fernández (2020), los derechos no son 
absolutos y pueden existir situaciones que justifiquen su limitación. Por ejem-
plo, los derechos fundamentales pueden tener límites externos, por cuanto su 
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ejercicio puede ser limitado mientras se asegure y se reconozca el respeto de los 
derechos y libertades de los demás. 

En coherencia con lo anterior, ciertas exigencias de seguridad podrían con-
figurar límites legítimos a los derechos fundamentales, no así a los derechos 
humanos. No obstante, toda limitación debe mantener el principio de proporcio-
nalidad y ser justificada. En el caso de Colombia, la Constitución nacional con-
templa la posibilidad de hacer uso de estados de excepción en momentos donde 
se requiera por motivos de seguridad; sin embargo, como lo afirma la misma 
Carta constitucional, aun en estos casos no pueden suspenderse los derechos 
humanos ni las libertades fundamentales.

El lugar de la fuerza pública en la protección de la seguridad y en relación 
con los derechos humanos ha sido bastante complejo, ya que en algunas nacio-
nes se ha permitido a las Fuerzas Militares tener un rol dentro de la seguridad 
interna sin que se haya declarado una situación excepcional. Esto puede llevar, 
según Fernández (2020), a que se difuminen las líneas entre las funciones de 
las Fuerzas Militares y las de Policía. Al respecto, la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, en 2006, señaló que las Fuerzas Militares no debían ser 
usadas para disturbios internos, pues estas fuerzas están más entrenadas en la 
derrota del enemigo. 

Desde una postura positiva de la relación entre seguridad y derechos hu-
manos, puede contemplarse que un mayor desarrollo de la seguridad permite 
un mejor ejercicio de los derechos, ya que descuidar la seguridad puede llevar a 
situaciones que limiten las posibilidades de la ciudadanía a ejercerlos. Por ello, 
de acuerdo con Fernández (2020), la seguridad pública es una política pública 
imprescindible, que debe implementarse desde la óptica de los derechos huma-
nos y, por lo tanto, desde las garantías procesales y la protección judicial (p. 96). 
De hecho, para las organizaciones es claro que la seguridad es una base para 
el ejercicio de los derechos; por ejemplo, documentos como el Informe sobre 
seguridad ciudadana y derechos humanos de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (2009) resaltan el papel de la seguridad como responsa-
bilidad del Estado. No obstante, desde la perspectiva de la seguridad humana, 
como se mencionó, se amplía el concepto de seguridad para llevarlo al individuo 
y no solo al Estado.

La seguridad humana, entonces, implica a su vez una transformación en la 
comprensión de la paz, ahora desde una concepción positiva y no solo como la 
ausencia de la guerra. En este sentido, se considera que una paz lograda solo 



824

Seguridad humana y construcción de patria en defensa de la vida
Volumen III: Seguridad comunitaria y política

por medio de las armas es insuficiente, ya que el fin de las hostilidades es solo 
una parte de la paz y la seguridad. Por lo anterior, en la actualidad hay espacios 
donde se habla de una paz insegura, por ejemplo, en naciones donde se han re-
ducido los conflictos armados, pero aún suceden muertes violentas.

Para Muñoz (2018), el concepto de la seguridad humana, como se ha expli-
cado acá también, se ha desarrollado como una crítica constante a los modelos 
militaristas basados en el modelo de la Doctrina de la Seguridad Nacional; sin 
embargo, para este autor también se ha formado una nueva ortodoxia que re-
produce una vez más una visión militarista sobre la seguridad. Así, si bien con 
el Informe sobre desarrollo humano (PNUD, 1994) se amplió la perspectiva de 
seguridad y se especificaron distintas dimensiones de amenazas para la segu-
ridad humana, también en ocasiones el concepto de seguridad humana podía 
ser usado para justificar intervenciones en otros países con el fin de garantizar 
la seguridad global. De este modo, la seguridad humana podría funcionar como 
un dispositivo “de control que posibilita la administración de los desórdenes y la 
gestión de riesgos derivados de la inseguridad que algunos Estados débiles, falli-
dos o subdesarrollados representan para la seguridad de otros asumidos como 
fuertes o desarrollados” (Muñoz, 2018, p. 24).

Esto tiene que ver con la definición misma de seguridad humana, pues, se-
gún Muñoz (2018), con el surgimiento de este concepto y la ampliación de sus 
dimensiones, se generó una relación compleja entre la seguridad, los derechos 
humanos y el desarrollo humano, debido a la dificultad de definir lo que es propio 
de la esfera de la seguridad y diferenciarlo del desarrollo de los derechos huma-
nos. A esto se suman los cambios en la esfera internacional, donde fenómenos 
como la globalización han conllevado nuevos desafíos en términos de seguri-
dad, por cuanto la frontera entre el interior y el exterior del Estado se desdibuja 
cada vez más. 

Esto ha provocado que el concepto de seguridad humana se deje de usar 
como se pensó inicialmente, pues es en la esfera internacional algunos Estados 
lo han usado para justificar relaciones de sujeción de unos Estados sobre otros, 
con el pretexto de proteger los derechos humanos. De este modo, la seguridad 
humana podría usarse, o bien como una doctrina que sustenta la intervención 
de unos Estados en otros, cuando hay afectaciones graves a los derechos hu-
manos, o bien como un concepto que fomenta el desarrollo de algunas regiones, 
con el fin de evitar que allí se generen problemas de seguridad que eventualmen-
te pueden llegar a contagiar otros países. 
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En el primer caso, la declaración de universalidad de la seguridad huma-
na podría verse en riesgo, pues, en términos prácticos, de acuerdo con Muñoz 
(2018), existe una división marcada entre países. Por un lado están los Estados 
desarrollados de Occidente, que pueden proveer seguridad humana, y por otro 
lado están los del llamado tercer mundo, que no pueden proveerla y, por tanto, 
deben ser intervenidos. Con respecto al segundo caso, la relación entre desa-
rrollo y seguridad se basa en “la idea de que, por medio del desarrollo, se puede 
alcanzar la seguridad internacional” (Muñoz, 2018, p. 37). En este sentido, se 
supone que las situaciones de pobreza pueden generar contextos de inseguri-
dad que se extienden más allá de las fronteras de los países. Para solventar este 
riesgo, sería necesario fortalecer esferas como la educación, la capacidad de 
ahorro, entre otros factores que pudiesen empoderar a la población afectada. En 
este sentido, desde la seguridad humana se asume que el escaso desarrollo de 
los países pobres y las guerras que se pueden generar en ellos son un problema 
de seguridad. No obstante, para Muñoz (2018), este factor también puede gene-
rar un control biopolítico sobre los países subdesarrollados y sus poblaciones, lo 
cual sería una continuación de la Doctrina de la Seguridad Nacional.

Como se observa, la relación entre seguridad y derechos humanos es bas-
tante compleja, ya que, desde la perspectiva de la seguridad humana, se debe 
contemplar no solo una nueva visión de la seguridad, sino las múltiples esferas 
desde las que los derechos humanos pueden verse amenazados y, por tanto, 
atender cada uno de estos escenarios en un mundo cambiante, global y cada 
vez más interconectado. Adicionalmente, existen diferentes perspectivas teóri-
cas acerca de las implicaciones y de cómo debería implementarse la seguridad 
humana.

Situación actual de la violación de derechos 
humanos
En el caso de Colombia, Devia y Niño (2015) realizaron un balance del estado de 
la seguridad humana para 2015. Para ello, tomaron como indicador el número 
de homicidios en el país, donde se evidenció entre 2000 y 2012 una reducción 
en la tasa de homicidios de más del 50 %; sin embargo, para 2015, el país seguía 
estando entre los países con mayor tasa de homicidios del mundo. Con respecto 
a las variables económicas y, específicamente, su impacto en las condiciones de 
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la población del país, los autores hicieron uso del índice de Gini, con lo cual en-
contraron que los índices de desigualdad no solo eran bastantes altos, sino que 
no presentaron mayores cambios durante los años evaluados. Para los aspec-
tos sociales se contempló el índice de desarrollo humano, que evalúa aspectos 
como la expectativa de vida, los años promedio de escolaridad y el producto 
interno bruto (PIB) per cápita; en el año 2014, Colombia ocupaba el puesto 98 
de 187 en la evaluación de este índice, lo cual mostraba amplias necesidades 
de mejora.

Por otro lado, con respecto a la medición de los elementos políticos de la 
seguridad humana, la evaluación se hizo “en función de la percepción en temas 
de participación política y confianza en las distintas instituciones de gobierno” 
(Devia & Niño, 2015, p. 98). Para ello, con base en una encuesta realizada por la 
Corporación Latinobarómetro en 2013, se estableció que para este año había 
una baja credibilidad en el sistema político colombiano. Particularmente en lo 
que se refiere a la protección de los derechos humanos, la encuesta preguntaba 
cómo consideraban la gestión del gobierno de entonces al respecto, encabezado 
por Juan Manuel Santos. Se registró casi una paridad en la respuesta, ya que 
509 personas consideraban que la gestión era mala, mientras 463 consideraban 
que era buena. 

Adicionalmente, otro aspecto que debe tenerse en cuenta en la experiencia 
colombiana son los problemas de violación de derechos humanos en el marco del 
conflicto interno, en lo cual se han involucrado grupos insurgentes, grupos arma-
dos ilegales y también el Estado. Garay y Pérez (2018) remarcan que el reconoci-
miento de los grupos guerrilleros como actores beligerantes en 2011 por parte del 
Estado colombiano recompuso la problemática acerca de cómo se comprendía la 
implementación de los protocolos y los acuerdos internacionales sobre derechos 
humanos y sobre DIH (p. 90). Para estos investigadores, fueron las condiciones del 
Acuerdo Final de paz con la guerrilla de las FARC las que propiciaron la interven-
ción de actores de la comunidad internacional para dar garantías a la reformula-
ción e implementación de estándares internacionales en materia de protección de 
derechos humanos. Los acuerdos enuncian una serie de amenazas y violaciones 
a los derechos humanos debido a las tensiones y conflictos históricos sobre la 
tenencia de la tierra en sectores rurales del país (Garay & Pérez, 2018, p. 92), así 
como por la violencia política, que se recrudeció desde la mitad de la década de 
los ochenta, y la posterior emergencia de grupos paramilitares que comenzaron a 
disputar el control territorial con los grupos guerrilleros.
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La implementación del Acuerdo Final pone de manifiesto que el Estado debe 
ser el garante de los acuerdos, donde es fundamental la protección de los de-
rechos humanos en el marco del conflicto interno (Garay & Pérez, 2018, p. 97). 
Esto, a su vez, evidencia una serie de retos en materia de seguridad, para lo cual 
la fuerza pública juega un papel fundamental, “enfocada en tres ejes: la promo-
ción y garantía de los derechos humanos, el fortalecimiento de la estabilidad 
para garantizar la paz y el fortalecimiento de la seguridad y la defensa nacional” 
(Garay & Pérez, 2018, p. 97). Es en este punto donde se da la recomposición so-
bre la comprensión del DIH y el derecho internacional de los derechos humanos, 
ya que el nuevo panorama de amenazas a la seguridad, donde intervienen reduc-
tos de las FARC, grupos disidentes, grupos delincuenciales organizados (GDO) y 
grupos armados organizados (GAO), delimita el accionar de la fuerza pública en 
función de los compromisos y protocolos internacionales (Garay & Pérez, 2018).

De esta manera, de acuerdo con la ONU, el conflicto no internacional ha al-
canzado características de emergencia compleja, razón por la que exige una 
respuesta internacional (Garay & Pérez, 2018, p. 99). Por ello, la modernización 
de la fuerza pública se da en función del Acuerdo Final y los informes del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas, que insiste en que todo uso de la fuerza 
por parte del Estado debe estar conforme con el derecho internacional de dere-
chos humanos, salvo las acciones en contra de los grupos guerrilleros clasifica-
dos objetivamente como grupos armados organizados, a los que se les aplica el 
DIH (Garay & Pérez, 2018, p. 101).

En suma, siguiendo a estas autoras, las condiciones del conflicto interno y el 
acuerdo de paz han abierto un nuevo horizonte de reapropiación sobre las ma-
neras en que se ha entendido y aplicado la protección de los derechos humanos 
y el DIH. De esta forma, en enfoque de la seguridad humana exige replantearse 
en función de estas nuevas condiciones, con el objetivo de “generar estrategias 
para garantizar la seguridad humana, lo cual debe ir de la mano con el respeto 
de los derechos fundamentales, categorías esenciales para el logro de una paz 
estable y duradera” (Garay & Pérez, 2018, p. 100).

Señalado lo anterior, es evidente que se requiere una evaluación del estado 
de la seguridad humana en Colombia con respecto a la protección de los de-
rechos humanos y su violación. Para ello es importante seguir construyendo y 
fortaleciendo la visión de la seguridad para la fuerza pública así como las accio-
nes para mejorar el conocimiento y aplicación de acciones de protección de los 
derechos humanos.
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La perspectiva sobre la seguridad en la fuerza pública
En este apartado se expone cómo ha cambiado la perspectiva de seguridad para 
la fuerza pública en las últimas décadas. De acuerdo con Rodríguez (2013), des-
de la segunda mitad del siglo XX la comunidad internacional ha hecho esfuerzos 
por establecer normas mediante las cuales los Estados reconozcan y protejan los 
Derechos Humanos. Finalizando la Guerra Fría, estos esfuerzos llevaron a una ma-
yor preocupación por la interiorización de estos derechos en el quehacer y en la 
formación de la fuerza pública. A partir de una fuerte iniciativa, se empezó a fo-
mentar desde Estados Unidos, por medio de la instrucción y la cooperación militar, 
que la fuerza pública de Latinoamérica empezará a sensibilizarse sobre la protec-
ción de los derechos humanos en todas sus actividades (Rodríguez, 2013, p. 144). 

No obstante, de acuerdo con Rodríguez (2013), si bien esta tendencia fue im-
portante en Latinoamérica, en el caso de Colombia, debido a las condiciones del 
conflicto armado de comienzos de los años noventa, la fuerza pública presentó 
una “inusitada dureza a la hora de tratar los grupos ilegales y sus colaborado-
res”. Sin embargo, esto puede evaluarse y contrastarse a la luz de los avances en 
entrenamiento y capacidades de protección de los derechos humanos por parte 
de la fuerza pública. 

El Estado Colombiano y su fuerza pública han buscado de manera perma-
nente velar por la protección de los derechos humanos. Por ello se acogieron al 
Estatuto de Roma en 2002, aunque haciendo explícita “una reserva de nueve años 
para que este marco jurídico internacional no aplicara a Colombia” (Rodríguez, 
2013, p. 146). Según Rodríguez (2013), que el Estado se haya acogido al Estatuto 
de Roma generó algunas inquietudes entre miembros de las instituciones arma-
das, ya que podrían ser juzgados por una instancia supranacional en el caso de 
delitos de lesa humanidad. Adicionalmente, desde la perspectiva de Rodríguez 
(2013), si bien el Estado colombiano muestra una legislación fuerte en pro de los 
derechos humanos, es necesario hacer mayores esfuerzos para que dicha legis-
lación se refleje en la práctica de todos los miembros de las Fuerzas Militares, 
trabajando en su interiorización de estos principios y en el control político y vee-
duría sobre las Fuerzas Militares.

En este sentido, la cuestión fundamental sería explicar por qué el comporta-
miento de algunos miembros de las Fuerzas Armadas no se ajusta al marco nor-
mativo de la defensa de los derechos humanos. Al respecto, Rodríguez (2013) 
argumenta que, en los países con conflictos, como Colombia, la tropa suele ser 
muy profesional en términos técnicos para enfrentarse en guerra de guerrillas; 
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sin embargo, se debería profundizar valores como el deber con la ciudadanía, 
pues las tropas se quedan con una visión muy centrada en el servicio de la patria, 
pero alejada del ciudadano civil.

En esto coincide, en parte, Andrade (2017), quien señala que la década de los 
noventa marcó un punto de inflexión, cuando hubo mayor injerencia civil en los 
temas de defensa y seguridad nacional, así como esfuerzos por limitar la auto-
nomía militar. Por ese motivo, en la Constitución de 1991 se reformó la estruc-
tura del Estado y se formularon medidas judiciales para clarificar “las relaciones 
cívico-militares en el marco de la supremacía civil” (Andrade, 2017, p. 152). No 
obstante, el autor señala que hay quienes son escépticos con respecto a la va-
loración de los avances del control civil sobre el poder militar, pues, a pesar del 
mayor conocimiento sobre DIDH y el DIH por parte de la fuerza pública, perviven 
algunas violaciones a ellos. Debido a esto, hay que profundizar en la profesiona-
lización y el control, como se ha señalado. 

Para comprender y discutir lo anterior, es importante analizar cómo se ha 
desarrollado el conflicto en la región y cómo esto se ha relacionado con la se-
guridad humana y los derechos humanos. En primera instancia, es importante 
comprender las características del conflicto en Colombia y cómo se ha buscado 
enfrentar el conflicto de acuerdo con estas características y las normas vigentes. 
Al respecto, es importante señalar que, para entender el conflicto en Colombia y 
cómo debe gestionarse la seguridad, es fundamental integrar una amplia gama 
de sectores que también se ven afectados por las problemáticas de la seguridad, 
no solo en Colombia, sino en la región andina en general.

Tickner y Mason (2002) consideran que el desarrollo de la seguridad humana 
en la región andina debe tener en cuenta las comunidades locales subregionales 
e indígenas, además de los actores políticos que tienen influencia transnacional 
en esta región. Así, la cualidad transnacional es un factor que ha tomado gran 
protagonismo, ya que es necesario buscar estructuras de seguridad humana 
en las prácticas globales. Para el caso colombiano, las acciones delictivas de 
grupos guerrilleros y paramilitares en las fronteras con Venezuela y Ecuador son 
ejemplos de la naturaleza transnacional de la crisis colombiana que se estaba 
consolidando a inicios del milenio. Asimismo, la participación de actores no gu-
bernamentales, como inmigrantes y grupos armados, hace parte de estas diná-
micas (Tickner & Mason, 2002, p. 140).

Por otro lado, Bernal (2012) ofrece un análisis sobre los vínculos y tensio-
nes entre los derechos humanos, el desarrollo humano y la seguridad humana 
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a partir del caso de las personas desplazadas internamente en Colombia, bajo 
la Sentencia T-025 de 2004 de la Corte Constitucional. Esto es relevante, ya que 
una característica fundamental del conflicto armado es que ha generado innu-
merables desplazamientos internos. Bernal acota la noción de seguridad hu-
mana como un proceso en el cual el Estado debe proteger la seguridad de las 
personas. De esta manera se pueden garantizar derechos como la libertad para 
vivir sin miseria —freedom from want— y la libertad para vivir sin miedo —free-
dom from fear—. (Bernal, 2012, p. 189) 

Adicionalmente, Bernal (2012) también indica que la comprensión de la segu-
ridad humana ha trasladado la prioridad de la seguridad territorial hacia la segu-
ridad de las personas. Asimismo, la seguridad humana ha llevado a repensar la 
intervención —con el fin de proteger los derechos de los ciudadanos— desde los 
límites de un Estado a considerar la seguridad individual de los seres humanos a 
nivel global (Bernal, 2012, p. 196). Para la autora es importante señalar que el dis-
curso de la seguridad humana proviene de los Estados, bajo concepciones y pre-
siones de la comunidad internacional, por lo que no se evidencia un rol activo de la 
sociedad civil y actores no estatales. Respecto al vínculo entre derechos humanos 
y desarrollo humano, Bernal afirma que la perspectiva del desarrollo ha aceptado 
la importancia de los derechos humanos por influencia internacional, en busca 
de promover la acción orientada por procesos centrados en los humanos (Bernal, 
2012, p. 192). No obstante, en el plano discursivo también se encuentran algunas 
disyuntivas: existe un gran riesgo de que los derechos humanos sean cooptados o 
instrumentalizados por los discursos del desarrollo humano (p. 201).

Ahora bien, el caso de la Sentencia T-025 (Corte Constitucional, 2004) es 
analizado por la autora para evidenciar las discusiones y limitaciones que se die-
ron desde la rama judicial del poder estatal para dar cuenta de violaciones de de-
rechos fundamentales de ciudadanos que fueron forzados a desplazarse de sus 
lugares de vivienda debido al actuar de grupos guerrilleros —como las FARC— y 
paramilitares. Se evidencia que las altas condiciones de vulnerabilidad en ma-
teria de vivienda, salud, educación, acceso a servicios públicos, entre otros, es 
producto de la falta de actuación por parte del Estado para implementar políti-
cas públicas que logren contrarrestar y atender estas contingencias de manera 
inmediata. Bernal (2012, p. 209) afirma que las personas con desplazamiento 
interno forzado tuvieron acceso a necesidades básicas de subsistencia hasta 
el año 2011, a pesar del dictamen del fallo —en el año 2004— y las protestas de 
defensores de derechos humanos.
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La creación e implementación de políticas públicas para atender las nece-
sidades de las personas desplazadas internamente no es suficiente, ya que que 
este fenómeno va más allá de la protección de los derechos humanos individua-
les. También se integra a una agenda social más amplia: el fortalecimiento de las 
instituciones del Estado y el empoderamiento de las comunidades marginadas. 
En ese sentido, las violaciones estructurales de las que estas poblaciones han 
sido víctimas también están sujetas a necesidades de desarrollo y estrategias de 
seguridad (Bernal, 2012, pp. 208-209). Para el fallo, la única responsabilidad del 
Estado se encuentra en la omisión sobre políticas públicas para proteger a las 
personas desplazadas (p. 210).

En el fallo tampoco se profundizó sobre las lógicas de incursión de los gru-
pos armados ilegales sobre los territorios. La autora indica que varias investiga-
ciones ya dan cuenta de que la tenencia de la tierra y su invasión y expropiación 
violenta se rigen por la intención de mantener el control de tierras con objetivos 
económicos. La apropiación de territorios por parte de grupos armados, como 
se dio esencialmente en la lucha entre la guerrilla de las FARC y los grupos para-
militares, no tiene una finalidad exclusivamente política, sino también económi-
ca (Bernal, 2012, p. 212).

Esta situación de conflicto lleva a preguntarse cuál ha sido la capacidad del 
Estado para enfrentar estas amenazas. Según Tokatlian (2002), para principios 
del milenio, el Estado presentaba una fuerte debilidad institucional e incapacidad 
para proteger a la ciudadanía. De acuerdo con este autor, la magnitud de movi-
mientos guerrilleros, mafias organizadas y bandas criminales parecía disminuir 
la posibilidad del Estado de actuar en defensa de la población civil y establecer 
una soberanía institucional y territorial que consolidara el orden constitucional. 
En este contexto, Tokatlian (2002) considera las posibilidades de intervención 
que estaban calculando los Estados Unidos mediante el Plan Colombia, un pro-
yecto, según este autor, de intervencionismo de “viejo cuño” con el que se ofrecía 
un apoyo de orden militar mediante tropas, armas, entrenamiento, información, 
entre otros aportes (Tokatlian, 2002, p. 172). 

Este plan también contemplaba crear un “cerco diplomático” de los países 
fronterizos con Colombia y también de aquellos que sufrían en las enredadas 
rutas del narcotráfico, con el fin de generar presión o apoyo sobre los conflictos 
que sucedían en esos territorios transnacionales, de modo que tuviese un im-
pacto para contrarrestar estas condiciones que amenazaban la seguridad hu-
mana; a fin de cuentas, la población civil no combatiente era la más afectada. 
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En suma, desde el concepto de seguridad humana, entre la década de 1990 y 
el 2000 se empezó a barajar la posibilidad de comprender el conflicto interno 
armado como un fenómeno multidimensional y de orden transnacional. No obs-
tante, la concepción de seguridad aún estaba atada a la resolución militar como 
uno de los principales modos de contrarrestar y eliminar los factores de insegu-
ridad en la región.

Pese a lo anterior, de acuerdo con Forero (2002), durante el gobierno de 
Andrés Pastrana se buscó desarrollar un fuerte conocimiento de los derechos 
humanos dentro de la fuerza publica lo que llevó a una reducción de las de-
nuncias, aunque lamentablemente algunos miembros siguieron involucrados en 
situaciones de violación de derechos humanos. También durante este gobierno, 
de acuerdo con Illera & Ruiz (2018), se llevó a cabo un fortalecimiento de las 
Fuerzas Militares que, si bien tuvo como objetivo la lucha antinarcóticos, ofre-
cería los recursos necesarios para la lucha contrainsurgente que retomaría el 
gobierno de Álvaro Uribe, tras la deslegitimación pública de los procesos de paz. 
En este contexto se instaura la política de Seguridad Democrática, que conllevó 
un abordaje más agresivo por parte del gobierno contra la insurgencia armada. 
Estos sucesos, además, fueron acompañados de un proceso de paz con las au-
todefensas y un debate público sobre algunas posibles vinculaciones entre estas 
y las Fuerzas Militares.

Por lo anterior, un punto de debate importante ha sido el impacto de la po-
lítica de Seguridad Democrática del gobierno de Álvaro Uribe en las relaciones 
cívico-militares, al entender que la responsabilidad sobre la seguridad no debe 
caer exclusivamente en la fuerza pública, sino que es una responsabilidad com-
partida entre el Estado y la sociedad. De acuerdo con las lecturas oficiales, esto 
implicó un esquema en el que se establecían responsabilidades bajo estricto 
control civil y dentro del respeto de la ley. No obstante, para Andrade (2017), esto 
no es tan claro, pues al mismo tiempo dicha política podría haber implicado una 
conducción bélica del conflicto. 

Por otro lado, para Cruz (2016), “durante el gobierno de Uribe se reactivó 
la Doctrina de la Seguridad Nacional (DSN)” (p. 13), que además desconocía el 
conflicto armado y lo diagnosticaba como amenaza terrorista. De acuerdo con 
este autor, durante el gobierno de Álvaro Uribe, se mantuvo el esquema de re-
laciones cívico-militares instituido desde el Frente Nacional, mientras que las 
reformas a las Fuerzas Militares se mantuvieron en el nivel técnico y operativo, 
sin modificar aspectos doctrinales. No obstante, estas circunstancias pudieron 
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llevar a una ampliación de la autonomía de la fuerza pública, pues, si bien la po-
lítica de seguridad democrática fue efectiva para debilitar a la guerrilla, promovió 
una subordinación de lo político a lo militar y privilegió la seguridad nacional por 
encima de otros elementos (Cruz, 2016). El impulso de este cambio se dio ante 
el desprestigio del proceso de paz con las FARC durante el gobierno de Pastrana, 
por lo cual el gobierno Uribe se centró en el tema de la seguridad.

Las acciones de la fuerza pública para la protección de 
derechos humanos 
Si bien los autores citados en el apartado anterior muestran posturas algo es-
cépticas frente a las acciones emprendidas por la fuerza pública para la protec-
ción de los derechos humanos, también es claro que el Estado colombiano ha 
buscado acogerse a la normativa internacional en materia de derechos huma-
nos y ha reflexionado de manera continua sobre cómo enfrentar la seguridad en 
el marco de un complejo conflicto armado en el que existen múltiples actores 
potencialmente violadores de los derechos humanos. En este contexto, el com-
promiso de la fuerza pública con el respeto y garantía de los derechos humanos 
es fundamental. Por un lado, deben evitar interferir en el goce de los derechos 
y, por otro, brindar las condiciones para que estos derechos se puedan realizar 
plenamente (Ardila, 2022, p. 315). 

En este orden de ideas, la Constitución de 1991 señala que a la fuerza públi-
ca, “en las etapas de su formación, se les impartirá la enseñanza de los funda-
mentos de la democracia y de los derechos humanos” (art. 222). Así, la política 
de formación en derechos humanos en la fuerza pública ha venido evolucionan-
do, con el fin de asegurar “el respeto por los derechos a través de su transversa-
lización en toda la malla de formación curricular de los integrantes de la fuerza 
pública”, en su proceso de profesionalización (Ardila, 2022, p. 317). 

Para lograr este objetivo, se requieren normas y estrategias diversas para 
formar a la fuerza pública en los fundamentos de la democracia y de los dere-
chos humanos, pero también de una funcionalidad y unas políticas de seguridad 
y defensa que aseguren el respeto de los derechos humanos. Para el caso de 
Colombia, el Ministerio de Defensa Nacional (2022) señala:

Si bien es cierto que en el contexto del conflicto armado se han presentado 
casos de uso excesivo de la fuerza y de violación de los derechos humanos, 
las políticas adoptadas denotan que estos comportamientos no hacen parte 
de un patrón de conducta autorizado o tolerado por el Estado. (p. 317)
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Para demostrarlo, esta publicación busca evidenciar cómo ha evolucionado 
la política de los derechos humanos y de DIH en el Sector Defensa. Entre va-
rios de los hitos señalados destacan, especialmente, las acciones emprendidas 
desde el año 2000 para hacer de la legitimidad el centro de gravedad de las ac-
tuaciones de la fuerza pública. En este contexto, durante el gobierno de Álvaro 
Uribe Vélez se expidió la primera Política Integral de Derechos Humanos y de 
Derecho Internacional Humanitario, que marcó la hoja de ruta para la actuación 
de la fuerza pública, luego acogida por los gobiernos posteriores. 

Más recientemente, en 2019, se expidió la Política de Defensa y Seguridad 
para la Legalidad, el Emprendimiento y la Equidad, que expresa el compromiso 
de las autoridades con los derechos humanos al afirmar:

Las Fuerzas Militares y la Policía Nacional convergerán conforme a sus misio-
nes constitucionales y se dará en el marco estricto de las normas de derechos 
humanos y de derecho internacional humanitario, observando el ordenamien-
to jurídico y los contextos concretos en los que se adelanten las operaciones 
militares y los operativos de la policía. (MinDefensa, 2019, p. 39, como se citó 
en Ardila, 2022, p. 328)

Adicional a lo anterior, durante los diferentes y complejos episodios de 
protesta social que se presentaron durante el gobierno de Iván Duque, el pre-
sidente rechazó públicamente los casos de abuso de fuerza que se presenta-
ron y solicitó a los órganos competentes que realizaran las investigaciones y 
sanciones pertinentes. En coherencia con esto, en 2021 se expidió el Estatuto 
de Reacción, Uso y Verificación de la Fuerza Legítima del Estado y Protección 
del Derecho a la Protesta Pacífica Ciudadana, por el cual se dio un mensaje 
de cero tolerancia con violaciones a derechos humanos. Este estatuto nació 
a partir del cumplimiento de una orden judicial y de una mesa de trabajo en la 
que participaron varias entidades del Estado, así como organizaciones de la 
sociedad civil. 

Además, en este mismo año, se publicó el primer Informe de derechos 
humanos y fuerza pública, publicado por el Sector Defensa, con el fin de re-
gistrar “las acciones, resultados y avances de la Fuerza Pública frente a la 
situación de derechos humanos en el país durante el año 2021, que plan-
tearon grandes retos y desafíos de seguridad y defensa para los colombia-
nos” (Observatorio de Derechos Humanos y Defensa Nacional, 2021, p. 4). 
Este informe contó con el liderazgo del “Viceministerio para las Políticas de 
Defensa y Seguridad en articulación con la Dirección de Derechos Humanos 
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y Derecho Internacional Humanitario del Ministerio de Defensa Nacional y la 
participación de las oficinas de Derechos Humanos de las Fuerzas Militares 
y de la Policía Nacional” (p. 4)

En el informe no solo se presentan los desafíos con respecto a la protec-
ción de derechos humanos, sino también las capacidades de la fuerza pública y 
los avances en formación, educación e instrucción en derechos humanos y DIH 
para la fuerza pública. En primera instancia, este informe permite constatar que 
el Ministerio de Defensa ha ejecutado políticas para responder a las amenazas 
sobre los derechos de la ciudadanía, especialmente desde “un marco de cero 
tolerancia a las violaciones de Derechos Humanos” (Observatorio de Derechos 
Humanos y Defensa Nacional, 2021, p. 8). Al respecto, en el apartado 3 señala los 
planes, operaciones y logros con respecto a la protección de los derechos hu-
manos. Allí se señalan logros contra las estructuras del crimen organizado que 
perpetran hechos de violencia y violaciones de los derechos humanos, como la 
captura de alias Otoniel y alias Marihuana, quienes habían cometido homicidio, 
desplazamiento forzado, porte ilegal de armas y narcotráfico, entre otros delitos. 

Adicionalmente, se mencionan logros con respecto a la protección del agua, 
la biodiversidad y la calidad del medio ambiente, así como en la seguridad del 
campo y la recuperación de territorios a través del desminado humanitario. Por 
otro lado, se destaca que el Ministerio de Defensa busca responder de manera 
rápida las alertas tempranas emitidas por la Defensoría del Pueblo, así como el 
hecho de que la fuerza pública ha aportado en los procesos de retorno, reubica-
ción de la población desplazada y restitución de tierras.

Con respecto a la formación en derechos humanos en la fuerza pública, el 
informe destaca que el respeto por los derechos humanos y el cumplimiento 
de las normas del DIH hacen parte de la educación y la doctrina de la fuerza 
pública. En esta línea, en 2021 se implementó la Política Sectorial de Educación 
para la Fuerza Pública (PEFUP), política que rige de 2021 a 2026, y una estrate-
gia de integridad que busca la apropiación de los derechos humanos por medio 
de talleres, cursos, capacitaciones, entre otros espacios formativos. Además, de 
acuerdo con el informe: 

En cumplimiento al Plan Anual de Capacitación se logró la formación y ca-
pacitación de 95 573 uniformados curricularmente y 433 340 extracurricular-
mente (que incluyen los resultados del Plan de Capacitación de la Directiva 
Ministerial Permanente N° 11 de 2019 relacionada con los lineamientos para 
el fortalecimiento de los planes anuales de capacitación extracurricular para 
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la Fuerza Pública en derechos humanos y derecho internacional humanitario, 
con 53 actividades a nivel nacional. (Observatorio de Derechos Humanos y 
Defensa Nacional, 2021, p. 24)

Estas actividades fueron apoyadas por el Comité Internacional de la Cruz 
Roja. 

Finalmente, con respecto al mantenimiento de la disciplina para el respeto 
de los derechos humanos, se destaca que en 2021 se establecieron instruccio-
nes, resoluciones y circulares que buscaban prevenir la violación de derechos 
humanos. No obstante, la disciplina no se limitó a la emisión de este tipo de 
documentos, sino que también se basó en una política de cero tolerancia a la 
violación de derechos humanos. Por ello se han emprendido investigaciones pe-
nales, disciplinarias y administrativas. Muestra de ello es que, en ese año, en el 
marco de las movilizaciones sociales:

la Policía Nacional inició 231 indagaciones disciplinarias, de las cuales 193 
fueron cerradas, 38 se encuentran vigentes y 23 fueron objeto de solicitud y 
traslado a la Procuraduría General de la Nación. Igualmente, se cuenta con el 
registro de 9 sanciones disciplinarias. (Observatorio de Derechos Humanos y 
Defensa Nacional, 2021, p. 29)

Por otro lado, con respecto a las instrucciones impartidas a nivel operacional, 
es importante aclarar que todas las directrices y políticas de derechos humanos 
son incorporadas en los manuales y órdenes operacionales de la fuerza pública, 
por lo cual tienen “impacto en todas las operaciones tácticas desplegadas por 
las Fuerzas Militares, así como en los procedimientos de la Policía Nacional” 
(Ardila, 2022, p. 334). Como antecedente de esto, se puede mencionar que en 
1994 se crearon las oficinas de derechos humanos en las Fuerzas Militares, con 
el fin de asesorar a los comandantes para asegurar su respeto a estos derechos. 

Más adelante, en 2007, se expidieron nuevas directivas para fortalecer la 
transversalización del derecho internacional de los derechos humanos, con el 
fin de “lograr la estandarización de procesos comunes en las Fuerzas Militares” 
(Ardila, 2022, p. 336). Esto se materializó mediante acciones como la implemen-
tación del Modelo Único Pedagógico (MUP), la incorporación de un asesor jurídi-
co operacional y la enseñanza de los derechos humanos en forma transversal en 
las materias militares, entre otras. Al respecto, es importante destacar la figura 
del asesor jurídico para que las operaciones se den dentro del marco legal y, por 
tanto, se fortalezca la disciplina operacional, con mayor claridad sobre las obli-
gaciones que existen para el cumplimiento de los derechos humanos y el DIH. 
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Con respecto a la evolución de las políticas sobre derechos humanos en la 
Policía Nacional, también en 1994 se creó la Oficina de Derechos Humanos para 
esta institución, luego convertida en la División de Derechos Humanos, con el 
fin de fortalecer los procesos de capacitación, promoción y difusión de los de-
rechos humanos a través de conferencias dentro de las escuelas de operación 
y en las unidades operativas policiales (Ardila, 2022, p. 340). Esta división tiene 
entre sus funciones definir políticas y acciones para asesorar al director general 
de la Policía Nacional en asuntos de derechos humanos y seguir los casos sobre 
derechos humanos que cursan en contra de la Policía Nacional, solo por men-
cionar algunas. 

Actualmente, el artículo 2 de la Ley 2272 (2022) define cómo comprende el 
actual gobierno la seguridad humana para el Estado. Indica, entre otras cosas, 
que el Estado debe garantizar la seguridad humana “con enfoque de derechos, 
diferencial, de género, étnico, cultural, territorial e interseccional para la cons-
trucción de la paz total”. En esta medida, la paz total se considera un concepto 
central de la seguridad humana. Por lo anterior, para el actual gobierno debe 
existir un cambio de paradigma en la seguridad, que ponga en el centro los de-
rechos humanos. No obstante, es importante anotar que dicho cambio, como 
se ha mencionado, ha venido gestándose desde años anteriores, pues la fuerza 
pública ha venido fortaleciendo su formación en derechos humanos durante las 
últimas dos décadas. 

Conclusiones
La indagación sobre la situación de la subdimensión de la violación de los de-
rechos humanos desde la perspectiva de la seguridad humana permite afirmar 
que en Colombia se han impulsado políticas y acciones destinadas a reforzar 
la protección de los derechos humanos por parte de la fuerza pública, aunque 
aún hay retos pendientes por enfrentar. Se han evidenciado progresos en la 
formación, educación e instrucción en derechos humanos dirigida a la fuerza 
pública, en línea con el mandato constitucional que promueve la enseñanza de 
los fundamentos democráticos y los derechos humanos en su capacitación. 
Adicionalmente, se constatan esfuerzos sostenidos en mantener la disciplina y 
el respeto hacia los derechos humanos, mediante investigaciones y sanciones 
en casos de posibles transgresiones, así como una política de cero tolerancia 
frente a las violaciones de derechos humanos.
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A pesar del escepticismo y las preocupaciones expresadas por algunos ex-
pertos en el tema, es evidente que el Estado colombiano ha intentado adherirse 
a la normativa internacional en derechos humanos y ha reflexionado sobre cómo 
abordar la seguridad en el contexto del complejo conflicto armado nacional. En 
respuesta, se han impulsado políticas de formación y sensibilización, además 
de mecanismos de control político y veeduría que deben ser reforzados para 
eliminar cualquier conducta contraria a los derechos humanos. Esto exige un 
esfuerzo constante en investigación, formación y capacitación, en el cual la fuer-
za pública sigue comprometida, alineada con el mandato constitucional y con su 
objetivo de asegurar que los ciudadanos disfruten plenamente de sus derechos.

Dentro de los avances más destacados en la evolución de la política de 
derechos humanos y DIH en el sector defensa, se hallan la Política Integral de 
Derechos Humanos y de Derecho Internacional Humanitario, establecida duran-
te el gobierno de Álvaro Uribe Vélez, así como la Política de Defensa y Seguridad 
para la Legalidad, el Emprendimiento y la Equidad, promulgada en 2019. A estos 
se suma el Estatuto de Reacción, Uso y Verificación de la Fuerza Legítima del 
Estado y Protección del Derecho a la Protesta Pacífica Ciudadana, introducido en 
2021. No obstante, es esencial continuar impulsando la participación de la so-
ciedad civil, organizaciones de derechos humanos y la comunidad internacional 
para promover no solo una cultura de respeto hacia los derechos humanos en 
Colombia, sino también herramientas que contribuyan a contrarrestar las diver-
sas amenazas que pueden afectarlos.

En concordancia con lo anterior, la fuerza pública ha reorientado su enfo-
que sobre la seguridad, lo que ha llevado a un mayor énfasis en la incorpora-
ción de estos derechos en la formación y labores diarias de la fuerza pública. 
Esto también se refleja en el diseño de operaciones enfocadas en la protección 
de los derechos humanos, al enfrentar las estructuras del crimen organizado 
que han atentado contra estos derechos en tiempos recientes en Colombia. 
Paralelamente, ha impulsado acciones para resguardar recursos hídricos, la 
biodiversidad y la calidad ambiental, al reconocer que estos aspectos pueden 
influir en la vulneración de los derechos humanos desde la óptica de la seguridad 
humana.

De esta manera, se puede sostener que la fuerza pública en Colombia ha 
mostrado sensibilidad hacia la comprensión de la seguridad humana, conside-
rando nuevas amenazas que pueden afectar el disfrute íntegro de los derechos 
humanos. Sin embargo, resulta esencial continuar con una evaluación constante 
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sobre cuáles son las demandas y los elementos que determinan la seguridad de 
la población en un entorno tan interconectado y globalizado como el actual. Esto 
conlleva reconsiderar conceptos tradicionales de seguridad, la distinción entre el 
ámbito internacional y el interno del Estado, así como el rol de las organizaciones 
internacionales, entre otros aspectos, todo con el objetivo de asegurar el bienes-
tar y la dignidad de las personas.

Como se señaló a lo largo del capítulo, tanto los derechos fundamentales 
como los derechos humanos están expuestos a amenazas que trascienden la 
noción tradicional de seguridad y requieren actualizaciones en las categorías 
jurídicas y las formas de garantizar la seguridad. La relación entre seguridad y 
derechos humanos puede ser comprendida en términos negativos y positivos, y 
encontrar un equilibrio entre ambos es un desafío real en los Estados democrá-
ticos. Si bien los derechos pueden tener limitaciones justificadas, estas deben 
mantener el principio de proporcionalidad y respetar los derechos y libertades 
individuales. En el caso de Colombia, la Constitución nacional permite estados 
de excepción por motivos de seguridad, pero ni siquiera en estos casos pueden 
suspenderse los derechos humanos y las libertades fundamentales.
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Resumen: Para la seguridad humana, un factor de vital importancia en la dimensión de la 
seguridad política es el Estado de derecho, pues garantiza los derechos fundamentales y 
las libertades individuales frente a la acción estatal. Este artículo se pregunta si hay una 
falta de Estado de derecho y una justicia deficiente, como factores críticos para la segu-
ridad política, en Colombia. Para ello, se define el Estado de derecho y el Estado social de 
derecho, así como la justicia como una de sus garantías esenciales. Luego se evalúa la 
situación de la justicia en Colombia, medida en cantidad de oferta judicial, pero sobre todo 
en la eficiencia de la administración de justicia. Mediante análisis de diversos índices de 
evacuación de procesos por jurisdicción, especialidad y jueces, se encuentra que el factor 
de la lentitud determina la creciente congestión judicial actual y un problema de produc-
tividad, mezclados con una creciente demanda de justicia.
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Introducción
Según el Informe sobre desarrollo humano del Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo (PNUD, 1994), una de las dimensiones más importantes de la 
seguridad humana corresponde la seguridad política, definida como la posibili-
dad de que “la gente pueda vivir en una sociedad que respete sus derechos hu-
manos fundamentales” (p. 37). Este capítulo analiza uno de los componentes de 
la seguridad política que es un indicador de vital importancia: la falta de Estado 
de derecho y la justicia deficiente, enmarcadas como una de las subdimensiones 
de esta dimensión de la seguridad humana.

Uno de los impactos más importantes que conlleva la falta de Estado de 
derecho radica en la ausencia de protección de la población frente a la represión 
estatal. Con la represión de individuos y grupos, los gobiernos buscan usual-
mente ejercer control sobre el pensamiento y las ideas, la información y la li-
bertad de prensa. La represión se produce a través de diferentes abusos como 
la tortura regular y sistemática, el maltrato, la desaparición y la violación de los 
derechos humanos, entre otros, comúnmente llevados a cabo mediante la inter-
vención militar y policial que se despliega durante los disturbios.

Así mismo, el PNUD (1994) declara sobre la dimensión de la seguridad polí-
tica lo siguiente:

Uno de los indicadores más útiles de la inseguridad política en un país es la 
prioridad que un gobierno asigna a la fuerza militar, ya que los gobiernos usan 
a veces a los ejércitos y la policía para reprimir a su propia población. Si un 
gobierno está más preocupado por su plantilla militar que por su población, 
ese desequilibrio se demuestra en la relación entre gasto militar y gasto so-
cial. (p. 37)
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En el capítulo 2 del Informe de desarrollo humano, “Nuevas dimensiones de 
la seguridad humana”, se aborda la seguridad humana como un tema de interés 
y de preocupación mundial: “Hay muchas amenazas que son comunes en toda 
la gente, como el desempleo, los estupefacientes, el delito, la contaminación y 
las violaciones de los derechos humanos” (PNUD, 1994, p. 25). Así mismo se 
determinan los componentes principales de la seguridad humana, entendidos 
como “libertad respecto del miedo y libertad respecto de la necesidad” (p. 27).

Por otro lado, este informe del PNUD presenta las diferentes amenazas a la 
población mundial clasificadas en siete dimensiones, entre estas la dimensión 
de la seguridad política, por lo cual se define la subdimensión de la falta de de-
recho y la justicia deficiente como factores que impactan la seguridad política. 
El desarrollo de este capítulo busca resolver esta pregunta: ¿En el contexto del 
Estado de derecho en Colombia, cuál ha sido la situación de la justicia y de uno 
de sus principales factores de deficiencia, esto es, la lentitud del sistema deter-
minada por la congestión judicial?

Así, a continuación se abordan los temas relacionados con el Estado de 
derecho, el Estado social de derecho y la justicia deficiente, y se describen los 
antecedentes y principales aspectos de cada uno de ellos. Posteriormente se 
revisan los datos oficiales del Sistema de Información Estadística de la Rama 
Judicial (Sierju), y se define la metodología y los criterios de selección de los 
egresos efectivos, los ingresos efectivos y los inventarios finales de los procesos 
judiciales, con el fin de obtener los indicadores que permitan analizar la tasa de 
congestión judicial, es decir, índices de evacuación parcial, índices de evacuación 
total y tasas de evacuación por juez. A través de estos indicadores, se analiza la 
tasa de congestión judicial, para estimar así la productividad de la Rama Judicial, 
que impacta directamente en la falta de Estado de derecho y en la justicia defi-
ciente en Colombia.

Estado de derecho y Estado social de derecho
A continuación se aborda la definición del Estado de derecho y su evolución al 
Estado social de derecho, sus orígenes y elementos, y cómo se incluyó el con-
cepto de Estado social de derecho en la Constitución Política de Colombia en 
1991.
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Definición del Estado de derecho
El Estado de derecho se define como aquel cuyo principal objetivo es mante-
ner el control a través de las normas jurídicas y las instituciones establecidas 
en la Constitución. Su origen proviene de la lucha contra el autoritarismo y el 
absolutismo, y se ha ido transformando y evolucionando a lo largo de la histo-
ria con el fin de proteger los principios enfocados en la dignidad humana, los 
derechos humanos y la equidad o igualdad de todos los ciudadanos ante la ley, 
entre otros.

La Sala Constitucional de Venezuela ha definido el Estado de derecho de la 
manera siguiente:

La formación y desarrollo del concepto de Estado de Derecho tiene su origen 
histórico en la lucha contra el absolutismo, y por ello la idea originalmente se 
centraba en el control jurídico del Poder Ejecutivo, a fin de evitar sus interven-
ciones arbitrarias, sobre todo en la esfera de la libertad y propiedades indivi-
duales. Sin embargo, tal concepto fue evolucionando, y dentro de la división 
de poderes que conforman el Estado, en la actualidad el Estado de Derecho 
consiste en que el poder se ejerce únicamente a través de normas jurídicas, 
por lo que la ley regula toda la actividad estatal y en particular la de la adminis-
tración; y parte de la esencia del concepto consiste en el control judicial de la 
legalidad desde lo que se va a considerar la norma suprema: la Constitución. 
(Acceso a la Justicia, s. f.)

El PNUD (2012), por otra parte, define así lo que significa un Estado de 
derecho:

El Estado de Derecho implica que todos los ciudadanos estén sometidos a 
la ley y que las leyes vigentes sean justas, no discriminatorias y respeten los 
derechos humanos. Un sistema legal justo y eficiente que respete las normas 
internacionales de derechos humanos constituye la piedra angular del creci-
miento económico, la seguridad y la erradicación de la pobreza. (p. 1)

Ahora, bien, se pueden distinguir tres principales perspectivas frente al 
Estado de derecho. La primera hace referencia a la legalidad, es decir, la pers-
pectiva en que el Estado de decho se regula a través de las leyes y somete a sus 
gobernantes y a la población en general al orden jurídico y sus normas promul-
gadas públicamente. Se rige, de esta manera, por el derecho.

Una segunda perspectiva se remite al orden social, cuyo objetivo principal es 
ofrecer oportunidades iguales para todos para que la población desarrolle sus 
aptitudes y se puedan garantizar, así, condiciones de vida digna.
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Finalmente, la perspectiva democrática del Estado colombiano se refiere de 
manera general a la capacidad que tiene la ciudadanía de elegir sus representan-
tes a través del voto y, por tanto, de ejercer el poder político, lo que permite acatar 
las normas y respetar los derechos y libertades de todos los ciudadanos (Corte 
Constitucional de Colombia, 1998).

Elementos del Estado de derecho
Según la Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID, por 
sus siglas en inglés), el Estado de derecho está compuesto por cinco elementos: 

1.	 Orden y seguridad, que engloba la vigilancia policial, el enjuiciamiento y 
la (in)formalidad.

2.	 Legitimidad, que distingue entre rule of law y rule by law.
3.	 Controles y equilibrios de poderes, denominados también como checks 

and balances.
4.	 Justicia, que se subdivide en cuatro subcomponentes: a) aplicación 

igualitaria; b) proceso justo; c) protección de los derechos humanos y 
las libertades civiles, y d) acceso a la justicia.

5.	 Aplicación efectiva. (Carrizosa, 2021).
Finalmente, la USAID describe, prácticamente como un sexto elemento, la 

eficiencia y la integridad que son cualidades transversales a estos cinco elemen-
tos del Estado de derecho. Por ejemplo, a través de la eficiencia como una cua-
lidad de desempeño se refuerza el rendimiento en cada uno de los elementos.

Por otro lado, para complementar lo anterior, puede mencionarse que, de 
acuerdo con Saídiza y Carvajal (2016), existen tres aspectos fundamentales que 
deben cumplirse con el fin de garantizar el Estado de derecho:

El Estado liberal de derecho se caracterizará entonces por fundar su legitimi-
dad en la ley (principio de legalidad), en la separación de poderes (sistema de 
pesos y contrapesos), y en la garantía y protección de los derechos individua-
les, todo lo cual servirá como límite al poder absolutista. (p. 27)

De esta forma, el Estado de derecho debe ofrecer las garantías a la población 
civil para que pueda defenderse como sociedad del propio Estado.

Origen del Estado social de derecho
Jean-Jacques Rousseau, pensador suizo, y John Locke, médico y filósofo inglés, 
han sido vistos históricamente como representantes de distintas corrientes de 
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pensamiento que, a mediados del siglo XIX, se asimilarían a lo que conocemos 
como izquierda y derecha. Rousseau abogaba por una visión orientada hacia la 
igualdad, defendiendo un papel activo del Estado en la promoción del bienestar 
de su población. Por otro lado, Locke propugnaba una visión más individualista, 
en la que se resaltaba la libertad y autonomía del individuo respecto a la socie-
dad (Villar, 2007, p. 85).

Fue el jurista alemán Hermann Heller (1891-1933) quien acuñó el concepto 
del Estado social de derecho: “Por primera vez en 1930 plantea la tesis al formu-
lar la alternativa entre Estado de derecho y dictadura” (Villar, 2007, p. 83). Con 
ello planteaba que, para hacer realidad el principio de igualdad, no bastaba con 
el Estado de derecho, ya que en este no se tiene en cuenta las relaciones sociales 
de poder. En contraposición, el Estado social de derecho sí favorece una igualdad 
social real (Villar, 2007).

Villar (2007) argumenta que los derechos de la gente tenían una historia 
anterior, pero se trataba de una definición imprecisa y general, que se ha ido 
ajustando con la jurisprudencia y la legislación. La diferencia consiste en la apli-
cación de principios como:

[La] dignidad humana, el libre desarrollo de la personalidad, derecho a la vida 
y la integridad personal, igualdad, prohibición de toda discriminación, pro-
tección del matrimonio y de la familia, derecho a la vivienda, a la educación, 
obligación social de la propiedad, derecho a un ambiente sano y derecho a la 
cultura. (p. 83)

Elementos del Estado social de derecho
Con la influencia de Heller, la Constitución alemana de Weimar fue la prime-
ra en establecer los derechos sociales. Esta Constitución contribuyó luego 
a la Constitución de la República española de 1931 e influyó posteriormente 
en la Constitución colombiana de 1936, promulgada bajo el gobierno de 
Alfonso López Pumarejo, que reconoció por primera vez algunos derechos 
sociales.

A escala mundial, la constitución de muchos países ha incluido los derechos 
emanados de la Organización de Naciones Unidas (ONU) y de otros organis-
mos internacionales, en cumplimiento de diferentes convenios. Friedrich Katz, 
historiador y antropólogo austriaco, resume los elementos del Estado social de 
derecho así:
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(1) Obligación de establecer condiciones de vida soportables, estándares mí-
nimos para toda la sociedad o mínimo existencias; (2) seguridad social; (3) 
igualdad social; (4) equidad social; (5) sistema jurídico público de indemniza-
ciones en caso de intervenciones del Estado en los derechos de los individuos; 
y (6) comportamiento social justo del individuo frente al Estado. (como se citó 
en Villar, 2007, p. 88)

Estado social de derecho en Colombia
En el contexto colombiano, la Constitución Política de 1991 incluyó en la legisla-
ción nacional el concepto del Estado social de derecho, según el cual el Estado 
debe satisfacer las necesidades básicas económicas y sociales no cubiertas e 
insatisfechas de la población a través de mecanismos que permitan materializar 
los derechos fundamentales de la ciudadanía (Prada, 2020).

Justicia deficiente
Por otro lado, la medición de la justicia, en particular de su productividad, se con-
vierte en un reto para muchos analistas. A continuación se presentan los princi-
pales conceptos, características e indicadores que pueden ayudar a evaluar de 
manera general la congestión de un sistema judicial.

Concepto, características e indicadores de una justicia 
deficiente
La justicia deficiente se da cuando hay un funcionamiento irregular de la admi-
nistración de justicia, referido particularmente al desempeño de los funcionarios 
que la administran. Esto se evidencia en negligencias procesales al dictar un jui-
cio y en el rol de los auxiliares de la administración de justicia, tanto en el ámbito 
procesal como en sus responsabilidades administrativas. Todo esto se inscribe 
en el marco de un sistema integral de administración de justicia. En palabras 
de Montero (2013): “El funcionamiento anormal de la administración de justicia, 
siguiendo una corriente orgánica u objetiva, tendrá lugar cada vez que la admi-
nistración de justicia funcione mal; no funcione; o bien funcione deficientemente, 
como es el caso de la justicia tardía” (p. 155).

Por otra parte, en un estudio elaborado por la Corporación Excelencia en la 
Justicia para Fedesarrollo, se determina lo siguiente:
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Para que exista una eficiencia en el sistema de la justicia hay varios compo-
nentes que se consideran importantes, entre estos componentes se resalta la 
imparcialidad, donde se hagan cumplir las normas legales de manera trans-
parente libres de prejuicios, sin inclinación en contra o favor de una persona, 
centrándose en la objetividad, pero sin olvidar la importancia de dar solución 
en el tiempo que se considera normal o prudencial de forma justa y modera-
da. (Herrera et al., 2019, p. 2)

Varios factores influyen en la calidad del funcionamiento de la administra-
ción de justicia, y estos no son sencillos de medir, debido a la subjetividad de su 
evaluación. A pesar de esta complejidad, es vital entender que cada factor es 
crucial, y ninguno es más importante que otro debido a su interconexión. Según 
Mora-Sanguinetti (2021, p. 67), por esta dificultad de medición de otros indi-
cadores, los analistas “suelen reducir el análisis de la (calidad) de un sistema 
judicial a solamente tres factores: su lentitud, su coste y su predictibilidad”. Uno 
de los principales problemas resaltados es la lentitud, manifestada en la conges-
tión judicial. Esta congestión, que eleva los costos y disminuye la predictibilidad, 
también crea desconfianza entre la población, lo cual afecta negativamente la 
percepción del sistema (Mora-Sanguinetti, 2021, p. 68).

Finalmente, la forma de evaluar la congestión de un sistema judicial es a 
través de la medición de las tasas de congestión, calculadas mediante “infor-
mación sobre el volumen de conflictos acumulados sin resolver y el número de 
conflictos resueltos que llegan a un órgano judicial específico en una jurisdicción 
concreta” (Mora-Sanguinetti, 2021, p. 68).

Estado de derecho y justicia deficiente en 
Colombia (2011-2016)
Como indican Herrera et al. (2019), en Latinoamérica, la percepción sobre el 
sistema judicial y su capacidad de resolver los asuntos judiciales es que es 
altamente ineficiente, ya que no se logran resolver los conflictos en tiempos 
razonables, lo que genera desconfianza en el sistema. Pese a que Colombia 
ha realizado grandes esfuerzos para solventar la ineficiencia del sistema ju-
dicial, no logra ser una excepción a esta problemática, donde más del 70 % 
de la población considera que es muy lenta, según los datos de la Encuesta 
Nacional de Necesidades Jurídicas de 2013. Resolver un incumplimiento 
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contractual en Colombia toma 1288 días, que es el doble del tiempo prome-
dio para la región, según estimaciones del Proyecto Doing Business (Herrera 
et al., 2019, p. 3).

Indicadores de productividad de la justicia
Para analizar la eficiencia de la Rama Judicial en Colombia en el periodo com-
prendido entre el 2011 y el 2016 se tomó como referencia el estudio citado de 
Herrera et al. (2019). Así, se toman “como criterios de producción de respuestas 
judiciales tres indicadores de evacuación de resoluciones de conflictos: el Índice 
de Evacuación Parcial (IEP); el Índice de Evacuación Total (IET); y la Evacuación 
por Juez (EJ)” (Herrera et al., 2019, p. 4). 

El IEP “se calcula como la relación del número de egresos efectivos sobre 
el número de ingresos efectivos para un año determinado, de acuerdo con la 
siguiente fórmula: IEP = Egresos Efectivos / Ingresos Efectivos” (Herrera et al., 
2019, p. 5). Cuando en el IEP se obtienen valores superiores a 1, se representa 
como un valor positivo, lo que significa más egresos que ingresos; en contraste, 
los valores inferiores a 1 representan un congestionamiento en los procesos ju-
diciales. El IEP que se obtenga, ya sea superior o inferior a 1, no se debe interpre-
tar como crecimiento o decrecimiento en la productividad de los juzgados, dado 
que, al ser una medición relativa, puede verse afectada por cualquiera de las dos 
variables del indicador (egresos o ingresos).

Por su parte, el IET se calcula como “la relación del número de egresos efec-
tivos sobre los ingresos efectivos en un determinado año más el inventario ini-
cial total”, así: “IEP = Egresos Efectivos / (Ingresos Efectivos + Inventario Inicial)” 
(Herrera et al., 2019, p. 5). A diferencia del IEP, el IET nos permite tener en cuenta 
el impacto que tiene el inventario inicial, que corresponde a los procesos pen-
dientes por resolver del periodo anterior. Para el análisis de la productividad de la 
justicia entre 2011 y 2016, “se hizo necesario calcular el inventario inicial de to-
dos los años a partir de la suma del inventario inicial de un año base (2010) más 
los ingresos efectivos restando los egresos efectivos para cada año respectivo” 
(Herrera et al., 2019, p. 5).

Y como último indicador, la tasa de EJ, que corresponde a “la razón entre el 
número de evacuaciones efectivas sobre el número de jueces en la unidad de 
análisis (jurisdicción, circuito judicial, especialidad o especialidad en el circuito 
judicial)”, según esta fórmula: “EJ = Egresos Efectivos / # Jueces en la Unidad de 
Análisis” (Herrera et al., 2019, p. 5).
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Para los análisis de cada una de las tres variables, se utilizó las bases de 
datos del Sierju, consolidada por la Unidad de Desarrollo y Análisis Estadístico 
(UDAE, 2023) de la Rama Judicial. Así mismo, se definieron los criterios para 
determinar los egresos e ingresos efectivos para tomar los datos:

Por egresos efectivos se entienden aquellos que dan por terminado una con-
troversia cuya resolución se había solicitado ante una autoridad judicial con 
funciones jurisdiccionales de la Rama Judicial. Por ingresos efectivos se en-
tienden aquellas controversias nuevas que no han sido aún registradas por 
otra autoridad judicial con funciones jurisdiccionales de la Rama Judicial en 
la respectiva instancia. (Herrera et al., 2019, p. 6)

Procesos excluidos en la medición de la productividad
Considerando los estándares para establecer los egresos e ingresos reales en 
el análisis de información, también es crucial señalar que se descartan aquellos 
que, debido a su naturaleza, no posibilitan identificar el comienzo o conclusión 
de un litigio judicial o cuya resolución no se establece por motivos relacionados 
con el despacho judicial.

Con base en lo anterior, “se eliminaron los procesos de control de garantías y 
de adolescentes de control de garantías, en tanto las funciones de estos despa-
chos consisten en llevar a cabo las diligencias necesarias principalmente en la 
etapa de investigación” (Herrera et al., 2019, p. 6). Estos procesos de control de 
garantías y de adolescentes de control de garantías no dan por terminada una 
controversia legal de manera definitiva.

De igual manera, se descartaron los procedimientos bajo la jurisdicción de los 
jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad, ya que los procesos que en-
frentan están vinculados con la correcta aplicación de las sanciones penales y no 
abordan un problema de fondo. Por lo tanto, los egresos reales que surgen de estos 
jueces ocurren al finalizar la aplicación de la penalidad (Herrera et al., 2019, p. 6).

Así mismo, también fueron excluidos de la base de datos los procesos de 
justicia y paz por enmarcarse en un proceso de justicia transicional, ya que esto 
implica procesos especializados con trámites especiales, lo que dificulta su 
comparación con otros procesos.

Para el análisis de la eficiencia y la productividad en la justicia en el nivel 
circuito y por especialidad, se tuvieron en cuenta los procesos de instancia ade-
lantados ante juzgados de la jurisdicción ordinaria, excluyendo los tribunales de 
las altas cortes.
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La definición de los procesos corresponde a factores de organización geo-
gráfica y las competencias territoriales de los distintos niveles de la rama judi-
cial. El mapa judicial se encuentra dividido en cuatro categorías: 

1.	 Municipios: Los juzgados municipales tienen competencia territorial so-
bre las controversias que se generan dentro del espacio geográfico del 
municipio.

2.	 Circuitos judiciales: Los juzgados del circuito tienen competencia sobre 
las controversias que se generan en el espacio geográfico de los muni-
cipios que componen el circuito judicial.

3.	 Distritos judiciales: Los tribunales tienen competencia sobre las contro-
versias que se presentan en el espacio geográfico de los circuitos judi-
ciales que componen el distrito judicial al que pertenecen. 

4.	 Nación: Competencia nacional sobre las altas cortes.
En su informe al Congreso de la República, el Consejo Superior de la 

Judicatura (2017, p. 89) expone que el mapa judicial de Colombia está compues-
to por 33 distritos judiciales, 202 circuitos judiciales y 1103 municipios. Para el 
ejercicio comparativo de eficiencia, se decidió finalmente tener en cuenta los juz-
gados municipales y de circuito dentro de la jurisdicción ordinaria, ya que con-
centran en promedio el 86 % del total de ingresos efectivos de la rama judicial.

Para este análisis de eficiencia se tienen en cuenta las resoluciones de con-
flictos efectuadas por las autoridades judiciales con función jurisdiccional de la 
rama judicial, y se excluyen las demás autoridades que participan en el sistema. 
De esta manera, son objeto de análisis los órganos que integran la jurisdicción 
ordinaria, la jurisdicción de lo contencioso administrativo y la jurisdicción cons-
titucional. No se tienen en cuenta la justicia penal militar, la jurisdicción especial 
indígena, la de paz ni la Jurisdicción Especial para la Paz, ya que no hacen parte 
de la rama judicial. Tampoco se consideran los jueces de paz, ya que no son 
funcionarios judiciales sino particulares que administran justicia.

El sistema de justicia y la rama judicial
En Colombia, la rama judicial está compuesta por cuatro jurisdicciones, la 
Fiscalía General de la Nación y el Consejo Superior de la Judicatura. Las cuatro 
jurisdicciones son:

(1) La jurisdicción ordinaria, quien conoce de las controversias que se generan 
entre particulares al igual que todos aquellos asuntos que no se encuentran 
atribuidos a otra jurisdicción. (2) La jurisdicción contencioso-administrativa, 
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quien conoce de las controversias que se generan entre el Estado, a través 
de las entidades públicas y los particulares que ejercen funciones propias al 
Estado, y particulares u otras autoridades estatales. (3) La jurisdicción disci-
plinaria, quien conoce y sanciona las conductas que constituyen fallas de los 
funcionarios y empleados de la Rama Judicial, al igual que de los abogados en 
ejercicio de la profesión. (4) La jurisdicción constitucional, quien conoce de las 
acciones de tutela frente a la vulneración o amenaza de derechos fundamen-
tales, al igual que de las demandas de inconstitucionalidad que se presenten 
contra leyes o normas de rango legal. (Herrera et al., 2019, p. 12)

Como parte de la rama judicial en Colombia también está la Fiscalía General 
de la Nación, que cuenta con autonomía administrativa y presupuestal. La 
Fiscalía se encarga de “investigar las conductas delictivas, calificarlas y adelan-
tar la acusación de los presuntos autores ante las autoridades judiciales de la ju-
risdicción ordinaria competente” (Herrera et al., 2019, p. 12). El Consejo Superior 
de la Judicatura, por su parte, es el órgano de gobierno y administración de la 
rama judicial.

Para el análisis de la eficiencia en la justicia, la investigación se centra en 
la jurisdicción ordinaria, ya que contiene la mayoría de las demandas entre las 
autoridades judiciales.

Al comparar la cantidad de jueces por habitantes en Colombia de 2011 a 
2016, cada uno de los distritos judiciales en que se divide el mapa judicial de la 
jurisdicción ordinaria está compuesto de un numero distinto de circuitos judicia-
les, que a su vez agrega un numero variable de municipios. Se puede observar 
que se mantiene una distribución de la oferta judicial correspondiente al número 
de habitantes, lo que no significa que exista una distribución equitativa ni sufi-
ciente para atender la demanda de juzgados: “La distribución de la oferta judicial 
por circuito permite ver, igualmente, ciertas tendencias. Así, los circuitos judicia-
les con menores poblaciones tienen una mayor oferta judicial medida a partir 
del número de jueces por cada 100 000 habitantes” (Herrera et al., 2019, p. 17).

El resultado de tener circuitos judiciales con menos población, pero con ma-
yor número de jueces por cada 100 000 habitantes, podría ser resultado de la 
Ley 1285 de 2009, que modificó la ley estatutaria de administración de justicia. 
Mediante esta ley se generó la obligación de tener la presencia de un juzgado por 
municipio sin importar la cantidad de habitantes, con el objetivo de garantizar el 
acceso a la justicia en todas las cabeceras municipales. De esta manera, “los 
circuitos judiciales menos poblados, aquellos en el rango de los 4618 a 403 618 
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habitantes cuentan, en promedio, con 17,8 jueces por cada 100 000 habitantes, 
una diferencia de casi el doble de juzgados frente al siguiente rango poblacional” 
(Herrera et al., 2019, p. 17). Por ello, se presenta una menor oferta judicial por 
habitante en poblaciones con mayor número de habitantes.

Análisis de productividad
El Consejo Superior de la Judicatura analiza la productividad de la rama judicial a 
través de los índices IEP e IET, con el fin de determinar cuánta congestión existe 
en los juzgados para un periodo determinado. El IEP de la jurisdicción ordinaria 
muestra una tendencia decreciente en la productividad de la rama judicial entre 
los años 2011 y 2016, de acuerdo con las estadísticas del Sierju (UDAE, 2023) 
(Figura 1).

Figura 1. Índice de evacuación parcial (IEP) de la jurisdicción ordinaria
  

Fuente: Elaboración propia con base en el Sierju de la UDAE (2023).

Se puede observar que en los IEP de la jurisdicción ordinaria en Colombia se 
presentan valores superiores al 100 % entre los años 2011 y 2013, lo cual indi-
ca una descongestión en los procesos judiciales. Así mismo, se muestran unos 
valores inferiores al 100 % entre 2014 y 2016, que indican un número mayor de 
ingresos sobre los egresos en esos periodos, lo que resulta en una baja produc-
tividad en los procesos de la jurisdicción ordinaria.

Al verificar los datos obtenidos del IEP de la rama judicial, se evidencia un 
comportamiento con la misma tendencia al que presentó la jurisdicción ordinaria 
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para los años 2011 a 2013, con índices por encima del 100 %. Esto expone cómo 
los egresos de los procesos fueron superiores a los ingresos, descongestionan-
do el sistema. El IEP decreció significativamente de 2014 a 2015, pese al incre-
mento en el presupuesto para el mismo periodo (Figura 2). 

Figura 2. IEP vs. presupuesto de la rama judicial

  

Fuente: Elaboración propia con base en el Sierju de la UDAE (2023).

Analizando los datos del Sierju (UDAE, 2023) correspondientes al número de 
jueces por cada 100 000 habitantes y el IEP para cada circuito judicial en 2012 
y 2016 en la jurisdicción ordinaria, se evidencia un incremento significativo en el 
número de jueces (Figura 3).

Figura 3. IEP y jueces de la jurisdicción ordinaria (2012 y 2016)
  

Fuente: Elaboración propia con base en el Sierju de la UDAE (2023).
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Cabe resaltar que 2012 y 2016 son los años con el mayor y el menor IEP en 
la jurisdicción ordinaria, con una variación creciente para el mismo periodo de la 
oferta judicial, relacionada con el número de jueces por cada 100 000 habitantes. 
Esto permite deducir que la tendencia decreciente en el IEP para el mismo perio-
do entre 2012 y 2016 obedece a razones diferentes a la variación de la oferta ju-
dicial. En la Figura 4 se desagregan los IEP por jurisdicciones de la rama judicial 
para el periodo 2011 a 2016.

Figura 4. IEP por jurisdicciones, incluidas altas cortes y tribunales

Fuente: Elaboración propia con base en el Sierju de la UDAE (2023).

Se puede evidenciar con claridad cómo el IEP de la jurisdicción ordinaria es 
el único de la rama judicial entre 2011 y 2013 con valores superiores al 100 %. El 
IEP en la jurisdicción ordinaria muestra la misma tendencia de la rama judicial, 
ya que comprende el 87 % de toda la rama. Por esta razón, el análisis de pro-
ductividad toma los datos de egresos e ingresos de procesos judiciales en esta 
jurisdicción.

Al desagregar los IEP por las especialidades que hacen parte de la jurisdic-
ción ordinaria (Figura 5), se puede ver que la especialidad civil tiene un compor-
tamiento semejante al IEP general de la jurisdicción ordinaria, con resultados por 
encima del 100 % entre 2011 y 2014.



859

Falta de Estado de derecho y justicia deficiente 
en Colombia

Figura 5. IEP y jueces de la jurisdicción ordinaria por especialidades

  

Fuente: Elaboración propia con base en el Sierju de la UDAE (2023). Cálculos de CEJ.

Teniendo en cuenta que la especialidad civil durante este periodo representa en 
promedio el 42 % del IEP general de la jurisdicción ordinaria, por encima del resto de 
las especialidades, el análisis de productividad toma los datos de egresos e ingresos 
de procesos judiciales en la especialidad civil, ya que determina en buena parte la 
productividad de toda la jurisdicción ordinaria y, por ende, de la rama judicial.

Política de descongestión
Resultan congruentes los resultados de productividad obtenidos en la justicia 
para el periodo de análisis entre 2011 y 2016, ya que coinciden con la puesta en 
funcionamiento de la política de descongestión impulsada por la “Ley 1285 del 
2009, que siguió con la aprobación del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo y con el Código General del Proceso en los 
años 2011 y 2012” (Herrera et al., 2019, p. 29).

La política de descongestión principalmente incluyó la generación de car-
gos transitorios en la rama judicial con el fin de desacumular procesos, bus-
cando agilizar la terminación de los procesos judiciales y la implementación de 
otras medidas legales y ajustes procesales con el mismo objetivo de aumentar 
la productividad.

De esta manera, la política de descongestión permitió que entre 2011 y 2013 
se presentara un IEP superior al 100 %, lo que coincide con el periodo donde 
hubo mayor oferta judicial gracias a una mayor proporción de juzgados de des-
congestión (Figura 6).
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Figura 6. Oferta de funcionarios judiciales en todas las jurisdicciones, incluidas 
altas cortes y tribunales

  

Fuente: Elaboración propia con base en el Sierju de la UDAE (2023). Cálculos de CEJ.

Es evidente, entonces, que el IEP entre 2011 y 2013 por encima del 100 % 
coincide con la alta asignación de juzgados de descongestión. Sin embargo, 
no se puede asumir que la implementación de juzgados de descongestión dé 
como resultado altos IEP como se presentó en la especialidad civil, puesto que 
los datos muestran lo contrario en la mayoría de las otras especialidades de la 
jurisdicción ordinaria. Tal es el caso de los juzgados laborales, donde, pese al in-
cremento del doble de juzgados de descongestión en comparación con la espe-
cialidad civil, no se pudo superar el 100 % en ninguno de los periodos analizados: 
“En ese sentido, se puede inferir que no es, por sí sola, la generación de cargos 
transitorios de descongestión lo que permite explicar los indicadores de IEP de 
la especialidad civil para esos años” (Herrera et al., 2019, p. 31).

El informe al Congreso de la República por el Consejo Superior de la 
Judicatura (2017) describe otros factores adicionales que impactaron la produc-
tividad, como los paros judiciales que se presentaron en 2012, con una duración 
de 42 días hábiles, y en 2014, con una duración de 73 días hábiles, lo que con-
dujo a no realizar cerca de 168 000 actuaciones judiciales en el 2012 y a aplazar 
26 621 audiencias, así como mora en 137 821 procesos (p. 34).

Por otro lado, el indicador de número de egresos promedio por juez ofrece un 
valor de medición del rendimiento promedio por despacho independientemente 
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del incremento en la demanda. Este promedio presenta un resultado distinto al 
IEP (Figura 7). Se puede observar cómo entre 2013 y 2015 se obtuvieron los más 
altos indicadores de productividad, que coincidieron con la jurisdicción ordinaria, 
por lo cual vale la pena concentrarse en esta jurisdicción.

Figura 7. Egresos por juez por jurisdicción, incluidas altas cortes y tribunales

  

Fuente: Elaboración propia con base en el Sierju de la UDAE (2023). Cálculos de CEJ.

Figura 8. Evacuaciones por juez por especialidades

 

Fuente: Elaboración propia con base en el Sierju de la UDAE (2023). Cálculos de CEJ.
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La mayor cantidad de egresos efectivos por juez la sigue liderando la espe-
cialidad civil, que muestra así la mayor productividad frente a las demás espe-
cialidades (Figura 8).

Informe ejecutivo de la Rama Judicial (2022)
De acuerdo con el informe ejecutivo que rinde anualmente la rama judicial al 
Congreso de la República, se examina aquí el crecimiento de la oferta judicial 
de cada jurisdicción y los indicadores más relevantes de administración y go-
bierno de la rama judicial para 2022, así como los movimientos históricos de los 
procesos de la rama judicial. Se analizan egresos efectivos, ingresos efectivos e 
inventarios finales por años, con el fin de analizar la productividad de la justicia 
en el periodo de 2010 a 2022.

Así, en cada una de las jurisdicciones se presentaron los siguientes porcen-
tajes de crecimiento de cada jurisdicción para el año 2023: Comisión Nacional 
de Disciplina Judicial (+9 %), Consejo Superior de la Judicatura (+15 %), Corte 
Suprema de Justicia (+3 %), Corte Constitucional (+3 %), jurisdicción ordinaria 
(+55 %) y jurisdicción de lo contencioso administrativo (+15 %) (UDAE, 2023). Al 
respecto, se nota un esfuerzo de la rama judicial por incrementar la oferta de jus-
ticia en todo el país. Para la jurisdicción ordinaria, en la cual se ha centrado este 
estudio, se crearon 241 despachos nuevos (Rama Judicial, 2022).

Respecto a la cantidad de despachos de magistrados y juzgados creados 
por especialidad en la jurisdicción ordinaria en el 2022, se destacan los siguien-
tes resultados: especialidad civil: 0 despachos de magistrados y 45 juzgados; 
familia: 0 despachos de magistrados y 12 juzgados; laboral: 5 despachos de 
magistrados y 34 juzgados; penal: 4 despachos de magistrados y 101 juzgados; 
promiscuo: 7 despachos de magistrados y 24 juzgados (UDAE, 2023). En el in-
forme se detalla la disposición de cada uno de los despachos de magistrados y 
juzgados creados como respuesta al crecimiento de la demanda de justicia en 
los municipios más densamente poblados y cercanos a las grandes capitales 
(Rama Judicial, 2022).

En el informe también se muestran los indicadores más relevantes de ad-
ministración y gobierno de la rama judicial comparando la situación de 1996 
con 2022. Con respecto a este estudio, es importante rescatar la presencia de la 
rama judicial en los municipios del país, pues se pudo establecer su presencia 
en el 100 % del territorio nacional, lo que garantiza que exista un juez en cada 
municipio para atender la demanda en justicia.
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Es importante mencionar también el incremento en el mismo periodo de 
la demanda de justicia por día, pasando de 3025 a 10 839, con un incremento 
del 258 %. Esto significa un impacto importante en la carga de procesos para la 
rama judicial. De igual modo, los procesos atendidos por la rama judicial y los 
egresos pasaron de 789 579 a 2 129 265 entre 1996 y 2022, lo que representa un 
incrementó del 170 % (Rama Judicial, 2022; UDAE, 2023).

A continuación, en el informe ejecutivo de la Rama Judicial (2022), se pre-
sentan los movimientos históricos de los procesos de la Rama Judicial de forma 
general con egresos efectivos, ingresos efectivos e inventarios finales por año 
desde el 2010 al 2022. Esto permite tasar un IEP de 87 % y un IET de 49,4 % en 
dicho periodo, como se puede ver en el micrositio del Tablero de Control de las 
Estadisticas de Gestion Judicial (Rama Judicial, 2023).

En el mismo informe, se observa que para 2022 se obtuvieron resultados 
inferiores al promedio en los últimos doce años (2010-2022), con un IEP del 
78,6 %, en razón de 2 646 093 ingresos efectivos y 2 080 549 egresos efectivos. 
Así mismo, se encontró un IET del 44,9 % para el 2022, representado en un inven-
tario final de 2 139 818 procesos judiciales sin concluir (Rama Judicial, 2023).

Con relación a la gestión judicial por jurisdicción y especialidad de los despa-
chos del país, el informe ejecutivo de la Rama Judicial (2022) permite observar 
que la jurisdicción ordinaria tuvo un ingreso efectivo de 1 616 098 procesos y 
un egreso efectivo de 1 191 025 procesos, lo que corresponde a un IEP del 73 % 
y un inventario final del periodo de 1 802 699 procesos pendientes por resolver 
(UDAE, 2023).

Por último, en el mismo informe, en cuanto a la distribución del movimien-
to de procesos relacionados con los ingresos efectivos, egresos efectivos e 
inventario final en las especialidades de la jurisdicción ordinaria para 2022, se 
evidencia que la especialidad penal lidera la cantidad de ingresos dentro de la 
jurisdicción ordinaria con un 42 %, seguida de la civil con un 39,5 % (UDAE, 2023).

Conclusiones
Analizando las estadísticas del informe ejecutivo de la Rama Judicial (2022) y 
los datos del Sierju (UDAE, 2023), se observa en promedio entre 2010 y 2022 un 
IEP de 87 % y un IET de 49,4 %. Para 2022 se obtuvieron resultados inferiores 
al promedio en los últimos doce años, con un IEP de 78,6 %, lo que se explica 
porque de 2 646 093 procesos judiciales nuevos (ingresos efectivos) se lograron 
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resolver 2 080 549 procesos (egresos efectivos), quedando un total de 565 544 
procesos sin resolver en ese periodo.

Más preocupante aún es el IET de 44,9 % para 2022, menor al promedio entre 
2010 y 2022, puesto que quedan en el inventario final 2 139 818 procesos judi-
ciales sin resolver. Se puede concluir que la productividad de la rama judicial ha 
sido baja en los últimos doce años y con tendencia a empeorar, pese al esfuerzo 
que ha realizado el Estado a través de diferentes mecanismos. Entre estos des-
taca la política de descongestión promovida por la Ley 1285 de 2009, que esta-
bleció la generación de cargos transitorios en la rama con el fin de desacumular 
procesos, agilizar el término de procesos judiciales e implementar otras medidas 
legales y ajustes procesales con el objetivo de aumentar la productividad.

Es claro que el derecho es un instrumento esencial para promover una so-
ciedad justa. Por este motivo, al analizar la baja productividad de la rama judicial 
a través de la eficiencia, como cualidad de desempeño en la administración de 
justicia, y al examinar el factor de la lentitud, determinado por la congestión ju-
dicial, se puede establecer claramente que hay una falta de Estado y una justicia 
deficiente en Colombia. La rama judicial en el país debe continuar con el plan de 
fortalecimiento de la oferta judicial en cantidad y calidad, más aún si se tiene en 
cuenta el incremento de la demanda por nuevos procesos judiciales surgidos del 
auge de delitos como el narcotráfico y la minería ilegal.
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El Comando General de las Fuerzas Militares de Colombia, mediante su Plan 
Ayacucho 2023-2026, Guía de Planeamiento Estratégico, establece que nues-
tro país transita por realidades sociales, culturales, económicas y de seguri-
dad en general, que demandan de todas las entidades la formulación de estra-
tegias de planeamiento y coordinación interorganizacional para solucionar de 
manera integral las necesidades de la sociedad civil, derivadas de la pobreza, 
la desigualdad, el cambio climático, los riesgos de desastres naturales y la 
expansión de las estructuras criminales conformadas por los grupos arma-
dos organizados (GAO), estructuras armadas organizadas de crimen de alto 
impacto, que amenazan la defensa y seguridad nacional en todas sus dimen-
siones y que puedan impedir la protección de los intereses nacionales.

En coherencia con este planteamiento, la Escuela Superior de Guerra “Gene-
ral Rafael Reyes Prieto” (ESDEG) presenta la obra Seguridad humana y cons-
trucción de patria en defensa de la vida, desplegada en tres volúmenes que 
cubren las siete dimensiones de esta crucial temática, en procura de aportar 
a su discusión académica y explorar campos estratégicos que garanticen la 
amalgama entre la seguridad nacional y la seguridad humana, como comple-
mentarias que son, reconociendo a la persona humana como eje estructuran-
te y protegiendo a cada hombre y mujer de las amenazas que afecten su vida.
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